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ÍNDICE TOMO 395

SALA CONSTITUCIONAL
competencia de la sala constitucional, carece de 
ella en procedimientos ordinarios y no puede cono-
cer de un recurso de apelación (supletoriedad del 
código adjetivo civil condicionada a que la ley de la 
sala constitucional sea omisa)

Hechos: Un particular interpuso el recurso de apelación en 
contra de la sentencia definitiva dictada por un juzgado de 
Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, en la 
Acción de Protección Efectiva de Derechos Humanos. Di-
cho juzgado envió el expediente a la Sala Constitucional del 
Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, y el 
entonces Presidente de ésta determinó que tal petición era 
notoriamente improcedente y, en consecuencia, no se acordó 
de conformidad admitir el recurso de apelación, al no encon-
trarse regulado. 

Ante ello, la parte inconforme interpuso recurso de recla-
mación, en el cual, por resolución dictada en forma mayorita-
ria por los magistrados integrantes de la Sala Constitucional, 
se determinó que no era procedente, y en consecuencia, que-
dó firme el acuerdo signado por el Magistrado Presidente de 
la Sala Constitucional.

En contra de la ejecutoria anterior se promovió juicio de 
amparo, del que correspondió conocer al Décimo Tercer Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, autoridad que resolvió conceder el amparo y protección 
de la justicia federal.

1

3
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En dicho amparo se determinó, en esencia, lo siguiente: “al 
resultar fundados los argumentos examinados respecto a la 
procedencia del recurso de reclamación interpuesto ante la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, pro-
cede conceder el amparo y protección de la Justicia Federal, para 
el efecto de que la responsable deje insubsistente la resolución 
reclamada, y emita una nueva en la que considere procedente di-
cho medio de defensa [el recurso de reclamación conforme a lo 
previsto en el artículo 65, f. II, de la Ley de la Sala Constitucional 
de la Ciudad de México]  y, con libertad de jurisdicción resuelva 
lo que en derecho corresponda en ese medio de impugnación.“

Por lo anterior se ordenó remitir las constancias a la po-
nencia del Magistrado instructor correspondiente y proceder 
a dar cabal acatamiento a la sentencia de amparo.

Criterio jurídico: Al tener esta Sala el carácter de autoridad 
terminal en la interpretación de la Constitución local, por ha-
bérsele encomendado una justicia extraordinaria, no así como 
tribunal de segunda instancia, carece de competencia en pro-
cedimientos ordinarios, y por exclusión, no puede conocer de 
un recurso de apelación, toda vez que la Constitución Política 
de la Ciudad de México y la Ley Orgánica de la Sala Constitu-
cional del Poder Judicial de la Ciudad de México establecen la 
vía legal y los supuestos específicos para combatir las resolu-
ciones definitivas dictadas por los jueces de Tutela (con inde-
pendencia de que tales supuestos correspondan a las preten-
siones del recurrente); dado que de estimar la procedencia del 
recurso de apelación en la forma mencionada se rompe con 
las reglas procesales, creando incertidumbre y falta de certeza 
jurídica en los supuestos y los plazos para que las partes pue-
dan ejercer sus derechos, por lo cual, la legislación que regula 
la actividad de la Sala Constitucional con toda precisión nos 
establece expresamente tales aspectos, para evitar interpreta-
ciones ambiguas y carentes de fundamentación legal.
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Justificación: Si bien el artículo 14 de la Ley de la Sala Consti-
tucional del Poder Judicial de la Ciudad de México dispone: “ 
A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del 
Código de Procedimientos Civiles de la Ciudad de México y 
los principios generales del derecho”, se advierte que la suple-
toriedad del código adjetivo civil se encuentra condicionada 
a que la Ley de la Sala Constitucional sea omisa en regular 
algún acto o procedimiento, que en el presente caso lo es un 
medio de defensa en contra de una sentencia dictada por un 
juez de Tutela de Derechos Humanos. 

En ese sentido, es de hacer notar, que aún y cuando los 
numerales 36, apartado B, numeral 3, inciso d) de la Constitu-
ción Política de la Ciudad de México; 126 de la Ley de la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México; 2, 
fracción V, y 25 de la Ley Orgánica de la Sala Constitucional 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, en relación con el 
artículo 76, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Ciudad de México, contemplan que esta Sala 
conocerá de la impugnación de resoluciones definitivas dic-
tadas por los jueces de Tutela, no obstante, los artículos 36, 
apartado B, numeral 3, inciso d), de la Constitución Política 
de la Ciudad de México; y 26 de la Ley Orgánica de la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, se-
ñalan los supuestos en que son recurribles tales resoluciones, 
así como los plazos y procedimientos respectivos.

Así, es desacertado pretender recurrir la sentencia definiti-
va del Juez de Tutela a través del recurso de apelación regula-
do por la ley adjetiva civil, al tener conocimiento el accionante 
en el recurso de reclamación que se resuelve, de la existencia 
del medio de impugnación específico contra dicha determi-
nación, que posibilita combatir tales fallos y, consciente del 
plazo para su interposición, optó por el recurso de apelación, 
que contempla uno más extenso. 93
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suplencia de la vía, no es un imperativo para la sala 
constitucional realizarla, si la ley orgánica de la 
sala constitucional del poder judicial de la ciudad 
de méxico establece el medio de impugnación en con-
tra de las resoluciones definitivas dictadas por los 
jueces de tutela 

Hechos: Un particular interpuso el recurso de apelación en 
contra de la sentencia definitiva dictada por un juzgado de 
Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, en la 
Acción de Protección Efectiva de Derechos Humanos. Di-
cho juzgado envió el expediente a la Sala Constitucional del 
Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, y el 
entonces Presidente de ésta determinó que tal petición era 
notoriamente improcedente y, en consecuencia, no se acordó 
de conformidad admitir el recurso de apelación, al no encon-
trarse regulado. 

Ante ello, la parte inconforme interpuso recurso de recla-
mación, en el cual, por resolución dictada en forma mayorita-
ria por los magistrados integrantes de la Sala Constitucional, 
se determinó que no era procedente, y en consecuencia, que-
dó firme el acuerdo signado por el Magistrado Presidente de 
la Sala Constitucional.

En contra de la ejecutoria anterior se promovió juicio de 
amparo, del que correspondió conocer al Décimo Tercer Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, autoridad que resolvió conceder el amparo y protección 
de la justicia federal.

En dicho amparo se determinó, en esencia, lo siguiente: “al 
resultar fundados los argumentos examinados respecto a la 
procedencia del recurso de reclamación interpuesto ante la 
Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de Méxi-
co, procede conceder el amparo y protección de la Justicia Fe-

7
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deral, para el efecto de que la responsable deje insubsistente la 
resolución reclamada, y emita una nueva en la que considere 
procedente dicho medio de defensa [el recurso de reclama-
ción conforme a lo previsto en el artículo 65, f. II, de la Ley de 
la Sala Constitucional de la Ciudad de México]  y, con libertad 
de jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda en ese 
medio de impugnación.“

Por lo anterior se ordenó remitir las constancias a la po-
nencia del Magistrado instructor correspondiente y proceder 
a dar cabal acatamiento a la sentencia de amparo.

Criterio jurídico: No es un imperativo para esta Sala Consti-
tucional realizar la suplencia de la vía, ya que la Ley Orgánica 
de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de 
México establece el medio de impugnación en contra de las 
resoluciones definitivas dictadas por los jueces de Tutela y los 
supuestos de procedencia, mismos que no tienen concordan-
cia con el procedimiento previsto para sustanciar el recurso 
de apelación en base a los lineamientos del Código de Proce-
dimientos Civiles del Distrito Federal, por lo que no puede 
considerarse, que únicamente se señaló de manera incorrecta 
el nombre del medio de impugnación como sostiene el recu-
rrente.

Justificación: Si bien el artículo 54 de la Ley de la Sala Consti-
tucional del Poder Judicial de la Ciudad de México contempla 
que en todos los casos la Sala Constitucional deberá suplir la 
deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o conceptos 
de invalidez, ello no debe ser interpretado de manera absolu-
ta, sino sólo cuando se advierten violaciones a la Constitución 
Política de la Ciudad de México o a los derechos humanos 
de los justiciables, ya que dicha figura se encuentra reservada 
para personas en situación de desventaja que requieren espe-
cial protección, ya sea por la calidad de la persona o por el 
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grupo al que pertenecen (menores de edad), la materia de que 
se trata (penal, agraria, laboral), porque su posición en el pro-
ceso involucra una concreta debilidad o vulnerabilidad (una 
violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa), 
o bien se afecten ciertas instituciones (el orden y desarrollo 
de la familia); aspectos, que generen posiciones asimétricas 
entre las partes, y, en consecuencia, se asume que alguna de 
ellas cuenta con menores recursos (ya sea educativos, sociales, 
económicos o de cualquiera otra índole) ocasionándose una 
disparidad que repercute en su derecho de acceso a la justicia.

Así, con la suplencia de la queja se pretende que, a causa de 
una deficiente argumentación jurídica, no se produzca una vio-
lación mayor dejándose a la persona en estado de indefensión, 
dadas las particulares condiciones en las que se encuentra; lo 
que en el presente caso no se actualiza, ya que de las constancias 
procesales no se desprende, que quien hace valer el recurso de 
reclamación se encuentre en alguna situación de vulnerabilidad 
o desventaja que le impida ejercer sus derechos a través de las 
vías legales procedentes, más, cuando se aprecia, que el pre-
sente recurso fue interpuesto por el licenciado que actúa como 
representante legal de la parte inconforme. De ahí que, como 
ya se dijo, es preciso que se lleve a cabo la verificación de los 
requisitos de procedencia previstos en las leyes nacionales para 
la interposición de cualquier medio de defensa

MATERIA CIVIL
Tercera Sala 
responsabilidad patrimonial objetiva del estado, 
facultad exclusiva de la autoridad judicial federal 
administrativa para decretarla, por daño a los par-
ticulares con motivo de una actividad administra-
tiva irregular 53
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Hechos: Un particular demandó en la vía ordinaria civil a una 
dependencia de la administración pública federal, el pago de 
daño moral, daños y perjuicios y otras prestaciones, derivados 
de que, en su concepto, una cirugía le ocasionó los agravios 
que reclamó. Al contestar, el representante legal de la depen-
dencia demandada promovió la excepción de incompetencia 
por declinatoria, por considerar que el juicio debía ser conoci-
do por los tribunales de la federación.

Criterio jurídico: De los artículos 109 constitucional y artícu-
los 1° y 18°, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial, 
resulta obvio que el juzgado de origen es incompetente para 
conocer y resolver sobre la responsabilidad patrimonial del 
Estado con motivo de su actividad administrativa irregular; 
ya que ésta debió ser reclamada conforme al procedimiento 
establecido en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial 
del Estado en correlación con la Ley Federal de Procedimien-
to Administrativo.

Es decir, es facultad exclusiva de la autoridad judicial fe-
deral administrativa decretar o no la responsabilidad patri-
monial objetiva del Estado, que surge si éste causa un daño al 
particular con motivo de su actividad administrativa irregu-
lar; ello implica que el Estado se vuelve responsable directo 
en los daños que los operadores de su actividad generen en 
las personas.

Justificación: En primer término se considera pertinente 
aclarar, que la competencia es un presupuesto procesal de la 
acción, consistente en la aptitud y facultad del juez para ejer-
cer su jurisdicción en un caso determinado, y el deber de un 
juzgado o tribunal para conocer de determinado asunto, ello 
en virtud de que si bien es cierto, todos los jueces tiene juris-
dicción, entendida como la potestad conferida por el Estado 
a determinados órganos para resolver mediante sentencia las 
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cuestiones litigiosas que les sean sometidas y hacer cumplir 
sus propias resoluciones, también lo es que no todos los jue-
ces tienen competencia sobre todos los asuntos, puesto que la 
competencia es una limitante de la jurisdicción, en virtud de 
la cual cada juez, según las normas jurídicas, es competente 
para conocer de determinados asuntos, ellos respondiendo a 
una equitativa y necesaria repartición del trabajo, derivada de 
la amplitud de las ramas del derecho, del territorio nacional y 
la numerosidad de casos jurídicos.

Ahora bien, según lo dispone el artículo 144 del código 
procesal civil local, la competencia de los tribunales se deter-
minará por la materia, la cuantía, el grado y el territorio. Asi-
mismo, en términos de los artículos 73 y 104 constituciona-
les, se prevé la competencia por razón de fuero.

Así, en el presente asunto debe atenderse a que el codeman-
dado es el representante legal de una Secretaría de Estado, la 
cual se encuentra prevista en el artículo 90 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que pertenece a 
la Unidad Administrativa de alto rango, de carácter político-
administrativo, adscrita a la Administración Pública centrali-
zada, cuya finalidad es apoyar al Poder Ejecutivo federal en el 
ejercicio de sus atribuciones políticas y administrativas. Ello 
conforme a lo dispuesto la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, en sus artículos 1°, 2 y 26.

QUINTA SALA 
derechos de artista, intérprete y ejecutante previs-
tos en la ley federal del derecho de autor, en caso 
de violación procede reparación del daño material 
e indemnización por daños y perjuicios, en razón del 
cuarenta por ciento 97
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Hechos: El integrante de una agrupación musical demandó 
en la vía ordinaria civil a los demás miembros del mismo gru-
po, la reparación del daño material y una indemnización por 
daños y perjuicios, que en su concepto le ocasionaron los co-
demandados por no permitirle desarrollar su actividad como 
artista e intérprete en presentaciones en vivo del grupo musi-
cal, a pesar de ser integrante y cofundador.

Criterio jurídico: Es dable declarar que los codemandados 
incurrieron en hechos ilícitos, en virtud de que violaron los 
derechos de artista, intérprete y ejecutante del actor, previs-
tos en los artículos 116, 117, 117 Bis, 118, 119 de la Ley del 
Derecho de Autor, así como en los artículos 49 y 50 de su 
Reglamento; los preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 de la Conven-
ción Internacional sobre la Protección de los Artistas Intér-
pretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los 
Organismos de Radiodifusión (Convención de Roma, 1961) 
y los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 del Trata-
do de OMPI sobre interpretación o Ejecución y Fonogramas 
(TOIEF); y asimismo, condenar a los codemandados a la re-
paración del daño material, así como la indemnización por 
daños y perjuicios por violación a cada uno de sus derechos 
del actor de artista, intérprete y cuya cantidad será cuantifica-
da en ejecución de sentencia, en razón del cuarenta por ciento 
del precio de venta público del producto original y de la pres-
tación original de cualquier tipo de servicios que han prestado 
los demandados que impliquen la violación a cada uno de los 
derechos tutelados por la Ley en su favor; de conformidad con 
el artículo 216 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor.

Justificación: El actor demostró que se realizaron conductas 
contrarias a sus derechos de artista, intérprete, y ejecutante 
de la batería y percusiones dentro de un grupo artístico, pre-
vistos en los artículos 117 y 117 bis de la Ley Federal del De-
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recho de Autor, que son disposiciones de orden público, de 
interés social y de observancia general en todo el territorio 
nacional, por lo que no pudo ejercer su actividad de artista, 
intérprete, ejecutante, ni percibir una remuneración por ello, 
y los artículos 1 y 2 de la Ley Federal citada tienen por objeto 
la protección de los derechos el actor como artista, intérprete 
o ejecutante, respecto de sus actuaciones, interpretaciones o 
ejecuciones en el grupo artístico que menciona el actor.

En esa virtud, es evidente que el actor sí comprobó plena-
mente la existencia de su derecho de artista tutelado y la exis-
tencia de las violaciones o infracciones de dichos derechos, ya 
que está acreditado que los codemandados le informaron que 
no formaría parte del grupo, y que le impidieron realizar los 
ensayos y actividades de artista, intérprete y ejecutante de la 
batería en las presentaciones y espectáculos de la agrupación, 
y con ello se le impidió percibir una remuneración por las in-
terpretaciones y ejecuciones de la batería en las presentacio-
nes que se hicieron con fines de lucro directo o indirecto, por 
cualquier medio de comunicación pública o puesta a dispo-
sición desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la 
presentación de la demanda, lo cual se tuvo por acreditado 
por el Juez con las confesionales a cargo de los demandados, 
por lo que se violentó en perjuicio del actor lo consagrado en 
los preceptos 1, 2, 117 y 117 Bis de la Ley Federal del Derecho 
de Autor, así como los artículos de los instrumentos interna-
cionales citados en la demanda por el actor.

Además, se acreditó la relación causa efecto entre la con-
ducta y el daño producido; es decir, que el daño es consecuen-
cia inmediata y directa del hecho u omisión ilícitos, pues al 
habérsele impedido al actor realizar sus actuaciones, interpre-
taciones y ejecuciones de la batería en las presentaciones y 
espectáculos en vivo que los demandados han realizado con 
la denominación que tiene la agrupación musical en cuestión, 
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desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la presen-
tación de la demanda, es evidente que, como consecuencia de 
ello, no pudo percibir una remuneración por el uso o explo-
tación de sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de 
la batería en las presentaciones que se hicieron con fines de 
lucro directo o indirecto.

NOVENA SALA 
contrato de arrendamiento, para afirmar que es de 
naturaleza mercantil se debe analizar si obran ele-
mentos específicos que permitan distinguirlo como 
especulativo

Hechos: Un juzgado civil oral de etapa postulatoria se declaró 
incompetente para conocer, en razón de la materia, del juicio 
de arrendamiento inmobiliario oral, que promovió un arren-
dador, por considerar que su trámite debiera corresponder a 
la vía oral mercantil.

Inconforme con la resolución anterior la parte actora pro-
movió recurso de queja, el cual fue admitido y, hechos los trá-
mites correspondientes, se citó a las partes para oír sentencia.

Criterio jurídico: Para afirmar que un contrato de arrenda-
miento es de naturaleza mercantil, se debe analizar si en los 
documentos base de la acción obran elementos específicos que 
permitan distinguirlos como especulativos, y no solamente 
presumir dicha especulación comercial por la sola obtención 
de una ganancia lícita, pues aún los contratos de naturaleza 
civil pueden tener un evidente y expreso propósito económico 
o lucrativo, como en el caso concreto ocurre con el arrenda-
miento de inmuebles.

En el caso concreto, esta autoridad no considera que el 
arrendamiento de un local comercial destinado a una sex 
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shop es un acto de comercio, con fines de especulación comer-
cial, puesto que para  determinar si un arrendamiento debe 
tramitarse  en la vía mercantil, el órgano jurisdiccional tiene 
que definir si el contrato de arrendamiento constituye o no 
un acto de comercio, esto es, que se realiza con el propósito 
de especulación comercial, aspecto que no puede considerarse 
colmado con la afirmación  que el objeto del mismo es un local 
comercial que se destinaría a una sex shop, el que se considera 
acto de comercio, en términos del Código de Comercio.

Justificación: La distinción entre lucro civil y especulación 
mercantil debe ser en el sentido de que éste, necesariamen-
te debe ser relativo al tráfico comercial, esto es, que quien 
arrienda un bien inmueble se dedica eminentemente al arren-
damiento de inmuebles de esa naturaleza, o bien en el caso 
del arrendatarios, lo hace con el fin directo de transmitir pos-
teriormente la posesión del mismo a un tercero, con el obje-
to de lucrar con ello, esto es, de obtener una ganancia, como 
pudiera ser en el caso de un subarrendamiento.

En este sentido, para determinar si un arrendamiento debe 
tramitarse en la vía mercantil se debe dilucidar si el menciona-
do contrato es o no un acto de comercio, es decir si se realiza 
con propósito de especulación comercial o no, circunstancia 
que no puede definirse por el hecho de que el inmueble arren-
dado tenga por objeto la venta de artículos sexuales. 

Lo anterior, puesto que el fin o el propósito de la especu-
lación comercial a que aluden los artículos 75 y 371 del Có-
digo de Comercio no se define, exclusivamente como actos de 
comercio, por el hecho de que se obtenga una ganancia lícita 
por el pago del arrendamiento, ni mucho menos por la cir-
cunstancia que la arrendadora destinara el uso del inmueble 
arrendado a la venta de artículos sexuales, puesto que ello no 
es un factor que defina la mercantilidad de un contrato, pues 
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aun los contratos civiles pueden tener un evidente y expreso 
propósito económico o lucrativo. 

Sin que en el caso particular, la mercantilidad del asunto 
quede definida por el uso o destino que se le dé al inmueble 
arrendado, puesto que la relación comercial entre el arrenda-
tario, sus clientes y proveedores, no incide en el contrato de 
arrendamiento, que es el que debe servir de base para deter-
minar la naturaleza comercial del acto, respecto del cual se 
insiste, no contiene un propósito económico o lucrativo, esto 
es, no se celebró  con el propósito de especulación comercial 
por no advertirse así de su contenido.

JUZGADO DÉCIMO SEXTO DE LO CIVIL DE PROCESO ESCRITO
nulidad de donación, si el donante no se reserva en 
propiedad bienes o el usufructo necesarios para vi-
vir (valoración especial al ser el demandante perso-
na adulta mayor)

Hechos: La parte actora, una persona adulta mayor, con no-
venta años de edad, demandó la nulidad absoluta del contra-
to de donación de derechos de copropiedad, que celebró con 
los demandados, dos hijos y tres nietos, ante notario público. 
Como consecuencia de lo anterior reclamó la destrucción re-
troactiva de los efectos de dicho acto, y la nulidad absoluta de 
la constitución del régimen de propiedad en condominio que 
otorgaren los donatarios con la comparecencia del Instituto 
de Vivienda del Distrito Federal. La demanda se basa en el 
hecho de que el bien donado es el único que la actora tenía in-
corporado en su patrimonio, sin que se reservara el usufructo, 
aunado a que no cuenta con ingreso mensual fijo alguno.

Criterio jurídico: Debe existir especial cuidado en la protec-
ción de los derechos de la actora, en tanto que es una adulta 
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mayor con más de noventa años de edad, que se encuentra 
en la última parte de su vida; entonces, merece que el Estado 
vele por el ejercicio de sus derechos. El artículo 2347 del Có-
digo Civil para el Distrito Federal, expresamente señala: “Es 
nula la donación que comprenda la totalidad de los bienes del 
donante, si éste no se reserva en propiedad o en usufructo lo 
necesario para vivir según sus circunstancias”. Dicha dispo-
sición tiene como fin que se limite la facultad o derecho de 
las personas de donar sus bienes con el objeto de asegurar 
que mientras vivan puedan satisfacer sus necesidades más ele-
mentales, por ende, en ese lapso de vida del donante, se puede 
anular la donación bajo la aludida causal, al no existir la reser-
va en cuestión, toda vez que el propio fedatario ante quien se 
tiró la escritura refirió al dar contestación a la demanda que se 
encontraba imposibilitado para saber si lo manifestado por la 
donante fuese verídico, y que no era su obligación cerciorarse 
de que la donante se reservara en propiedad bienes suficientes 
para vivir conforme lo tiene acostumbrado; por lo que se debe 
declarar la nulidad del contrato de donación. 

Como consecuencia de lo anterior, se declara que los efec-
tos producidos por el contrato de donación se retrotraen a 
la fecha de su celebración como si nunca se hubiera celebra-
do, declarándose la nulidad de la constitución del régimen de 
propiedad en condominio que otorgaron los donatarios con 
la comparecencia del Instituto de Vivienda de la Ciudad de 
México, así como la disolución de copropiedad y aplicación de 
bienes otorgados por los donatarios en el instrumento nota-
rial correspondiente.

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación al resolver el amparo directo en revisión 
4398/2013 estableció que tanto los niños como los adultos 
mayores se encuentran en una situación de debilidad respecto 
al resto de la población. Asimismo, destacó, el artículo 1° de 
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la Constitución general dispone que todas las personas gozan 
de los derechos que la misma establece, independientemente 
de la edad que tengan, y consideró: “si en un procedimiento 
judicial alguna de las partes tiene la categoría de adulto mayor, 
es decir si tiene más de 60 años, el juzgador debe analizar las 
disposiciones legales aplicables al caso en seguimiento de los 
principios establecidos en los ordenamientos mencionados, 
proporcionando el mayor beneficio que pudiera corresponder 
al adulto en edad avanzada”.
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Para dar cumplimiento la ejecutoria pronunciada por el Decimotercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
comunicada a la Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia 
de la Ciudad de México (autoridad responsable), en la cual se dejó li-
bertad de jurisdicción para observar lo ordenado en la resolución que 
otorgó el amparo y protección de la justicia federal.

SALA CONSTITUCIONAL

MAGISTRADOS: ADRIANA CANALES PÉREZ, MARÍA ROSARIO 
MARENCO ORTEGA, CRUZ LILIA ROMERO RAMÍREZ, ROGELIO 
ANTOLÍN MAGOS, JAVIS RAÚL AYALA CASILLAS, SARA 

PATRICIA OREA OCHOA, JORGE PONCE MARTÍNEZ

MAGISTRADO INSTRUCTOR: ROGELIO ANTOLÍN MAGOS 
MORALES

RECURSO DE RECLAMACIÓN

SUMARIOS:

competencia de la sala constitucional, carece de ella en 
procedimientos ordinarios y no puede conocer de un re-
curso de apelación (supletoriedad del código adjetivo ci-
vil condicionada a que la ley de la sala constitucional sea 
omisa)

Hechos: Un particular interpuso el recurso de apelación en contra de 
la sentencia definitiva dictada por un juzgado de Tutela de Derechos 
Humanos de la Ciudad de México, en la Acción de Protección Efec-
tiva de Derechos Humanos. Dicho juzgado envió el expediente a la 
Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 
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México, y el entonces Presidente de ésta determinó que tal petición 
era notoriamente improcedente y, en consecuencia, no se acordó de 
conformidad admitir el recurso de apelación, al no encontrarse regu-
lado. 

Ante ello, la parte inconforme interpuso recurso de reclamación, 
en el cual, por resolución dictada en forma mayoritaria por los magis-
trados integrantes de la Sala Constitucional, se determinó que no era 
procedente, y en consecuencia, quedó firme el acuerdo signado por el 
Magistrado Presidente de la Sala Constitucional.

En contra de la ejecutoria anterior se promovió juicio de amparo, 
del que correspondió conocer al Décimo Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, autoridad que resol-
vió conceder el amparo y protección de la justicia federal.

En dicho amparo se determinó, en esencia, lo siguiente: “al resul-
tar fundados los argumentos examinados respecto a la procedencia 
del recurso de reclamación interpuesto ante la Sala Constitucional 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, procede conceder el ampa-
ro y protección de la Justicia Federal, para el efecto de que la respon-
sable deje insubsistente la resolución reclamada, y emita una nueva 
en la que considere procedente dicho medio de defensa [el recurso de 
reclamación conforme a lo previsto en el artículo 65, f. II, de la Ley 
de la Sala Constitucional de la Ciudad de México]  y, con libertad de 
jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda en ese medio de 
impugnación.“

Por lo anterior se ordenó remitir las constancias a la ponencia del 
Magistrado instructor correspondiente y proceder a dar cabal acata-
miento a la sentencia de amparo.
Criterio jurídico: Al tener esta Sala el carácter de autoridad terminal 
en la interpretación de la Constitución local, por habérsele encomen-
dado una justicia extraordinaria, no así como tribunal de segunda 
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instancia, carece de competencia en procedimientos ordinarios, y por 
exclusión, no puede conocer de un recurso de apelación, toda vez que 
la Constitución Política de la Ciudad de México y la Ley Orgánica 
de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México 
establecen la vía legal y los supuestos específicos para combatir las 
resoluciones definitivas dictadas por los jueces de Tutela (con inde-
pendencia de que tales supuestos correspondan a las pretensiones 
del recurrente); dado que de estimar la procedencia del recurso de 
apelación en la forma mencionada se rompe con las reglas procesales, 
creando incertidumbre y falta de certeza jurídica en los supuestos 
y los plazos para que las partes puedan ejercer sus derechos, por lo 
cual, la legislación que regula la actividad de la Sala Constitucional 
con toda precisión nos establece expresamente tales aspectos, para 
evitar interpretaciones ambiguas y carentes de fundamentación legal.
Justificación: Si bien el artículo 14 de la Ley de la Sala Constitucio-
nal del Poder Judicial de la Ciudad de México dispone: “ A falta de 
disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código de Pro-
cedimientos Civiles de la Ciudad de México y los principios generales 
del derecho”, se advierte que la supletoriedad del código adjetivo civil 
se encuentra condicionada a que la Ley de la Sala Constitucional sea 
omisa en regular algún acto o procedimiento, que en el presente caso 
lo es un medio de defensa en contra de una sentencia dictada por un 
juez de Tutela de Derechos Humanos. 

En ese sentido, es de hacer notar, que aún y cuando los numerales 
36, apartado B, numeral 3, inciso d) de la Constitución Política de la 
Ciudad de México; 126 de la Ley de la Sala Constitucional del Poder 
Judicial de la Ciudad de México; 2, fracción V, y 25 de la Ley Orgáni-
ca de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de Méxi-
co, en relación con el artículo 76, párrafo segundo, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, contemplan que esta Sala 
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conocerá de la impugnación de resoluciones definitivas dictadas por 
los jueces de Tutela, no obstante, los artículos 36, apartado B, nume-
ral 3, inciso d), de la Constitución Política de la Ciudad de México; 
y 26 de la Ley Orgánica de la Sala Constitucional del Poder Judicial 
de la Ciudad de México, señalan los supuestos en que son recurribles 
tales resoluciones, así como los plazos y procedimientos respectivos.

Así, es desacertado pretender recurrir la sentencia definitiva del 
Juez de Tutela a través del recurso de apelación regulado por la ley 
adjetiva civil, al tener conocimiento el accionante en el recurso de re-
clamación que se resuelve, de la existencia del medio de impugnación 
específico contra dicha determinación, que posibilita combatir tales 
fallos y, consciente del plazo para su interposición, optó por el recur-
so de apelación, que contempla uno más extenso.
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suplencia de la vía, no es un imperativo para la sala cons-
titucional realizarla, si la ley orgánica de la sala consti-
tucional del poder judicial de la ciudad de méxico estable-
ce el medio de impugnación en contra de las resoluciones 
definitivas dictadas por los jueces de tutela 

Hechos: Un particular interpuso el recurso de apelación en contra de 
la sentencia definitiva dictada por un juzgado de Tutela de Derechos 
Humanos de la Ciudad de México, en la Acción de Protección Efec-
tiva de Derechos Humanos. Dicho juzgado envió el expediente a la 
Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 
México, y el entonces Presidente de ésta determinó que tal petición 
era notoriamente improcedente y, en consecuencia, no se acordó de 
conformidad admitir el recurso de apelación, al no encontrarse regu-
lado. 

Ante ello, la parte inconforme interpuso recurso de reclamación, 
en el cual, por resolución dictada en forma mayoritaria por los magis-
trados integrantes de la Sala Constitucional, se determinó que no era 
procedente, y en consecuencia, quedó firme el acuerdo signado por el 
Magistrado Presidente de la Sala Constitucional.

En contra de la ejecutoria anterior se promovió juicio de amparo, 
del que correspondió conocer al Décimo Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, autoridad que resol-
vió conceder el amparo y protección de la justicia federal.

En dicho amparo se determinó, en esencia, lo siguiente: “al resultar 
fundados los argumentos examinados respecto a la procedencia del 
recurso de reclamación interpuesto ante la Sala Constitucional del 
Poder Judicial de la Ciudad de México, procede conceder el amparo 
y protección de la Justicia Federal, para el efecto de que la responsa-
ble deje insubsistente la resolución reclamada, y emita una nueva en 
la que considere procedente dicho medio de defensa [el recurso de 
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reclamación conforme a lo previsto en el artículo 65, f. II, de la Ley 
de la Sala Constitucional de la Ciudad de México]  y, con libertad de 
jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda en ese medio de 
impugnación.“

Por lo anterior se ordenó remitir las constancias a la ponencia del 
Magistrado instructor correspondiente y proceder a dar cabal acata-
miento a la sentencia de amparo.
Criterio jurídico: No es un imperativo para esta Sala Constitucional 
realizar la suplencia de la vía, ya que la Ley Orgánica de la Sala Consti-
tucional del Poder Judicial de la Ciudad de México establece el medio 
de impugnación en contra de las resoluciones definitivas dictadas por 
los jueces de Tutela y los supuestos de procedencia, mismos que no 
tienen concordancia con el procedimiento previsto para sustanciar el 
recurso de apelación en base a los lineamientos del Código de Procedi-
mientos Civiles del Distrito Federal, por lo que no puede considerarse, 
que únicamente se señaló de manera incorrecta el nombre del medio 
de impugnación como sostiene el recurrente.

Justificación: Si bien el artículo 54 de la Ley de la Sala Constitu-
cional del Poder Judicial de la Ciudad de México contempla que en 
todos los casos la Sala Constitucional deberá suplir la deficiencia de 
la demanda, contestación, alegatos o conceptos de invalidez, ello no 
debe ser interpretado de manera absoluta, sino sólo cuando se ad-
vierten violaciones a la Constitución Política de la Ciudad de México 
o a los derechos humanos de los justiciables, ya que dicha figura se 
encuentra reservada para personas en situación de desventaja que re-
quieren especial protección, ya sea por la calidad de la persona o por 
el grupo al que pertenecen (menores de edad), la materia de que se 
trata (penal, agraria, laboral), porque su posición en el proceso invo-
lucra una concreta debilidad o vulnerabilidad (una violación evidente 
de la ley que lo haya dejado sin defensa), o bien se afecten ciertas ins-
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tituciones (el orden y desarrollo de la familia); aspectos, que generen 
posiciones asimétricas entre las partes, y, en consecuencia, se asume 
que alguna de ellas cuenta con menores recursos (ya sea educativos, 
sociales, económicos o de cualquiera otra índole) ocasionándose una 
disparidad que repercute en su derecho de acceso a la justicia.

Así, con la suplencia de la queja se pretende que, a causa de una de-
ficiente argumentación jurídica, no se produzca una violación mayor 
dejándose a la persona en estado de indefensión, dadas las particulares 
condiciones en las que se encuentra; lo que en el presente caso no se 
actualiza, ya que de las constancias procesales no se desprende, que 
quien hace valer el recurso de reclamación se encuentre en alguna si-
tuación de vulnerabilidad o desventaja que le impida ejercer sus dere-
chos a través de las vías legales procedentes, más, cuando se aprecia, 
que el presente recurso fue interpuesto por el licenciado que actúa 
como representante legal de la parte inconforme. De ahí que, como ya 
se dijo, es preciso que se lleve a cabo la verificación de los requisitos de 
procedencia previstos en las leyes nacionales para la interposición de 
cualquier medio de defensa
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Ciudad de México, a 25 veinticinco de abril del año 2024 dos mil 
veinticuatro.

Vista, para cumplimentar la ejecutoria pronunciada por el Deci-
motercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, correspondiente a la sesión ordinaria virtual de 19 diecinue-
ve de marzo de 2024 dos mil veinticuatro, comunicada a esta Auto-
ridad Responsable mediante el oficio número *****/******, recibido 
en esta Sala el día 9 nueve de abril del mismo año, derivado del Am-
paro Directo número D.A. ****/****, promovido por ****** ******** 
********, a través de su representante legal, Licenciado **** *********, 
contra actos de esta Sala; y,

RESULTANDO:

PRIMERO. En fecha 20 veinte de febrero de 2023 dos mil veintitrés, 
**, por propio derecho, interpuso recurso de apelación en contra de la 
sentencia definitiva de fecha 30 treinta de enero de 2023 dos mil vein-
titrés, dictada por el Juez Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso 
Oral y de Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, en 
la Acción de Protección Efectiva de Derechos Humanos.

SEGUNDO. En ese sentido, dicho Juzgador remitió las constan-
cias procesales a esta Sala, mismas que se tuvieron por recibidas el día 
24 veinticuatro de febrero de 2023 dos mil veintitrés; por lo que, des-
pués de ordenar su radicación como Asunto Varios **/**/*****, una 
vez analizado el escrito del inconforme, el Magistrado JAVIER RAÚL 
AYALA CASILLAS, entonces Presidente de la Sala Constitucional 
del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, determinó que su petición es notoriamente improcedente y 
en consecuencia no se acordó de conformidad admitir el recurso de 
apelación, al no encontrarse regulado.
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TERCERO. De nueva cuenta inconforme, el licenciado ***, repre-
sentante legal de ******* ****************** (personalidad que se tuvo 
por reconocida por esta Sala Constitucional por acuerdo de fecha 21 
veintiuno de marzo de 2023 dos mil veintitrés), interpuso recurso de 
reclamación, argumentando:

...El auto recurrido se emite dejando de acordar de forma congruente a 
las constancias de autos como lo dispone el diverso 81 del código adje-
tivo civil. Artículo 81.- (se transcribe). El auto impugnado es violatorio 
en perjuicio de mi mandante por que impide la impugnación de uno 
igualmente ilegal, pues fue apelada la resolución de la Juez de tutela. Se 
violenta el debido proceso y se pone en estado de indefensión a mi re-
presentado, primero porque se abstiene de entrar al fondo como tribu-
nal de alzada que es, y con ello consiente la ilegalidad de la resolución 
impugnada, y en lugar de procurarse la administración de justicia se 
procura impedirla al negarse la admisión al recurso de apelación, atento 
también a los principios de lógica y equidad, pues no sobra destacar que 
nada lleva a fundar y motivar que no exista mayor recurso a las resolu-
ciones de los jueces de tutela, cuando la realidad es que son jueces de 
primera instancia y esta Sala constitucional es de alzada no se trata de 
la suprema corte de la ciudad de México sino de un órgano permanente 
que como jueces interamericanos de derechos humanos deben prestar 
el servicio público solicitado no restringirlo sin fundar y motivar como 
en el caso se señala, pues incluso no se tomó en consideración ni se dio 
respuesta a los planteamientos de procedencia del recurso, sino que de 
manera arbitraria se niega el acceso a la tutela judicial efectiva y con 
ello se restringen las defensas del quejoso, repercutiendo la actuación 
de la juzgadora en la tolerancia a la conducta ilegal de las autoridades 
demandadas y que a su vez la obra ilegal impugnada, constituye el me-
dio para una afectación material de mi autorizante en su propiedad y 
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derechos al ver incumplidas las normas en la materia de construcciones, 
desarrollo urbano, medio ambiente y con notoria ilegalidad de las auto-
ridades sujetas al juicio de acción efectiva de derechos humanos, cuyal 
eficacia se encuentra restringida claramente por la falta del principio 
de independencia, ya que antes de solucionar el conflicto se mira por la 
tangente para no imponer la norma correspondiente. En este orden, el 
magistrado de la Sala constitucional en el auto impugnado deja de re-
solver lo expuesto a su consideración como es la procedencia del recurso 
de apelación conforme a los artículos 66, 67, 68, 69, 76, 70, 71, 72, 73, 
74, 75 y 76 (sic), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, los cuales prevén el trámite de la acción de protección efecti-
va de derechos y las normas supletorias para el caso DEL PROCEDI-
MIENTO. (los transcribe). Asimismo, se estima conveniente traer a 
colación los numerales 25, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Sala Cons-
titucional del Poder Judicial de la Ciudad de México. (se transcriben). 
Como se hace notar, de los preceptos transcritos se advierte que las le-
yes que regulan el procedimiento de tutela de derechos humanos en la 
Ciudad de México, prevén un medio de defensa efectivo, el cual puede 
modificar, revocar o anular las resoluciones que emitan los Jueces de 
Tutela, con sus limitantes y establece la supletoriedad el Código adjeti-
vo civil (sic). Entonces si la Ley Orgánica de la Sala Constitucional del 
Poder Judicial de la Ciudad de México, prevé que quien conocerá de los 
medios de impugnación interpuestos en contra de las resoluciones que 
emitan los Jueces de Tutela, es la Sala Constitucional, la lógica legal del 
acceso a un recurso pronto y efectivo que dispone el artículo 25 de la 
convención americana de derechos humanos nos lleva a confirmer (sic) 
que el recurso adecuada (sic) por supletoriedad es el RECURSO DE 
APELACIÓN, ya que además resulta expresa la acotación de la proced-
ncia (sic) recurso de impugnación (sic), no ubicándose el caso en estos 
supuestos y por lo que en el caso es procedente al recurso de apelación 
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(sic), ya que el autor de la ley NO DISPUSO QUE FUERAN IRRECU-
RRIBLES LAS SENTENCIAS DE LOS JUECES DE TUTELA, por 
lo que la sentencia de la unitaria si es apelable. Finalmente suponiendo 
sin conceder que el recurso por su nombre fuera incorrecto, lo cierto es 
que esta sala debió enderezarlo al procedente sin que implique suplen-
cia, la cual en materia de derechos humanos es procedente. Y el caso de 
origen es de esa materia y calidad. Así las cosas, en el auto recurrido se 
omitió tomar en cuenta que la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CADH) dispone que toda persona tiene “derecho a un re-
curso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces 
o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus de-
rechos fundamentales, por lo que depara agravio la restricción al ejerci-
cio de la tutela judicial efectiva, siendo con apoyo en las disposiciones 
legales expuestas, el procedente el recurso intentado (sic)...

CUARTO.- Recurso, que fue radicado bajo el número RR3/10/2023 
por auto de fecha 8 ocho de marzo de 2023 dos mil veintitrés, y a 
fin de integrarlo de forma adecuada, se solicitó al Juzgado Décimo 
Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de Derechos 
Humanos de la Ciudad de México, los autos originales de la Acción 
de Protección Efectiva de Derechos Humanos número ****/****, los 
cuales se tuvieron por recibidos mediante proveído dictado el 21 vein-
tiuno de marzo de 2023 dos mil veintitrés; asimismo, se corrió tras-
lado con la copia exhibida para tal efecto a las siguientes autoridades: 
1.- JEFATURA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 
por conducto del Licenciado *** ** *** Director General de Servi-
cios Legales del Gobierno de la Ciudad de México; 2.- JEFE DE LA 
UNIDAD DEPARTAMENTAL DE VERIFICACIÓN ADMINIS-
TRATIVA DE LA ALCALDÍA BENITO JUÁREZ, por conducto 
del C. DIEGO ALBERTO VERGARA ORDOÑEZ; 3.- TITULAR 
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DEL ÓRGANO POLÍTICO ADMINISTRATIVO DE LA DE-
MARCACIÓN TERRITORIAL BENITO JUÁREZ EN LA CIU-
DAD DE MÉXICO, Maestro SANTIAGO TABOADA CORTINA; 
4.-INSTITUTO DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DE 
LA CIUDAD DE MÉXICO, por conducto del Licenciado VICEN-
TE SANTIAGO AGUILAR, en su calidad de Director de Asuntos 
Jurídicos; y 5.- INSTITUTO PARA LA SEGURIDAD DE LAS 
CONSTRUCCIONES DEL DISTRITO FEDERAL HOY CIU-
DAD DE MÉXICO, por conducto del Doctor en I. RENATO BE-
RRÓN RUÍZ, Director General; en virtud de que tienen calidad de 
demandadas en la Acción de Protección Efectiva de Derechos Hu-
manos ** */****, para que con fundamento en el artículo 67 de la Ley 
de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, 
en el término de 5 cinco días alegaran lo que a su derecho conviniera.

QUINTO.- EL INSTITUTO PARA LA SEGURIDAD DE LAS 
CONSTRUCCIONES DEL DISTRITO FEDERAL HOY CIU-
DAD DE MÉXICO, por conducto del Doctor en I. RENATO BE-
RRÓN RUÍZ, Director General, mediante escrito presentado el día 
28 veintiocho de marzo de 2023 dos mil veintitrés, sostuvo:

...Que la sentencia impugnada debe ser confirmada por sus propios y 
legales fundamentos, toda vez que se encuentra apegada a derecho y a 
las constancias procesales. Lo anterior, independientemente de que los 
argumentos que narra en su escrito el inconforme, no constituyen agra-
vios en derecho, dignos de ser considerados y examinados, sino meras 
afirmaciones y hechos que a todas luces son insuficientes para revocar 
o modificar el auto impugnado. Los agravios, expresados por la contra-
ria son notoriamente IMPROCEDENTES e INFUNDADOS, por lo 
que esta Entidad considera que son agravios insuficientes para revocar 
el auto impugnado, toda vez que el mismo está debidamente fundado y 
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motivado por el Ad quem y congruente a determinar que “no ha lugar 
a admitir el recurso de apelación” que interpuso el recurrente al no en-
contrarse regulado por la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judi-
cial de la Ciudad de México, máxime que en el capitulo VI denomina-
do “De la impugnación de Resoluciones dictadas por Jueces de Tutela” 
de la propia ley de la materia, en los artículos 126 al 134 se contempla 
el supuesto específico para impugnar las resoluciones definitivas de los 
jueces de Tutela de Derechos Humanos así como los términos y plazos 
que se deben de llevar a cabo para dicho acto procesal hasta su resolu-
ción. (los transcribe). En virtud de lo anterior, jurídicamente no pue-
de aplicarse de manera supletoria el Código Adjetivo Civil, puesto que 
existe disposición expresa para los efectos de recurrir las sentencias de-
finitivas que emitan los Jueces de Tutela, por lo que dichas resoluciones 
son recurribles como se encuentra regulado en la Ley de la Materia, 
por tanto no aplica para la Acción de Protección Efectiva de Derechos 
Humanos la figura del recurso de apelación, razón por la cual es proce-
dente que el Ad quem no admitiera el recurso y menos aún entrara al 
estudio del fondo de la Acción...”

SEXTO.- En el mismo sentido, la JEFATURA DE GOBIER-
NO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, por conducto del Licenciado 
*********************, Director General de Servicios Legales del Go-
bierno de la Ciudad de México, el día 29 veintinueve de marzo de 
2023 dos mil veintitrés, señaló:

...Es infundado el agravio hecho valer por el recurrente, al indicar que 
el acto impugnado le genera perjuicio, toda vez que impide la impugna-
ción de la sentencia definitiva de fecha 30 de enero de 2023 dictada en la 
acción de protección efectiva ***/*****, violentando el principio de de-
bido proceso y de tutela judicial efectiva, ya que la Sala Constitucional 
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se abstuvo de entrar al estudio de los agravios planteados en el recurso 
de apelación promovido por el quejoso, al desecharlo por improceden-
te. Lo anterior en razón de que el recurso de apelación aludido, no se 
encuentra contemplado dentro de la Ley de la Sala Constitucional del 
Poder Judicial de la Ciudad de México, reglamentaria del artículo 36 de 
la Constitución Política de la Ciudad de México, por lo que contrario a 
lo referido por el recurrente, esa H. Sala Constitucional no tiene com-
petencia para resolverlo, circunstancia que fue plasmada en el acuerdo 
recurrido (sic). De igual manera se denota lo infundado del agravio del 
recurrente, ya que omitió realizar un análisis hermenéutico de la nor-
ma que rige el presente procedimiento, esto es que, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 36, apartado B, numeral 3, inciso d) de la 
Constitución Política de la Ciudad de México, se aprecia que serán im-
pugnables ante la Sala Constitucional, las resoluciones que dicten los 
Jueces de Tutela en las acciones de protección efectiva en los términos 
que establezca la ley aplicable. A su vez, los artículos 2 fracción V y 25 
de la Ley Orgánica de la Sala Constitucional de la Ciudad de México, 
en relación con el diverso 76 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Ciudad de México, señalan que la Sala Constitucional conocerá so-
bre las impugnaciones a las resoluciones definitivas emitidas por las o 
los Jueces de Tutela, mismas que deberán ser interpuestas por la parte 
quejosa dentro del término de 10 días contados a partir de aquel en que 
surta efectos la notificación de la resolución emitida. Luego entonces, el 
recurrente parte de una premisa falsa, al indicar que esa H. Sala Cons-
titucional al dictar el auto recurrido, omitió hacerlo en congruencia con 
el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal vigente, 
sin embargo, el quejoso inobserva que el recurso de apelación resulta 
improcedente para recurrir la resolución dictada en la acción de protec-
ción efectiva ***/****, toda vez que en la Ley Orgánica de la Sala Consti-
tucional de la Ciudad de México y la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
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la Ciudad de México, se contempla el medio de impugnación específico 
para impugnar dicha resolución. Conviene precisar que, aún y cuando 
el párrafo tercero del artículo 76 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Ciudad de México refiere que únicamente a falta de disposición 
expresa en lo establecido por esa Ley se podrá estar a lo dispuesto por 
el Código de Procedimientos Civiles vigente para la Ciudad de Méxi-
co, ello no implica que resulte viable la tramitación de un medio de im-
pugnación como la apelación, dado que la vía procedente para recurrir 
la resolución dictada en la acción de protección efectiva, se encuentra 
prevista en los artículos 2 fracción V y 25 de la ley Orgánica de la Sala 
Constitucional de la Ciudad de México y 76 de la Ley Orgánica del Po-
der Judicial de la Ciudad de México. Ahora bien, no debe pasar inadver-
tido que esa H. Sala Constitucional es un órgano jurisdiccional, espe-
cializado, terminal y máxima autoridad en materia de interpretación de 
la Constitución Política de la Ciudad de México, así como de las reglas y 
principios en la misma, teniendo como principal objetivo la protección 
del ordenamiento jurídico constitucional local. Por lo que, contrario a 
lo manifestado por el recurrente, no se violentan los principios de debi-
do proceso y de tutela judicial efectiva, ya que como se ha dejado de ma-
nifiesto, el recurso o medio de defensa para impugnar las resoluciones 
de los Jueces de Tutela, se encuentra previsto en la ley específica de la 
materia, misma que establece el plazo para su interposición, los supues-
tos de procedencia y la autoridad que conocerá de este. En ese sentido 
se cumple con lo previsto en el artículo 25 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos referido por el recurrente, atendiendo a que “la 
Corte interamericana ha establecido que éste se encuentra en el ámbito 
del artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
“Pacto de San José”, reconociéndolo, por su naturaleza, como el proce-
dimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos 
los derechos reconocidos por la Constitución y la Convención citada; el 
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mismo Tribunal Interamericano precisó que el recurso consagrado en 
el aludido artículo 25 no es el recurso de apelación, el cual está previs-
to, en el artículo 8.2 h), del mismo tratado.” Con base en lo anterior, se 
evidencia lo infundado del agravio expresado por el recurrente, debien-
do confirmar la determinación de fecha 24 de febrero de 2023, adopta-
da por el Presidente de esa H. Sala Constitucional Poder Judicial de la 
Ciudad de México (sic), toda vez que en la normativa aplicable se con-
templa el medio de impugnación procedente para recurrir las senten-
cias dictadas por los Jueces de Tutela ante la Sala Constitucional...

SÉPTIMO.- Finalmente, el INSTITUTO DE VERIFICACIÓN 
ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, por conduc-
to del Licenciado VICENTE SANTIAGO AGUILAR, en su calidad 
de Director de Asuntos Jurídicos, exhibió alegatos de forma extem-
poránea, por lo que no son de tomarse en cuenta como se precisó en 
el auto de fecha 31 treinta y uno de marzo de 2023 dos mil veintitrés, 
mismo, en el que se designó como instructor al Magistrado ROGE-
LIO ANTOLÍN MAGOS MORALES, a fin de llevar a cabo el es-
tudio y análisis del presente asunto, y sea elaborado el proyecto de 
resolución; sin que el JEFE DE LA UNIDAD DEPARTAMENTAL 
DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA ALCALDÍA 
BENITO JUÁREZ, por conducto del C. DIEGO ALBERTO VER-
GARA ORDOÑEZ; y el TITULAR DEL ÓRGANO POLÍTICO 
ADMINISTRATIVO DE LA DEMARCACIÓN TERRITORIAL 
BENITO JUÁREZ EN LA CIUDAD DE MÉXICO, Maestro SAN-
TIAGO TABOADA CORTINA, realizaran pronunciamiento alguno 
por lo que hace al recurso de reclamación que nos ocupa.

OCTAVO.- Por resolución dictada en forma mayoritaria por 
los Magistrados Integrantes de esta Sala Constitucional, en fecha 
2 dos de mayo de 2023 dos mil veintitrés, se determinó que no era 
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procedente el Recurso de Reclamación interpuesto, y en consecuen-
cia, quedó firme el acuerdo de fecha 24 veinticuatro de febrero de 
2023 dos mil veintitrés, signado por el Magistrado JAVIER RAÚL 
AYALA CASILLAS, entonces Presidente de la Sala Constitucional 
del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de 
México.

NOVENO.- En contra de la ejecutoria anterior, * *** ** ** por con-
ducto de su **, promovió el Juicio de Amparo * ** representante legal, 
Licenciado ****** número D.A. ****/****, del que por turno correspon-
dió conocer al Decimotercer Tribunal Colegiado en Materia Admi-
nistrativa del Primer Circuito, autoridad que con fecha 19 diecinueve 
de marzo de 2024 dos mil veinticuatro, resolvió conceder el Amparo y 
Protección de la Justicia Federal al quejoso al tenor siguiente:

ÚNICO. La Justicia de la Unión AMPARA y PROTEGE a , respecto de 
la resolución reclamada y de la autoridad responsable emisora de esta, 
por las razones y para los efectos expuestos en el último considerando 
de esta sentencia. Requiérase a la autoridad responsable para que en 
términos del artículo 192, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, den-
tro del término de tres días informe sobre el cumplimiento que se dé al 
fallo en cuestión, apercibida que de no hacerlo así, sin causa justificada, 
se le impondrá una multa de cien a mil veces el valor diario de la Uni-
dad de Medida y Actualización, en términos de los artículos 238 y 258 
de la Ley de Amparo, así como del artículo Tercero Transitorio del De-
creto por el que se declaran reformadas y adicionadas diversas dispo-
siciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de desindexación del salario mínimo, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis; y se 
remitirán los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para los 
efectos previstos en el aludido numeral 258 de la materia. Notifíquese...
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DÉCIMO.- Mediante oficio número *****/****, recibido en esta Sala 
el día 9 nueve de abril de 2024 dos mil veinticuatro, la Autoridad Fe-
deral comunicó a esta Sala el acuerdo antes señalado, y requirió su 
cumplimiento, por lo que, por proveído dictado en la misma fecha, la 
Presidente de la Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justi-
cia del Poder Judicial de la Ciudad de México, Magistrada ADRIA-
NA CANALES PÉREZ, declaró insubsistente la resolución de fecha 
2 dos de mayo de 2023 dos mil veintitrés, y ordenó remitir las cons-
tancias a la Ponencia a cargo del Magistrado ROGELIO ANTOLIN 
MAGOS MORALES; sentado lo anterior, se procede a dar cabal aca-
tamiento al Amparo Directo de referencia en los siguientes términos:

DÉCIMO PRIMERO. Esta Sala observa que el Decimotercer Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en 
lo conducente en la sentencia de amparo que ahora se cumplimenta, 
razonó lo siguiente: 

...Ahora bien, el artículo 65 de la Ley de la Sala Constitucional del Po-
der Judicial de la Ciudad de México dispone lo siguiente: “Artículo 65.- 
(se transcribe). Conforme al artículo transcrito, en lo que aquí intere-
sa, el recurso de reclamación es procedente, entre otros supuestos, en 
contra de los autos o resoluciones que pongan fin a la controversia o que 
por su naturaleza trascendental y grave puedan causar un agravio ma-
terial a alguna de las partes no reparable en la sentencia definitiva. De 
lo que se sigue que, la determinación asumida por la responsable no se 
encuentra ajustada a derecho, pues como se expuso en líneas preceden-
tes, en la propia sentencia reclamada se dijo que el acuerdo dictado en 
el recurso de apelación constituía una resolución que ponía fin al jui-
cio. De ahí que en contra de ese proveído el ahora quejoso interpuso el 
citado recurso de reclamación. Aunado a que, en todo caso, contrario 
a lo señalado por la responsable, el quejoso Sí expuso en qué consistía 
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la naturaleza trascendental y grave del acuerdo ahí combatido y per-
juicio que éste le ocasionaba, en tanto que en el escrito de agravios del 
recurso de reclamación -folios 01 al 05 del toca del recurso de reclama-
ción RR3/10/2023-, alegó que la determinación asumida en el proveído 
dictado en el recurso de apelación por el cual se tuvo por no admitido 
dicho medio de impugnación, le impedía combatir la resolución emiti-
da por el Juez de Tutela en la acción de protección efectiva de derechos 
humanos, con los que se transgredía el debido proceso y se le dejaba en 
estado de indefensión, porque por una parte se abstenía de entrar al 
fondo del asunto como tribunal de alzada y, por otra, ni siquiera tomó 
en consideración ni se pronunció respecto de los planteamientos for-
mulados sobre la procedencia de ese recurso de apelación, sino que sim-
plemente el magistrado Presidente de la Sala Constitucional negó el 
acceso a la tutela judicial efectiva. Asimismo, en dicho recurso de re-
clamación, el ahora solicitante del amparo alegó que la Ley Orgánica de 
la Sala Constitucional del Poder judicial de la Ciudad de México prevé 
que quien conocerá de los medios de impugnación interpuestos en con-
tra de las resoluciones que emitan los Jueces de Tutela es la mencionada 
Sala Constitucional, por tanto, el recurso adecuado por supletoriedad 
es el recurso de apelación, en la medida que el legislador no dispuso que 
fueran irrecurribles las sentencias de los Jueces de Tutela derivadas de 
una acción de protección efectiva de derechos humanos, y al efecto, in-
vocó y transcribió la normatividad en la que sustentó su acción. Lo que 
se estima suficiente para, de ello derivar, la procedencia del recurso de 
reclamación en términos del artículo 65, fracción II, de la Ley de la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, porque, por 
un lado, el acuerdo dictado en el recurso de apelación puso fin a la con-
troversia al no admitirse dicho medio de defensa, independientemente 
de que no se haya analizado de fondo del asunto; y por otro lado, dicha 
determinación también reviste la naturaleza grave y trascendental que 
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exige el numeral en comento, dado que la no admisión del recurso de 
apelación conlleva la imposibilidad de que el solicitante del amparo im-
pugne la sentencia dictada por el Juez de Tutela en relación con la ac-
ción de protección efectiva de derechos humanos. Sin que lo anterior 
implicara, como indebidamente se señala en la sentencia reclamada, re-
encauzar la vía, pues como se ha expuesto, el recurso de reclamación es 
procedente de conformidad con lo previsto en el artículo 65, fracción 
II, de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad 
de México. Lo que pone de manifiesto lo sustancialmente fundado de 
los planteamientos de trato. En consecuencia, al resultar fundados los 
argumentos examinados respecto a la procedencia del recurso de recla-
mación interpuesto ante la Sala Constitucional del Poder Judicial de la 
Ciudad de México, procede conceder el amparo y protección de la Jus-
ticia Federal, para el efecto de que la responsable deje insubsistente la 
resolución reclamada, y emita una nueva en la que considere procedente 
dicho medio de defensa y; con libertad de jurisdicción resuelva lo que en 
derecho corresponda en ese medio de impugnación...

Ahora bien, esta autoridad como responsable procede a dar cumpli-
miento al Amparo Directo número D.A. ***/****, en los siguientes 
términos:

En cumplimiento de la ejecutoria de amparo pronunciada por el 
Decimotercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Pri-
mer Circuito, por las razones que expresa, toda vez que mediante auto 
de fecha 9 nueve de abril de 2024 dos mil veinticuatro, se dejó insub-
sistente nuestra resolución dictada el 2 dos de mayo de 2023 dos mil 
veintitrés, se procede a emitir una nueva en la que se considerará pro-
cedente el Recurso de Reclamación número RR3/**/20**, y con liber-
tad de jurisdicción se resolverá lo que en derecho corresponda en ese 
medio de impugnación; por tanto, ahora se determina:
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CONSIDERANDO:

PRIMERO. COMPETENCIA Y PROCEDENCIA. Esta Sala Cons-
titucional del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial de la 
Ciudad de México, en su carácter de máxima autoridad en materia de 
interpretación de la Constitución Política de la Ciudad de México, en-
cargada de garantizar la defensa, integridad y supremacía de la Cons-
titución local y la integridad del sistema jurídico local, es competente 
para resolver el presente Recurso de Reclamación, en términos del 
artículo 36, numeral 1, Apartado A, así como Apartado B, numeral 
1, inciso g), de la Constitución Política de la entidad, 65, fracción II 
a 67 de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial del Poder 
Judicial de la Ciudad de México, debidamente armonizados con los 
artículos 1, 2, 3.23, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 107, 111 y 112 de la Ley Cons-
titucional de Derechos Humanos y sus Garantías de la Ciudad de 
México.

SEGUNDO. LEGITIMACIÓN Y OPORTUNIDAD. Por razón 
de orden, previo al análisis de fondo del presente Recurso de Recla-
mación, resulta necesario analizar las cuestiones relativas a la legiti-
mación, esto es, establecer si el medio de impugnación fue interpuesto 
en tiempo y forma, y por las personas legitimadas para tal efecto; de 
igual manera, estudiar si en el recurso planteado no se actualiza algu-
na hipótesis que impida su procedencia, lo anterior, con fundamento 
en el artículo 36, Apartado A, así como Apartado B, numeral 1, inciso 
g), de la Constitución Política de la Ciudad de México.

Por cuanto hace al estudio de la oportunidad del recurso, ésta se 
encuentra satisfecha, en virtud de que el numeral 66 de la Ley de la 
Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, esta-
blece que el Recurso de Reclamación deberá interponerse ante la Sala 
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Constitucional dentro de los 5 cinco días siguientes al acto reclamado 
y en él deberán expresarse agravios y en su caso ofrecerse pruebas. Si-
tuación que se actualiza, toda vez que el día 28 veintiocho de febrero 
de 2023 dos mil veintitrés, acorde a la cédula de notificación de la mis-
ma fecha (visible a foja 26 del expediente Asunto Varios **/**/****), 
signada por la Secretaria Actuaria de la Sala Constitucional, Licen-
ciada GABRIELA SORIANO ALATORRE, se notificó a *********, 
a través de el auto de fecha 24 veinticuatro de febrero de 2023 dos mil 
veintitrés, que no admitió a trámite el recurso de apelación interpues-
to en contra de la sentencia definitiva de fecha 30 treinta de enero de 
2023 dos mil veintitrés, dictada en la Acción de Protección Efectiva 
de Derechos Humanos ***/****, del índice del Juzgado Décimo Cuar-
to en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de Derechos Huma-
nos de la Ciudad de México que solicitó. En tal virtud, el plazo para 
la interposición del Recurso de Reclamación corrió del día 1 uno al 7 
siete de marzo de 2023 dos mil veintitrés; circunstancia, que tuvo ve-
rificativo en tiempo y forma, ya que el escrito del citado recurso fue 
presentado en esta última fecha.

En relación a la legitimación, se observa que el escrito que contiene 
la interposición del Recurso de Reclamación fue suscrito por el Li-
cenciado ******** *, representante legal de ***** [personalidad que se 
tuvo por reconocida por esta Sala Constitucional por acuerdo de fe-
cha 21 veintiuno de marzo de 2023 dos mil veintitrés), a virtud de que 
el último de los nombrados es la persona que interpuso el Recurso de 
Apelación en el expediente Asunto Varios **/**/***, relacionado con 
la Acción de Protección Efectiva de Derechos Humanos ***/***, del 
índice del Juzgado Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral 
y de Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, y, en ese 
sentido, dicho recurso está interpuesto por parte legitimada para ello, 
lo que encuentra apoyo también en lo dispuesto por el artículo 20 
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fracción I de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la 
Ciudad de México.

TERCERO. Sentado lo anterior, en acatamiento a la ejecutoria de 
amparo que ahora se cumplimenta, por las razones expuestas por la 
Autoridad Federal, en el sentido de que la resolución dictada en ex-
pediente Asunto Varios **/**/***, relacionado con la Acción de Pro-
tección Efectiva de Derechos Humanos ***/***, del índice del Juzgado 
Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de De-
rechos Humanos de la Ciudad de México, puso fin a la controversia y 
que por su naturaleza trascendental y grave puede causar un agravio 
material a alguna de las partes no reparable en sentencia definitiva, 
esta Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia del Poder 
Judicial de la Ciudad de México, con fundamento en el artículo 65 
fracción II, de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de 
la Ciudad de México, determina que: es PROCEDENTE el Recurso 
de Reclamación número RR3/10/2023, interpuesto por el Licenciado 
**** *** *** ** representante legal de *** ****, en contra del acuerdo 
de fecha 24 veinticuatro de febrero de 2023 dos mil veintitrés, signa-
do por el Magistrado JAVIER RAÚL AYALA CASILLAS, entonces 
Presidente de la Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, en el expediente Asunto 
Varios **/**/****, relacionado con la Acción de Protección Efectiva de 
Derechos Humanos ***/****, del índice del Juzgado Décimo Cuarto 
en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de Derechos Humanos 
de la Ciudad de México.

Sin embargo, debe precisarse que la pretensión del promovente re-
lativa a que se admita a trámite el recurso de apelación en términos del 
artículo 137 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Fe-
deral, resulta infundada, ya que como fue debidamente analizado por el 
Magistrado JAVIER RAÚL AYALA CASILLAS, en el acuerdo de fecha 
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24 veinticuatro de febrero de 2023 dos mil veintitrés, que se combate, si 
bien el artículo 14 de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial 
de la Ciudad de México dispone: “Artículo 14.- A falta de disposición ex-
presa, se estará a las prevenciones del Código de Procedimientos Civiles 
de la Ciudad de México y los principios generales del derecho”.

De cuyo contenido se advierte, que la supletoriedad del Código Adje-
tivo Civil se encuentra condicionada a que la Ley de la Sala Constitucio-
nal sea omisa en regular algún acto o procedimiento, que en el presente 
caso, acorde a los argumentos del Licenciado ** *** representante legal 
de lo es un medio de defensa en contra de la sentencia definitiva de fe-
cha 30 treinta de enero de 2023 dos mil veintitrés, dictada por el Juez 
Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de De-
rechos Humanos de la Ciudad de México, en la Acción de Protección 
Efectiva de Derechos Humanos ***/****; en ese sentido, es de hacer 
notar, que aún y cuando los numerales 36, apartado B, numeral 3, inci-
so d) de la Constitución Política de la Ciudad de México, 126 de la Ley 
de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, 2 
fracción V y 25 de la Ley Orgánica de la Sala Constitucional del Poder 
Judicial de la Ciudad de México, en relación con el artículo 76 párrafo 
segundo de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México, 
contemplan que esta Sala conocerá de la impugnación de resoluciones 
definitivas dictadas por los Jueces de Tutela; no obstante, los artículos 
36, apartado B, numeral 3, inciso d) de la Constitución Política de la 
Ciudad de México, y 26 de la Ley Orgánica de la Sala Constitucional 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, señalan: ** **

Artículo 36, apartado B, numeral 3, inciso d)

La o el quejoso podrá impugnar ante la Sala Constitucional las re-
soluciones de las o los jueces de tutela, en los plazos y conforme a los 
procedimientos previstos en la ley,
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Artículo 26.- Podrán recurrirse únicamente las resoluciones defini-
tivas emitidas por la Jueza o Juez de Tutela respecto de la acción de pro-
tección efectiva de derechos en los siguientes supuestos:

I. Se haya decidido u omitido decidir sobre la constitucionalidad de 
normas locales de carácter general, en un ejercicio de control difuso a 
la luz del contenido de la Constitución Política de la Ciudad de México, 
cuando hubieren sido planteadas;

II. Se haya establecido la interpretación directa de un precepto de la 
Constitución Política de la Ciudad de México, o se haya omitido decidir 
sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas.

Por tanto, se reitera que la petición del Licenciado ***** *** legal de *** 
**, representante ******, relativa a que la sentencia definitiva de fecha 
30 treinta de enero de 2023 dos mil veintitrés, dictada por el Juez Dé-
cimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de Derechos 
Humanos de la Ciudad de México, en la Acción de Protección Efecti-
va de Derechos Humanos ***/****, sea impugnada a través del recurso 
de apelación en base al Código de Procedimientos Civiles del Distrito 
Federal, es infundada, por disposición expresa de la Ley; siendo me-
nester señalar que el carácter de esta Sala como autoridad terminal en 
la interpretación de la Constitución local, por habérsele encomendado 
una justicia extraordinaria; no así como Tribunal de segunda instancia 
carece de competencia en procedimientos ordinarios, y por exclusión, 
no puede conocer de un Recurso de Apelación, sin que lo anterior im-
plique, como argumenta el inconforme: “que la no admisión del recur-
so de apelación conlleva la imposibilidad de que impugne la sentencia 
dictada por el Juez de Tutela en relación con la acción de protección 
efectiva de derechos”; toda vez que como ya se dijo, la Constitución Po-
lítica de la Ciudad de México y la Ley Orgánica de la Sala Constitucio-
nal del Poder Judicial de la Ciudad de México, en los preceptos antes 
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citados, establecen la vía legal y los supuestos específicos para combatir 
las resoluciones definitivas dictadas por los Jueces de Tutela (con inde-
pendencia de que tales supuestos correspondan a las pretensiones del 
recurrente); dado que de estimar la procedencia del recurso de apela-
ción en la forma mencionada, rompe con las reglas procesales, creando 
incertidumbre y falta de certeza jurídica en los supuestos y los plazos 
para que las partes puedan ejercer sus derechos, por lo cual, la legisla-
ción que regula la actividad de la Sala Constitucional con toda precisión 
nos establece expresamente tales aspectos, para evitar interpretaciones 
ambiguas y carentes de fundamentación legal; más cuando se observa, 
que el Licenciado ****** ******* ******** ********, dentro del escrito 
donde interpuso el presente Recurso de Reclamación sostuvo: “...Asi-
mismo, se estima conveniente traer a colación los numerales 25, 26 y 
27 de la Ley Orgánica de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la 
Ciudad de México. Artículo 25.- (se transcribe). Artículo 26.- (lo trans-
cribe). Artículo 27.- (se transcribe). Como se hace notar, de los precep-
tos transcritos se advierte que las leyes que regulan el procedimiento de 
tutela de derechos humanos en la Ciudad de México, prevén un medio 
de defensa efectivo, el cual puede modificar, revocar o anular las reso-
luciones que emitan los Jueces de Tutela, con sus limitantes y establece 
la supletoriedad el Código adjetivo civil...” (lo resaltado no es de origen) 
(visible a fojas 4-5 del expediente RR3/10/2023); de donde se advierte, 
que resulta desacertado que pretenda recurrir la sentencia definitiva del 
Juez de Tutela a través del recurso de apelación regulado por la Ley Ad-
jetiva Civil, al tener conocimiento de la existencia del medio de impug-
nación específico contra dicha determinación, que posibilita combatir 
tales fallos, y por supuesto consciente del plazo para su interposición, 
optó por el recurso de apelación, que contempla uno más extenso, en 
consecuencia, contrario a las afirmaciones del recurrente en cuanto a 
que: “...suponiendo sin conceder, que el recurso por su nombre fuera 
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incorrecto, lo cierto es que esta sala debió enderezarlo al procedente 
sin que implique suplencia, la cual en materia de derechos humanos 
es procedente. Y el caso de origen es de esa materia y calidad...”; no es 
un imperativo para esta Sala Constitucional realizar la suplencia de la 
vía, ya que se insiste, que la Ley Orgánica de la Sala Constitucional del 
Poder Judicial de la Ciudad de México, establece el medio de impugna-
ción en contra de las resoluciones definitivas dictadas por los Jueces de 
Tutela y los supuestos de procedencia, mismos, que no tienen concor-
dancia con el procedimiento previsto para sustanciar el recurso de ape-
lación en base a los lineamientos del Código de Procedimientos Civiles 
del Distrito Federal, por lo que no puede considerarse, que únicamente 
se señaló de manera incorrecta el nombre del medio de impugnación 
como sostiene el recurrente; a lo que se suma, que si bien el artículo 54 
de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, contempla que en todos los casos la Sala Constitucional deberá 
suplir la deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o conceptos 
de invalidez, ello no debe ser interpretado de manera absoluta, sino sólo 
cuando se advierten violaciones a la Constitución Política de la Ciudad 
de México, o a los derechos humanos de los justiciables, ya que dicha 
figura se encuentra reservada para personas en situación de desventaja 
que requieren especial protección, ya sea por la calidad de la persona o 
por el grupo al que pertenecen (menores de edad), la materia de que se 
trata (penal, agraria, laboral), porque su posición en el proceso involu-
cra una concreta debilidad o vulnerabilidad (una violación evidente de 
la ley que lo haya dejado sin defensa), o bien se afecten ciertas institu-
ciones (el orden y desarrollo de la familia); aspectos, que generen po-
siciones asimétricas entre las partes, y, en consecuencia, se asume que 
alguna de ellas cuenta con menores recursos (ya sea educativos, sociales, 
económicos o de cualquiera otra índole) ocasionándose una disparidad 
que repercute en su derecho de acceso a la justicia; así, con la suplencia 
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de la queja se pretende que, a causa de una deficiente argumentación 
jurídica, no se produzca una violación mayor dejándose a la persona en 
estado de indefensión, dadas las particulares condiciones en las que se 
encuentra; lo que en el presente caso no se actualiza, ya que de las cons-
tancias procesales no se desprende, que ** cuente con alguna situación 
de vulnerabilidad o desventaja que le impida ejercer sus derechos a tra-
vés de las vías legales procedentes, más, cuando se aprecia, que el pre-
sente Recurso de Reclamación, fue interpuesto por el Licenciado **** *

*** *********************, actuando como su representante legal. 
De ahí que, como ya se dijo, es preciso que se lleve a cabo la verifica-
ción de los requisitos de procedencia previstos en las leyes nacionales 
para la interposición de cualquier medio de defensa; lo anterior, con 
arreglo en el criterio que en términos del artículo 217 de la Ley de 
Amparo es vinculante para este Tribunal de rubro y contenido:

Época: Décima Época

Registro: 2005717

Instancia: Primera Sala

Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I

Materia(s): Constitucional

Tesis: 1a./J. 10/2014 (10a.)
Página: 487

PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO. EL GO-
BERNADO NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR LOS REQUISI-
TOS DE PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES PARA IN-
TERPONER UN MEDIO DE DEFENSA.
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Si bien la reforma al artículo 10. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, de 10 de junio de 2011, implicó la modifi-
cación del sistema jurídico mexicano para incorporar el denominado 
principio pro persona, el cual consiste en brindar la protección más am-
plia al gobernado, así como los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos, entre ellos el derecho a un recurso efectivo, previsto 
en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, ello no significa que en cualquier caso el órgano jurisdiccional deba 
resolver el fondo del asunto, sin que importe la verificación de los requi-
sitos de procedencia previstos en las leyes nacionales para la interposi-
ción de cualquier medio de defensa, ya que las formalidades procesales 
son la vía que hace posible arribar a una adecuada resolución, por lo que 
tales aspectos, por sí mismos, son insuficientes para declarar proceden-
te lo improcedente.

Amparo directo en revisión 3103/2012. Centro Mexicano para la 
Defensa del Medio Ambiente, A.C. 28 de noviembre de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Recurso de reclamación 424/2013. Alejandro Moreno Morales. 10 
de julio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Casta-
ñón Ramírez.

Recurso de reclamación 456/2013. Manufacturas Kaltex, S.A. de 
C.V. 28 de agosto de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldí-
var Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

32 Tomo 395 •  mayo-junio •  2025

Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejan-
dro Castañón Ramírez.

Recurso de reclamación 438/2013. Vidriera Monterrey, S.A. de C.V. 
4 de septiembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldi-
var Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secre-
tario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo directo en revisión 279/2013. Urzuamex, S.A. de C.V. 4 de 
septiembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebo-
lledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Ignacio Valdés Barreiro.

Tesis de jurisprudencia 10/2014 (10a.). Aprobada por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha siete de febrero de dos 
mil catorce.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2014 a las 11:02 ho-
ras en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 2014, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013.

De ahí que, procede que esta Sala Constitucional, en acatamiento a 
la ejecutoria de amparo que ahora se cumplimenta, con libertad de 
jurisdicción y con fundamento en los numerales 65 y 67 de la Ley 
de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de Méxi-
co, determine: es PROCEDENTE el Recurso de Reclamación inter-
puesto por el Licenciado *** *** **********, representante legal de ***, 
en contra del acuerdo de fecha 24 veinticuatro de febrero de 2023 
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dos mil veintitrés, dictado por el Magistrado JAVIER RAÚL AYALA 
CASILLAS, entonces Presidente de la Sala Constitucional del Tri-
bunal Superior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México, 
en el expediente Asunto Varios **/**/****, relacionado con la Acción 
de Protección Efectiva de Derechos Humanos ***/****, del índice del 
Juzgado Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela 
de Derechos Humanos de la Ciudad de México; sin embargo, por las 
razones expuestas en el cuerpo de este fallo, es infundada la petición 
del Licenciado ****** ******* ******* *********, representante legal de 
*************** ********, relativa a la procedencia del recurso de apela-
ción en contra de la sentencia definitiva emitida por la Jueza de Tutela 
ya mencionada, y por ende, se confirma el acuerdo de fecha 24 veinti-
cuatro de febrero de 2023 dos mil veintitrés materia del presente re-
curso, porque se ajusta a la legalidad.

Por lo expuesto, es de resolver y se:

RESUELVE:

PRIMERO.- En cumplimiento a la sentencia dictada en el Amparo 
Directo número D.A. ***/****, por el Decimotercer Tribunal Colegia-
do en Materia Administrativa del Primer Circuito, correspondiente a 
la sesión ordinaria virtual de 19 diecinueve de marzo de 2024 dos mil 
veinticuatro, promovido por ********* **********, a través de su re-
presentante legal, Licenciado ****** *********** contra actos de esta 
Sala en el Recurso de Reclamación número RR3/10/2023, toda vez 
que mediante auto de fecha 9 nueve de abril de 2024 dos mil veinti-
cuatro, la Presidente de esta Sala Constitucional del Tribunal Supe-
rior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México, Magistrada 
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ADRIANA CANALES PÉREZ, dejó insubsistente la ejecutoria de 
fecha 2 dos de mayo de 2023 dos mil veintitrés.

SEGUNDO.- Es PROCEDENTE el Recurso de Reclamación in-
terpuesto por el Licenciado ********** representante legal de ****, en 
contra del acuerdo de fecha 24 veinticuatro de febrero de 2023 dos mil 
veintitrés, dictado por el Magistrado JAVIER RAÚL AYALA CA-
SILLAS, entonces Presidente de la Sala Constitucional del Tribunal 
Superior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México, en el 
expediente Asunto Varios **/**/***, relacionado con la Acción de Pro-
tección Efectiva de Derechos Humanos ***/****, del índice del Juz-
gado Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela 
de Derechos Humanos de la Ciudad de México; sin embargo, por las 
razones expuestas en el cuerpo de este fallo, devienen infundados los 
agravios expresados por el Licenciado ***** *** *********, represen-
tante legal de ******* ***** **********, relativos a la procedencia del 
recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva emitida por la 
Jueza de Tutela ya mencionada, y por ende, se CONFIRMA el acuer-
do de fecha 24 veinticuatro de febrero de 2023 dos mil veintitrés ma-
teria del presente recurso, porque se ajusta a la legalidad, en términos 
del considerando TERCERO de la presente resolución. **

TERCERO.- Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 58 
de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, mediante versión pública correspondiente como se dispone 
en el artículo 180 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, publíquese 
la presente resolución de manera íntegra en el Boletín Judicial de la 
Entidad.

CUARTO.- Devuélvanse a la Secretaría General de Acuerdos el 
expediente original de la Acción de Protección Efectiva de Derechos 
Humanos ***/* **, para que a través de su conducto sea remitida al 
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Juzgado Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela 
de Derechos Humanos de la Ciudad de México, anexando copia cer-
tificada de la misma al expediente generado en esta Sala Constitucio-
nal, respecto del recurso de reclamación RR3/10/2023 para que obre 
como corresponda. Así como, el expediente Asunto Varios **/**/***, 
y el Recurso de Reclamación RR3/10/2023, para los efectos legales a 
que haya lugar.

QUINTO.- En vía de notificación del cumplimiento del amparo 
concedido a

* *** *** * envíese copia autorizada de la presente resolución al De-
cimotercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, como lo dispone el párrafo primero del artículo 192 de la 
Ley de Amparo vigente, en observancia a la última parte del artícu-
lo Tercero Transitorio de este ordenamiento; solicitando a esa Auto-
ridad Federal que, en términos del numeral 196 de la propia Ley en 
cita, con el testimonio que le remitimos en su oportunidad, se sirva 
dictar resolución en que se tenga por cumplida la ejecutoria dicta-
da en el juicio de garantías antes señalado, para los efectos legales 
procedentes.

SEXTO.- Notifíquese a las partes y, en su oportunidad, archívese 
como asunto concluido. Asimismo, comuníquese con copia certifica-
da de la presente resolución, al Magistrado JAVIER RAÚL AYALA 
CASILLAS, quien resolvió el Asunto Varios **/**/****, para su cono-
cimiento y efectos legales a que haya lugar.

Así lo resolvió la Sala Constitucional del Tribunal Superior de Jus-
ticia del Poder Judicial de la Ciudad de México, por mayoría de votos 
de las Magistradas y los Magistrados Constitucionales que intervinie-
ron ADRIANA CANALES PÉREZ, (en su calidad de Presidente), 
MARÍA ROSARIO MARENCO ORTEGA, CRUZ LILIA ROME-
RO RAMÍREZ Y ROGELIO ANTOLÍN MAGOS MORALES, (en 
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su carácter de Instructor), agregándose como parte de esta determina-
ción por separado el voto concurrente dictado por la Magistrada MA-
RÍA ROSARIO MARENCO ORTEGA, voto disidente pronunciado 
por la Magistrada SARA PATRICIA OREA OCHOA y voto parti-
cular emitido por el Magistrado JORGE PONCE MARTÍNEZ, sin 
la intervención del Magistrado JAVIER RAÚL AYALA CASILLAS, 
toda vez que en la ponencia a su cargo, se dictó el acuerdo de fecha 24 
veinticuatro de febrero de 2023 dos mil veintitrés, en los autos relati-
vos al expediente Asunto Varios **/**/****, lo que se encuentra rela-
cionado con el presente Recurso de Reclamación. Lo anterior, ante el 
Secretario General de Acuerdos, Doctor Jaime López Ruelas, quien 
autoriza y da fe.

Adriana Canales Pérez Magistrada Presidente
María Rosario Marenco Ortega Magistrada

Cruz Lilia Romero Ramírez Magistrada
Rogelio Antolín Magos Morales Magistrado Instructor

Jaime López Ruelas
Secretario General de Acuerdos
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VOTO CONCURRENTE EN EL RECURSO DE RECLA-
MACIÓN RR/10/2023, RESUELTO EN CUMPLIMIENTO 
A LA EJECUTORIA DE AMPARO D.A. ***/****.

La suscrita Magistrada, integrante de la Sala Constitucional, MA-
RÍA ROSARIO MARENCO ORTEGA formulo voto concurrente 
con relación a la sentencia que se dictó en el presente asunto, porque 
estimo que aun cuando en efecto, al no ser el recurso de apelación el 
medio idóneo para impugnar la sentencia definitiva dictada por el C. 
JUEZ DÉCIMO CUARTO EN MATERIA CIVIL DE PROCESO 
ORAL Y DE TUTELA DE DERECHOS HUMANOS DE LA CIU-
DAD DE MÉXICO, en la acción de protección efectiva de derechos 
humanos *****/******, el auto que dictó el magistrado JAVIER RAÚL 
AYALA CASILLAS debe confirmarse, estimo que no es por las razo-
nes medulares que expone la sentencia.

En efecto, en la sentencia se sostiene que debe confirmarse el auto 
dictado por el magistrado JAVIER RAÚL AYALA CASILLAS porque 
la apelación es improcedente como medio de impugnación en contra de 
la sentencia definitiva dictada por el Juez de tutela de derechos huma-
nos, y que el recurrente conocía que ese no era el medio de impugnación 
idóneo, pues mencionó en su recurso los artículos que lo prevén, y que 
no obstante ello, optó por la apelación, que como se dijo, no procede.

Dice también la sentencia que no procede suplir la deficiencia de 
la queja porque no se trata de un grupo vulnerable y por tanto no se 
puede enderezar el recurso.

Es en ese punto donde la suscrita difiere.
Es así, porque no coincido con la consideración de la sentencia de 

que esta sala no puede suplir la deficiencia del recurrente, por no tra-
tarse de una persona que pertenezca a un grupo vulnerable.
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La Constitución Política de la Ciudad de México establece en su ar-
tículo 36, Apartado B, numeral 3, inciso a), que “los jueces de tutela” 
suplirán siempre la deficiencia de la queja.

Por su parte, la Ley Constitucional de los Derechos Humanos y 
sus Garantías de la Ciudad de México, dispone, en su artículo 21, 
párrafo tercero, que EN TODOS LOS CASOS se debe aplicar la su-
plencia de la queja deficiente.

No pasa inadvertido para la que este voto emite, que ambos mar-
cos normativos hablan de “las reclamaciones”, entendidas como las 
demandas presentadas ante el juez de tutela de derechos humanos. 
Sin embargo, donde obra la misma disposición debe existir la misma 
razón, esto es, esta Sala es la máxima autoridad local en materia de 
interpretación de la Constitución Política de la Ciudad de México, y 
por tanto, debe atenderse primordialmente a dicha Carta de derechos 
fundamentales, que obliga a esta Sala a realizar la interpretación de 
las normas conforme a la Constitución.

Al afecto, hay que tomar en cuenta lo que ordena el artículo 4, 
apartado A, numeral 6, de la Constitución Política de la Ciudad de 
México que para mayor exactitud se transcribe.

Artículo 4
Principios de interpretación y aplicación de los derechos humanos

A. De la protección de los derechos humanos
6. Las autoridades jurisdiccionales de la Ciudad ejercerán el 
control de constitucionalidad, favoreciendo en todo tiempo 
la protección más amplia para las personas, dejando de apli-
car aquellas normas contrarias esta Constitución.

Por su parte, el artículo en cita, en su apartado B, numeral 1, dispone:

B. Principios rectores de los derechos humanos
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1. La universalidad, interdependencia, indivisibilidad, complemen-
tariedad, integralidad, progresividad y no regresividad son principios 
de los derechos humanos.

Y el artículo 5 de dicha Constitución, establece en su apartado A, nume-
ral 1:

Artículo 5

Ciudad garantista
A. Progresividad de los derechos

1. Las autoridades adoptarán medidas legislativas, administrativas, 
judiciales, económicas y las que sean necesarias hasta el máximo de re-
cursos públicos de que dispongan, a fin de lograr progresivamente la 
plena efectividad de los derechos reconocidos en esta Constitución. El 
logro progresivo requiere de una utilización eficaz de los recursos de 
que dispongan y tomando en cuenta el grado de desarrollo de la ciudad.

Al respecto, se considera que es ilustrativa y cobra aplicación, la Ju-
risprudencia sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 63, febrero de 2019, tomo I, Tesis: 
2a./J. 35/2019 (10a.), Registro digital: 2019325, página 980, que dice:

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMA-
NOS. SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICA-
NO. El principio de progresividad que rige en materia de los derechos 
humanos implica tanto gradualidad como progreso. La gradualidad se 
refiere a que, generalmente, la efectividad de los derechos humanos no 
se logra de manera inmediata, sino que conlleva todo un proceso que 
supone definir metas a corto, mediano y largo plazos. Por su parte, el 
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progreso implica que el disfrute de los derechos siempre debe mejorar. 
En tal sentido, el principio de progresividad de los derechos humanos 
se relaciona no sólo con la prohibición de regresividad del disfrute de 
los derechos fundamentales, sino también con la obligación positiva de 
promoverlos de manera progresiva y gradual, pues como lo señaló el 
Constituyente Permanente, el Estado mexicano tiene el mandato cons-
titucional de realizar todos los cambios y transformaciones necesarias 
en la estructura económica, social, política y cultural del país, de ma-
nera que se garantice que todas las personas puedan disfrutar de sus 
derechos humanos. Por tanto, el principio aludido exige a todas las au-
toridades del Estado mexicano, en el ámbito de su competencia, incre-
mentar el grado de tutela en la promoción, respeto, protección y ga-
rantía de los derechos humanos y también les impide, en virtud de su 
expresión de no regresividad, adoptar medidas que sin plena justifica-
ción constitucional disminuyan el nivel de la protección a los derechos 
humanos de quienes se someten al orden jurídico del Estado mexicano.

En ese orden de ideas, si el artículo 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos establece que toda persona tiene derecho a 
un recurso sencillo y efectivo, y el derecho a RECURRIR es un dere-
cho elevado a rango convencional, y México forma parte de la precita-
da convención, entonces le resulta obligatorio acatar sus disposiciones.
Ahora bien, el hecho de que el recurso se encauce en la forma correcta, no 
significa que se violen las formalidades esenciales del procedimiento, pues 
por el contrario, se estima que con eso se da cumplimiento al principio de 
progresividad de los derechos humanos a favor del particular inconforme 
con la decisión del juez de tutela de derechos humanos, y además se favo-
rece el acceso a la justicia, de tal suerte que en términos generales se estima 
que existen ciertos casos en que puede incluso prevenirse al recurrente para 
que ACLARE cuál es el recurso o medio de impugnación que pretende in-
terponer, de acuerdo al tipo de acción que intentó o medio de control cons-
titucional de que se trate.
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Sin embargo, estimo que el reencauzamiento del recurso debe te-
ner ciertos mínimos indispensables para que opere.

Debe tener la misma finalidad que el que erróneamente se inter-
puso; en el caso, la modificación o la revocación de la sentencia defi-
nitiva dictada por el juez de tutela de derechos humanos; por tanto, 
debe exigirse que el recurso contenga la expresión de los agravios que 
el impugnante aduce le causa la resolución recurrida, y que el recurso 
se haya interpuesto en el plazo legal que se concede para ello.

Lo anterior, a fin de que se cumplan LAS FORMALIDADES 
ESENCIALES del procedimiento en cuanto a los recursos se refiere.

En el caso concreto, el disidente interpuso recurso de APELA-
CIÓN, mismo que, comparto el sentido de la sentencia, es evidente-
mente improcedente, pues existe recurso específico previsto en la Ley 
de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, 
que es la IMPUGNACIÓN DE RESOLUCIÓN DEFINITIVA DIC-
TADA POR JUEZ DE TUTELA, contemplado en sus artículos 126 
a 134.

En el artículo 126, se establece que el recurso procedente contra 
las sentencias definitivas dictadas por los jueces de tutela de derechos 
humanos es la IMPUGNACIÓN DE RESOLUCIÓN DEFINITI-
VA, y en el artículo 128 se establece el objeto o fin del recurso, que es 
la confirmación, modificación o revocación del fallo definitivo. Por su 
parte, el artículo 129 establece que deben expresarse los conceptos de 
violación o agravios en contra de dicho fallo.

Hasta lo aquí dicho, puede válidamente afirmarse que la apelación 
comparte esos principios rectores de la IMPUGNACIÓN DE RE-
SOLUCIÓN DEFINITIVA, que son la interposición por escrito del 
recurso, la expresión de agravios o conceptos de violación, y la finali-
dad de ambos es la confirmación, modificación o revocación del fallo 
impugnado.
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Sin embargo, existe una diferencia entre ambos, que es EL PLA-
ZO PARA SU INTERPOSICIÓN, pues mientras en la apelación el 
plazo es de 12 días según dispone el artículo 137, fracción I, del Códi-
go de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, la impugnación 
de resolución definitiva prevista expresamente en la Ley de la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, debe inter-
ponerse en el plazo de 10 días porque así lo ordena el artículo 126 del 
último ordenamiento legal en cita.

Así, debe considerarse para poder enderezar el recurso, que se haya 
interpuesto en el plazo que prevé la ley para el que es idóneo según el 
caso de que se trate.

En este asunto, la impugnación fue interpuesta fuera del plazo con-
cedido por la ley, dado que la notificación personal de la sentencia de-
finitiva se hizo al recurrente el dos de febrero de dos mil veintitrés, 
por lo cual, los diez días que tenía para impugnar, vencieron el dieci-
siete de dicho mes y año, pues en términos del artículo 10 de la Ley 
de la Sala Constitucional antes invocada, los plazos términos corren a 
partir del día siguiente de la notificación de que se trate, en este caso, 
de la sentencia definitiva. Por tanto, si la impugnación se interpuso 
el veinte de febrero del año próximo pasado, resulta extemporáneo, y 
sería esa la razón por la que la suscrita estima que debe prevalecer la 
decisión adoptada en esta sentencia, y no así por virtud de los argu-
mentos en relación con que no procede la suplencia de la deficiencia 
de la queja en favor del particular recurrente.
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VOTO PARTICULAR DEL MAGISTRADO JORGE PON-
CE MARTÍNEZ, EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN 
EMITIDA POR EL PLENO DE LA SALA CONSTITUCIO-
NAL EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN RR3/10/2023, 
EN CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA DE AMPARO 
DIRECTO DA. ****/*****

(RELACIONADO CON EL EXP. ***/***/*****, RELATIVO 
A LA IMPUGNACIÓN CONTRA SENTENCIA DEFINI-
TIVA DEL JUEZ DÉCIMO CUARTO EN MATERIA CI-
VIL DE PROCESO ORAL Y DE TUTELA DE DERECHOS 
HUMANOS, EN EL EXPEDIENTE ****/******).

VOTO PARTICULAR. En la Ciudad de México, a 25 veinticinco de 
abril de 2024 dos mil veinticuatro, el suscrito Magistrado Jorge Ponce 
Martínez emite el presente voto particular relacionado con la resolu-
ción asumida en esta misma fecha por el Pleno esta Sala Constitucional 
del Tribunal Superior de la Ciudad de México, en el recurso de reclama-
ción RR3/10/2023, relativa al cumplimiento de la sentencia de amparo 
emitida por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Adminis-
trativa del Primer Circuito, en el juicio de amparo directo DA.****/****, 
promovido por representante legal ****** ******** ******** ******** a 
través de su *********** El presente voto particular se formula por las 
siguientes razones: ----1) La resolución que fue materia del juicio de am-
paro directo ante la cotada autoridad federal consiste en la determina-
ción que en forma mayoritaria emitió esta Sala Constitucional el 2 dos 
de mayo de 2023 dos mil veintitrés, en la que se declaró improcedente el 
recurso de reclamación interpuesto y dejó firme el acuerdo de 24 vein-
ticuatro de febrero de 2023 dos mil veintitrés, este último dictado por 
el Magistrado Javier Raúl Ayala Casillas (en el asunto ****/***/*****, 
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relacionado con el recurso interpuesto contra la sentencia definitiva del 
Juez Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de 
Derechos Humanos de la Ciudad de México, en el expediente de la ac-
ción de protección efectiva de derechos humanos *****/******); y en su 
dicho acuerdo el citado Magistrado Ayala Casillas determinó que la pe-
tición del recurrente era notoriamente improcedente y que no se acor-
daba de conformidad admitir el recurso de apelación, al no encontrarse 
regulado. ----2) En la sentencia de amparo del Décimo Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en función 
del contenido de los argumentos del quejoso, estableció textualmente: 
“...Lo que se estima suficiente para, de ello derivar, la procedencia del 
recurso de reclamación en términos del artículo 65, fracción II, de la 
Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de Méxi-
co, porque, por un lado, el acuerdo dictado en el recurso de apelación 
puso fin a la controversia al no admitirse dicho medio de defensa, in-
dependientemente de que no se haya analizado de fondo el asunto; y 
por otro lado, dicha determinación también reviste la naturaleza grave 
y trascendental que exige el numeral en comento... Sin que lo anterior 
implicara, como indebidamente se señala en la sentencia reclamada, re-
encauzar la vía, pues como se ha expuesto, el recurso de reclamación es 
procedente...lo que pone de manifiesto lo sustancialmente fundado de 
los planteamientos de trato. En consecuencia, al resultar fundados los 
argumentos examinados respecto a la procedencia del recurso de recla-
mación interpuesto ante la Sala Constitucional...procede conceder el 
amparo y protección de la Justicia Federal, para el efecto de que la res-
ponsable deje insubsistente la resolución reclamada, y emita una nueva 
en la que considere procedente dicho medio de defensa y, con libertad 
de jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda...”. ----3) En el 
segundo resolutivo de la resolución de cumplimiento de la sentencia de 
amparo, se dice: “...Es procedente el recurso de reclamación interpuesto 
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por el Licenciado ******* *, en contra del acuerdo de fecha 24 veinticua-
tro de febrero de 2023 dos mil veintitrés, dictado por el Magistrado Ja-
vier Raúl Ayala Casillas,... en el expediente Varios ***/***/*****...; sin 
embargo, por las razones expuestas en el cuerpo de este fallo, devienen 
infundados los agravios expresados por el Licenciado *******

********, representante legal de ******* ***********, relativos a la 
procedencia del recurso de apelación en contra de la sentencia defini-
tiva emitida por la Jueza de Tutela ya mancionada, y por ende, se con-
firma el acuerdo de fecha 24 veinticuatro de febrero de 2023 dos mil 
veintitrés materia del presente recurso, porque se ajusta a la legalidad, 
en términos del considerando tercero de la presente resolución”. ----3) 
De lo anterior se advierte que la autoridad federal al declarar funda-
dos los agravios del quejoso, implícitamente está considerando que la 
impugnación en contra de la sentencia emitida por la Jueza de Tutela 
es admisible, sin que ello implique un reencausamiento de la vía; por 
tanto, aunque técnicamente no sea correcto invocar el recurso de ape-
lación como hace el inconforme, lo cierto es que siguiendo la línea ar-
gumentativa contenida en la sentencia de amparo (en lo que concierne 
a que la impugnación de lo resuelto por el Juez de Tutela si es dable 
aunque bajo un figura recursiva distinta), resulta por demás evidente 
que el auto dictado en su oportunidad por el Magistrado Ayala Casi-
llas no puede ser confirmado (opuestamente a como se determina en 
el cumplimiento de amparo por el Pleno de la Sala Constitucional), 
máxime que respecto de ese acuerdo la autoridad federal expresamen-
te dio la razón al quejoso en el sentido de que “...simplemente el (otro-
ra) magistrado Presidente de la Sala Constitucional (léase Magistrado 
Ayala Casillas) negó el acceso a la tutela judicial efectiva...”; luego en-
tonces, si esa determinación es violatoria de ese derecho humano no 
debe confirmarse sino revocarse y emitir otra en la que se repare la 
violación del derecho fundamental vulnerado. ----4) En ese contexto, 
queda de manifiesto también que si de acuerdo con los términos de 
la sentencia de amparo, existe la posibilidad de que la inconformidad 
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(manifestada por ********** en representación de *******), respecto de 
la sentencia del Juez Décimo Cuarto en Materia Civil de Proceso Oral 
y de Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, sea con-
siderada bajo el medio de impugnación que corresponda sin que ello 
se signifique como “reencausamiento” de la vía, entonces es claro que 
la Sala no debe atender supletoriamente al recurso de apelación pre-
visto en la legislación ordinaria civil, sino técnicamente al medio de 
control constitucional de impugnación de resolución definitiva emiti-
da por Juez en Materia de Tutela de Derechos Humanos, porque este 
último es el que para el caso concreto prevé el apartado B, numeral 3, 
inciso d), del artículo 36 de la Constitución Política para la Ciudad de 
México. ----5) Por todo ello, las consideraciones hechas en la resolu-
ción de cumplimiento de amparo por el Pleno de la Sala Constitucio-
nal, referentes exclusivamente al rechazo de la apelación como medio 
para impugnar la sentencia definitiva del Juez de Tutela, devienen in-
suficientes porque el enfoque argumentativo debe darse poniendo de 
relieve la no aplicación al caso de ese recurso, pero también ha de abar-
car el señalamiento del medio de control constitucional procedente en 
el caso concreto (que precisamente hace inadmisible la apelación), así 
como la necesidad de su sustanciación procesal para determinar lo que 
en derecho corresponda en base a ese medio de control aplicable al 
caso. ----6) Sin que obste para sostener lo anterior un debate acerca de 
si el inconforme al apelar lo hizo ajustándose al plazo de la apelación 
y no dentro del correspondiente al medio de control constitucional de 
impugnación de resolución definitiva de Juez de Tutela en Materia de 
Derechos Humanos, puesto que tal punto no fue abordado (como obs-
táculo para la sustanciar el recurso o medio de impugnación), ni en la 
resolución dictada de inicio por en Magistrado Ayala Casillas (de 24 
veinticuatro de febrero de 2023 dos mil veintitrés), ni en la emitida 
por la Sala Constitucional (de 2 dos de mayo de 2023 dos mil veinti-
trés), ni en la sentencia de amparo que ahora se cumplimenta (de 19 
diecinueve de marzo de 2024 dos mil veinticuatro), ni en el proyecto 
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de cumplimiento al amparo sometido a consideración del Pleno de la 
Sala Constitucional por el Magistrado Rogelio Magos Antolín. ----7) 
En conclusión, el suscrito Magistrado disidente considera que en cum-
plimento a la sentencia de amparo de que se trata, lo que debió resolver 
el Pleno de la Sala Constitucional era revocar la resolución del Magis-
trado Ayala Casillas, para en su lugar emitir otra en la que se diera en-
trada al medio de control constitucional de impugnación de resolución 
definitiva de Juez en Materia de Tutela de Derechos Humanos, enco-
mendando (al citado Magistrado Ayala Casillas) su completa sustan-
ciación a efecto de que el asunto quedase en condiciones de resolver de 
fondo por el Pleno de la Sala.- --Así, como voto particular lo manifiesta 
y firma el Magistrado JORGE PONCE MARTÍNEZ, integrante de 
la Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia del Poder Ju-
dicial de la Ciudad de México, ante el Secretario de Acuerdos, Doctor 
Jaime López Ruelas, que da fe.

VOTO DISIDENTE
En cuanto a la procedencia del presente recurso de reclamación, como 
sabemos, nos encontramos en el cumplimiento de una ejecutoria de 
amparo, con la cual no podría estar más de acuerdo, pues desde esa 
primera ocasión en que esta Sala resolvió este asunto tuve que emitir 
un voto particular disidente señalando lo que, en mi consideración, 
constituía una determinación errónea y que ahora se reitera como tal 
en unanimidad del Tribunal Colegiado de Circuito.

Pero en aquella ocasión, estructuré mi voto en dos aspectos, el pri-
mero, como ya referí, en cuanto a la procedencia del recurso; y el se-
gundo, orientado al estudio de fondo del mismo, de lo que concluí que 
“el presente recurso de reclamación no solo resultaba procedente, sino 
también fundado”.

En tal sentido, sigo manteniendo este criterio; por lo que una vez 
más no estoy de acuerdo con el sentido del proyecto que de nueva 
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cuenta nos propone el magistrado instructor, por la misma razón que 
esbocé en aquella ocasión.

El argumento central que se nos propone sostiene que no es posible 
suplir la deficiencia de la queja, ya que ésta solo operaría en los casos 
en que a los quejosos pueda atribuírseles alguna condición de desven-
taja que requiera una especial protección, ya sea por alguna calidad 
particular en su persona o grupo al que pertenecen, ya sea por su posi-
ción en el proceso. Sin embargo, esta es una interpretación restrictiva 
que contraviene el principio pro persona en su vertiente interpretativa, 
pues incorpora limitantes que ni la Constitución Política de la Ciu-
dad, ni la Ley de la Sala Constitucional prevén.

En efecto, si atendemos al texto constitucional, así como al artícu-
lo 54 de la Ley de la Sala Constitucional establecen, respectivamente, 
que “siempre [se suplirá] la deficiencia de la queja” y que “En todos 
los casos la Sala Constitucional deberá suplir la deficiencia de la de-
manda, contestación, alegatos o conceptos de invalidez”. Por tanto, si 
la ley no distingue, menos lo pueden hacer las interpretaciones que 
hagamos los jueces. Y esto no implica absolver a los quejosos de cum-
plir con los presupuestos procesales, estos permanecen exigibles en 
su cumplimiento, pero lo que aquí se presenta no es una falta a algún 
presupuesto procesal, sino de un error en la denominación del recurso 
pretendido, pero la intención real del quejoso era manifiesta, y no es 
otra que la de impugnar la decisión del juez tutelar.

De acuerdo a lo expuesto, una vez solventado el error en la petición 
del recurrente, no existe impedimento alguno para conocer su preten-
sión de acuerdo a la figura legalmente prevista y conforme a los pará-
metros legales previstos, pues de ese modo se hace realmente efectivo 
su derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva. Derecho 
que, por cierto, la ejecutoria a la que estamos dando cumplimiento, 
consideró violentado, por lo que no podríamos, desde mi opinión, in-
currir en el mismo error.
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Ahora, la cuestión sobre el reencausamiento de la vía ha sido una 
cuestión debatida en el desarrollo de las labores de este Tribunal. Si 
bien no considero que ese sea el supuesto, ya que no se trata de redi-
rigir el recurso si no de advertir un simple error en su denominación; 
considero que es pertinente seguir planteando el debate. Pues si aten-
demos al desarrollo que tuvo el presente asunto ante las diferentes 
autoridades de amparo, advertimos que ahí sí se reencausó, pues el 
quejoso en un primer momento interpuso juicio de amparo indirecto 
en el que el Juez de Distrito se declaró incompetente y lo reenvió al 
Tribunal Colegiado, utilizando precisamente los criterios que la Su-
prema Corte ha esbozado al respecto.

Así, el máximo tribunal, al estudiar los medios de impugnación en 
el amparo, ha manifestado que el no 

reencausar a la vía correcta la impugnación presentada por el quejo-
so [...] atenta contra los derechos de acceso a la justicia y a un recurso 
efectivo, porque impone al justiciable la carga excesiva de no errar en la 
determinación de la vía procedente cuyo incumplimiento puede derivar 
en la extemporaneidad de la demanda, cuestión que no está relacionada 
con las cargas procesales razonables”.1

De igual forma, en diverso criterio se dice que “en estricta obser-
vancia a los mandatos constitucionales y al principio pro persona, en 
relación con el principio de progresividad, se concluye que, no obs-
tante, la errónea denominación que el promovente dé al recurso in-
tentado, el Tribunal Colegiado de Circuito debe hacer un análisis in-
tegral del medio de impugnación, a fin de descubrir la intención del 
inconforme [...] en aras de privilegiar los derechos fundamentales de 
acceso a la justicia, tutela judicial y recurso efectivo, despojándose de 

1 Tesis 18.XXX/2019 (108.) “AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA LA PRE-
SENTACIÓN DE LA DEMANDA SE INTERRUMPE CUANDO POR ERROR SE 
PLANTEÓ EN LA VÍA INDIRECTA ANTE EL JUEZ DE DISTRITO”, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, libro 65, abril de 2019, t. I. p. 785
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rigorismos formalistas a fin de maximizar la posibilidad a los gober-
nados de impugnar decisiones jurídicas que les perjudiquen en su ac-
ceso a la jurisdicción.2

En consecuencia, considero que los criterios jurisprudenciales invoca-
dos nos aportan las herramientas necesarias para hacer efectivos los 
derechos del quejoso. De modo que reitero mi posición en favor de que 
este Tribunal incorpore las herramientas metodológicas encaminadas a 
la efectiva protección de derechos humanos y asuma, en consecuencia, 
su fundamental labor en la defensa constitucional de la ciudad.

Sara Patricia Orea Ochoa
Magistrada de la Sala Constitucional

del Poder Judicial de la Ciudad de México

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; 186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección 
de datos personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el 
artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos Generales de Protección de Datos Persona-
les en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, se hace constar que en esta 
versión pública se suprime la información considerada como reservada o confidencial que 
encuadra en los ordenamientos mencionados.

2 Tesis VII.20.T.13 K (10a.) “RECURSO DE REVISIÓN. EN ATENCIÓN A LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO A LA JUSTICIA Y TUTELA JU-
DICIAL EFECTIVA, DEBE REENCAUZARSE CUANDO EL TRIBUNAL COLE-
GIADO DE CIRCUITO ADVIERTA QUE ERRÓNEAMENTE SE INTERPUSO 
CONTRA EL DESECHAMIENTO DE PLANO DE LA DEMANDA DE AMPARO 
INDIRECTO, CONTRA EL QUE PROCEDE EL DIVERSO DE QUEJA”, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 36, noviembre de 2016. t. IV. p. 2509
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Para resolver de la excepción de incompetencia por declinatoria que 
opuso la parte demandada, en el juicio ordinario civil tramitado ante 
el juzgado Vigésimo Noveno de lo Civil. 

TERCERA SALA CIVIL

MAGISTRADOS: MÓNICA VENEGAS HERNÁNDEZ, JAIME 
SILVA GAXIOLA Y ELISEO JUAN HERNÁNDEZ VILLAVERDE
MAGISTRADA PONENTE: MÓNICA VENEGAS HERNÁNDEZ

SUMARIO: 
responsabilidad patrimonial objetiva del estado, facultad 
exclusiva de la autoridad judicial federal administrativa 
para decretarla, por daño a los particulares con motivo 
de una actividad administrativa irregular

Hechos: Un particular demandó en la vía ordinaria civil a una depen-
dencia de la administración pública federal, el pago de daño moral, 
daños y perjuicios y otras prestaciones, derivados de que, en su con-
cepto, una cirugía le ocasionó los agravios que reclamó. Al contes-
tar, el representante legal de la dependencia demandada promovió la 
excepción de incompetencia por declinatoria, por considerar que el 
juicio debía ser conocido por los tribunales de la federación.

Criterio jurídico: De los artículos 109 constitucional y artículos 1° 
y 18°, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial, resulta ob-
vio que el juzgado de origen es incompetente para conocer y resolver 
sobre la responsabilidad patrimonial del Estado con motivo de su 
actividad administrativa irregular; ya que ésta debió ser reclamada 
conforme al procedimiento establecido en la Ley Federal de Respon-
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sabilidad Patrimonial del Estado en correlación con la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo.

Es decir, es facultad exclusiva de la autoridad judicial federal admi-
nistrativa decretar o no la responsabilidad patrimonial objetiva del Es-
tado, que surge si éste causa un daño al particular con motivo de su 
actividad administrativa irregular; ello implica que el Estado se vuelve 
responsable directo en los daños que los operadores de su actividad 
generen en las personas.

Justificación: En primer término se considera pertinente aclarar, que 
la competencia es un presupuesto procesal de la acción, consistente en 
la aptitud y facultad del juez para ejercer su jurisdicción en un caso de-
terminado, y el deber de un juzgado o tribunal para conocer de deter-
minado asunto, ello en virtud de que si bien es cierto, todos los jueces 
tiene jurisdicción, entendida como la potestad conferida por el Estado a 
determinados órganos para resolver mediante sentencia las cuestiones 
litigiosas que les sean sometidas y hacer cumplir sus propias resolucio-
nes, también lo es que no todos los jueces tienen competencia sobre 
todos los asuntos, puesto que la competencia es una limitante de la ju-
risdicción, en virtud de la cual cada juez, según las normas jurídicas, es 
competente para conocer de determinados asuntos, ellos respondiendo 
a una equitativa y necesaria repartición del trabajo, derivada de la am-
plitud de las ramas del derecho, del territorio nacional y la numerosidad 
de casos jurídicos.

Ahora bien, según lo dispone el artículo 144 del código procesal 
civil local, la competencia de los tribunales se determinará por la ma-
teria, la cuantía, el grado y el territorio. Asimismo, en términos de 
los artículos 73 y 104 constitucionales, se prevé la competencia por 
razón de fuero.

Así, en el presente asunto debe atenderse a que el codemandado 
es el representante legal de una Secretaría de Estado, la cual se en-
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cuentra prevista en el artículo 90 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y que pertenece a la Unidad Adminis-
trativa de alto rango, de carácter político-administrativo, adscrita a 
la Administración Pública centralizada, cuya finalidad es apoyar al 
Poder Ejecutivo federal en el ejercicio de sus atribuciones políticas y 
administrativas. Ello conforme a lo dispuesto la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, en sus artículos 1°, 2 y 26.
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Ciudad de México a tres de marzo de dos mil veintidós.
Vistos los autos del toca *** para resolver la EXCEPCIÓN DE 

INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA, opuesta por el de-
mandado REPRESENTANTE LEGAL DE ***dentro del JUICIO 
ORDINARIO CIVIL, tramitado ante el JUEZ VIGÉSIMO NOVE-
NO DE LO CIVIL DE ESTA CIUDAD, promovido por *** en con-
tra del *** y *** expediente ***.

RESULTANDO

1. Mediante escrito de contestación de demanda presentado en Ofi-
cialía de Partes Común de este Tribunal el trece de julio de dos mil 
veintiuno, el codemandado Representante Legal de *** y de los ór-
ganos que lo integran, *** opuso la excepción de INCOMPETEN-
CIA POR DECLINATORIA DEL JUEZ DE LO CIVIL DE ESTA 
CIUDAD, quien radicó la demanda del juicio de origen, y del que 
deriva este toca.

2.Mediante proveído de CATORCE DE JULIO DE DOS MIL 
VEINTIUNO, el Juez Natural ordenó formar el testimonio co-
rrespondiente, así como su remisión. Por cuestiones de turno co-
rrespondió a esta Alzada conocer la substanciación de la excepción 
planteada, quedando citadas las partes para acudir antes esta Sala en 
defensa de sus derechos.

3. Una vez radicado el asunto ante la presente instancia, por auto 
de VEINTIOCHO DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, 
se dio vista a las partes para que en el plazo de TRES DÍAS ofre-
cieran pruebas o alegaran lo que estimaran pertinente de conformi-
dad con el artículo 167 del Código de Procedimientos Civiles apli-
cable; vista que no fue desahogada por ninguna de las partes, por lo 
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que mediante acuerdo de CATORCE DE FEBRERO DE DOS MIL 
VEINTIDÓS, dado que no existían pruebas por desahogar, se cito 
para sentencia; misma que se pronuncia al tenor del siguiente:

CONSIDERANDO

I. Competencia
Esta Sala es competente para resolver la excepción de incompeten-

cia con fundamento en los artículos 156, 163, 164, 165, 167 del Có-
digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (hoy Ciudad 
de México), en relación con el numeral 46 y 51 fracción IV de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México.
II. Estudio de la excepción opuesta

La parte demandada opuso la excepción de Incompetencia por De-
clinatoria del Juez del Conocimiento, manifestando lo siguiente:

1. LA INCOMPETENCIA DEL JUEZ POR RAZONES DE FUERO 
Y MATERIA, la referida excepción se invoca en términos de los dispues-
to por el artículo 163 párrafo III del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal, lo anterior en virtud de que las prestaciones 
que demanda la parte actora en ejercicio de su acción y en contra de 
mi representada *** las plantea ante un órgano Jurisdiccional de fuero 
común, que resulta evidentemente incompetente por razón de fuero y 
materia para conocer  del asunto que le ha sido sometido para resolver 
conforme a derecho, máxime que atendiendo a la naturaleza jurídica que 
envuelve la prestación principal, resulta por demás notorio que la misma 
debe ser planteada ante la jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Federales en Materia Administrativa, en virtud de que, atendiendo a 
la calidad jurídica de referida pretensión que reclama la parte actora 
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en concepto de indemnización a título de reparación de daño moral; y 
en virtud de ello, escapa la competencia de los Tribunales en Materia 
Civil, lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el artículo 113 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

III. Resolución de la excepción
De las constancias procesales que integran el Proceso Natural, con 

valor probatorio pleno, en términos del artículo 327 fracción VIII en 
relación con el 403 del Código de Procedimientos Civiles para el Dis-
trito Federal (hoy Ciudad de México), esta Alzada arriba a la deter-
minación que la excepción en estudio resulta FUNDADA, por los 
motivos que a continuación se esgrimen:

En primer término se considera pertinente aclarar, que la com-
petencia es un presupuesto procesal de la acción, consistente en la 
aptitud y facultad del juez para ejercer su jurisdicción en un caso de-
terminado, y el deber de un juzgado o tribunal para conocer de deter-
minado asunto, ello en virtud de que si bien es cierto, todos los jueces 
tiene jurisdicción, entendida como la potestad conferida por el Estado 
a determinados órganos para resolver mediante sentencia las cues-
tiones litigiosas que les sean sometidas y hacer cumplir sus propias 
resoluciones, también lo es que no todos los jueces tiene competencia 
sobre todos los asuntos, puesto que la competencia es una limitante 
de la jurisdicción, en virtud de la cual cada juez, según las normas ju-
rídicas, es competente para conocer de determinados asuntos, ellos 
respondiendo a una equitativa y necesaria repartición del trabajo, de-
rivada de la amplitud de las ramas del derecho, del territorio nacional 
y la numerosidad de casos jurídicos.

En esa tesitura en términos del artículo 143 del Código de Proce-
dimientos Civiles para esta Capital, toda demanda debe formularse 
ante juez competente.
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Ahora bien, según lo dispone el artículo 144 del citado ordena-
miento legal, la competencia de los tribunales se determinará por la 
materia, la cuantía, el grado y el territorio.

Asimismo, en términos de los artículos 73 y 104 constitucionales, 
se prevé la competencia por razón de fuero.

Así las cosas, del análisis que se realiza a los argumentos vertidos 
por el excepcionista, se evidencia que opone la excepción en estudio 
por considerar incompetente al Juez Natural, por razón de fuero y 
materia ya que razona, de conocer de ella los Tribunales Federales en 
Materia Administrativa.

Excepción que se reitera resulta FUNDADA, puesto que la com-
petencia por materia es la aptitud legal que se atribuye a un órga-
no jurisdiccional para conocer de las controversias referentes a una 
determinada rama del derecho, permitiéndole enfocar su atención a 
dicha rama repercutiendo en la forma de su especialización, consi-
guiendo cumplir con la garantía de justicia pronta, completa e im-
parcial establecida en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; lo que da origen a la existencia de los ór-
ganos jurisdiccionales administrativos, civiles, penales y de trabajo, 
entre otros, y a cada uno de ellos le corresponde conocer de los asun-
tos relacionados con su especialidad.

Ahora bien, derivado de lo anteriormente establecido, es evidente 
que, para determinar la competencia por materia, se debe atender ex-
clusivamente a la naturaleza de la acción que se demanda, y no así a la 
relación jurídica sustancia que vincule al actor y al demandado.

Luego, para determinar la naturaleza de la acción o acciones que 
se ejercitan, se debe realizar un análisis cuidadoso de las prestacio-
nes reclamadas, de los hechos narrados, (es decir de la causa de pe-
dir, constituida como la esencia de la acción, la expresión de lo que 
se demanda, la razón por la cual se demanda y de la finalidad de la 
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demanda); de las pruebas aportadas al procedimiento; y de los precep-
tos legales en lo que el accionante apoye la demanda.

Sirve de sustento a los anteriores argumentos lógicos y jurídicos 
vertidos, la Jurisprudencia por Reiteración de Criterios de la Novena 
Época Registro 195007, emitida por el Pleno publicada en el Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, diciembre de 
1998, Página 28, que es del tenor literal siguiente:

COMPETENCIA POR MATERIA. SE DEBE DETERMINAR TO-
MANDO EN CUENTA LA NATURALEZA DE LA ACCIÓN Y 
NO LA RELACIÓN JURÍDICA SUSTANCIAL ENTRE LAS PAR-
TES. En el sistema jurídico mexicano, por regla general, la competen-
cia de los órganos jurisdiccionales por razón de la materia se distribuye 
entre diversos tribunales, a los que se les asigna una especialización, 
lo que da origen a la existencia de tribunales agrarios, civiles, fiscales, 
penales, del trabajo, etcétera, y que a cada uno de ellos les corresponda 
conocer de los asuntos relacionados con su especialidad. Si tal situación 
da lugar a un conflicto de competencia, éste debe resolverse atendien-
do exclusivamente a la naturaleza de la acción, lo cual, regularmente, 
se puede determinar mediante el análisis cuidadoso de las prestaciones 
reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas aportadas y de los 
preceptos legales en que se apoye la demanda, cuando se cuenta con este 
último dato, pues es obvio que el actor no está obligado a mencionarlo. 
Pero, en todo caso, se debe prescindir del estudio de la relación jurídica 
sustancial que vincule al actor y al demandado, pues ese análisis consti-
tuye una cuestión relativa al fondo del asunto, que corresponde decidir 
exclusivamente al órgano jurisdiccional y no al tribunal de competen-
cia, porque si éste lo hiciera, estaría prejuzgando y haciendo uso de una 
facultad que la ley no le confiere, dado que su decisión vincularía a los 
órganos jurisdiccionales en conflicto. Este modo de resolver el conflicto 
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competencial trae como consecuencia que el tribunal competente con-
serve expedita su jurisdicción, para resolver lo que en derecho proceda.

Ahora bien, para determinar la naturaleza de las acciones ejercitadas, 
en la presente controversia, se procede a realizar el siguiente análisis:

a)EN CUANTO A LA PRESTACIONES RECLAMADAS.
La parte actora *** mediante escrito de veintiséis de agosto de dos 

mil diecinueve, presentado ante Oficialía de Partes del Juzgado de 
Origen de este Tribunal por propio derecho, demandó del REPRE-
SENTANTE LEGAL DE *** y *** y *** las siguientes prestaciones:

1. El pago por daños y perjuicios atendiendo los derechos lesionados, 
grado de responsabilidad y situación económica de las partes en este 
juicio, por el perjuicio extrapatrimonial causado de manera indirecta 
por lo hoy demandados en este juicio a la hoy actora.

2. El pago por daño y perjuicios de *** la cantidad de cuatro millo-
nes de pesos, por concepto de daño moral indirecto y daños personales 
en grado de responsabilidad por el perjuicio extrapatrimonial causado 
de manera indirecta es decir daños en mi patrimonio Toda vez que este 
es el que da el servicio el cual fue realizado de forma fraudulenta, mali-
ciosa y con dolo. Esta prestación se solicita a razón de sufragar los gas-
tos de alimentación vestido calzado y educativos. Desde el nacimiento 
hasta los 25 años. 

3. El pago por daño y perjuicios del médico *** la cantidad de tres 
millones de pesos, por concepto de daño moral indirecto y daños per-
sonales en grado de responsabilidad por el perjuicio extrapatrimonial 
causado de manera indirecta es decir daños en mi patrimonio. Toda 
vez que este médico realizo en representación del estado la cirugía cau-
sando daño punitivo, su actuación fue de forma fraudulenta maliciosa 
y con dolo. Esta prestación se solicita a razón de sufragar los gastos de 



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 395 •  mayo-junio •  202562

alimentación vestido calzado y educativos. Desde el nacimiento y has-
ta los 25 años, a razón de $10,000 (diez mil pesos mensuales), desde 
el momento de ser emplazado hasta los 25 años del menor que aún no 
nace, toda vez que por negligencia de este médico quede embarazada, la 
razón de esta cantidad será para cubrir los gastos de educación, vestido 
calzado, así como los gastos de alimentación.

4. El pago por daño y perjuicios del médico *** la cantidad de tres 
millones de pesos, por concepto de daño moral indirecto y daños per-
sonales en grado de responsabilidad por el perjuicio extrapatrimonial 
causado de manera indirecta es decir daño en mi patrimonio. Toda vez 
que este médico realizo en representación del estado la cirugía causan-
do daño punitivo, su actuación fue de forma fraudulenta maliciosa y 
con dolo. Esta prestación se solicita razón de sufragar los gastos de ali-
mentación vestido calzado y educativos. Desde el nacimiento y hasta 
los 25 años, a razón de $10,000 (diez mil pesos mensuales); desde el 
momento de ser emplazado hasta los 25 años del menor que aún no 
nace, toda vez que por negligencia de este médico quede embarazada, la 
razón de esta cantidad será para cubrir los gastos de educación, vestido, 
calzado, así como gastos de alimentación.

5. Los gasto y costas que el presente juicio origine, toda vez que por 
el actuar de forma fraudulenta, negligencia y dolo por parte de los de-
mandados se originó este juicio.

Por lo que, al respecto siendo el codemandado Representante Legal de 
*** siendo esta una Secretaría de Estado, la cual se encuentran previs-
tas en el artículo 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y que pertenece a la Unidad Administrativa de alto rango, 
de carácter político-administrativo, adscrita a la Administración Pú-
blica centralizada, cuya finalidad es apoyar al Poder Ejecutivo Federal 
en el ejercicio de sus atribuciones políticas y administrativas.
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Ello conforme a lo dispuesto la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, en sus artículos 1°, 2 y 26:

Artículo 1º.- La presente Ley establece las bases de organización de la 
Administración Pública Federal, centralizada y paraestatal. La Oficina 
de la Presidencia de la República, las Secretarías del Estado, la Conse-
jería Jurídica del Ejecutivo Federal y los Órganos Reguladores Coordi-
nados integran la Administración Pública Centralizada.

Artículo 2º.- En el ejercicio de sus atribuciones y para el despacho de 
los negocios del orden administrativo encomendados al Poder Ejecuti-
vo de la Unión, habrá las siguientes dependencias de la Administración 
Pública Centralizada: I. Secretarías de Estado.

…

Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden adminis-
trativo, el Poder Ejecutivo de la Unión contará con las siguientes 
dependencias:

Secretaría de Gobernación;

Secretaria de Relaciones Exteriores;

Secretaria de la Defensa Nacional;

…

Ahora bien, en segundo término, es fundado el argumento del excep-
cionista, en el sentido de que atendiendo a la naturaleza jurídica que 
envuelve la prestación  principal, de la cual se advierte que la acción 
intentada por su contraparte se involucra a la Federación a través de 
*** por lo que en caso de condena, implicaría una afectación a la na-
ción y al erario federal, no correspondiendo, por ende, a los Tribuna-
les del Orden Común conocer del presente asunto, en términos del 
artículo 50 de la Ley Orgánica del presente Tribunal.
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Asimismo, que en términos del artículo 104 constitucional, 18 y 19 
del Código Federal de procedimientos Civiles y 53 de la Ley orgánica del 
Poder Judicial de la Federación se desprendía que en aquellos asuntos en 
donde la federación fuese parte, o se hiciera valer un interés de la fede-
ración, correspondía a los tribunales Federal conocer de dicho asunto.

Asimismo, como bien lo refiere el excepcionista, de acuerdo a la re-
forma constitucional al artículo 113, el cual se transcribe:

Articulo 113. El Sistema Nacional anticorrupción es la instancia de 
coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno 
competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y 
control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se suje-
tará a las siguientes bases mínimas:

I.  El Sistema contará con un Comité Coordinador   que estará inte-
grado por los titulares de la Auditoría Superior de la Federación: de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; de la secretaría del 
Ejecutivo Federal responsable del control interno; por el presidente del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa; el presidente del organis-
mo garante que establece el artículo 6º. De esta Constitución; así como 
por un representante del Consejo de la Judicatura Federal y otro del Co-
mité de Participación Ciudadana;

…

(énfasis añadido)

Disposición legal que señala respecto a la responsabilidad patrimonial 
objetiva del Estado que surge si éste causa un daño al particular con 
motivo de su actividad administrativa irregular, ello implica que el Es-
tado, se vuelve responsable directo en los daños que los operadores de 
su actividad generen en las personas.
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Por lo que argumenta la hoy agraviada, que de los artículos 109 consti-
tucional (anteriormente se encontraba integrado al artículo 113 consti-
tucional) y artículos 1° y 18°, de la Ley Federal de Responsabilidad Pa-
trimonial, resulta obvio que el Juzgado de origen es incompetente para 
conocer y resolver sobre la responsabilidad patrimonial del estado con 
motivo de su actividad administrativa irregular; ya que esta debió ser 
reclamada conforme al procedimiento establecido en la Ley Federal de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado en correlación con la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo.

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis la. 111/2018 (10ª.), registro núme-
ro 2016002, [TA]; 10ª. Época; la Sala Gaceta S.J.F.; Libro 50, enero 
de 2018; Tomo I; Pág. 281, del rubro y texto siguiente:

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCU-

LO 7.172 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, EN SU 

TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN LA GACE-

TA DEL GOBIERNO DE LA ENTIDAD EL 30 DE MAYO DE 2017, ES 

INCONSTITUCIONAL. A partir del Decreto por el que se adiciona un 

segundo párrafo al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
14 de junio de 2002, el Constituyente Permanente estableció un orden 
jurídico estructurado al que sometió las actuaciones del Estado para el 
reconocimiento de los derechos públicos subjetivos de los gobernados, 
de forma que aquél tuviera una responsabilidad objetiva y directa por 
los daños que pudiera ocasionarles en sus bienes o derechos, con motivo 
de su actividad administrativa irregular (modelo constitucional actual-
mente ubicado en el artículo 109, último párrafo, constitucional); para 
lo cual, la Constitución Federal obligó a cada nivel de gobierno (federal, 
local y municipal) a prever y observar en sus ordenamientos jurídicos 
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la responsabilidad patrimonial del Estado, objetiva y directa, y fijar en 
sus presupuestos una partida para hacer frente a dicha circunstancia, 
dentro del plazo comprendido desde la publicación del decreto y hasta 
antes de su entrada en vigor el 1 de enero de 2004. Así, el artículo 7.172 
del Código Civil del Estado de México, en su texto anterior a la refor-
ma publicada en la Gaceta del Gobierno de la entidad el 30 de mayo de 
2017, al establecer que el Estado, los Municipios y sus respectivos or-
ganismos descentralizados, tienen obligación de responder de los da-
ños causados por sus servidores públicos en el ejercicio de las funcio-
nes públicas que les estén encomendadas, y que dicha responsabilidad 
es subsidiaria y sólo podrá hacerse efectiva cuando el servidor público 
responsable directo, no tenga bienes, o los que tenga no sean suficientes 
para responder del daño causado, es inconstitucional, pues la Legisla-
tura Local incurrió en una omisión legislativa absoluta; esto es, si bien 
es cierto que prevé que el Estado de México, los Municipios y sus res-
pectivos organismos descentralizados tienen obligación de responder 
de los daños que se causen a los particulares, también lo es que se ciñe 
a una responsabilidad subsidiaria a la que se finque al servidor públi-
co que hubiere ocasionado el daño en ejercicio de sus funciones, y sólo 
cuando el referido servidor público no pueda hacer frente a su respon-
sabilidad con los bienes con que cuenta, lo cual advierte la subjetividad 
que reviste la responsabilidad del Estado a través de la persona del ser-
vidor público, como único ente que puede generar un daño a los gober-
nados, absolviendo el deber del Estado y colocándolo en una posición 
de «auxilio» en caso de que el servidor público no contara con bienes o 
éstos fueran insuficientes para resarcir a la persona afectada, lo cual ge-
nera una contraposición entre el ordenamiento local y la Constitución 
Federal. Asimismo, cuando el artículo 113 constitucional citado alude 
a que la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si éste 
causa un daño al particular con motivo de su actividad administrativa 
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irregular, ello implica que el Estado se vuelve responsable directo en los 
daños que los operadores de su actividad generen en las personas y no 
de forma subsidiaria o solidaria como anteriormente sucedía y como se 
pretende a través del artículo 7.172 aludido.
     (énfasis añadido)

Artículo 109.- Los servidores públicos y particulares que incurran 
en responsabilidad frente al Estado serán sancionados conforme a lo 
siguiente:

I. Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en 
el artículo 110 a lo servidores públicos señalados en el mismo precepto 
cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones 
que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de 
su buen despacho.

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas.

II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o 
particulares que incurran en hechos de corrupción será sancionada en 
los términos de la legislación penal aplicable.

Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se 
deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los 
servidores públicos que, durante el tiempo de su encargo, o por motivos 
del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su patrimonio, 
adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya proce-
dencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán con el 
decomiso y con la privación de la propiedad de dichos bienes, además de 
las otras penas que correspondan;

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públi-
cos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, leal-
tad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño 
de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán 
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en amonestación, suspensión destitución e inhabilitación, así como 
en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso haya obtenido el responsable 
y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos y 
omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas 
por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de 
control, o por sus homólogos en resueltas por el Tribunal de Justicia 
Administrativa que resulte competente. Las demás falta y sanciones ad-
ministrativas serán conocidas y resueltas por los órganos internos de 
control.

Para la investigación, sustanciación y sanción de las responsabilida-
des administrativas de los miembros del Poder Judicial de la Federa-
ción, se observará lo previsto en el artículo 94 de esta Constitución, sin 
perjuicio de las atribuciones de Auditoria Superior de la Federación en 
materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de re-
cursos públicos.

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la 
clasificación de las faltas administrativas como no graves, que realicen 
los órganos internos de control.

Los entes públicos federales tendrán órganos internos de control con 
las facultades que determine la ley para prevenir corregir e investigar 
actos y omisiones que pudieran constituir responsabilidades adminis-
trativas; para sancionar aquéllas distintas a la que son competencia del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, egreso, 
manejo, custodia y aplicación de recursos públicos federales y partici-
paciones federales; así como presentar las denuncias por hechos u omi-
siones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especia-
lizada en Combate a la Corrupción a que se refiere esta Constitución.
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IV. Los tribunales de justicia administrativa impondrán a los parti-
culares que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas 
graves, con independencia de otro tipo de para participar en adquisi-
ciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resar-
cimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Públi-
ca o a los entes públicos federales, locales o municipales. Las personas 
morales serán sancionadas en los términos de esta fracción cuanto los 
actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por 
personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona 
moral y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión de 
actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando 
se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Ha-
cienda Pública o a los entes públicos, federales, locales o municipales, 
siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite la 
participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus 
socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada 
de manera sistemática, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos ca-
sos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática 
para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la 
sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes es-
tablecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las 
sanciones aplicables de dichos actos y omisiones.

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionada 
en las fracciones anteriores se desarrollarán autónomamente. No po-
drán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma 
naturaleza.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y me-
diante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denun-
cia ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión respecto de 
las conductas a las que se refiere el presente artículo.
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En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables 
de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y he-
chos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a 
proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada 
con operaciones de depósito, administración ahorro e inversión de re-
cursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les 
sea entregada dicha información.

La Auditoría Superior de la Federación y la Secretaría del Ejecuti-
vo Federal responsable del control interno, podrán recurrir las deter-
minaciones de la Fiscalía Especializada en Combate a la corrupción y 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo 
previsto en los artículos 20, Apartado C, fracción VII y 104, fracción 
III de esta Constitución, respectivamente. 

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su 
actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los 
particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a 
una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que 
establezcan las leyes.

Es decir, es facultad exclusiva de la autoridad judicial federal admi-
nistrativa decretar o no la responsabilidad patrimonial objetiva del 
Estado, que surge si éste causa un daño al particular con motivo de su 
actividad administrativa irregular, ello implica que el Estado, se vuel-
ve responsable directo en los daños que los operadores de su actividad 
generen en las personas.

Ahora bien, dicha Secretaria, es una Secretaría de Estado del po-
der ejecutivo federal, y por ello en primer término, se podría pensar 
que compete a un Juez Federal, conocer sobre los asuntos en los que se 
vea inmiscuida, pero más aún, si se advierte la responsabilidad de ín-
dole civil en sentido amplio puede dar lugar a daños tanto materiales 
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como extra patrimoniales, éstos últimos también merecen reparación 
pecuniaria que no sólo afectarían intereses de particulares, sino inte-
reses de la federación y por ende se materializa la excepción prevista 
en el artículo 104 constitucional, para que no opere la jurisdicción 
concurrente, y únicamente pueda conocer del presente asunto un Juez 
Federal.

Sirve de sustento a las anteriores consideraciones lo siguientes 
criterios:

Tesis Aislada de la Sexta Época, Registro: 818429, emitida por la  
extinta Tercera Sala, publicada en el Semanario Judicial de Federa-
ción, Volumen XLI, Cuarte Parte, Página: 118, que proviene:

JURISDICCION CONCURRENTE. Según el artículo 104 de la 
Constitución General de la República, cuando se trate de una contro-
versia en materia federal que sólo afecte intereses particulares, pueden 
conocer de ella, a elección del actor, los Jueces y tribunales del orden 
común, por lo que es clara la competencia de un Juez de este orden para 
conocer de la disolución y liquidación de una sociedad en participación, 

que concierne de manera exclusiva a los particulares.

Jurisprudencia por reiteración de criterios de la Quinta Época; Regis-
tro: 395411, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Fuente: Apéndice al Tomo XXXVI, Tesis: 451, Página: 828, 
del siguiente rubro y texto:

JURISDICCION CONCURRENTE. Cuando en las controversias que 
se susciten sobre aplicación de leyes federales, sólo se versen intereses 
particulares, podrán conocer de ellas, a elección del actor, los jueces fe-

derales o los del orden común.
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           Por lo expuesto fundado, se:

RESUELVE

PRIMERO.  Es FUNDADA la EXCEPCIÓN DE IMCOMPETEN-
CIA POR DECLINATORIA opuesta por el codemandado RE-
PRESENTANTE LEGAL DE *** JUICIO ORDINARIO CIVIL, 
tramitado ante el JUEZ VIGÉSIMO NOVENO DE LO CIVIL DE 
ESTA CIUDAD, promovido por *** en contra del *** y *** expedien-
te ***.

SEGUNDO. Se declara que el JUEZ VIGÉSIMO NOVENO DE 
LO CIVIL DE ESTE TRIBUNAL, carece de competencia para con-
tinuar conociendo del presente juicio.

TERCERO.  Se declara la nulidad de todo lo actuado ante el Juez 
de Origen, con excepción de las actuaciones referidas en el artículo 
154 del Código Procesal Civil para el Distrito Federal (hoy Ciudad 
de México).

CUARTO.  Se ordena al Juez la remisión de los autos y docu-
mentos a la presidencia de este Tribunal Superior de Justicia de la 
Ciudad de México, para que por su conducto sean turnado al TRI-
BUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA por ser 
el competente.

QUINTO. No se impone sanción pecuniaria alguna a ninguna de 
las partes litigantes.

SEXTO. Agréguese copia autorizada de la presente resolución al 
legajo de sentencia de esta Sala.

SÉPTIMO. Notifíquese y remítase testimonio de la presente reso-
lución al Juzgado de origen y archívese el presente toca como asunto 
concluido.
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Así en forma colegiada lo resolvieron y firman la Magistrada y Ma-
gistrados que integran la Tercera Sala Civil del H. Tribunal Superior 
de Justicia de la Ciudad de México,

Mónica Venegas Hernández; Jaime Silva Gaxiola; y Eliseo Juan 
Hernández Villaverde; siendo ponente la primera de las nombradas, 
ante la C. secretaria de Acuerdos, licenciada Elsa Zaldívar Cruz, que 
autoriza y da fe. DOY FE.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciu-
dad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en 
Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los 
lineamientos Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la 
Ciudad de México, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada 
como reservada o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados
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Para resolver el recurso de queja interpuesto por la parte actora, en 
contra de la resolución dictada por el juzgado de etapa postulatoria 
que conoció del asunto, al haberse dictado auto de incompetencia 
dentro del juicio especial de arrendamiento inmobiliario oral.

NOVENA SALA CIVIL

PONENTE UNITARIO: MAGISTRADO AGAPITO CAMPILLO 
CASTRO

SUMARIO: 
contrato de arrendamiento, para afirmar que es de natu-
raleza mercantil se debe analizar si obran elementos es-
pecíficos que permitan distinguirlo como especulativo

Hechos: Un juzgado civil oral de etapa postulatoria se declaró in-
competente para conocer, en razón de la materia, del juicio de arren-
damiento inmobiliario oral, que promovió un arrendador, por con-
siderar que su trámite debiera corresponder a la vía oral mercantil.

Inconforme con la resolución anterior la parte actora promovió re-
curso de queja, el cual fue admitido y, hechos los trámites correspon-
dientes, se citó a las partes para oír sentencia.
Criterio jurídico: Para afirmar que un contrato de arrendamiento es 
de naturaleza mercantil, se debe analizar si en los documentos base 
de la acción obran elementos específicos que permitan distinguirlos 
como especulativos, y no solamente presumir dicha especulación 
comercial por la sola obtención de una ganancia lícita, pues aún los 
contratos de naturaleza civil pueden tener un evidente y expreso pro-
pósito económico o lucrativo, como en el caso concreto ocurre con el 
arrendamiento de inmuebles.
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En el caso concreto, esta autoridad no considera que el arrenda-
miento de un local comercial destinado a una sex shop es un acto de 
comercio, con fines de especulación comercial, puesto que para  de-
terminar si un arrendamiento debe tramitarse  en la vía mercantil, el 
órgano jurisdiccional tiene que definir si el contrato de arrendamien-
to constituye o no un acto de comercio, esto es, que se realiza con el 
propósito de especulación comercial, aspecto que no puede conside-
rarse colmado con la afirmación  que el objeto del mismo es un local 
comercial que se destinaría a una sex shop, el que se considera acto 
de comercio, en términos del Código de Comercio.
Justificación: La distinción entre lucro civil y especulación mercantil 
debe ser en el sentido de que éste, necesariamente debe ser relativo 
al tráfico comercial, esto es, que quien arrienda un bien inmueble se 
dedica eminentemente al arrendamiento de inmuebles de esa natu-
raleza, o bien en el caso del arrendatarios, lo hace con el fin directo 
de transmitir posteriormente la posesión del mismo a un tercero, con 
el objeto de lucrar con ello, esto es, de obtener una ganancia, como 
pudiera ser en el caso de un subarrendamiento.

En este sentido, para determinar si un arrendamiento debe trami-
tarse en la vía mercantil se debe dilucidar si el mencionado contrato 
es o no un acto de comercio, es decir si se realiza con propósito de es-
peculación comercial o no, circunstancia que no puede definirse por 
el hecho de que el inmueble arrendado tenga por objeto la venta de 
artículos sexuales. 

Lo anterior, puesto que el fin o el propósito de la especulación co-
mercial a que aluden los artículos 75 y 371 del Código de Comercio 
no se define, exclusivamente como actos de comercio, por el hecho 
de que se obtenga una ganancia lícita por el pago del arrendamiento, 
ni mucho menos por la circunstancia que la arrendadora destinara el 
uso del inmueble arrendado a la venta de artículos sexuales, puesto 
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que ello no es un factor que defina la mercantilidad de un contrato, 
pues aun los contratos civiles pueden tener un evidente y expreso 
propósito económico o lucrativo. 

Sin que en el caso particular, la mercantilidad del asunto quede 
definida por el uso o destino que se le dé al inmueble arrendado, 
puesto que la relación comercial entre el arrendatario, sus clientes 
y proveedores, no incide en el contrato de arrendamiento, que es el 
que debe servir de base para determinar la naturaleza comercial del 
acto, respecto del cual se insiste, no contiene un propósito económico 
o lucrativo, esto es, no se celebró  con el propósito de especulación 
comercial por no advertirse así de su contenido.
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Ciudad de México, a veinte de mayo del dos mil veinticinco. 
Vistos los autos del toca ***1, para resolver el recurso de queja, in-

terpuesto por  la parte actora, en contra de la C. Jueza adscrita a la 
Unidad de Gestión Judicial Tipo Dos en Materia Civil, Etapa Postu-
latoria No. uno del Poder Judicial de la Ciudad de México, al haber 
dictado el auto de nueve de enero del dos mil veinticinco, derivado 
del juicio ESPECIAL DE ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO 
ORAL promovido por *** en contra de ***,  tramitado bajo el expe-
diente número *** y;

RESULTANDO

1. Que la actuación del C. JUEZ y del auto que se combate, es del te-
nor literal siguiente:

…

CIUDAD DE MÉXICO, A NUEVE DE ENERO DEL DOS MIL 
VEINTICINCO.

Se tiene por recibido el escrito de *** quien firma el escrito inicial 
con firma electrónica e-firma; fórmese e intégrese el expediente electró-
nico con el número *** que le ha sido asignado por la Oficialía de Partes 
Virtual.  Hágase los registros administrativos que correspondan.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 79 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Civiles y Familiares, 105 fracción III de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Ciudad de México, así como en los artícu-
los 1,3 Fracción I y 75 Fracción XXV del Código de Comercio, la Suscrita 
se DECLARA INCOMPETENTE PARA CONOCER DEL PRESEN-
TE ASUNTO POR RAZÓN DE LA MATERIA.  Lo anterior tiene 
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lugar toda vez que, del contrato de arrendamiento que acompaña como 
documento base de la acción, en específico de la cláusula CUARTA, se 
advierte que el objeto del mismo es un local comercial y que el mismo se 
destinaría a una SEX SHOP, por lo que, dicho acto tiene como finalidad 
una especulación comercial, considerándose un acto de comercio en tér-
minos de lo dispuesto del artículo 75 fracción XXV del Código de Co-
mercio, y por lo tanto, su trámite corresponde a la Vía Oral Mercantil en 
términos del numeral 1049 y 1390 bis del Código de Comercio; y no en el 
juicio especial de Arrendamiento Inmobiliario Oral. 

Lo anterior tiene apoyo en la Jurisprudencia 1ª./j. 170/2023 (11ª.) 
emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, visible la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 31, 
Noviembre de 2023, Tomo II, página 1810; Undécima Época, Materia 
Civil, Registro digital: 2027554, que a la letra dice:

“ARRENDAMIENTO DE BIENES INMUEBLES. PARA DE-
TERMINAR SI PROCEDE LA VÍA MERCANTIL PARA RESOL-
VER LAS CONTROVERSIAS DERIVADAS DE DICHO ACTO, 
EL JUZGADOR DEBE DEFINIR SI CONSTITUYE O NO UN 
ACTO DE COMERCIO AL REALIZARSE CON EL PROPÓSITO 
DE ESPECULACIÓN COMERCIAL, PUES EL CATÁLOGO DEL 
ARTÍCULO 75 DEL CÓDIGO DE COMERCIO DEBE INTER-
PRETARSE DE MANERA ENUNCIATIVA Y NO LIMITATIVA 
(ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 63/98).

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito conoció de un juicio de 
amparo directo en el cual la parte quejosa argumentó que la autoridad 
responsable omitió el análisis de la vía (propuesto desde la contestación 
de la demanda de origen) y que el contrato de arrendamiento del bien 
inmueble objeto del juicio era de naturaleza mercantil (al destinarse al 
funcionamiento de un hotel), por lo que debía dilucidarse en la vía de 
la misma naturaleza. El órgano colegiado negó el amparo porque a su 
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juicio el arrendamiento de inmuebles no es un acto de comercio, en tan-
to no se encuentra previsto en el artículo 75 del Código de Comercio. 
Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión en el que 
hizo valer la inconstitucionalidad del artículo 75 del Código de Comer-
cio –aplicado por primera vez en su perjuicio– y el posible desconoci-
miento de los criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en torno al precepto impugnado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación establece que para determinar si es procedente o no la vía mer-
cantil en la resolución de controversias derivadas de un contrato de arren-
damiento de bienes inmuebles, es preciso que el juzgador defina –en pri-
mer lugar– si dicho contrato constituye o no un acto de comercio, esto es, 
que se realiza con el propósito de especulación comercial, sin que obste a 
lo anterior que en la jurisprudencia 1a./J. 63/98, esta Primera Sala haya 
sustentado que el arrendamiento de inmuebles no es un acto de comercio 
en términos del artículo 75 del Código de Comercio, pues de una nueva 
reflexión sobre el tema se advierte que ha sido criterio reiterado de la pro-
pia Sala reconocer que el catálogo previsto en el citado artículo 75 debe 
interpretarse de manera enunciativa y no limitativa.

Justificación: Tomando en consideración lo dispuesto en la fracción 
XXV del artículo 75 del Código de Comercio, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación entiende por actos de comercio 
aquellos que –con independencia de la calidad de los contratantes– se 
encuentran previstos expresamente en el Código de Comercio o que, 
sin estarlo, se celebraron con el propósito de especulación mercantil. De 
ahí que, si bien el arrendamiento de inmuebles no se encuentra expresa-
mente previsto como acto de comercio en el citado artículo 75, tendrá el 
carácter de acto de comercio cuando se realice con el propósito de espe-
culación comercial. Por consiguiente, los conflictos que deriven de este 
tipo de contratos deben dirimirse en la vía mercantil.”
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Sirve también tiene (sic) apoyo, la tesis de Jurisprudencia visible en la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación con Registro digital: 2001812, 
Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materia (s): Civil, Tesis: 1ª./J 
72/2012 (10ª.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 1, página 492, Tipo: Jurispru-
dencia, que en su rubro y contenido dice: 

VÍA MERCANTIL. PROCEDE TRATÁNDOSE DE CON-
TROVERSIAS DERIVADAS DE CONTRATOS DE ARREN-
DAMIENTO DE INMUEBLES (LOCALES COMERCIALES) 
UBICADOS EN LOS AERÓDROMOS CIVILES DE SERVICIO 
PÚBLICO.  Si bien el artículo 75 del Código de Comercio, no esta-
blece como acto de comercio el contrato de arrendamiento de inmue-
bles con propósito de especulación comercial, lo cierto es que dicho 
precepto no es un catálogo taxativo o limitativo. Por su parte, los ar-
tículos 48, fracción III y 54 de la Ley de Aeropuertos, que es el orde-
namiento especial en la materia, establecen que son servicios comer-
ciales la venta de productos y servicios a los usuarios del aeródromo 
civil, que no son esenciales para su operación, ni de las aeronaves. 
Consecuentemente, los contratos de arrendamiento de inmuebles 
(locales comerciales) ubicados en los aeródromos civiles, destinados 
a la venta de bienes y servicios a los usuarios, constituyen actos de co-
mercio y, por ende, las controversias suscitadas en relación con aqué-
llos deben ventilarse y resolverse en la vía mercantil, conforme al ar-
tículo 1049 del Código de Comercio.

Bajo ese tenor, si quien conoce de juicios orales mercantiles es un 
Juez Civil de Proceso Oral de acuerdo a lo dispuesto por el numeral 
105 fracción III de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, la Suscrita se declara incompetente para conocer del presente 
asunto en razón de la materia y, por lo tanto, no ha lugar a dar trámite 
a la demanda propuesta.
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Sirve de apoyo a lo anterior determinación, la tesis de Jurisprudencia 
con Registro digital: 2006095. Instancia. Primera Sala. Décima Época. 
Materia (s): Civil. Tesis: 1ª./J. 16/2014 (10ª.). Fuente: Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, página 
611. Tipo: Jurisprudencia, del texto siguiente:

“COMPETENCIA. LA FACULTAD DE LOS TRIBUNALES 
PARA INHIBIRSE DEL CONOCIMIENTO DE UN ASUNTO EN 
EL PRIMER PROVEÍDO, SIGNIFICA DESECHAR LA DEMAN-
DA Y PONERLA A DISPOSICIÓN DEL ACTOR CON SUS ANE-
XOS, MAS NO ENVIARLA A OTRO TRIBUNAL. De acuerdo con 
los artículos 1115 del Código de Comercio y 165 del Código de Pro-
cedimientos Civiles para el Distrito Federal, y sus similares en otros 
ordenamientos, los tribunales están facultados para inhibirse del co-
nocimiento de asuntos cuando consideren no tener competencia para 
ello, siempre y cuando lo hagan en el primer proveído respecto de la de-
manda. El ejercicio de esa facultad significa desechar ese escrito inicial 
y ponerlo a disposición del actor con sus anexos, pero no enviarlo a otro 
tribunal que se considere competente. Lo anterior es así porque en el 
contexto de la disposición, la palabra “inhibirse” está usada en su acep-
ción más simple de abstenerse o dejar de actuar, lo cual se cumple con 
el abandono del conocimiento del asunto mediante el desechamiento 
de la demanda, pues considerar que en tal caso debe remitirse el escri-
to inicial a otro tribunal que se considere competente, conduciría a un 
contrasentido, porque implicaría suscitar una cuestión de competencia 
por el propio tribunal, lo cual está prohibido en los citados preceptos.”

En tal virtud, atento al artículo 35 y demás relativos del Reglamento 
de los Sistemas Institucionales de Archivos del Poder Judicial de la Ciu-
dad de México, remítase de manera electrónica a la Directora del Archi-
vo Judicial el expediente electrónico en que se actúa y que proceda a su 
BAJA DOCUMENTAL. Sirve de apoyo a lo anterior determinación, la 
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tesis de Jurisprudencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte, 
con Registro digital: 2006095, publicada en la Décima Época, que reza: 

“COMPETENCIA. LA FACULTAD DE LOS TRIBUNALES 
PARA INHIBIRSE DEL CONOCIMIENTO DE UN ASUNTO EN 
EL PRIMER PROVEÍDO, SIGNIFICA DESECHAR LA DEMAN-
DA Y PONERLA A DISPOSICIÓN DEL ACTOR CON SUS ANE-
XOS, MAS NO ENVIARLA A OTRO TRIBUNAL. De acuerdo con 
los artículos 1115 del Código de Comercio y 165 del Código de Pro-
cedimientos Civiles para el Distrito Federal, y sus similares en otros 
ordenamientos, los tribunales están facultados para inhibirse del co-
nocimiento de asuntos cuando consideren no tener competencia para 
ello, siempre y cuando lo hagan en el primer proveído respecto de la de-
manda. El ejercicio de esa facultad significa desechar ese escrito inicial 
y ponerlo a disposición del actor con sus anexos, pero no enviarlo a otro 
tribunal que se considere competente. Lo anterior es así porque en el 
contexto de la disposición, la palabra “inhibirse” está usada en su acep-
ción más simple de abstenerse o dejar de actuar, lo cual se cumple con 
el abandono del conocimiento del asunto mediante el desechamiento 
de la demanda, pues considerar que en tal caso debe remitirse el escri-
to inicial a otro tribunal que se considere competente, conduciría a un 
contrasentido, porque implicaría suscitar una cuestión de competencia 
por el propio tribunal, lo cual está prohibido en los citados preceptos.”

NOTIFÍQUESE POR BOLETÍN JUDICIAL. LO PROVEYÓ Y 
FIRMA “ELECTRÓNICAMENTE” LA PERSONA JUZGADORA 
LICENCIADA JUDITH COVA CASTILLO DE LA UNIDAD DE 
GESTIÓN JUDICIAL TIPO DOS MATERIA CIVIL ETAPA POS-
TULATORIA NÚMERO UNO DEL PODER JUDICIAL DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO, ANTE LA SECRETARIA DE ACUERDOS 
LICENCIADA PATRICIA FRAGOSO COSSIO, QUE AUTORIZA 
Y DA FÉ. DOY FE.
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2. Inconforme con la resolución anterior la parte actora, promovió 
recurso de queja, remitiéndose a esta alzada el cuaderno de queja en 
forma digital. Asimismo, remite informe justificado rendido por la a 
quo, mediante el oficio Número ***, de fecha veintinueve de enero del 
dos mil veinticinco. 

3. El recurso fue admitido a trámite en términos de lo dispues-
to por los artículos 237, 929 y 930 del Código Nacional de Procedi-
mientos Civiles y Familiares, mediante auto de seis de mayo del año 
en curso, dictado por esta Sala, hechos los trámites correspondien-
tes, se citó a las partes para oír sentencia, la que ahora se pronuncia 
al tenor de los siguientes:

CONSIDERANDOS

I. Esta Sala es competente para conocer el presente recurso de queja 
en forma unitaria en términos de lo dispuesto en el artículo 51 frac-
ción I, párrafo segundo de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Ciudad de México.

II. La parte quejosa refirió sus motivos de inconformidad median-
te escrito presentado ante la Unidad de Gestión Judicial tipo dos, 
etapa postulatoria número uno del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, por vía digital el dieciséis de enero del dos mil veinticinco, 
los cuales se tienen por reproducidos como si a la letra se insertasen 
por economía procesal. 

Sirve de sustento por analogía la tesis que lleva por rubro: 

AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS MIS-
MOS EN LA SENTENCIA, NO CONSTITUYE VIOLACIÓN DE 
GARANTÍAS” con Registro digital: 214290, Instancia: Tribunales 
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Colegiados de Circuito, Octava Época, Materias(s): Civil, Fuente: Se-
manario Judicial de la Federación. Tomo XII, noviembre de 1993, pági-
na 288.

III. Del análisis y valoración que se realiza del testimonio que inte-
gran el expediente digital en el que se actúa, el cual tiene pleno va-
lor probatorio en términos de los artículos 312 fracción VIII y 344 
del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, esta 
autoridad de Alzada estima lo siguiente:

Por cuestión de método se iniciará con el estudio del planteamien-
to efectuado por la quejosa en su agravio tercero, en el sentido que la 
jueza del conocimiento se inhibió para conocer del Juicio Especial de 
Arrendamiento Inmobiliario Oral, bajo la consideración que el con-
trato de arrendamiento contiene como objeto del mismo un local co-
mercial, destinado a una SEX SHOP, cuyo acto tiene como finalidad 
una especulación comercial, y, por ende, su trámite corresponde a la 
vía oral mercantil y no en el Juicio Especial de Arrendamiento Inmo-
biliario oral. Apoyando su consideración en la jurisprudencia bajo el 
rubro: 

ARRENDAMIENTO DE BIENES INMUEBLES. PARA DETER-
MINAR SI PROCEDE LA VÍA MERCANTIL PARA RESOLVER 
LAS CONTROVERSIAS DERIVADAS DE DICHO ACTO, EL JUZ-
GADOR DEBE DEFINIR SI CONSTITUYE O NO UN ACTO DE 
COMERCIO AL REALIZARSE CON EL PROPÓSITO DE ESPE-
CULACIÓN COMERCIAL, PUES EL CATÁLOGO DEL ARTÍCU-
LO 75 DEL CÓDIGO DE COMERCIO DEBE INTERPRETARSE 
DE MANERA ENUNCIATIVA Y NO LIMITATIVA (ABANDO-
NO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 63/98).  
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Siendo que a juicio del quejoso, esa determinación es ilegal, porque el 
criterio con que la juez apoya su determinación no es aplicable al caso 
concreto, porque las partes no operan el negocio con fines de especu-
lación comercial; además, el giro que la arrendataria pudiera dar el ne-
gocio es ajeno a los intereses del arrendador, es decir, no se trató de una 
especulación conjunta pactada en el contrato, a fin de obtener beneficios 
compartidos; asimismo, ambas partes son personas físicas y no morales. 

Argumentos que a criterio de esta alzada son parcialmente funda-
dos pero suficientes para declarar procedente la queja.

En primer término, la jurisprudencia invocada por la juez sí es apli-
cable al caso concreto, en cuanto que determina que la autoridad ju-
risdiccional debe efectuar un análisis exhaustivo, a fin de determinar 
si el contrato de arrendamiento constituye o no un acto de comercio.

Siendo que a criterio de esta autoridad el presente contrato de 
arrendamiento celebrado por las partes no tiene como finalidad una 
especulación comercial, para ser considerado como un acto de comer-
cio, como se precisará más adelante, deviniendo en la ilegalidad del 
auto combatido, por no estar debidamente fundado y motivado.

Así es, el principio de legalidad se encuentra reconocido en el artí-
culo 16 de la Constitución Federal, y debe entenderse como la condi-
ción de que todo acto de autoridad ha de realizarse conforme al texto 
expreso de la ley, su espíritu o interpretación jurídica, exponiendo las 
razones atinentes al caso.

Por fundamentación se entiende el deber que tiene la autoridad de 
expresar, en mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el 
hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer con el acto; 
mientras que la motivación se traduce en la expresión de las razones 
por las cuales considera que los hechos en que basa su proceder se en-
cuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición 
legal que afirma aplicar.
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En materia jurisdiccional el cumplimiento al principio de legali-
dad se encuentra en el estudio de la cuestión planteada, apoyada en 
el derecho aplicable y la exposición concreta de las circunstancias es-
peciales, razones particulares o causas inmediatas tomadas en con-
sideración para la emisión del acto, siendo indispensable que exista 
adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables al caso, 
para justificar el sentido de la decisión.

Sirve de sustento a lo anterior, el criterio jurisprudencial 1a./J. 
139/2005, sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, Novena Época, publicado en el Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, tomo XXII, diciembre de 2005, pá-
gina 162, que es del tenor siguiente:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIO-
NES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE 
LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMEN-
TE. Entre las diversas garantías contenidas en el segundo párrafo del 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, sustento de la garantía de audiencia, está la relativa al respeto de 
las formalidades esenciales del procedimiento, también conocida como 
de debido proceso legal, la cual se refiere al cumplimiento de las condi-
ciones fundamentales que deben satisfacerse en el procedimiento ju-
risdiccional que concluye con el dictado de una resolución que dirime 
las cuestiones debatidas. Esta garantía obliga al juzgador a decidir las 
controversias sometidas a su conocimiento, considerando todos y cada 
uno de los argumentos aducidos en la demanda, en su contestación, 
así como las demás pretensiones deducidas oportunamente en el plei-
to, de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo 
sobre todos los puntos litigiosos materia del debate. Sin embargo, esta 
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determinación del juzgador no debe desvincularse de lo dispuesto por 
el primer párrafo del artículo 16 constitucional, que impone a las au-
toridades la obligación de fundar y motivar debidamente los actos que 
emitan, esto es, que se expresen las razones de derecho y los motivos 
de hecho considerados para su dictado, los cuales deberán ser reales, 
ciertos e investidos de la fuerza legal suficiente para provocar el acto 
de autoridad. Ahora bien, como a las garantías individuales previstas 
en la Carta Magna les son aplicables las consideraciones sobre la supre-
macía constitucional en términos de su artículo 133, es indudable que 
las resoluciones que emitan deben cumplir con las garantías de debido 
proceso legal y de legalidad contenidas en los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, la funda-
mentación y motivación de una resolución jurisdiccional se encuentra 
en el análisis exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, en 
el estudio de las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el o 
los preceptos jurídicos que permiten expedirla y que establezcan la hi-
pótesis que genere su emisión, así como en la exposición concreta de 
las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas 
tomadas en consideración para la emisión del acto, siendo necesario, 
además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas 
aplicables al caso.

En el caso concreto, esta autoridad no comparte la determinación de 
la jueza para establecer que el arrendamiento de un local comercial 
destinado a una sex shop es un acto de comercio, con fines de espe-
culación comercial, puesto que para  determinar si un arrendamiento 
debe tramitarse  en la vía mercantil, el órgano jurisdiccional tiene que 
definir si el contrato de arrendamiento constituye o no un acto de co-
mercio, esto es que se realiza con el propósito de especulación comer-
cial, aspecto que no puede considerarse  colmado con la afirmación  
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que el objeto del mismo es un local comercial que se destinaria a una 
sex shop, el que considera  un acto de comercio, en términos del Có-
digo de Comercio.

Sirve de sustento a lo anterior la jurisprudencia 1a./J. 170/2023 
(11a.), sustentada por la Primera sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, Undécima Época, materias(s): Civil, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 31, noviembre de 
2023, tomo II, página 1810, que es del tenor siguiente:

ARRENDAMIENTO DE BIENES INMUEBLES. PARA DETER-
MINAR SI PROCEDE LA VÍA MERCANTIL PARA RESOLVER 
LAS CONTROVERSIAS DERIVADAS DE DICHO ACTO, EL JUZ-
GADOR DEBE DEFINIR SI CONSTITUYE O NO UN ACTO DE 
COMERCIO AL REALIZARSE CON EL PROPÓSITO DE ESPE-
CULACIÓN COMERCIAL, PUES EL CATÁLOGO DEL ARTÍCU-
LO 75 DEL CÓDIGO DE COMERCIO DEBE INTERPRETARSE 
DE MANERA ENUNCIATIVA Y NO LIMITATIVA (ABANDO-
NO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 63/98). 

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito conoció de un juicio de 
amparo directo en el cual la parte quejosa argumentó que la autoridad 
responsable omitió el análisis de la vía (propuesto desde la contestación 
de la demanda de origen) y que el contrato de arrendamiento del bien 
inmueble objeto del juicio era de naturaleza mercantil (al destinarse 
al funcionamiento de un hotel), por lo que debía dilucidarse en la vía 
de la misma naturaleza. El órgano colegiado negó el amparo porque 
–a su juicio– el arrendamiento de inmuebles no es un acto de comer-
cio, en tanto no se encuentra previsto en el artículo 75 del Código de 
Comercio. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión 
en el que hizo valer la inconstitucionalidad del artículo 75 del Código 
de Comercio –aplicado por primera vez en su perjuicio– y el posible 
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desconocimiento de los criterios emitidos por la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación en torno al precepto impugnado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación establece que para determinar si es procedente o no la vía 
mercantil en la resolución de controversias derivadas de un contrato de 
arrendamiento de bienes inmuebles, es preciso que el juzgador defina 
–en primer lugar– si dicho contrato constituye o no un acto de comer-
cio, esto es, que se realiza con el propósito de especulación comercial, 
sin que obste a lo anterior que en la jurisprudencia 1a./J. 63/98, esta 
Primera Sala haya sustentado que el arrendamiento de inmuebles no es 
un acto de comercio en términos del artículo 75 del Código de Comer-
cio, pues de una nueva reflexión sobre el tema se advierte que ha sido 
criterio reiterado de la propia Sala reconocer que el catálogo previsto 
en el citado artículo 75 debe interpretarse de manera enunciativa y no 
limitativa.

Justificación: Tomando en consideración lo dispuesto en la fracción 
XXV del artículo 75 del Código de Comercio, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación entiende por actos de comercio 
aquellos que –con independencia de la calidad de los contratantes– se 
encuentran previstos expresamente en el Código de Comercio o que, 
sin estarlo, se celebraron con el propósito de especulación mercantil. De 
ahí que, si bien el arrendamiento de inmuebles no se encuentra expresa-
mente previsto como acto de comercio en el citado artículo 75, tendrá el 
carácter de acto de comercio cuando se realice con el propósito de espe-
culación comercial. Por consiguiente, los conflictos que deriven de este 
tipo de contratos deben dirimirse en la vía mercantil.

En este sentido, para afirmar que el contrato de arrendamiento base 
de la acción es de naturaleza mercantil, la jueza del conocimiento de-
bió analizar si en los documentos base de la acción obran elementos 
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específicos que permitan distinguir como especulativos, y no sola-
mente presumir dicha especulación comercial, por la sola obtención 
de una ganancia lícita, pues aún los contratos de naturaleza civil pue-
den tener un evidente y expreso propósito económico o lucrativo, 
como en el caso concreto ocurre con el arrendamiento de inmuebles.

Razón por la cual, la distinción entre lucro civil y especulación 
mercantil debe ser en el sentido de que éste, necesariamente debe ser 
relativo al tráfico comercial, esto es, que quien arrienda un bien in-
mueble se dedica eminentemente al arrendamiento de inmuebles de 
esa naturaleza, o bien en el caso del arrendatarios, lo hace con el fin 
directo de transmitir posteriormente la posesión del mismo a un ter-
cero, con el fin de lucrar con ello, esto es, de obtener una ganancia, 
como pudiera ser en el caso de un sub arrendamiento.

Sirve de sustento el criterio aislado III.2o.C.120 C, sustentado 
por Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circui-
to, Novena Época, materias(s): Civil, bajo el registro digital: 174725, 
publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo 
XXIV, julio de 2006, página 1207, que es del tenor siguiente:

ESPECULACIÓN COMERCIAL. EN QUÉ CONSISTE, TRATÁN-
DOSE DE COMPRAVENTAS MERCANTILES. El fin o propósito 
de especulación comercial a que aluden los artículos 75, fracciones I 
y II, y 371 del Código de Comercio,  no se define, exclusivamente, en 
relación con el hecho de que el comprador vaya a tener una ganancia 
lícita si decide vender el bien que adquirió, pues el mayor valor del pre-
cio de venta sobre el de compra no es un factor que defina la mercan-
tilidad de un contrato, pues aun las compraventas meramente civiles 
pueden tener un evidente y expreso propósito económico o lucrativo; 
por lo cual, la distinción entre lucro civil y especulación mercantil, debe 
ser en el sentido de que éste necesariamente debe ser relativo al tráfico 
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comercial, esto es, que quien adquiere un bien lo hace con el fin directo 
de transmitir posteriormente la propiedad del mismo a un tercero, con 
el fin de lucrar con ello, esto es, de obtener una ganancia.

Ahora bien, a fin de determinar la competencia de la Juez de conoci-
miento, debe atenderse a la naturaleza de la acción ejercitada; pres-
taciones reclamadas; hechos narrados; pruebas aportada por la parte 
actora, así como a los preceptos legales en que apoyó su demanda.

Sirve de sustento a lo anterior, la jurisprudencia P./J. 83/98, emiti-
da por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena 
Época, materias(s): Común, bajo el registro digital: 195007, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo VIII, di-
ciembre de 1998, página 28, que es del tenor siguiente:

COMPETENCIA POR MATERIA. SE DEBE DETERMINAR TO-
MANDO EN CUENTA LA NATURALEZA DE LA ACCIÓN Y 
NO LA RELACIÓN JURÍDICA SUSTANCIAL ENTRE LAS PAR-
TES. En el sistema jurídico mexicano, por regla general, la competen-
cia de los órganos jurisdiccionales por razón de la materia se distribuye 
entre diversos tribunales, a los que se les asigna una especialización, 
lo que da origen a la existencia de tribunales agrarios, civiles, fiscales, 
penales, del trabajo, etcétera, y que a cada uno de ellos les corresponda 
conocer de los asuntos relacionados con su especialidad. Si tal situación 
da lugar a un conflicto de competencia, éste debe resolverse atendien-
do exclusivamente a la naturaleza de la acción, lo cual, regularmente, 
se puede determinar mediante el análisis cuidadoso de las prestaciones 
reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas aportadas y de los 
preceptos legales en que se apoye la demanda, cuando se cuenta con este 
último dato, pues es obvio que el actor no está obligado a mencionarlo. 
Pero, en todo caso, se debe prescindir del estudio de la relación jurídica 
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sustancial que vincule al actor y al demandado, pues ese análisis consti-
tuye una cuestión relativa al fondo del asunto, que corresponde decidir 
exclusivamente al órgano jurisdiccional y no al tribunal de competen-
cia, porque si éste lo hiciera, estaría prejuzgando y haciendo uso de una 
facultad que la ley no le confiere, dado que su decisión vincularía a los 
órganos jurisdiccionales en conflicto. Este modo de resolver el conflicto 
competencial trae como consecuencia que el tribunal competente con-
serve expedita su jurisdicción, para resolver lo que en derecho proceda.

De lo que se tiene que la parte actora, reclamó en el Juicio Especial de 
Arrendamiento Inmobiliario Oral, de la ***, como prestaciones: la ter-
minación del contrato de arrendamiento celebrado el quince de  junio 
de dos mil veinticuatro, respecto del inmueble ubicado en ***, en esta 
Ciudad de México; la desocupación y entrega; el pago de las rentas 
que se sigan generando, hasta la desocupación y entrega; y el pago de 
gastos y costas causadas en el juicio.

Fundado su causa de pedir en los hechos que narró en su escrito 
inicial de demanda, los cuales se encuentran relacionados con aspec-
tos que guardan relación con el fondo del juicio planteado.

Exhibiendo para acreditar su hecho, un contrato de arrendamien-
to, de cuyo contenido se advierte que se pactó como precio de la renta, 
la cantidad de $7,000.00 (siete mil pesos 000/100 m.n.)., más I.V.A. 
Asimismo, en la cláusula cuarta las partes pactaron que el destino del 
inmueble arrendado sería para uso comercial (sex shop), estableciendo 
además en la cláusula Vigésima la jurisdicción y competencia de los 
tribunales de la Ciudad de México, renunciando expresamente al fue-
ro que por razón de su domicilio pudiera corresponderles, sometiendo 
escrito de demanda, la competencia, a los términos establecido en la 
fracción II del artículo 89 del Código Procesal, atendiendo a la ubica-
ción del inmueble y sometimiento efectuado en el contrato.



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 395 •  mayo-junio •  202594

En este sentido, como ya se dijo, para determinar sí un arrenda-
miento debe tramitarse en la vía mercantil, se debe dilucidar si el 
mencionado contrato es o no un acto de comercio, es decir si se rea-
liza con propósito de especulación comercial o no, circunstancia que 
no puede definirse por el hecho que el inmueble arrendado tenga por 
objeto la venta de artículos sexuales. 

Lo anterior, puesto que el fin o el propósito de la especulación co-
mercial a que aluden los artículos 75 y 371 del Código de Comercio 
no se define, exclusivamente como actos de comercio, por el hecho de 
que se obtenga una ganancia lícita por el pago del arrendamiento, ni 
mucho menos por la circunstancia que la arrendadora destinara el uso 
del inmueble arrendado a la venta de artículos sexuales, puesto que 
ello no es un factor que defina la mercantilidad de un contrato, pues 
aun los contratos civiles pueden tener un evidente y expreso propósito 
económico o lucrativo. 

Reiterando, que la distinción entre lucro civil y especulación mer-
cantil, debe ser en el sentido de que éste necesariamente debe ser rela-
tivo al tráfico comercial, esto es, que quién arriende un bien inmueble 
lo hace con el fin directo de lucrar con ello, esto es de obtener una 
ganancia.

Lo cual no ocurre en el presente caso, puesto que de los datos del 
expediente y contrato celebrado por las partes no se aprecia que el 
arrendador tenga como giro comercial el arrendamiento de inmue-
bles de esa naturaleza, o bien en el caso del arrendatario, se dedique 
al subarriendo de inmuebles, a fin de establecer una especulación co-
mercial de las partes.

Sin que en el caso particular, la mercantilidad del asunto quede de-
finida por el uso o destino que se le dé al inmueble arrendado, puesto 
que la relación comercial entre el arrendatario, sus clientes y provee-
dores, no incide en el contrato de arrendamiento, que es el que debe 
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servir de base para determinar la naturaleza comercial del acto, res-
pecto del cual se insiste, no contiene un propósito económico o lucra-
tivo, esto es, no se celebró  con el propósito de especulación comercial 
por no advertirse así de su contenido. 

De ahí que el contrato de arrendamiento base de la acción sea de 
naturaleza civil, con independencia del uso comercial a que se destine 
el inmueble arrendado.

Resultando, por ende, fundado el argumento del apelante hecho 
valer en su agravio primero.

Ahora bien, por lo que hace al planteamiento del quejoso respecto 
a la vigencia de la jurisprudencia invocada, en relación con la entrada 
en vigor del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, 
dicho argumento es infundado, puesto que la jurisprudencia invocada 
por la jueza no interpreta disposiciones en materia de arrendamiento 
inmobiliario, sino los actos de comercio contemplados por el artículo 
75 del Código de Comercio. De ahí que no contravenga, disposiciones 
relativas a la entrada en vigor del Código Nacional del Procedimien-
tos Civiles y Familiares.

Por ende, la Jueza de la unidad de Gestión Judicial Tipo Dos en 
Materia Civil, etapa Postulatoria número Uno del Poder judicial de la 
Ciudad de México, es competente para conocer del presente juicio, lo 
anterior, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 520 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares.

En mérito de lo expuesto se declara fundada la queja, debien-
do la juez del conocimiento admitir la demanda como en derecho 
corresponda.

IV. Por no encontrarse el caso comprendido en alguno de los su-
puestos del artículo 182 del Código Nacional de Procedimientos Ci-
viles y Familiares, no deberá hacerse especial condena en gastos y 
costas.
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Por lo expuesto y fundado, se:

RESUELVE

PRIMERO. Se declara  fundada la queja.
SEGUNDO.  Se ordena a la Jueza del conocimiento admitir la de-

manda como en derecho corresponda.
TERCERO. No se hace especial condena en costas.
CUARTO. Notifíquese; envíese la copia digital de esta resolución 

a la a quo y, en su oportunidad archívese la presente toca como asunto 
concluido. 

Así lo resolvió y firma unitariamente el C. Magistrado integrante 
de la Novena Sala Civil del H. Tribunal Superior de Justicia de la Ciu-
dad de México, doctor en derecho Agapito Campillo Castro, ante la 
C. secretaria de Acuerdos, maestra en Derecho María de la Luz Alon-
so Tolamatl, que autoriza y da fe. Doy fe. 

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; 186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección 
de datos personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el 
artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos Generales de Protección de Datos Persona-
les en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, se hace constar que en esta 
versión pública se suprime la información considerada como reservada o confidencial que 
encuadra en los ordenamientos mencionados.
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Para resolver los diversos recursos de apelación interpuestos por am-
bas partes en contra de la sentencia definitiva dictada en los autos del 
juicio ordinario civil. 

QUINTA SALA CIVIL

MAGISTRADOS: JOSÉ AGUSTÍN PÉREZ CORTÉS (ML), ROSAL-
BA GUERRERO RODRÍGUEZ Y ÉLFEGO BAUTISTA PARDO
MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ AGUSTÍN PÉREZ 

SUMARIO: 
derechos de artista, intérprete y ejecutante previstos en 
la ley federal del derecho de autor, en caso de violación 
procede reparación del daño material e indemnización por 
daños y perjuicios, en razón del cuarenta por ciento

Hechos: El integrante de una agrupación musical demandó en la vía 
ordinaria civil a los demás miembros del mismo grupo, la reparación 
del daño material y una indemnización por daños y perjuicios, que 
en su concepto le ocasionaron los codemandados por no permitirle 
desarrollar su actividad como artista e intérprete en presentaciones 
en vivo del grupo musical, a pesar de ser integrante y cofundador.
Criterio jurídico: Es dable declarar que los codemandados incurrie-
ron en hechos ilícitos, en virtud de que violaron los derechos de ar-
tista, intérprete y ejecutante del actor, previstos en los artículos 116, 
117, 117 Bis, 118, 119 de la Ley del Derecho de Autor, así como en 
los artículos 49 y 50 de su Reglamento; los preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8 
y 9 de la Convención Internacional sobre la Protección de los Ar-
tistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y 
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los Organismos de Radiodifusión (Convención de Roma, 1961) y los 
numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 del Tratado de OMPI so-
bre interpretación o Ejecución y Fonogramas (TOIEF); y asimismo, 
condenar a los codemandados a la reparación del daño material, así 
como la indemnización por daños y perjuicios por violación a cada 
uno de sus derechos del actor de artista, intérprete y cuya cantidad 
será cuantificada en ejecución de sentencia, en razón del cuarenta por 
ciento del precio de venta público del producto original y de la pres-
tación original de cualquier tipo de servicios que han prestado los 
demandados que impliquen la violación a cada uno de los derechos 
tutelados por la Ley en su favor; de conformidad con el artículo 216 
Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor.
Justificación: El actor demostró que se realizaron conductas contra-
rias a sus derechos de artista, intérprete, y ejecutante de la batería y 
percusiones dentro de un grupo artístico, previstos en los artículos 
117 y 117 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, que son dispo-
siciones de orden público, de interés social y de observancia general 
en todo el territorio nacional, por lo que no pudo ejercer su actividad 
de artista, intérprete, ejecutante, ni percibir una remuneración por 
ello, y los artículos 1 y 2 de la Ley Federal citada tienen por objeto la 
protección de los derechos el actor como artista, intérprete o ejecu-
tante, respecto de sus actuaciones, interpretaciones o ejecuciones en 
el grupo artístico que menciona el actor.

En esa virtud, es evidente que el actor sí comprobó plenamente 
la existencia de su derecho de artista tutelado y la existencia de las 
violaciones o infracciones de dichos derechos, ya que está acreditado 
que los codemandados le informaron que no formaría parte del gru-
po, y que le impidieron realizar los ensayos y actividades de artista, 
intérprete y ejecutante de la batería en las presentaciones y espectá-
culos de la agrupación, y con ello se le impidió percibir una remu-
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neración por las interpretaciones y ejecuciones de la batería en las 
presentaciones que se hicieron con fines de lucro directo o indirecto, 
por cualquier medio de comunicación pública o puesta a disposición 
desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la presentación de 
la demanda, lo cual se tuvo por acreditado por el Juez con las confe-
sionales a cargo de los demandados, por lo que se violentó en per-
juicio del actor lo consagrado en los preceptos 1, 2, 117 y 117 Bis de 
la Ley Federal del Derecho de Autor, así como los artículos de los 
instrumentos internacionales citados en la demanda por el actor.

Además, se acreditó la relación causa efecto entre la conducta y 
el daño producido; es decir, que el daño es consecuencia inmediata 
y directa del hecho u omisión ilícitos, pues al habérsele impedido al 
actor realizar sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la 
batería en las presentaciones y espectáculos en vivo que los demanda-
dos han realizado con la denominación que tiene la agrupación mu-
sical en cuestión, desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta 
la presentación de la demanda, es evidente que, como consecuencia 
de ello, no pudo percibir una remuneración por el uso o explotación 
de sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería en las 
presentaciones que se hicieron con fines de lucro directo o indirecto.
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Ciudad de México, a *** de diciembre de dos mil veintiuno. 
	 Vistos los autos de los tocas números *** para resolver los di-

versos recursos de apelación interpuestos por ambas partes en contra 
de la sentencia definitiva de fecha *** de junio de dos mil veintiuno, 
dictada por el C. Juez Cuadragésimo Séptimo de lo Civil de la Ciudad 
de México en los autos del juicio ordinario civil promovido por *** 
contra de ***.

RESULTANDO:

1. La Sentencia recurrida concluyó con los siguientes puntos 
resolutivos:

Primero. Ha procedido la Vía Ordinaria Civil en la que *** acreditó 
parcialmente los elementos constitutivos de su acción principal inten-
tada en contra de *** quienes acreditaron parcialmente sus excepciones 
y defensas.

Segundo. Se condena a la sociedad codemandada *** a pagar al actor 
los daños que le ocasionó por no haberle permitido realizar sus actua-
ciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería en las presentacio-
nes y espectáculos en vivo que se han realizado con la denominación 
***, a razón de lo que resulte de dividir entre nueve la suma de las can-
tidades que amparan únicamente de las facturas 281, 283, 284, 285, 
287, 288, 291, 292, 293, 295, 296, 297, 299, 301, 304, 305, 306, 307, 
308, 310, 311 312, 313, 316, 318, 319, 321, 322, 323, 324, 325, 328, 329, 
330, 332, 333, 334, 341, 343, 344, 345, 346, 349, 351 exhibidas por los 
demandados y que corresponden a los espectáculos que se realizaron 
respecto a las presentaciones y espectáculos en vivo del grupo artístico 
*** desde el mes de julio de dos mil dieciocho al mes de diciembre de 



Materia Civil 101

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

dos mil diecinueve exhibidas en juicio, lo que deberá ser cuantificado en 
ejecución de sentencia, todo ello en términos de lo ya analizado en la  
parte considerativa de esta resolución.

Tercero. Se absuelve a la parte demandada de las prestaciones que le 
fueron reclamadas por el actor en los incisos marcados como A), C), D), 
E), F), G) y H), ello en términos de lo establecido en la parte considera-
tiva de esta resolución.

Cuarto. Se declara que la presente resolución no le para perjuicio a 
los terceros llamados a juicio Instituto Mexicano de la Propiedad In-
dustrial e Instituto Nacional del Derecho de Autor.

Quinto. No se hace condena en costas en esta instancia.

Sexto. Notifíquese.

2. Inconformes las partes contendientes con la anterior sentencia, in-
terpusieron respectivamente recursos de apelación en su contra que 
fueron admitidos en ambos efectos, y tramitados que fueron, se citó 
a las partes para oír la resolución que ahora se pronuncia; y,

CONSIDERANDO:

Tomando en consideración la jurisprudencia que bajo el rubro “ape-
laciones distintas contra una resolución. Deben decidirse en una sola 
sentencia” que aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Octava época. Marzo de 1991, a fojas 159, los recur-
sos de apelación interpuestos por los codemandados mencionados en 
contra del fallo pronunciado en el juicio natural, se deciden en una 
sola sentencia, a fin de evitar resoluciones contradictorias.

II. Primeramente, se procede al estudio de los agravios vertidos por 
la parte actora, en los siguientes términos:
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En el primer agravio la actora señala que el Juez confunde los de-
rechos de artista intérprete y ejecutante con la titularidad de la reser-
va de derechos al uso exclusivo sobre la denominación *** y con ello, 
primero incurre en una incorrecta fijación de la litis, en segundo lugar 
dicta una sentencia, sin claridad, sin precisión, así como emite una 
sentencia incompleta incongruente; y que el Juez no resuelve lo pedido 
por el actor en su demanda en las prestaciones A) y B) reclamadas, en 
las que solicitó lo siguiente:

A) La declaración judicial de que los demandados han incurrido 
en hechos ilícitos; en virtud de que han violado mis derechos de ar-
tista intérprete, y ejecutante, previstos en los artículos 116, 1, 117, 
117 Bis, 118, 119 de la Ley del Derecho de Autor, así como en los 
artículos 49 y 50 de su Reglamento, los preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8, y 9 
de la Convención Internacional sobre la Protección de los Artistas 
Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Or-
ganismos de Radiodifusión (CONVENCION DE ROMA, 1961) y 
los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 del Tratado de OMPI 
sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas (TOIEF); de confor-
midad con las causas de hecho y de derecho que se exponen a lo largo 
de este escrito.

B) La reparación del daño material así como la indemnización por 
daños y perjuicios por violación a cada uno de mis derechos de artista 
intérprete y ejecutante; cuya cantidad será cuantificada en ejecución 
de sentencia, en razón del cuarenta por ciento del precio de venta al 
público del producto original y de la prestación original de cualquier 
tipo de servicios que han prestado los demandados que impliquen la 
violación a cada uno de los derechos tutelados por la Ley en mi favor; 
de conformidad con el artículo 216 Bis de la Ley Federal del Derecho 
de Autor y con las causas de hecho, derecho que se exponen a lo largo 
de este escrito.
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Aduce que, lo que debió haber estudiado el A quo pero no lo hizo, 
era establecer la ilicitud de los hechos ejecutados por los demandados 
y estos hechos constituían una privación de los derechos de artistas 
intérprete y ejecutante reconocidos y garantizados en los preceptos 
citados como fundamento de la prestación marcada con el inciso A. 
Que en el considerando II el A quo incurre en confusión y no distin-
gue que son figuras e instituciones jurídicas distintas las interpreta-
ciones y ejecuciones del actor, respecto al certificado de reserva de 
derechos al uso exclusivo para identificar la denominación para grupo 
artístico *** que el A quo confunde esas instituciones jurídicas. Que 
el A quo expresa argumentos ilegales, al confundir los derechos de ar-
tista intérprete y ejecutante del actor, con los derechos derivados del 
certificado de reserva de derechos al uso exclusivo para identificar la 
denominación para grupo artístico *** lo cierto es que son institucio-
nes diferentes y tan es así, que tiene una regulación distinta dentro de 
la propia Ley Federal del Derecho de Autor.

Que por lo que respecta a los derechos de artista intérprete y eje-
cutante, se contempla en los artículos 1, 2, 116, 117, 117 Bis de la Ley 
Federal del Derecho de Autor, y artículos 49 y 50 del Reglamento de 
la Ley Federal del Derecho de Autor, y que en congruencia con dichos 
preceptos reclamo en las prestaciones A) y B) de su demanda declara-
ción judicial de que los demandados han incurrido en hechos ilícitos 
y la respectiva indemnización; en virtud de que han violado sus dere-
chos de artista, intérprete, y ejecutante, previstos en los artículos 116, 
117, 117 Bis, 118, 119 de la Ley del Derecho de Autor, así como en los 
artículos 49 y 50 de su Reglamento, los preceptos 3, 8 y 9 de la Con-
vención Internacional sobre la Protección de los Artistas Intérpretes 
o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas, y los Organismos de 
Radiodifusión (Convenio de Roma, 1961 y los numerales 1, 2, 3, 4, 
5, 6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 el Tratado de la OMPI sobre interpretación o 
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Ejecución y Fonogramas (TOIEF); de conformidad con las causas de 
hecho y de derecho que exponen a lo largo de su escrito de agravios.

Manifiesta que en las prestaciones A) y B) citadas, no demanda 
la declaración de la ilicitud por uso del certificado de reserva de de-
rechos al uso exclusivo para identificar la denominación para grupo 
artístico *** lo cual, fue materia de la prestación C) y que el A quo 
debía haber estudiado en los términos en que fue hecha valer la ac-
ción y fue fijada la litis, no como lo hizo de forma imprecisa e incon-
gruente en su sentencia; sino que las prestaciones A) y B) se refieren al 
pago por violación a los derechos de artista intérprete y ejecutante del 
actor, al privarlo de la obtención de los ingresos por no permitirle los 
codemandados al actor, desarrollar esa actividad en las presentaciones 
en vivo del grupo musical, a pesar de ser integrante y cofundador.

Que respecto al Certificado de Reserva de Derechos Uso Exclusivo 
para Identificar Denominación para Grupo Artístico ***se contempla 
en los artículos 173, 174 y 175 de la Ley Federal del Derecho de 
autor, por lo cual dice, que es ilegal lo estimado por el A quo pues el 
certificado de reserva de derechos al uso exclusivo para identificar 
la denominación para grupo artístico *** se refiere a la facultad de 
usar y explotar en forma exclusiva esa denominación para identificar 
al grupo. Resultando evidente que dicha denominación es distinta 
a los Derechos de Artista Intérprete y Ejecutante del actor; incluso, 
previene el Artículo 175 de la ley en comento que “La protección 
que ampara el certificado a que se refiere el artículo anterior, no 
comprenderá lo que no es materia de reserva de derechos”.

Por ello refiere que el A quo dictó una sentencia, incorrectamente 
motivada, carente de una correcta fundamentación, imprecisa, 
sin claridad, incongruente e incompleta en su perjuicio, al violar lo 
dispuesto en los artículos 81, 82, 255 fracción V y VI, 278, 291, 402 y 
403 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, 
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así como los criterios jurisprudenciales que cita. Que para que, el A 
quo estuviera en la posibilidad de dictar una sentencia clara, precisa, 
exhaustiva, congruente completa, debidamente fundada y motivada y 
que resolviera sobre lo realmente solicitado por la parte actora y los 
hechos que conformaron la litis, debió entrar al análisis de la acción 
de declaración de ilicitud y de la condena a la indemnización; en los 
términos siguientes:

1. En primer lugar, se pide a sus señorías determinar que los de-
rechos de artista intérprete y ejecutante son diversos a la reserva de 
derechos al uso exclusivo sobre la denominación *** y con ello, hacer 
una correcta fijación de la litis.

2. Al acudir al escrito inicial de demanda se advierte que determi-
nar que lo pedido por el actor en su demanda y que no fue resuelto 
por el Juez, son las prestaciones A) y B).

3. Que en los hechos de demanda se señala como hechos ilícitos, 
y como daños menoscabos sufridos que el actor se duele que al ha-
berle informado los demandados que no formaría parte del grupo, 
y que le impidieron realizar los ensayos y actividades de artista in-
térprete y ejecutante de la batería presentaciones y espectáculos de 
la agrupación, se le impidió percibir una remuneración por el uso o 
explotación de sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la 
batería en las presentaciones que se hicieron con fines de lucro direc-
to o indirecto, por cualquier medio de comunicación pública o puesta 
a disposiciones desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la 
presentación de la demanda, por lo que dice, se violentó en su per-
juicio lo consagrando en los preceptos 1, 2, 117 y 117 Bis de la Ley 
Federal del Derecho de Autor y en los instrumentos internacionales 
citados en la demanda por el actor disposiciones que son de orden 
público, de interés social y de observancia general en todo el territo-
rio nacional.
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Continúa manifestando que acreditó que *** fue fundador del gru-
po artístico, al que junto con los demandados físicos denominaron: 
*** participó junto con los demandados como artista, intérprete eje-
cutante del instrumento musical “percusiones (comúnmente identi-
ficado como batería) de forma ininterrumpida hasta el mes de julio 
de dos mil dieciocho; por tal carácter tiene el reconocimiento de sus 
derechos como artista intérprete y ejecutante en términos de los pre-
ceptos multicitados en la demanda y por tanto, tiene la protección de 
sus derechos de artista intérpretes o ejecutantes, en relación con sus 
interpretaciones o ejecuciones. Aduce, que los artículos 281 y 282 del 
Código adjetivo civil para esta ciudad, disponen que las partes asu-
mirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus preten-
siones; pero dicha carga probatoria se revierte en los codemandados 
porque su negativa envuelve la afirmación expresa de un hecho, desco-
nocen la presunción legal del actor y la negativa fuere elemento cons-
titutivo de la acción, y los demandados no probaron sus excepciones, 
pues dicen que no privaron al actor de sus derechos a interpretar y 
ejecutar porque afirman que la decisión de separarse de la agrupación 
fue del actor.

Por su parte, contrariamente a lo sostenido por el A quo en su sen-
tencia, el actor sí comprueba los elementos constitutivos de la acción 
de ilicitud y de la acción de indemnización por daños y perjuicios a 
que se refiere el artículo 216 Bis de la Ley Federal del Derecho de Au-
tor. En relación con el numeral 1830 del Código Civil para el Distrito 
Federal; el cual dispone que es ilícito el hecho que es contrario a las 
leyes de orden público o a las buenas costumbres. Que los hechos ilíci-
tos, como dice el A quo, “son transgresiones humanas al ordenamiento 
jurídico que pueden actualizarse al realizar un acto o incurrir en una 
omisión”, que si comprobó plenamente que los codemandados, han in-
currido en hechos ilícitos; en virtud de que han violado sus derechos 
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de artista intérprete y ejecutante, transgrediendo en su perjuicio lo 
previsto en los artículos 116 117, 117 Bis, 118, 119 de la Ley del Dere-
cho de Autor, así como en los artículos 49 y 50 de su Reglamento, los 
preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 de la Convención Internacional sobre la 
Protección de Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de 
Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión (CONVENIO DE 
ROMA 1961) y los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7,  8, 9, 10, 16 y 23 del 
Tratado de la OMPI sobre interpretación o Ejecución y Fonogramas 
(TOIEF), y que ello quedó acreditado con las confesionales desahoga-
das en autos a cargo de los demandados.

Afirma que es procedente la reparación del daño material, así como 
la indemnización por daños y perjuicios por violación a cada uno de 
sus derechos de artista, intérprete y cuya cantidad será cuantificada 
en ejecución de sentencia, en razón del cuarenta por ciento de precio 
de venta público del producto original y de la prestación original del 
cualquier tipo de servicios que han prestado los demandados que im-
pliquen la violación a cada uno de los derechos tutelados por la Ley en 
su favor; de conformidad con el artículo 216 Bis de la Ley Federal del 
Derecho de Autor y con las causas de hecho y derecho que se exponen 
a lo largo de su escrito; y solicita sea modificada la sentencia comba-
tida, en el sentido de que lo que debió haber estudiado el A quo pero 
no lo hizo, era establecer la ilicitud de los hechos ejecutados por los 
demandados y estos hechos constituían una privación de los derechos 
de artistas, intérprete y ejecutante reconocidos y garantizados en los 
preceptos citados.

El agravio es fundado porque ciertamente le asiste la razón al ape-
lante al referir que el Juez confunde los derechos de artista intérprete 
y ejecutante con la titularidad de la reserva de derechos al uso exclu-
sivo sobre la denominación *** y que no fija correctamente la litis, ni 
resuelve lo pedido por el actor en su demanda en las prestaciones A) 
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y B) reclamadas, lo anterior se considera así, atento a los siguientes 
razonamientos:

Del escrito inicial de demanda se advierte que el actor reclama en 
las presentaciones A) y B) lo siguiente:

A) La declaración judicial de que los demandados han incurrido en 
hechos ilícitos; en virtud de que han violado mis derechos de artista 
intérprete, y ejecutante previstos en los artículos 116, 117, 117 Bis, 
118, 119 de la Ley del Derecho de Autor, así como en los artículos 
49 y 50 de su Reglamento, los preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 de la Con-
vención Internacional sobre la Protección de los Artistas Intérpretes 
o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de 
Radiodifusión (CONVENCIÓN DE ROMA, 1961) y los numerales 
1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 del Tratado de OMPI sobre Inter-
pretación o Ejecución y Fonogramas (TOIEF); de conformidad con 
las causas de hecho y de derecho que se exponen a lo largo de escrito.

B) La reparación del daño material así como la indemnización por 
daños y perjuicios por violación a cada uno de mis derechos de artista 
intérprete y ejecutante; cuya cantidad será cuantificada en ejecución 
de sentencia, en razón del cuarenta por ciento del precio de venta al 
público del producto original de la prestación original de cualquier 
tipo de servicios que han prestado los demandados que impliquen la 
violación a cada uno de los derechos tutelados por la Ley en mi favor; 
de conformidad con el artículo 216 Bis de la Federal del Derecho de 
Autor  y con las causas de hecho, derecho que se exponen a lo largo 
de este escrito.

En los hechos de la demanda se señala como hechos ilícitos, así 
como daños menoscabo sufridos, y de los que el actor se duele, el ha-
berle informado los demandados que no formaría parte del grupo, y 
que le impidieron realizar los ensayos y actividades de artista intér-
prete y ejecutante de la batería presentaciones y espectáculos de la 
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agrupación, lo que le impidió percibir una remuneración por el uso o 
explotación de sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la 
batería en las presentaciones que se hicieron con fines de lucro directo 
o indirecto, por cualquier medio de comunicación pública o puesta o 
disposición desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la pre-
sentación de la demanda, por lo que dice, se violentó en su perjuicio lo 
consagrado en los preceptos 1, 2, 117 y 117 Bis de la Ley Federal del 
Derecho de Autor y demás artículos de esta Ley, artículos de los ins-
trumentos internacionales que cita en la prestación A) de la demanda, 
disposiciones que son de orden público, de interés social y de obser-
vancia general en todo el territorio nacional.

En el considerando II, de la sentencia impugnada; se indicó señala 
lo siguiente:

Establecido lo anterior y entrando al estudio del presente asunto, te-
nemos que como ya quedó asentado al principio de esta resolución, así 
como de la prestación reclamada por el accionante, marcada con el in-
ciso A) de la demanda, éste señala que los demandados han incurrido 
en diversos hechos ilícitos, violando con ello sus derechos de artista, in-
térprete y ejecutante previsto en diversas disposiciones previstas en las 
leyes, reglamentos, convenios y tratados.

	 En razón de lo anterior el accionante reclama en la prestación mar-
cada con el inciso B) de la demanda el pago de la indemnización por 
daño material y daños y perjuicios, refiriendo en los hechos de su de-
manda que al haberle impedido los enjuiciados realizar sus actuaciones, 
interpretaciones ejecuciones de la batería en las presentaciones y espec-
táculos en vivo que los demandados han realizado con la denominación 
*** desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la presentación de 
la demanda, incurrieron en diversos hechos ilícitos, que provocaron su-
friera pérdida o menoscabo en su patrimonio toda vez que se le impidió 
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percibir los beneficios y las regalías económicas que alude tener dere-
cho, y que se le impidió recibir una remuneración por el uso o explo-
tación de sus interpretaciones o ejecuciones que se hagan con fines de 
lucro directo o indirecto, por cualquier medio de comunicación pública 
o puesta a disposición; derechos que dice se encuentran reconocidos en 
términos de lo establecido por los artículos 116 y 117 de la Ley Federal 
del Derecho de Autor, que son del tenor siguiente:

[…]

También es importante destacar que para que la conducta de una 
persona le origine responsabilidad, se requiere que exista una relación 
de causa a efecto entre la conducta y el daño producido, pero no basta 
cualquier relación, sino que es preciso que el daño sea una consecuen-
cia inmediata y directa del hecho u omisión. Así lo establece el artículo 
2110 del Código Civil para el Distrito Federal.

En lo relativo a la reparación del daño, el artículo 1915 del código 
aludido dispone que ésta consiste, a elección del ofendido, en el resta-
blecimiento de la situación anterior, cuando ello sea posible o en el pago 
de daños y perjuicios.

	 Establecido lo anterior y dados los argumentos en que hizo valer su 
prestación el accionante para la procedencia de la prestación de repara-
ción del daño material, así como la indemnización por daños y perjui-
cios, el actor debió acreditar en juicio los elementos siguientes:

La existencia de algún derecho tutelado, y;

La existencia de las violaciones o infracciones de dichos derechos.

Con relación al primero de los elementos de la acción intentada, debe 
precisarse que si bien el actor señaló que tutela el derecho de artista, in-
térprete o ejecutante de la denominación *** toda vez que fundó y for-
ma parte de la agrupación señalada en la cual se desempeña como ba-
terista; hechos que a su vez quedaron acreditados con las confesionales 
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desahogadas en autos a cargo de los demandados, lo cierto es que no 
puede pasar desapercibido lo contenido en las copias certificadas exhi-
bidas por el tercero llamado a juicio Instituto Nacional de Derecho de 
Autor, de las que se advierten que el trece de octubre de dos mil dieci-
séis todos los integrantes del grupo, incluyendo el actor cedieron sus 
derechos de la reserva de derechos exclusivos de la denominación *** a 
favor de la sociedad *** por lo que se considera que a partir de la fecha 
señalada todos los integrantes del grupo dejaron de tener en lo perso-
nal derecho alguno sobre la agrupación *** pues ahora la sociedad co-
demandada es la que cuenta con el uso y explotación de forma exclusiva 
de dicha agrupación, ello como lo establece el artículo 173 de la Ley Fe-
deral de Derecho de Autor.

No obstante, a lo anterior, al advertirse del instrumento que contie-
ne la Constitución de la sociedad denominada *** que el hoy actor es 
socio accionista en partes iguales junto con los demás codemandados de 
dicha sociedad la cual como ya se dijo cuenta con el uso y explotación de 
forma exclusiva de la agrupación *** es que arriba a la consideración el 
actor tiene derechos como asociado.

Por otro lado, y en cuanto al segundo elemento de la acción intenta-
da debe advertirse en primer término que aún y cuando quedó acredi-
tado con el desahogo de las confesionales a cargo de los codemandados 
*** en las que se les tuvo por confesos fictamente que se le impidió al 
hoy actor realizar sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la 
batería en las presentaciones y espectáculos en vivo que los demanda-
dos han realizado con la denominación *** desde el mes de julio de dos 
mil dieciocho y hasta la presentación de la demanda, en virtud de que 
lo sacaron del grupo, lo cierto es que tal circunstancia en nada hace su-
poner que se hubiere infringido en lo dispuesto por los artículos 117, 
117 Bis Ley Federal del Derecho de Autor como lo refirió el accionante, 
ello se estima así toda vez que como ya quedó asentado en párrafos que 
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anteceden el hoy actor al haber cedido sus derechos de reserva que te-
nía respecto de la denominación de *** a la sociedad codemandada *** 
es que dejó de tener en lo personal derecho alguno para oponerse al uso 
o explotación de las interpretaciones o ejecuciones que se hicieran con 
fines de lucro directo o indirecto, por cualquier medio de comunicación 
pública o puesta a disposición que se realizaran con relación a la multi-
citada agrupación.

De lo anteriormente transcrito en efecto se advierte que no se resolvió  
respecto de lo reclamado por el actor en las prestaciones A) y B) de la 
demanda, pues si bien, con relación al primero de los elementos de la 
acción intentada, en la sentencia se menciona que, el actor señaló que 
tutela el derecho de artista, intérprete o ejecutante de la denominación 
*** toda vez que fundó y forma parte de la agrupación señalada en la 
cual se desempeñaba como baterista; y el Juez tienen por acreditados 
tales hechos con las confesionales desahogadas en autos a cargo de 
los demandados *** y así mismo con el desahogo de las confesionales 
a cargo de los codemandados *** en las que se les tuvo por confesos 
fictamente, tiene por demostrado que se le impidió al hoy actor 
realizar sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería 
en las presentaciones y espectáculos en vivo que los demandados 
han realizado con la denominación *** desde el mes de *** de *** y 
hasta la presentación de la demanda, en virtud de que lo sacaron del 
grupo, sin embargo, con posterioridad dice que tal circunstancia en 
nada hace suponer que se hubiere infringido en lo dispuesto por los 
artículos 117,  117 Bis Ley Federal del Derecho de Autor, porque al 
haber cedido el actor sus derechos de reserva que tenía respecto de 
la denominación de ***, es que dejó de tener en lo personal derecho 
alguno para oponerse al uso o explotación de las interpretaciones o 
ejecuciones que se hicieran con fines de lucro directo o indirecto, por 
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cualquier medio de comunicación pública o puesta a disposición que 
se realizaran con relación a la multicitada agrupación.

Aconteciendo que el actor no reclamó en las prestaciones A) y B) 
de la demanda la titularidad de la reserva de derechos al uso exclusivo, 
ni la calidad de socio de la sociedad demandada, sino que se deman-
dó “La declaración judicial de que los demandados han incurrido en 
hechos ilícitos; en virtud de que han violado sus derechos de artista 
intérprete, y ejecutante previstos en los artículos que cita” y la repa-
ración del daño material así como la indemnización por daños y per-
juicios por violación a cada uno de sus derechos de artista intérprete y 
ejecutante; cuya cantidad sería cuantificada en ejecución de sentencia, 
en razón del cuarenta por ciento del precio de venta al público del pro-
ducto original de la prestación original de cualquier tipo de servicios 
que han prestado los demandados que impliquen la violación a cada 
uno de los derechos tutelados por la Ley en su favor; de conformidad 
con el artículo 216 Bis de la Federal del Derecho de Autor.

En ese tenor a efecto de reparar el agravio ocasionado al actor, esta 
Alzada procede a estudiar las prestaciones A) y B) de la demanda en 
los siguientes términos: 

Primeramente debe precisarse que en el fallo definitivo impugnado 
a fojas 32 y 33, ya tuvo por acreditado con las confesionales desaho-
gadas en autos a cargo de los demandados que  el actor tutela el de-
recho de artista, intérprete o ejecutante de la denominación *** toda 
vez que fundó y forma parte de la agrupación señalada en la cual se 
desempeña como baterista; así mismo tuvo por demostrado con el 
desahogo de las confesionales a cargo de los codemandados *** en las 
que se les tuvo por confesos fictamente, que se le impidió al hoy actor 
realizar sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería 
en las presentaciones y espectáculos en vivo que los demandados han 
realizado con la denominación *** desde el mes de julio de dos mil 
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dieciocho y hasta la presentación de la demanda, en virtud de que lo 
sacaron del grupo.

Sin que sea obstáculo a lo anterior, que en la foja 35 de la sentencia 
combatida también el Juez hubiere señalado que, el actor no acreditó 
los hechos ilícitos que infringieron lo dispuesto 117, 117 Bis y 63 de 
la Ley Federal de Derecho de Autor, porque también se señala en esa 
misma foja, que el actor demostró con el desahogo de las confesio-
nales a cargo de los codemandados *** que se le impidió realizar sus 
actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería en las pre-
sentaciones y espectáculos en vivo que los demandados han realizado 
con la denominación *** desde el mes de julio de dos mil dieciocho y 
hasta la presentación de la demanda, sin acreditarse causa justificada 
para ello, ocasionándole que dejara de percibir los beneficios econó-
micos que hubiere obtenido de haberse presentado y que tiene dere-
cho por el simple hecho de ser integrante de la agrupación y socio de 
la codemandada *** esta última titular de la reserva de los derechos 
de la agrupación.

Además, cabe señalar que los hechos ilícitos no sólo se sustentaron en 
los artículos 117, 117 Bis de la Ley del Derecho de Autor, sino también en 
los artículos 116, 118, 119 de la Ley del Derecho de Autor, así como en 
los artículos 49 y 50 de su Reglamento, los preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 de 
la Convención Internacional sobre la Protección de los Artistas Intérpre-
tes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de 
Radiodifusión (Convención de Roma, 1961) y los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 
6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 del Tratado de OMPI sobre Interpretación o Ejecu-
ción y Fonogramas (TOIEF); de conformidad con las causas de hecho y 
de derecho que se expusieron a lo largo de la demanda.

Ahora bien, es de precisar también el contenido de los artículos 1, 
2, 116, 117 y 117 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, los cua-
les establecen:
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Artículo 1. La presente Ley, reglamentaria del artículo 28 constitu-
cional, tiene por objeto la salvaguarda y promoción del acervo cultural 
de la Nación; protección de los derechos de los autores, de los artis-
tas intérpretes o ejecutantes, así como de los editores, de los produc-
tores y de los organismos de radiodifusión, en relación con sus obras 
literarias o artísticas en todas sus manifestaciones, sus interpretaciones 
o ejecuciones, sus ediciones, sus fonogramas o videogramas, sus 
emisiones, así como de los otros derechos de propiedad intelectual.

Artículo 2. Las disposiciones de esta Ley son de orden público, de 
interés social y de observancia general en todo el territorio nacional. Su 
aplicación administrativa corresponde al Ejecutivo Federal por conduc-
to del Instituto Nacional del Derecho de Autor y, en los casos previstos 
por esta Ley, del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial.

Para los efectos de esta Ley se entenderá por Instituto, al Instituto 
Nacional del Derecho de Autor.

Artículo 116. Los términos artista intérprete o ejecutante designan 
al actor, narrador, declamador, cantante, músico, bailarín, o a cualquie-
ra otra persona que intérprete o ejecute una obra literaria o artística o 
una expresión del folclor o que realice una actividad similar a las ante-
riores, aunque no haya un texto previo que norme su desarrollo. Los 
llamados extras y las participaciones eventuales no quedan incluidos en 
esta definición. 

Artículo 117. El artista intérprete o ejecutante goza del derecho al 
reconocimiento de su nombre respecto de sus interpretaciones o eje-
cuciones, así como el de oponerse a toda deformación, mutilación o 
cualquier otro atentado sobre su actuación que lesione su prestigio o 
reputación.

Artículo 117. Bis. Tanto el artista intérprete o el ejecutante, tie-
ne el derecho irrenunciable a percibir una remuneración por el uso o 
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explotación de sus interpretaciones o ejecuciones que se hagan con fines 
de lucro directo o indirecto, por cualquier medio, comunicación pública 
o puesta a disposición.

En tanto que el artículo 3, de la Convención Internacional sobre la 
Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores 
de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión (Convención de 
Roma, 1961), define al:

a) “artista intérprete o ejecutante”, todo actor, cantante, músico, baila-
rín u otra persona que represente un papel, cante, recite, declame, intér-
prete o ejecute en cualquier forma una obra literaria o artística.

En el artículo 2 del Tratado de OMPI sobre Interpretación o Ejecu-
ción y Fonogramas, también se define al: 

Artistas intérpretes o ejecutantes, como todos los actores, cantantes, 
músicos, bailarines u otras personas que representen un papel, canten, 
reciten, declamen, interpreten o ejecuten en cualquier forma obras 
literarias o artísticas o expresiones de folclore.

Precisando lo anterior, se tiene que, si el juez tuvo por acreditado que 
se le impidió al actor realizar sus actuaciones, interpretaciones y eje-
cuciones de la batería en las presentaciones y espectáculos en vivo que 
los demandados han realizado con la denominación *** desde el mes 
de julio de dos mil dieciocho y hasta la presentación de la deman-
da; por tanto, también ello implica que el actor demostró que se rea-
lizaron conductas contrarias a sus derechos de artista, intérprete, y 
ejecutante de la batería y percusiones dentro del grupo artístico *** 
previstos en los artículos citados, que son disposiciones de orden pú-
blico, de interés social y de observancia general en todo el territorio 
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nacional, por lo que no pudo ejercer su actividad de artista, intérpre-
te, ejecutante, ni percibir una remuneración por ello y que de acuerdo 
con los artículos 1 y 2 de la Ley Federal del Derecho de Autor tienen 
por objeto la protección de los derechos el actor como artista, intér-
prete o ejecutante, respecto de sus actuaciones, interpretaciones o eje-
cuciones en ***.

En esa virtud, es evidente que el actor sí comprobó plenamente la 
existencia de su derecho de artista tutelado y la existencia de las vio-
laciones o infracciones de dichos derechos, ya que está acreditado que 
los codemandados le informaron que no formaría parte del grupo, y 
que le impidieron realizar los ensayos y actividades de artista intér-
prete y ejecutante de la batería en las presentaciones y espectáculos de 
la agrupación, y con ello se le impidió percibir una remuneración por 
las interpretaciones y ejecuciones de la batería en las presentaciones 
que se hicieron con fines de lucro directo o indirecto, por cualquier 
medio de comunicación pública o puesta a disposición desde el mes 
de julio de dos mil dieciocho y hasta la presentación de la demanda, 
lo cual tuvo por acreditado el Juez con las confesionales a cargo de los 
demandados, como ya mencionó con anterioridad por lo que, se vio-
lentó en perjuicio del actor lo consagrado en los preceptos 1, 2, 117 y 
117 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor y demás artículos en 
cita, así como los artículos de los instrumentos internacionales citados 
en la demanda por el actor, disposiciones que son de orden público, de 
interés social y de observancia general en todo el territorio nacional.

Además, que se acreditó la relación causa efecto entre la conducta 
y el daño producido; es decir, que el daño es consecuencia inmediata y 
directa del hecho u omisión ilícitos, pues al habérsele impedido al actor 
realizar sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería 
en las presentaciones y espectáculos en vivo que los demandados han 
realizado con la denominación *** desde el mes de julio de dos mil 
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dieciocho y hasta la presentación de la demanda, es evidente que, 
como consecuencia de ello, no pudo percibir una remuneración por el 
uso o explotación de sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones 
de la batería en las presentaciones que se hicieron con fines de lucro 
directo o indirecto, por cualquier medio de comunicación pública o 
puesta a disposición desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta 
la presentación de la demanda, por lo que se violentó en perjuicio 
del actor lo consagrado en los artículos que cita 1, 2, 117 y 117 
Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor y en los instrumentos 
internacionales citados en la demanda por el actor.

Atento a lo anterior, es dable modificar la sentencia combatida, 
para el efecto de declarar que los codemandados incurrieron en he-
chos ilícitos, en virtud de que violaron los derechos de artista intér-
prete, y ejecutante del actor, previsto en los artículos 116, 117, 117 
Bis, 118, 119 de la Ley del Derecho de Autor, así como en los artículos 
49 y 50 de su Reglamento, los preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 de la Con-
vención Internacional sobre la Protección de los Artistas Intérpretes 
o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de 
Radiodifusión (Convención de Roma, 1961) y los numerales 1, 2, 3, 
4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 del Tratado de OMPI sobre interpretación 
o Ejecución y Fonogramas (TOIEF); y asimismo, para condenar a los 
codemandados a la reparación del daño material, así como la indem-
nización por daños y perjuicios por violación a cada uno de sus dere-
chos del actor de artista, intérprete y cuya cantidad será cuantificada 
en ejecución de sentencia, en razón del cuarenta por ciento de precio 
de venta público de producto original y de la prestación original de 
cualquier tipo de servicios que han prestado los demandados que im-
pliquen la violación a cada uno de los derechos tutelados por la Ley 
en su favor; de conformidad con el artículo 216 Bis de la Ley Federal 
del Derecho de Autor; por lo que como consecuencia de ello deberá 
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dejarse insubsistente la condena diversa no reclamada que decretó el 
juzgador en el resolutivo segundo del fallo definitivo.

Artículo 216 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor que establece 
lo siguiente:

Artículo 216 Bis. La reparación del daño material y/o moral, así 
como la indemnización por daños y perjuicios por violación a los dere-
chos que confiere esta Ley en ningún caso será inferior al cuarenta por 
ciento del precio de venta al público del producto original o de la pres-
tación original de cualquier tipo de servicios que impliquen violación a 
alguno o algunos de los derechos tutelados por esta Ley.

El Juez con audiencia de peritos fijará el importe de la reparación del 
daño o de la indemnización por daños y perjuicios en aquellos casos en 
que no sea posible su determinación conforme al párrafo anterior.

Para los efectos de este artículo se entiende por daño moral el que 
ocasioné la violación a cualquiera de los derechos contemplados en las 
Fracciones I, II, III, IV y VI del Artículo 21 de esta Ley.

En el segundo agravio, el actor apelante solicita la modificación de la 
sentencia combatida, a efecto de que se condene a los demandados 
de las prestaciones que le fueron reclamadas por el actor en los inci-
sos marcadas C), F) y I); dice que contrariamente a lo resuelto por el 
A quo, si comprobó plenamente que es procedente que se ordene la 
inscripción de los títulos de registro y certificados señalados en la de-
manda de que el actor es cotitular de la denominación ***, así como 
que se ordene la reivindicación de los derechos morales y patrimonia-
les de artista intérprete y ejecutante, y la restitución de su derecho a 
ser reconocido como fundador como artista intérprete y ejecutante del 
grupo musical denominado *** ya que el A quo en el Punto Resolutivo 
Tercero determinó que debería absolverse a la parte demandada de las 
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mismas pues del legajo de copias certificadas exhibidas en juicio por el 
Instituto Nacional del Derecho de Autor que contienen el certificado 
otorgado ante la Reserva de Derechos de Uso Exclusivo de primero 
de marzo de dos mil diecinueve quedó acreditado que el actual 
titular de dicha reserva es la sociedad demandada *** en un 100%, 
advirtiéndose que el actor cedió a dicha sociedad los derechos que en 
su momento tuvo por la reserva, por lo que dejó de ser titular de la 
misma, debiéndose entender como “reserva de derechos” en términos 
de lo establecido por el artículo 173 de la Ley Federal del Derecho 
de Autor, como … la facultad de usar y explotar en forma exclusiva 
títulos, nombres, denominaciones, características físicas, psicológicas, 
distintivas o características de operación originales aplicados de 
acuerdo con su naturaleza; sin que tampoco pueda pasar por alto lo 
estipulado por las partes en la cláusula tercera de dicha cesión en la 
que los celebrantes acordaron que los cedentes entre ellos el hoy actor, 
se obligaron a no utilizar la “Reserva” de ninguna forma, ni a título 
personal, ni ostentarse como propietarios de la misma.

Esgrime que debido que como consta en las pruebas confesionales a 
cargo de los demandados, probanzas a las que se les debe conceder pleno 
valor probatorio de acuerdo a lo establecido por el artículo 402 del Có-
digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal aplicable para la 
Ciudad de México, al haber sido desahogadas por personas capaces, sin 
coacción ni violencia y sobre hechos propios, se advierte que saben que el 
actor *** participó como artista, intérprete y ejecutante en el grupo de-
nominado *** de manera ininterrumpida desde mil novecientos noventa 
y cuarto y hasta el mes de julio de dos mil dieciocho. De ahí que, afirma 
que el A quo viola lo establecido en los artículos 178 de la Ley Federal del 
Derecho de Autor que dispone: “Cuando dos o más personas presenten a 
su nombre una solicitud de reserva de derechos, salvo pacto en contrario 
se entenderá que todos serán titulares por partes iguales.”
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El agravio externado por el actor apelante resulta inoperante, toda 
vez que del escrito de agravio se advierte que la apelante no combate 
las consideraciones que señaló el Juez para declarar infundadas las 
prestaciones C) y F), ya que sólo se concreta a señalar que: que consta 
en las pruebas confesionales a cargo de los demandados que saben que 
el actor *** participó como artista, intérprete y ejecutante en el gru-
po denominado *** de manera ininterrumpida desde mil novecientos 
noventa y cuatro y hasta el mes de julio de dos mil dieciocho, que a di-
chas probanzas se les debió conceder pleno valor probatorio de acuer-
do a lo establecido por el artículo 402 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal aplicable para la Ciudad de México, 
al haber sido desahogadas por personas capaces, sin coacción ni vio-
lencia y sobre hechos propios, y que el a quo viola lo establecido en 
los artículo 178 de la Ley Federal del Derecho de Autor que dispone: 
“Cuando dos o más personas presenten a su nombre una solicitud de 
reserva de derechos, salvo pacto en contrario se entenderá que todos 
serán titulares por partes iguales.”, dejando de controvertir el apelante 
las razones torales en la que se sustentó el fallo recurrido para absol-
ver a los demandados de las prestaciones citadas, consideraciones que 
son del tenor siguientes:

Por lo que hace a las prestaciones reclamadas por el accionante marca-
das con los incisos C) y F) de la demanda consistente en que se ordene 
la inscripción de los títulos de registro y certificados señalados en esta 
demanda de que el suscrito es cotitular de la denominación *** así como 
que se ordene la reivindicación de los derechos morales y patrimonia-
les de artista intérprete y ejecutante, y la restitución de su derecho a 
ser reconocido como fundador como artista intérprete u ejecutante, ya 
restitución de su derecho a ser reconocido como fundador, como ar-
tista intérprete y ejecutante del grupo musical denominado *** deberá 
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absolverse a la parte demandada de las mismas pues del legajo de copias 
certificas exhibidas en juicio por Instituto Nacional del Derecho de Au-
tor que contienen el certificado otorgado ante la Reserva de Derechos 
de Uso Exclusivo de primero de marzo de dos mil diecinueve quedó 
acreditado que la actual titular de dicha reserva es la sociedad deman-
dada *** en un 100% advirtiéndose que el actor cedió a dicha sociedad 
los derechos que en su momento tuvo por la Reserva, por lo que dejó de 
ser titular de la misma, debiéndose entender como “Reserva de dere-
chos” en términos de lo establecido por el artículo 173 de la Ley Federal 
del Derecho de Autor, como “… la facultad de usar y explotar en forma 
exclusiva títulos, nombres, denominaciones, características físicas, psi-
cológicas, distintivas o características de operación originales aplicados 
de acuerdo con su naturaleza…”, sin que tampoco pueda pasar por alto 
de estipulado por las partes en la cláusula tercera de dicha cesión en la 
que los celebrantes acordaron los cedentes, entre ellos el hoy actor, se 
obligaron a no utilizar la “Reserva” de ninguna forma, ni a título perso-
nal, ni ostentarse como propietarios de la misma. 

Por tanto, al no combatir el apelante las consideraciones del fallo de-
finitivo, el agravio debe declararse inoperante, y por ende debe con-
tinuar rigiendo el sentido fallo combatido en relación con este punto.

Sustenta lo anterior la Jurisprudencia bajo el rubro y texto literal 
siguiente:

Conceptos de violación. Resultan inoperantes por insuficientes si no 
atacan todos los argumentos que sustentan el sentido de la sentencia 
combatida. Resultan inoperantes los conceptos de violación expuestos 
en la demanda de amparo directo que no controvierten todas las con-
sideraciones y fundamentos torales del fallo reclamado, cuando, por sí 
solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse 
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controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos conti-
núan rigiendo el sentido de la resolución combatida en el juicio consti-
tucional. De ahí que los conceptos de violación resulten inoperantes por 
insuficientes, pues aún de resultar fundados no podrán conducir a con-
ceder la protección constitucional solicitada. Tercer tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Cuarto Circuito.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917 - 2000, 
Tomo VI, Materia Común, páginas 32 y 417, tesis 40 y 480, de rubros. 
“Amparo contra sentencia.” y “Conceptos de violación inoperantes. Re-
glas para determinarlos.”, respectivamente.

Época: Novena Época; Registro: 178786; Instancia: Tribunales Co-
legiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXI, abril de 2005; materia: 
Común; Tesis IV.3º. A. J/4; Página: 1138.

En el tercer agravio el actor solicita la modificación de la sentencia 
combatida a efecto de que se condene a los demandados a las pres-
taciones reclamadas en la demanda en los incisos marcadas con in-
cisos D) y E) e I), esgrime que contrariamente a lo resuelto por el A 
quo, si comprobó plenamente que los codemandados, han incurrido 
en hechos ilícitos en virtud de que sin autorización del actor, los de-
mandados han hecho uso y explotación de la imagen del actor para 
promocionar y publicitar sus presentaciones y espectáculos en vivo, 
que por tanto debió condenarlos al pago de los daños y perjuicios, 
así como el daño moral con fundamento los artículos 1°, 2°, 87 y 216 
Bis de la Ley de tal del Derecho de Autor y 11 de su Reglamento; y 
de conformidad con los argumentos lógico jurídicos que sustenta el 
agravio hecho valer.

Aduce que es incorrecta la valoración que realiza el A quo de la 
prueba documental pública consistente en el acta tres mil ochocientos 
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cincuenta y uno, elaborada el nueve de octubre de dos mil diecinueve 
por el Titular de la Correduría Pública setenta y uno de la Ciudad de 
México, licenciado ***, que contiene la fe de hechos, donde consta que 
el Fedatario Público ingresó vía internet al buscador “Google Chro-
me” en el cual procedió a abrir el navegador conocido como “Google” e 
introdujo en la herramienta del buscador dos direcciones electrónicas 
que al efecto enlistó.

También refiere el apelante en sus agravios que del acta de fe de 
hechos se advierte que si bien es cierto fueron de fecha previa a la ex-
pulsión del suscrito del grupo artístico por parte de los demandados, 
también, es cierto que en la fecha de la fe de hechos se continuaba ha-
ciendo uso de su imagen, que se usó su imagen sin su autorización y 
que si se acredita el uso no autorizado por los demandados de su ima-
gen con el acta de fe de hechos, y que la imagen del actor se encuentra 
en el acta de fe de hechos, robustecida por las confesionales a cargo de 
los codemandados.

El agravio es infundado, porque contrariamente a lo señala el ape-
lante fue correcta la determinación del Juez al no conferirle valor 
probatorio al acta tres mil ochocientos cincuenta y uno, elaborada el 
nueve de octubre de dos mil diecinueve citada, atento a los siguientes 
razonamientos:

En la sentencia combatida a foja doce y trece el Juzgador respecto a 
la valoración de la documental citada señaló lo siguiente:

En la primera pudo apreciar una imagen que corresponde a la cuenta iden-
tificada como *** advirtiéndose que se trata de un anuncio publicitario 
mercantil, de cual de dicha imagen se puede percibir de desprendimiento 
de las siguientes leyendas “FERIA SAN ISIDRO”, “La Feria de todos”, 
“ADMISIÓN GENERAL $60 (ADMISIÓN GENERAL, signo de pesos 
sesenta) “DEL 2 AL 19 DE MAYO” (del dos al diecinueve de mayo).
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En la segunda cuenta se hizo constar una imagen con las siguientes 
leyendas “Cintalapa, punto, guion, cero, uno, de febrero *** Feria de la 
Candelaria 2018” (Cintalapa, punto, guion, cero, uno, de febrero *** 
Feria de la Candelaria dos mil dieciocho); en la que se distinguió una 
imagen en la que se pueda apreciar nueve personas del sexo masculino 
y debajo de ellos una leyenda de la que se desprende las siguientes pala-
bras: *** uno, FEBRERO, diagonal, MASIVO (AL LADO DE LA CA-
SONA); ¡Vive tu feria! 

Documental a la que se le reconoce pleno valor probatorio en térmi-
nos de lo dispuesto por el artículo 327 fracción I del Código de Proce-
dimientos Civiles para el Distrito Federal aplicable para esta Ciudad de 
México, tomando en consideración que por un lado, el Notario Público 
dio fe de la existencia de lo contenido en dichos portales, y por otro en 
atención que el contenido de los mismos (links), fue corroborado por el 
suscrito, al tratarse de información que constituyen un sistema mun-
dial de diseminación y obtención de datos. Lo anterior con apoyo en la 
tesis V. 3°. 10 C, emitida por los tribunales Colegiados de Circuito, visi-
ble en la página 1306 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo XVI, agosto de 2002, Novena Época Información proveniente de 
internet. Valor Probatorio. 

(…).

No obstante a lo anterior, resulta menester señalar que la citada fe 
de hechos en nada beneficia a su oferente para acreditar que la parte 
demandada ha utilizado su imagen sin su autorización, pues si bien es 
cierto de dicho instrumento se advierten dos anuncios mercantiles con 
imágenes publicitarias, con nueve personas del sexo masculino, cier-
to también lo es que el corredor público en ningún momento dio fe de 
hechos con respecto a que alguna de las nueve personas de aparecen 
en dichas imágenes correspondan al hoy actor; asimismo la publicidad 
que se hace constar en la segunda fue publicada a una fecha anterior a 
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la que, refiere el accionante fue expulsado de la agrupación artística ***, 
aunado a lo anterior tampoco se advierte que los demandados hubieren 
publicado dichas imágenes, pues de las mismas se desprende que se tra-
tan de actos publicitarios efectuados por terceros,  ellos como lo advir-
tieron al objetarla.

Si bien del acta de fe de hechos se advierte que en la primera direc-
ción electrónica se hace referencia a la publicidad de una feria de San 
Isidro Metepec llevada a cabo en el año dos mil diecinueve, sin em-
bargo, también lo es que el Juzgador señaló en el fallo definitivo im-
pugnado, que se trata de actos publicitarios efectuados por terceros, 
sin que el actor hubiere demostrado que la publicidad se realizó por 
los demandados.

Además, no le asiste la razón al actor apelante al señalar que la fe 
de hechos se encuentre robustecida con las confesionales a cargo de 
los codemandados, “quienes al dar contestación a las posiciones 12 y 
13 que les fueron formuladas en la audiencia de ley, declararon que 
carecen de autorización del actor para usar imagen y retrato en las 
presentaciones del grupo *** que se refieren en el acta de fe de hechos 
exhibida en el escrito inicial de demanda”, en efecto no le favorecen 
las confesionales, porque si bien es cierto los codemandados *** al 
desahogar dichas posiciones manifestaron que saben que carecen de 
autorización del actor para usar su imagen y retrato en las presenta-
ciones del *** a que se refieren en el acta de fe de hechos exhibidas en 
el escrito inicial de demanda, también lo es,  que no existe una confe-
sión o reconocimiento de que hicieron uso y explotación de su imagen 
del actor, pues la confesión a que alude el actor únicamente implica 
que manifestaron que “saben que carecen de autorización”  pero en 
ningún momento reconocieron que hicieron uso y explotación de su 
imagen del actor.
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Atento a lo anterior no puede estimarse que el Juez hubiere dejado 
de observar el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para 
la Ciudad de México, por contrario a lo que afirma el apelante el Juz-
gador valoró correctamente la citada probanza.

En lo tocante a las pruebas confesionales que ofreció el actor a car-
go de *** la cual fue desahogada en audiencia celebrada el veinticuatro 
de marzo del año en curso (foja 66 a 70 Tomo II), del mismo modo no 
le favorecen al actor, porque si bien es cierto, como lo refiere el ape-
lante, los citados codemandados fueron declarados fictamente con-
fesos de las posiciones previamente calificadas de legales, de las que 
se advierte que saben que el *** es un artista intérprete y autor de 
diferentes obras literarios musicales; que constituyeron en el año de 
1994 junto con *** el grupo artístico denominado ***, que saben que 
el C. *** que junto con los diversos codemandados han hecho uso de 
la imagen y retrato del actor para promocionar y publicitar las presen-
taciones y espectáculos en vivo que la agrupación artística *** realizó 
desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta el día de la fecha 
de presentación de la demanda; que la persona moral citada y los co-
demandados físicos carecen de autorización para usar la imagen del 
actor; que junto con los diversos codemandados sin autorización del 
actor han hecho uso de la imagen y retrato del actor para promocionar 
y publicitar las presentaciones y espectáculos en vivo que la agrupa-
ción artística *** realizó desde el mes de julio de dos mil dieciocho y 
hasta el día de la fecha de presentación de la demanda; que junto con 
los diversos codemandados no realizaron pago alguno al actor por uso 
de la imagen y retrato del actor referido en la posición anterior; que 
el uso y explotación realizado por la sociedad demandada y los code-
mandados de la imagen y retrato del actor tiene fines de lucro directo; 
que carecen de autorización del actor para usar su imagen y retrato 
en las presentaciones del grupo ***a que se refieren en el acta de fe 
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de hechos exhibida como Anexo 9 del escrito inicial de demanda; sin 
embargo, también lo es que la eficacia de las citada confesión ficta en 
relación con el contenido de dichas posiciones,  se encuentra destrui-
da con prueba en contrario, pues existen elementos de convicción que 
desestiman la confesión ficta de las citadas posiciones, como lo es el 
acta tres mil ochocientos cincuenta y uno, elaborada el nueve de oc-
tubre de dos mil diecinueve  por el Titular de la Correduría Pública 
setenta y uno de la Ciudad de México, licenciado ***, que contiene la 
fe de hechos,  donde consta que el Fedatario Público ingresó vía Inter-
net al buscador “Google Chrome”, y de la cual no se advierte que los 
actos publicitarios hubieren sido efectuados por los codemandados, 
sino que fueron realizados por terceros;  por tanto dicha confesión fic-
ta resulta insuficiente para tener por acreditado que los codemanda-
dos sin autorización del actor hicieron uso de la imagen y retrato del 
actor para promocionar y publicitar las presentaciones y espectáculos 
en vivo que la agrupación artística *** realizó desde el mes de julio de 
dos mil dieciocho y hasta el día de la fecha de presentación de la de-
manda, pues se reitera su eficacia probatoria se encuentra destruida 
con prueba en contrario.

Sustenta lo anterior a contrario sensu la jurisprudencia que ense-
guida se invoca:

Confesión ficta. Puede por sí sola producir valor probatorio pleno, si no 
se destruye su eficacia con prueba en contrario. La correcta valoración 
de la prueba de confesión ficta debe entenderse en el sentido de que es-
tablece una presunción favorable al articulante y contraria a los intere-
ses de la absolvente, que debe de ser destruida con prueba en contrario 
y en tanto no se advierta algún elemento de convicción que desestime la 
confesión ficta, ésta puede adquirir la eficacia suficiente para demostrar 
los hechos que se pretendieron probar en el juicio respectivo, sin que sea 
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obstáculo a lo anterior la circunstancia de que al contestar la demanda 
la parte demandada hubiera negado los hechos en que se apoyó esa pre-
tensión, toda vez que el silencio del absolvente quien se niega de alguna 
manera por su incomparecencia a ser interrogado y a prestar espontá-
neamente su declaración en relación con los hechos sobre los que se le 
cuestionan, es demostrativo de la intención de eludir la contestación de 
hechos fundamentales controvertidos en el juicio respectivo. Novena 
Época; Registro 167289; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta; Tomo XXIX, mayo de 2009; Materia: Civil; Tesis: I.3°. 
C. J/60; página: 949. Nota: Por ejecutoria de fecha 6 de abril de 2005, la 
Primera Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 81/2004 - PS 
en que participó el presente criterio.

En cuanto a los argumentos en los que refiere que el Juez debió decla-
rar procedencia de las prestaciones F) e I), también resultan infunda-
dos, primeramente cabe señalar que en la prestación F) de la demanda 
el actor no reclama la declaración judicial de que los codemandados 
han incurrido en hechos ilícitos consistentes en que sin su autoriza-
ción los demandados han hecho uso y explotación de su imagen para 
promocionar y publicitar sus presentaciones y espectáculos en vivo, 
sino que en dicha prestación F) demanda:

La reivindicación de los derechos morales y patrimoniales de artista in-
térprete u ejecutante, así como la restitución de mi derecho a ser reco-
nocido como fundador, como artista intérprete y ejecutante del grupo 
musical denominado *** ordenando que en el certificado de reserva de 
derechos al uso exclusivo y en los títulos de registro marca señalados en 
este escrito, se haga constar la inscripción de que el suscrito *** es coti-
tular de los derechos derivados de los mismos de conformidad con los 
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hechos narrados en este escrito y con fundamento de conformidad (sic) 
con lo dispuesto en el artículo 27 del Código de Procedimientos Civiles, 
de aplicación supletoria a la materia, tal como lo dispone el artículo 143 
de la Ley de Propiedad Industrial y el precepto 213 de la Ley Federal 
del Derecho de Autor.

Advirtiéndose del fallo definitivo que el Juez declaro infundada tal 
prestación F) junto con la prestación C), y determinó absolver a los 
demandados de las mismas, sustentándose en que:

… del legajo de copias certificadas exhibidas en juicio por Instituto Na-
cional de Derecho de Autor que contiene el Certificado Otorgado ante 
la Reserva de Derechos de Uso Exclusivo de primero de marzo de dos 
mil diecinueve quedó acreditado que la actual titular de dicha reserva 
es la sociedad demandada ***, en un 100%, advirtiéndose que el actor 
cedió a dicha sociedad los derechos que en su momento tuvo por la Re-
serva, por lo que dejó de ser titular de la misma, debiéndose entender 
como “Reserva de Derechos” en términos de lo establecido por el artí-
culo 173 de la Ley Federal del Derecho de Autor, como “… la facultad 
de usar y explotar en forma exclusiva títulos, nombres, denominacio-
nes características físicas, psicológicas, distintivas, o características de 
operación originales aplicados de acuerdo con su naturaleza…”; sin que 
tampoco pueda pasar por alto lo estipulado por las partes en la cláusula 
tercera de dicha cesión en la que los celebrantes acordaron que los ce-
dentes, entre ellos el hoy actor, se obligaron a no utilizar la “Reserva” 
de ninguna forma, ni a título personal, ni ostentarse como propietarios 
de la misma.

Sin que el actor combata de modo alguno las anteriores consideracio-
nes del Juez, por tanto, debe continuar rigiendo y subsistir la determi-
nación del Juez de declarar infundada la prestación F).
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El apelante también se inconforma en el segundo agravio en contra 
de las consideraciones que señalo el Juez en la foja treinta y siete del 
fallo definitivo, en la cual textualmente determinó lo siguiente:

Por lo que hace a la prestación reclamada por el actor con el inciso “D)” 
de la demanda consistente en la declaración judicial de que los deman-
dados han incurrido en hechos ilícitos en virtud de que sin su autori-
zación hicieron uso y explotación de su imagen para promocionar, pu-
blicitar sus presentaciones y espectáculos en vivo, deberá absolverse a 
la parte demandada de la misma, pues si bien es cierto el actor acredi-
tó con el desahogo de la prueba confesional ofrecida a cargo de los co-
demandados *** que se hizo uso de la imagen y retrato del actor para 
promocionar y publicitar las presentaciones y espectáculos en vivo que 
la agrupación artística *** realizó desde el mes de julio del dos mil die-
ciocho y hasta el día de la fecha de presentación de esta demanda sin 
autorización del accionante, no menos cierto es que el artículos 87 de la 
Ley Federal del Derecho de Autor expresamente establece que no será 
necesario el consentimiento para que el retrato de una persona pueda 
ser usado o publicado, con su consentimiento cuando se trate de retrato 
de una persona que forme parte menor de un conjunto, lo que acontece 
en la especie.

De igual forma deberá absolverse  a la parte demandada del pago de 
los daños y perjuicios, así como del daño moral reclamado por el accio-
nante en la prestación marcada con el inciso “E)” de la demandada en 
virtud de que reclama el pago de dichos conceptos como consecuencia 
de la declarativa que se hiciera en relación a que los demandados han 
usado y explotado su imagen para promocionar y publicar sus presenta-
ciones y espectáculos en vivo, lo que en términos de lo señalado en pá-
rrafos que antecede no resultó procedente.
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Esgrime en sus agravios que es ilegal lo determinado por el Juez, ya 
que aplica de forma incorrecta y parcial el artículo 87 de la Ley del De-
recho de Autor y deja de aplicar el artículo 11 del Reglamento; porque 
no basta para que no se obtenga el consentimiento de uso de la imagen 
de la persona, que la persona sea parte menor de un grupo, sino que 
además, en términos del artículo 87 penúltimo párrafo in fine, requie-
re contundentemente que el uso de la imagen se haya realizado “y con 
fines informativos o periodísticos”,  que el hecho de que el actor forma-
rá parte del grupo artístico, no debe privársele del derecho a autorizar 
el uso de mi imagen; que el uso de su imagen nunca se realizó con fines 
informativos o periodísticos; que el uso de su imagen se hizo con fines 
de lucro, y que nuestros máximos tribunales han establecido que el 
concepto de derecho a la imagen previsto en el artículo 231, fracción II, 
de la Ley Federal del Derecho de Autor, se instauró como una limitan-
te que tiene el autor de una obra fotográfica, en el sentido de que po-
drá comercializar con ella siempre y cuando la persona que aparezca en 
ésta otorgue su consentimiento para ello; así como, han establecido que 
la autorización del uso de la imagen de una persona en ciertos lugares, 
no puede considerarse como una cláusula abierta o ejemplificativa para 
usarla en otros no pactados expresamente, porque ello atentaría contra 
el derecho personalísimo mencionado inicialmente y, por ende, contra 
la dignidad humana; además que han interpretado que se debe valorar 
y sancionar la lesión que pudiera ocasionarse a la persona cuya imagen 
fue publicada sin su consentimiento, debido a que ésta también tiene 
derecho a la utilización de su propia imagen, y en su salvaguarda se en-
cuentra facultada para combatir las infracciones en las que se incurran 
en su contra; lo aseverado no sólo es entendido a la luz de la legislación 
de nuestro país, sino que concuerda con lo que al efecto establece inter-
nacional en relación con lo que se entiende por el derecho a la imagen; 
y cita los criterios que estimó pertinentes.
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Previo al estudio de los agravios es pertinente precisar el conte-
nido de los artículos 87 de la Ley del Derecho de Autor y 11 del Re-
glamento de la Ley del Derecho de Autor que son del texto literal 
siguiente:

Artículo 87. El retrato de una persona sólo puede ser usado o publicado, 
con su consentimiento expreso, o bien con el de sus representantes o los 
titulares de los derechos correspondientes.

La autorización de usar o publicar el retrato podrá revocarse por 
quien la otorgó quién, en su caso, responderá por los daños y perjuicios 
que pudiera ocasionar dicha revocación.

Cuando a cambio de una remuneración, una persona se dejare re-
tratar, se presume que ha otorgado el consentimiento a que se refiere el 
párrafo anterior y no tendrá derecho a revocarlo, siempre que se utilice 
en los términos y para los fines pactados. No será necesario el consen-
timiento a que se refiere este artículo cuando se trate del retrato de una 
persona que forme parte menor de un conjunto o la fotografía sea toma-
da en un lugar público con fines informativos o periodísticos.

Los derechos establecidos para las personas retratadas durarán 50 
años después de su muerte.

Artículo 11. Se entiende realizada con fines de lucro directo, la ac-
tividad que tenga por objeto la obtención de un beneficio económico 
como consecuencia inmediata del uso o explotación de los derechos de 
autor, derechos conexos o reservas de derechos, la utilización de la ima-
gen de una persona o la realización de cualquier acto que permita tener 
un dispositivo o sistema cuya finalidad sea desactivar los dispositivos 
electrónicos de protección de un programa de cómputo.

Se reputará realizada con fines de lucro indirecto su utilización 
cuando resulte en una ventaja o atractivo adicional a la actividad 
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preponderante desarrollada por el agente en el establecimiento indus-
trial, comercial o de servicios de que se trate.

No será condición para la calificación de una conducta o actividad el 
hecho de que se obtenga o no el lucro esperado.

Precisado el contenido de los citados artículos, se considera que los 
agravios también son infundados  porque contrario a lo que aduce el 
apelante fue correcta la aplicación que hizo el Juez del Artículo 87 de 
la Ley del Derecho de Autor, porque no es verdad la afirmación que 
hace el apelante, en el sentido de que para no obtener el consenti-
miento de uso de la imagen de una persona, no basta que la persona 
sea parte menor de un grupo, sino que además, se requiere contun-
dentemente que el uso de la imagen se haya realizado “con fines in-
formativos o periodísticos”,  ello es así, porque no se necesiten los dos 
requisitos que cita el apelante para no obtener el consentimiento de 
uso de la imagen de una persona, toda vez que el precepto citado es-
tablece dos supuestos en los que no será necesario obtener el consen-
timiento, más  no un supuesto con dos requisitos, ya que el artículo 
en cita establece una disyuntiva “O”  que implica una alternativa en-
tre dos o más opciones, más no una copulativa “Y” que es unir dos o 
más componentes homogéneos de una oración, puesto que el citado 
precepto dice:

No será necesario el consentimiento a que se refiere este artículo 
cuando se trate del retrato de una persona que forme parte menor de 
un conjunto o la fotografía sea tomada en un lugar público con fines 
informativos o periodísticos.

Es decir, establece dos supuestos en los que no será necesario ob-
tener el consentimiento de uso de la imagen de una persona que son:

Cuando se trate del retrato de una persona que forme parte menor 
de un conjunto o
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Cuando la fotografía sea tomada en un lugar público con fines in-
formativos o periodísticos.

Además, que el Juzgador no dejó de aplicar el artículo 11 del Regla-
mento de la Ley Federal del Derecho de Autor, ya que dicho precep-
to señala cuando se entiende por realizada con fines de lucro directo 
o indirecto una actividad, más no cuando no es necesario obtener el 
consentimiento de uso de la imagen de una persona.

En cuanto a los argumentos en los que dice el uso de su imagen 
nunca se realizó con fines informativos o periodísticos, se insiste que 
el Juez no invocó el segundo supuesto de que “Cuando la fotografía 
sea tomada en un lugar público con fines informativos o periodísti-
cos.”, sino el primero, que refiere que no es necesario obtener el con-
sentimiento de uso de la imagen de una persona, cuando se trate del 
retrato de una persona que forme parte menor de un conjunto y ese 
primer supuesto no establece el requisito de que también sea con fines 
informativos o periodísticos …

El agravio en el que dice, que el hecho de que el actor formará parte 
del grupo artístico, no debe privársele del derecho a autorizar el uso 
de mi imagen, es infundado, pues no le favorece tal afirmación del 
actor, porque dicho supuesto de que “No será necesario el consenti-
miento a que se refiere este artículo cuando se trate del retrato de una 
persona que forme parte de un conjunto” lo establece el artículo 87 de 
la Ley federal del Derecho de autor, y no lo establece el Juez, quien no 
hizo más que aplicar la Ley.

Si bien, en las tesis que cita el apelante se establece que el concep-
to de derecho a la imagen previsto en el artículo 231, fracción II, de 
la Ley Federal del Derecho de Autor, se instauró como una limitante 
que tiene el autor de una obra fotográfica, en el sentido de que po-
drá comercializar con ella siempre y cuando la persona que aparezca 
en ésta otorgue su consentimiento para ello; y han establecido que 
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la autorización del uso de la imagen de una persona en ciertos luga-
res, no puede considerarse como una cláusula abierta o ejemplificati-
va para usarla en otros no pactados expresamente, porque ello atenta 
contra el derecho personalísimo de uso de su imagen, y que han in-
terpretado que se debe valorar y sancionar la lesión que pudiera oca-
sionase a la persona cuya imagen fue publicada sin su consentimiento, 
debido a que ésta también tiene derecho a la utilización de su propia 
imagen, y en su salvaguarda se encuentra facultada para combatir las 
infracciones en las que se incurran en su contra, y que ello también lo 
regula el derecho internacional en relación con lo, que se entiende por 
el derecho a la imagen; sin embargo, también lo es que el artículo 87 
de la Ley del Derecho de Autor, establece una salvedad para no obte-
ner el consentimiento de uso de la imagen de una persona.

Por lo que hace al agravio relativo a las costas reclamadas en el in-
ciso I) de las prestaciones, en el que menciona que al acreditarse la 
procedencia de las prestaciones reclamadas es procedente la conde-
na al pago de los gastos y costas a cargo de los demandados, como se 
establece en el criterio jurisprudencial de rubro: “gastos y costas. No 
procede su condena en el juicio Ordinario Civil cuando el demanda-
do es condenado parcialmente (legislación del estado de Veracruz.)”, 
porque al ser procedente condenar a los demandados al pago de las 
prestaciones reclamadas por el actor en los incisos marcados D), E) e 
I), también procede condenarlos al pago de costas con fundamento en 
los artículos 1°, 2°, 87, 88 y 216 Bis de la Ley Federal del Derecho de 
Autor y 11 de su Reglamento; deviene en infundado el agravio,  por-
que como se ha visto, el actor no acreditó la procedencia de todas las 
prestaciones reclamadas, por tanto conforme a los argumentos y tesis 
que señala no procede la condena a costas, porque la tesis que cita el 
apelante, en su última parte señala que: Cuando en el juicio Ordinario 
Civil existe una condena parcial, aun si se declaran procedentes una 
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o más de las prestaciones exigidas por el actor, el hecho de que otra 
u otras no hayan prosperado, trae como resultado que no haya obte-
nido una sentencia completamente favorable, dado que no logró todo 
lo pretendido; y, ello implica que, en tal caso ambas partes obtienen 
sentencia parcialmente favorable a sus pretensiones, lo que significa, 
bajo la teoría del vencimiento puro, que en ese caso –condena parcial– 
no existe parte vencida y, por tanto, no procede el pago de los gastos y 
costas del juicio en la primera instancia.

II. Acto continuo se procede al estudio de los agravios vertidos por 
la parte demandada, conforme a lo siguiente:

Los codemandados apelantes se inconforman en el primer agravio 
respecto de lo determinado por el Juez en los considerandos I y II y 
resolutivos primero y segundo de la sentencia definitiva, en específi-
co se quejan por la consideración vertida a fojas 183 de la sentencia, y 
en base a lo cual el Juez decreta la condena señalada en el resolutivo 
segundo, consideración del juzgador que es del tenor literal siguiente: 

Además el accionante ofreció como pruebas las confesionales a cargo 
del *** la cual fue desahogada en audiencia celebrada el veinticuatro 
de marzo del año en curso (foja 66 a 70 Tomo II), en la cual al no ha-
ber comparecido a desahogar posiciones fueron declarados fictamente 
confesos de las posiciones previamente calificadas de legales; de las que 
medularmente se advierte que saben que el *** es un artista intérprete 
y autor de diferentes obras literarias musicales: que constituyeron en el 
año de 1994 junto con *** el grupo artístico denominado *** de manera 
interrumpida desde mil novecientos noventa y cuatro y hasta el mes de 
julio de dos mil dieciocho; que en el mes de julio de dos mil dieciocho 
decidieron e informaron al actor que ya no formaría parte del grupo ar-
tístico *** que desde el mes de julio de dos mil dieciocho impidieron al 
actor realizar sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones en todas 
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las presentaciones artísticas; que desde el mes de julio de dos mil die-
ciocho han impedido al actor obtener y percibir una remuneración por 
el uso y explotación de sus interpretaciones o ejecuciones que se hagan 
con fines de lucro directo, obtener y percibir una remuneración por el 
uso o explotación de sus interpretaciones o ejecuciones que se hagan 
con fines de lucro indirecto; obtener y percibir una remuneración por el 
uso o explotación de sus interpretaciones …

Probanzas a las que se le concede pleno valor probatorio de acuerdo 
a las reglas de la lógica y la experiencia en términos de lo establecido por 
el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal aplicable para la Ciudad de México, al no ser contraria a otros 
medios de prueba ni circunstancias que emanen de los presentes autos y 
con apoyo en la jurisprudencia 1.40 C. J/48 de la Octava Época, emitida 
por el Cuarto Tribunal Colegiado en materia Civil del primer circuito, 
visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro IX, 
de enero de 1992, página 100 a la letra dice:

Señalan que es errónea la reparación de un supuesto daño material 
así como la indemnización por daños y perjuicios por una supuesta 
violación a los derechos del actor, que no guarda sustento legal al-
guno por devenir contraria a derecho y a las propias constancias del 
juicio natural, atendiendo a la propia instrumental en dónde queda 
de manifiesto que fue el propio actor quién pidió dejar la agrupación; 
manifiestan que el Juez natural da por cierto y por hecho un supues-
to daño ocasionado al accionante sin advertir que durante la secuela 
procesal también se fueron desvirtuando las argumentaciones del *** 
ante la falta de pruebas, ya que el A quo en las prestaciones restan-
tes reclamadas por el actor e identificadas como D), E) F), G) y H) 
tuvo a bien absolver a los demandados por haber advertido la false-
dad del dicho del actor; dicen que no se entiende cómo es que el Juez 
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natural arriba a la conclusión de que la prestación identificada como 
B) haya resultado procedente habiendo de por medio diversos medios 
de convicción idóneos y suficientes con los cuales se destruye sin lugar 
a dudas la pretensión del actor que hizo consistir en el supuesto daño 
material por el ejercicio de derechos de autor, cuyo elemento propio 
para el ejercicio de la acción lo  es la determinación ausente de haberse 
ocasionado, atribuyéndoles a terceros actos desleales que de ninguna 
forma encuentra sustento de la pieza de autos y por el contrario fue 
reconocido por el propio actor en la correspondencia intercambiada 
entre los integrantes de la agrupación.

El agravio es infundado porque contrario a lo que aluden los ape-
lantes es correcta la determinación del Juez al conferirle valor proba-
torio a la prueba confesional a cargo de los codemandados ***¨para 
tener por acreditado que se le impidió al actor realizar sus actuacio-
nes, interpretaciones y ejecuciones de la batería en las presentaciones 
y espectáculos en vivo que los demandados han realizado con la de-
nominación *** desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la 
presentación de la demanda.

Además, no es verdad que hubieren acreditado que fue el propio 
actor quién pidió dejar la agrupación y que ello hubiere sido recono-
cido por el propio actor en la correspondencia intercambiada entre 
los Integrantes de la agrupación, porque al tal y como lo señaló el 
Juez en el fallo recurrido, en nada les benefició a los demandados para 
acreditar que el actor fue quien decidió separarse de la agrupación, 
la prueba documental pública consiste en el acta siete mil seiscientos 
treinta y seis,  elaborada el diez de diciembre de dos mil diecinueve 
por el Titular de la Correduría Pública setenta y dos de la Ciudad de 
México, licenciado ***, que contiene la fe de hechos donde consta que 
a solicitud del apoderado de la sociedad *** el Fedatario Público in-
gresó a la dirección electrónica identificada como: www.yahoo.com.
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mx , donde a su vez ingresó a una dirección de correo  electrónico 
identificada como: “***.com.mx” de la que se abrieron diversos 
correos electrónicos, de las cuales se obtuvieron directamente diversas 
impresiones electrónicas, las cuales agregó como anexo; porque en 
dichos correos no se contiene texto o leyenda alguna por la cual se 
advierta que el actor hubiere informado expresamente a la agrupación 
su deseo de dejar de formar parte del grupo, sino que más bien se trata 
de una propuesta de despedida, consideraciones del Juez que son del 
texto literal siguiente:

… consta que el Fedatario Público a solicitud del apoderado de la so-
ciedad *** ingresó a la dirección electrónica identificada como *** don-
de a su vez ingresó a una dirección de correo electrónico identificada 
como “***.com.mx” de la que se abrieron diversos correos electrónicos, 
de las cuales se obtuvieron directamente diversas impresiones electró-
nicas, las cuales agregó como anexo; de las cuales se desprende un co-
rreo electrónico emitido del dominio de *** el quince de julio de dos mil 
dieciocho, por el cual se advierte que por dicho medio, da las gracias al 
grupo musical ***, por su tiempo y trabajo, por su apoyo y compañía, 
entre otros.

Asimismo, se advierte otro correo emitido por el remitente antes re-
ferido de quince de junio de dos mil dieciocho y en el cual se advierte el 
siguiente texto:

Hola

Buena tarde

No creen ya deberíamos hacer la carta de mi salida, para que ya no 
estén preguntando por mí, de verdad no me gusta esta situación, pero 
siento que por dignidad hacia mi nombre y persona, hagamos un co-
municado ya sobre mi salida, como ven si lo voy armando y cuando esté 
listo se los mando.
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Gracias

Documentales a las que se le reconoce pleno valor probatorio en tér-
minos de lo dispuesto por el artículo 327 fracción I del Código de Pro-
cedimientos Civiles, aplicable para esta Ciudad, tomando en conside-
ración que, por un lado, el Notario Público dio fe de la existencia de lo 
contenido en dicho correo, aunado a que el actor en el desahogo de la 
confesional ofrecida por la parte actora (sic) a su cargo reconoció que su 
cuenta de correo electrónico es ***@hotmail.com, sin embargo en nada 
beneficia a sus oferentes para acreditar que el actor fue quien decidió 
separarse de la agrupación, pues no contiene texto o leyenda alguna por 
la cual se advierte que hubiere informado expresamente a la agrupación 
su deseo de dejar de formar parte del grupo, que más bien se trata de 
una propuesta de despedida.

Sin que les favorezca a los demandados que el A quo en las prestacio-
nes identificadas como A), C), D), E), F), G) y H) hubiere absuelto 
a los demandados, porque tal circunstancia no implica, que también 
deba absolverse a los demandados de la prestación B), pues se trata 
de prestaciones diversas, además que las prestaciones C), D), E), F), 
G) y H) no son premisas mayores, ni la prestación B) es premisas se-
cundaria a las anteriores; aunado a que la prestación A) fue declarada 
fundada en la presente sentencia dictada por esta Sala; además no es 
verdad que las citadas prestaciones se hubieren declarado infundadas 
por haber advertido el Juzgador la falsedad del actor, dado que en el 
fallo recurrido el Juzgador en ningún momento señaló falsedad del 
actor.

Respecto a los argumentos en los que dicen que la consideración 
del Juez resulta inexacta por errónea, que están aplicados de mane-
ra indebida los fundamentos, que es ilegal la condena que se hace en 
perjuicio de la sociedad codemandada *** y que pasa por alto que el 
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actor es socio de la propia codemandada y se dejó de tomar en consi-
deración que al caso concreto se dejó de acreditar el haber solicitado 
previamente a la interposición de la presente demandada la rendición 
de cuentas de las que se aduce como consecuencia de la violación de 
sus derechos morales; que la prestación por la que solicitó la condena 
concedida se rige por el principio de remuneración por evento reali-
zado así como el que cada participante obtiene el fruto de su trabajo 
en cada presentación y se obtiene por parte del contratante según sea 
el caso, lo que en la especie de la adminiculación de todos y cada uno 
de los medios de prueba quedó así acreditado sin dejar de considerar 
que el actor es socio de la codemandada y en consecuencia obtiene 
por lo tanto un doble pago de quedar firme lo condenado así como 
una confusión de deuda de acuerdo con los artículos que rigen en lo 
relativo a la extinción de las obligaciones que se dejó de aplicar por 
parte de la valoración realizada por el A quo; que, no es dable que se 
considere tampoco que la condena sobre lo facturado por sociedad 
sin estar acreditado el requisito de procedibilidad de haber solicitado 
rendición de cuentas alguna; que dejó de nacer el derecho aducido y 
en consecuencia carecer de efecto alguno para su reclamación como 
indebidamente se condena puesto que dichas facturas sólo son repre-
sentaciones de posibles pagos realizados o bien devengados pero no 
así por trabajos efectivamente realizados por el actor resultando con-
trario a derecho la condena que se combate, pues de concederse como 
se aduce tendrá el actor un doble pago.

Resultan inatendibles, porque en el considerando que antecede se 
declaró fundado el primer agravio de la parte actora, que lo hizo con-
sistir en que el Juez confunde los derechos de artista intérprete y eje-
cutante con la titularidad de la reserva de derechos al uso exclusivo 
sobre la denominación *** y con ello, primero incurre en una inco-
rrecta fijación de la litis, y en segundo lugar dicta una sentencia, sin 
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claridad, sin precisión, así como emite una sentencia incompleta in-
congruente, porque el Juez no resuelve lo pedido por el actor en su de-
manda en las prestaciones A) y B) reclamadas; y atento a lo fundado 
del agravio, se ordenó la modificación de la sentencia definitiva para 
el efecto de dejar insubsistente la condena diversa del resolutivo se-
gundo del fallo definitivo no reclamada por el actor y se condena a los 
demandados a lo realmente reclamado por el actor en la prestación 
B), consistente en la reparación del daño material, así como la indem-
nización por daños y perjuicios por violación a cada uno de sus dere-
chos del actor de artista, intérprete y cuya cantidad será cuantificada 
en ejecución de sentencia, en razón del cuarenta por ciento de precio 
de venta público del producto original y de la prestación original de 
cualquier tipo de servicios que han prestado los demandados que im-
pliquen la violación a cada uno de los derechos tutelados por la Ley 
en su favor; de conformidad con el artículo 216 Bis de la Ley Federal 
del Derecho de Autor. En tal virtud, ningún sentido tiene analizar los 
agravios dirigidos a combatir la condena del resolutivo segundo, al de-
jarse insubsistente dicha condena.

En el segundo agravio, los apelantes se inconforman respecto de 
lo determinado por el Juez en los considerandos I y II, y resolutivos 
primero y segundo de la sentencia definitiva, en el cual le concede va-
lor probatorio a las confesionales a cargo de *** esgrimen que lejos de 
ser una cuestión semántica resulta en una imprecisión que trascien-
de al fondo de la sentencia debido a la falta de identidad del propio 
deponente.

Es infundado el agravio, porque el contenido de la audiencia cele-
brada el veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno, se observa que se 
procedió al desahogo de la confesional a cargo del codemandado *** 
y fue esta misma persona a la que se declaró confesa de las posiciones 
que fueron calificadas de legales; y en la sentencia definitiva por error 
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el Juzgador asentó mal su nombre como *** siendo lo correcto *** por 
lo que no hay falta de identidad alguna, pues sólo se debió a un error 
mecanográfico.

En lo tocante a los argumento en los que dice que, es incorrecto que 
se dejara de desahogar la confesional del *** que debía ser recabada su 
confesión a fin de que adminiculada con los demás deponentes pudie-
ra adquirir el grado de convicción de la que se aprecia ausente el fallo 
de su sola lectura atendiendo a dichas imprecisiones; que no puede ha-
blarse de una confesión ficta por parte de los demandados *** al adu-
cir su incomparecencia a la audiencia, el principio porque se advierte 
el ilegal llamamiento al desahogo de dicha probanza mismo que fue 
oportunamente combatido, que el Juez da por hechos que lo vertido 
por el actor en juicio es acorde con la verdad de los hechos, pero que 
no es dable llegar a tal conclusión sin haber tomado en cuenta que la 
parte demanda hizo del conocimiento al Juez la imposibilidad que se 
tuvo y se tiene de accesar al expediente digital y en consecuencia a 
los acuerdos que fueran emitidos y publicados desde el cuatro, once 
y diecinueve del mes de marzo de dos mil veintiuno, entre los que se 
había señalado la fecha y hora para que tuviera verificado la audiencia 
correspondiente al desahogo de las confesionales pendiente a cargo de 
estos dos absolventes referidos con antelación, pues si bien esta parte 
ya contaba con el acceso al Sistema Integral de Consulta de Resolu-
ciones (SICOR), fue a partir del mes de marzo cuando la plataforma 
no desplegó ninguna publicación, razón por la que en su momento se 
promovió de nueva cuenta al A quo solicitándole el acceso a las actua-
ciones, circunstancias de imposibilidad que a la fecha subsiste y que 
al ser un juzgado piloto de acceso digital no se tuvo, que no pudo co-
nocer de forma directa las publicaciones realizadas en el juicio, esto 
a efecto de no continuárseles violentando su derecho a los demanda-
dos; que la imposibilidad de accesar a los acuerdos emitidos a que se 
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hicieron referencia con antelación, fueron combatidos mediante diver-
so Incidente de Nulidad de Actuaciones que promovieron cuya reso-
lución interlocutoria fue impugnada y que si bien la Quinta Sala Civil 
ha revocado su admisión, dicha actuación aún no se encuentra firme y 
por lo tanto es susceptible de ser combatida luego entonces, al guardar 
relación directa con el fallo hoy combatido es menester considerar tal 
apreciación que se realiza por tratarse de cuestiones que tienen estre-
cha vinculación con lo resuelto en la definitiva que hoy se combate y 
que inciden directamente en el fondo del fallo al haberse violado un 
principio fundamental para esgrimir defensa, ante el manejo digital 
del juicio.

Resultan inatendibles para revocar el fallo recurrido, toda vez que 
los mismos se encuentran dirigidos a combatir las violaciones proce-
sales que refiere fueron cometidas en el curso del procedimiento en 
relación con la prueba confesional y la citación de los codemandados 
*** para el desahogo de la citada probanza porque no puedo accesar 
al expediente digital y ver, los acuerdos en los que se había señalado la 
fecha y hora para que tuviera verificativo la audiencia correspondien-
te al desahogo de las confesionales pendientes a cargo de estos dos 
absolventes, y la sentencia interlocutoria que resolvió el incidente de 
nulidad de actuaciones que promovió en relación a la irregularidades 
que refiere; en tanto que el recurso que nos ocupa únicamente tiene 
por objeto que esta Alzada confirme, revoque o modifique la senten-
cia definitiva recurrida, por lo que esta Sala debe limitarse al análisis 
de las violaciones que se hubieren cometido en el fallo apelado, no así 
de aquellas que la apelante afirma, se cometieron durante la secuela 
procesal, por tanto, esta Alzada se encuentra impedida para estudiar 
las violaciones procesales que se hubieren cometido durante el proce-
dimiento; además de que, en su caso, para el resarcimiento de la viola-
ción procesal de referencia, existe recurso ordinario; que si bien en la 
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especie acontece que la actora impugnó la sentencia interlocutoria de 
fecha doce de mayo de dos mil veintiuno, relativa al incidente de nuli-
dad de actuaciones que menciona, no menos cierto es que por auto de 
veinticinco de junio de dos mil veintiuno esta Alzada revocó la admi-
sión del recurso en virtud de ser extemporáneo, sin que se advierta de 
actuaciones que hubiere promovido algún recurso en contra del citado 
auto de veinticinco de junio del presente año.

Sustenta lo anterior la tesis de Jurisprudencia por reiteración de 
criterios número I. 3º. C. J/13, emitida por el Tercer Tribunal Cole-
giado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en el Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia Civil, tomo VII, 
enero de 1998, página 956, que es del tenor siguiente:

Apelación contra la sentencia de primera instancia. El tribunal de alza-
da no puede estudiar violaciones cometidas durante el procedimiento, 
pues dicho recurso sólo tiene por objeto revocar, modificar o confirmar 
esa sentencia. Cuando se interpone un recurso de apelación en contra 
de una sentencia definitiva de primera instancia, el tribunal de alza-
da no puede estudiar violaciones cometidas durante el procedimiento, 
pues el recurso de apelación interpuesto tiene por objeto que dicho tri-
bunal confirme, revoque o modifique la sentencia de primera instancia, 
de lo cual se infiere que puede analizar violaciones cometidas al dictarse 
esa sentencia, más no analizar violaciones cometidas durante el proce-
dimiento, pues para impugnar éstas existen recursos ordinarios. Luego 
entonces, es acertada la determinación de la ad quem de no analizar las 
violaciones procesales que se controvirtieron al interponerse el recurso 
de apelación, pues con las mismas no se impugna el fondo del asunto.

En relación a los agravios en los que se quejan porque el Juez concede 
valor a dos pruebas confesionales particularmente a cargo de EL *** 
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y que, no puede concedérseles pleno valor probatorio como lo refirió 
en su fallo el A quo, debido precisamente a las reglas de valoración en 
virtud de que las mismas sí resultaron opuestas con los demás medios 
de prueba que forman parte de la pieza de autos como se demostrará 
más adelante, máxime que son circunstancias que emanan del proce-
dimiento que nos ocupa y que no existe razón alguna porque dejar de 
atender, es decir que se dejó de valorar en su conjunto.

Son parcialmente fundados, porque si bien es cierto, los citados co-
demandados fueron declarados fictamente confesos de las posiciones 
previamente calificadas de legales, de las que se advierte que saben 
que el C. *** es un artista intérprete y autor de diferentes obras lite-
rarias musicales; que constituyeron en el año de 1994 junto con *** el 
grupo artístico denominado *** que saben que el *** que junto con los 
diversos codemandados han hecho uso de la imagen y retrato del ac-
tor para promocionar y publicitar las presentaciones y espectáculos en 
vivo que la agrupación artística *** realizó desde el mes de julio de dos 
mil dieciocho y hasta el día de la fecha de presentación de la deman-
da; que la persona moral citada y los codemandados físicos carecen de 
autorización para usar la imagen del actor; que junto con los diversos 
codemandados sin autorización del actor han hecho uso de la imagen 
y retrato del actor para promocionar y publicitar las presentaciones y 
espectáculos en vivo que la agrupación artística *** realizó desde el 
mes de julio de dos mil dieciocho y hasta el día de la fecha de presen-
tación de la demanda; que junto con los diversos codemandados no 
realizaron pago alguno al actor por uso de la imagen y retrato del ac-
tor referido en la posición anterior; que el uso y explotación realizado 
por la sociedad demandada y los codemandados de la imagen y retra-
to del actor tiene fines de lucro directo; que carecen de autorización 
del actor para usar su imagen y retrato en las presentaciones del grupo 
*** a que se refieren en el acta de fe de hechos exhibida como Anexo 
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9 del escrito inicial de demanda; sin embargo,  también lo es que no 
se acredita con las confesionales en cuestión que los codemandados 
hayan hecho uso y explotación la imagen del actor, porque la eficacia 
de la citada confesión ficta en cuestión en relación con el contenido de 
las posiciones citadas del uso y explotación de la imagen del actor, se 
encuentra destruida con prueba en contrario, pues existen elementos 
de convicción que desestiman la confesión ficta, como lo es el acta *** 
elaborada el nueve de octubre de dos mil diecinueve por el Titular de 
la Correduría Pública setenta y uno de la Ciudad de México, licencia-
do ***,  que contiene la fe de hechos, donde consta que el Fedatario 
Público ingresó vía Internet al buscador “Google Chrome”, de la cual 
se advierte que los actos publicitarios fueron efectuados por terceros 
y no así por los codemandados,  por tanto dicha confesión ficta resul-
ta insuficiente para tener por acreditado que los codemandados sin 
autorización del actor hicieron uso de la imagen y retrato del actor 
para promocionar y publicitar las presentaciones y espectáculos en 
vivo que la agrupación artística *** realizó desde el mes de julio de dos 
mil dieciocho y hasta el día de la fecha de presentación de la deman-
da, pues se reitera su eficacia probatoria se encuentra destruida con 
prueba en contrario.

Sustenta lo anterior a contrario sensu la jurisprudencia que ense-
guida se invoca:

Confesión ficta. Puede por sí sola producir valor probatorio pleno, si no 
se destruye su eficacia con prueba en contrario. La correcta valoración 
de la prueba de confesión ficta debe entenderse en el sentido de que es-
tablece una presunción favorable al articulante y contraria a los intere-
ses de la absolvente, que debe de ser destruida con prueba en contrario 
y en tanto no se advierta algún elemento de convicción que desestime la 
confesión ficta, ésta puede adquirir la eficacia suficiente para demostrar 
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los hechos que se pretendieron probar en el juicio respectivo, sin que 
sea obstáculo a lo anterior la circunstancia de que al contestar la de-
manda la parte demandada hubiera negado los hechos en que se  apoyó 
esa pretensión, toda vez que el silencio que el absolvente quien se niega 
de alguna manera por su incomparecencia a ser interrogado y a prestar 
espontáneamente su declaración en relación con los hechos sobre los 
que se le cuestionan, es demostrativo de la intención de eludir la contes-
tación de hechos fundamentales controvertidos en el juicio respectivo. 
Novena Época; Registro: 167289; Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta; tomo XXIX, mayo de 2009; materia: Civil; 
Tesis: I.3°. C. J/60, página: 949. Nota: Por ejecutoria de fecha 6 de abril 
de 2005, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
81/2004 - PS en que participó el presente criterio.

Pero se dice que el agravio es parcialmente fundado, porque la confesión 
ficta de los codemandados *** si tiene valor probatorio respecto de las 
posiciones referentes a que los demandados impidieron al actor reali-
zar sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería en las 
presentaciones y espectáculos en vivo que los demandados han realiza-
do con la denominación *** desde el mes de julio de dos mil dieciocho 
y hasta la presentación de la demanda, sin acreditarse causa justificada 
para ello, ocasionándole que dejara de percibir los beneficios económi-
cos que hubiere obtenido de haberse presentado y que tiene derecho 
por el simple hecho de ser integrante de la agrupación y socio de la co-
demandada ***, esta última titular de la reserva de los derechos de la 
agrupación *** pues dicha confesión ficta sí resulta apta y suficiente 
para demostrar los hechos citados, porque en relación a estos puntos 
no existe prueba en contrario que destruya el valor probatorio de dicha 
confesión ficta; por ello el agravio es parcialmente fundado.
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En cuanto a los motivos de agravio en los que dice que existen otros 
medios de prueba que se dejaron de adminicular conforme lo manda-
ta el Código procesal y el propio numeral invocado que contrario a lo 
sostenido por el A quo sí desvirtúan considerablemente el hecho de que se 
tengan por confesados los hechos narrados por la actora, porque en 
audiencia que tuvo verificativo el siete de octubre del dos mil veinte 
se llevaron a cabo los desahogos de las confesionales de siete de los 
demandados, confesiones que fueron unísonas, congruentes y contes-
tes que en una sola audiencia se desahogaron conforme a derecho, y 
que en éstas no se apoyó el fallo, siete posiciones que demostraron la 
conducta temeraria del actor para poder beneficiarse de derechos que 
cuyo reconocimiento previo se carece de ello como lo son la existencia 
de un hecho ilícito que lo faculte para reclamarlo se traduce en que no 
le corresponden o bien que no son susceptibles de ser reclamados a 
los demandados para que se haya declarado procedente la prestación 
B) multicitada; posiciones en las que los siete diversos codemandados 
negaron las posiciones siete, ocho y veintiuno del texto siguiente:

Posición 7. Que usted y los codemandados desde el mes de julio del 
2018 han impedido al actor obtener y percibir una remuneración por 
el uso o explotación de sus interpretaciones que se hagan con fines de 
lucro directo.

Posición 8. Que usted y los codemandados desde el mes 

de julio del 2018 han impedido actor obtener y percibir una remu-
neración por el uso o explotación de sus interpretaciones o ejecuciones 
que se hagan con fines de lucro indirecto.

Posición 21. Que usted y los codemandados han impedido al actor 
obtener las ganancias lícitas que le corresponden por concepto de sus 
interpretaciones y ejecuciones que debió haber obtenido de las presen-
taciones y espectáculos en vivo de la agrupación artística ***.
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Devienen en infundados los anteriores motivos de inconformidad 
porque si bien es cierto de actuaciones se observa que las confesiona-
les de siete de los demandados, fueron unísonas, congruentes y con-
testes, sin embargo, no debe perderse de vista que la confesión sólo 
produce efectos en lo que perjudica a quien la hace, y resulta imposible 
lógica y jurídicamente otorgarle eficacia demostrativa en favor de los 
propios absolventes en lo que les beneficia.

Sustenta lo anterior las tesis del rubro y textos siguientes:

Confesión. Surte efecto sólo en lo que perjudica, no en lo que beneficia. 
No es lógico ni jurídico establecer que la prueba confesional ofrecida por 
la parte actora, en la que se declaró fictamente confesos a los absolventes 
dada su incomparecencia, carezca de valor probatorio bajo el argumento 
de que se encuentra en contradicción con diversa prueba confesional ofre-
cida por el demandado a cargo del actor, en la que haya contestado “no 
es cierto” a las posiciones formuladas, pues la confesión entendida como 
el reconocimiento que se hace de un hecho susceptible de producir con-
secuencias jurídicas, implica que sólo surte efectos en lo que perjudica y 
no en lo que beneficia. Tercer tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Cuarto Circuito. Época: Novena Época; Registro: 184931; Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XVII, febrero de 2003; 
materia: Laboral; Tesis: IV.3º. T.122 L; página 1033.

confesional valor de la. Partiendo de la base de que por con-
fesión debe entenderse el reconocimiento que una persona hace de un 
hecho propio que se invoca en su contra y que como consecuencia esa 
prueba sólo produce efectos en lo que perjudica a quien la hace, resulta 
imposible lógica y jurídicamente otorgarle eficacia demostrativa en fa-
vor de las propias absolventes. 5ª. Instancia: Sala auxiliar. Fuente: In-
formes, Séptima Época. Informe 1987, Parte II. Pág. 19. Tesis Aislada.
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Atento a lo anterior no puede estimarse que el Juez hubiere dejado de 
aplicar el principio de congruencia, así como de uniformidad, inme-
diatez y certeza jurídica.

En el tercer agravio los demandados apelantes se inconforman con 
lo determinado por el Juez en los considerandos I y II en relación con 
los resolutivos primero y segundo de la sentencia definitiva materia 
del presente recurso; expresan que no se debió declarar procedente la 
prestación identificada como B), y que se dictó una condena ilegal al 
únicamente concederle valor probatorio a las facturas exhibidas por 
los demandados identificadas bajo los números 100, 101 y 102 sin 
considerar las demás identificadas bajo los números 93, 94, 95, 96, 98 
y 99 bajo el argumento de que las mismas amparaban un periodo que 
no se encontró reclamado, que, si bien es cierto son de meses anterio-
res también lo es que las mismas acreditan y demuestran que la pre-
sentación que se realizaba era presentación que se pagaba tal y como 
lo expresaron en su momento los demandados en audiencia de fecha 
07 de octubre del 2020, como ya se mencionó con antelación, lo cual 
desvirtúa de forma evidente la falsedad con la que el actor se ha con-
ducido al tomar la posición de acusados y victimarios aduciendo que 
se le privó de recibir lo trabajado, cuando en la especie nunca fue así, 
puesto que ni lo trabajó y las ganancias de la ejecución sí las ha cobra-
do en forma de regalías de manera personal como lo hacen todos los 
artistas e intérpretes ante las sociedades colectivas de gestión, lo que 
es un hecho notorio.

También, se quejan en contra de lo determinado por el Juez a fojas 
198 del principal, foja 36 de la resolución combatida que en lo condu-
cente dice:

… No obstante a lo anterior, cabe destacar que aun y cuando el actor 
no acreditó los hechos ilícitos que dice infringieron lo dispuesto por los 
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artículos señalados en el párrafo que antecede, no puede pasar por alto 
que este sí probó con el desahogo de las confesionales a cargo de los co-
demandados *** debiendo ser lo correcto *** que se le impidió realizar 
sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería en las pre-
sentaciones y espectáculos en vivo que los demandados han realizado 
con la denominación *** desde el mes de julio de dos mil dieciocho y la 
presentación de la demanda, sin acreditarse causa justificada para ello, 
ocasionándole (que dejara de percibir los beneficios económicos que hu-
biera obtenido de haberse presentado y que tiene derecho por el simple 
hecho de ser integrante de la agrupación y socio de la codemandada el 
*** esta última titular de la reserva de los derechos de la agrupación 
***. En razón de lo antes expuesto, es que se deberá condenar a la so-
ciedad codemandada *** a pagar al actor los daños que le ocasionó por 
no haberle permitido realizar sus actuaciones, interpretaciones y eje-
cuciones de la batería en las presentaciones, y espectáculos en vivo que 
se han realizado con la denominación *** a razón de lo que resulte de 
dividir entre nueve la suma de las cantidades que amparan únicamen-
te las facturas *** exhibidas por los demandados y que corresponden 
a los espectáculos que se realizaron respecto a las presentaciones y es-
pectáculos en vivo del grupo artístico *** desde el mes de julio de dos 
mil dieciocho al mes de diciembre de dos mil diecinueve exhibidas en 
juicio, lo que deberá ser cuantificado en ejecución de sentencia, al haber 
quedado acreditado conforme al acta constitutiva de la sociedad seña-
lada que cada uno de los socios, incluyendo el actor ostentan el mismo 
número de acciones, por lo que les corresponden el mismo porcentaje 
de las ganancias; debiéndose excluir las facturas marcadas con los nú-
meros 286, 300, 302, 314, 339, 350, pues si bien también señalan pre-
sentación de espectáculos de la agrupación señalada, lo cierto es que las 
mismas se encuentran canceladas tal y como lo constató este Órgano 
Jurisdiccional en la página oficial del SAT siguiente https://verificacfdi.
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facturaelectronica.sat.gob.mx/, por lo cual se entiende que las cantida-
des que contienen no fueron pagadas a la sociedad demandada, asimis-
mo deberá excluirse la cantidad que ampara la factura marcada con el 
número 278 toda vez que la parte demandada acreditó que la parte pro-
porcional de la misma en su momento ya le fue cubierta al actor tal y 
como se advierte de la factura 102 exhibida en juicio, además deberán 
excluirse las cantidades que amparan las demás facturas que no se cita-
ron por corresponder a diversos conceptos que no forman parte de las 
presentaciones y espectáculos en vivo del grupo artístico *** resultando 
con los argumentos antes señalados que se declaren parcialmente fun-
dadas las excepciones opuestas por los demandados que denominaron 
como 1. EXCEPCION DE IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 4. 
FALTA DE ACCIÓN QUE SE JUSTIFICA POR EL PAGO Y 5. LA 
DE FALTA DE EXIGIBILIDAD…

Señala que tal determinación, deviene en incorrecta en primer lugar 
porque no obstante que los demandados dieron debido cumplimiento 
al requerimiento que le fuera formulado por el A quo en el acuerdo de 
fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte, y donde en tiempo y for-
ma fueron exhibidas las facturas enlistadas arriba citadas, (obviando 
desde luego las canceladas), no se haya tenido en cuenta que de to-
das y cada una de ellas a cada uno de los integrantes de la agrupación 
se les cubrió lo correspondiente a su parte proporcional incluyéndo-
se desde luego en dicha repartición proporcional al *** por lo que lo 
determinado rompe el principio de igualdad, equidad y congruencia 
que se debió de observar. Que por tal virtud, deviene ilegal que ahora 
se usen dichas facturas para cuantificar una condena que se abstuvo 
de considerar que el accionante cobra como socio y ahora como per-
judicado y en ambos supuestos dicha afectación no se encuentra de-
mostrada puesto que no tiene razón lógica jurídica de ser, pues se está 
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condenando sobre hechos y circunstancias que ya fueron plenamente 
satisfechas al actor, lo que se traduce en un doble cobro además de in-
debido pues cabe resaltar que el *** en ningún momento desconoció 
haber recibido el pago de las mismas ni muchos menos hubo momen-
to alguno en que haya mencionado que tales facturas se le adeuden, 
situación que inclusive el propio A quo así lo advirtió al referir en su 
fallo:

… sin que el actor hubiere desvirtuado con probanza alguna las canti-
dades que amparan dichas facturas, más aún ni siquiera se inconformó 
en tal sentido, tan es así que en su escrito de objeción (foja 441) refirió 
que dichas facturas sólo prueban que la sociedad demandada obtuvo los 
ingresos que se consignan en las mismas.

Asimismo afirman, que resulte incongruente lo resuelto, que no obs-
tante y haber dejado de existir argumento o probanza alguna por 
parte del actor que resultara contrario a lo vertido por los deman-
dados, el A quo, confunde simple y llanamente al suponer que dejó 
de cobrar pero se aparta de considerar que el actor es socio de la 
demandada, por lo que es infundado el que dé por hecho que existe 
una deuda en su favor que debe ser cubierta por un lado y de los que 
arroje la suma de las factura en cita divididas entre nueve por el otro, 
consideraciones que transgreden su derecho pues ante la ausencia de 
pronunciamiento alguno parte del C. ***el A quo, condena a un doble 
pago a los codemandados y socios entre sí a favor de uno de ellos y 
por ende lleva a cabo en un exceso de sus facultades ya que obsequia 
una condena a cargo de ***, por considerar que las facturas exhibidas 
en juicio a que se hicieron referencia con antelación se encuentran 
pendientes de ser pagadas, lo que en la especie no acontece y tampoco 
se encuentra ello demostrado o bien, reclamado en ese sentido. 
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Máxime, que al dejar de existir hecho ilícito conforme a las normas 
de derechos de autor o bien de propiedad tampoco se desahogó medio 
de convicción en dicho sentido que nos lleve tan siquiera a considerar 
que como socio de la empresa ha dejado de percibir sus ingresos 
societarios, tampoco los dividendos que recibe cada autor e intérprete 
directamente ante la sociedad colectiva de gestión conforme a la ley 
de la materia y que de manera temeraria al ocultarlo el actor indujo 
indebidamente al A quo, a inobservar una confusión de deuda que al 
confundirse se impuso una doble carga a la demandada de la que es 
integrante el actor, es decir cobrará por la condena y sus dividendos 
sociales; y que no puede decirse que quedó probado que el señor ya no 
es titular de las acciones de la empresa que el mismo demandó, lo que 
resulta en la inexacta valoración puesto que existe una confusión de 
deuda entre el reclamante y una parte propietaria de la demandada, 
es decir su parte social dentro de la propia demandada, puesto que 
no está demostrada su salida por alguno de los medios legales de 
trasmisión de sus acciones sociales o bien la perdida de sus derechos 
societarios y en consecuencia patrimoniales que hicieran precedentes 
su reclamación.

El tercer agravio resulta inatendible, atento a lo ya señalado en pá-
rrafos anteriores al resolver el primer agravio de la demandada, en 
donde se dijo que al haber resultado fundado el primer agravio de la 
parte actora, que lo hizo consistir en que el Juez confunde los dere-
chos de artista intérprete y ejecutante con la titularidad de la reserva 
de derechos al uso exclusivo sobre la denominación *** y con ello, pri-
mero incurre en una incorrecta fijación de la litis, y en segundo lugar 
dicta una sentencia, sin claridad, sin precisión, así como emite una 
sentencia incompleta incongruente, porque el Juez no resuelve lo pe-
dido por el actor en su demanda en las prestaciones A) y B) reclama-
das; y atento a lo fundado del agravio, se ordenó la modificación de 
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la sentencia definitiva para el efecto de dejar insubsistente la condena 
diversa del resolutivo segundo del fallo definitivo no reclamada por el 
actor y se condena a los demandados a lo realmente reclamado por el 
actor en la prestación B), consistente en la reparación del daño mate-
rial, así como la indemnización por daños y perjuicios por violación a 
cada uno de sus derechos del actor de artista, intérprete y cuya canti-
dad será cuantificada en ejecución de sentencia, en razón del cuaren-
ta por ciento de precio de venta público del producto original y de la 
prestación original de cualquier tipo de servicios que han prestado los 
demandados que impliquen la violación a cada uno de los derechos tu-
telados por la Ley en su favor; de conformidad con el artículo 216 Bis 
de la Ley Federal del Derecho de Autor. En tal virtud, ningún sentido 
tiene analizar los agravios dirigidos a combatir la condena del resolu-
tivo segundo, al dejarse insubsistente dicha condena.

En lo tocante a los motivos de agravio en los que dice, que en reso-
lución materia del presente recurso de apelación el Juez hace alusión 
a la documental ofrecida por los demandados consistente en el acta 
***de fecha diez de diciembre de dos diecinueve por el titular de la 
Correduría Pública No. 72 licenciado *** que contiene la fe de respec-
to a la separación voluntaria del C. *** en la que el A quo determinó:

Documentales a las que se les reconoce pleno valor probatorio en tér-
minos de lo dispuesto por el artículo 327 fracción I del Código de Pro-
cedimientos Civiles aplicable para esta ciudad, tomando en considera-
ción que, por un lado, el Notario (sic), debiendo ser lo correcto Corredor 
Público dio fe de fa existen de lo contenido en dicho correo, aunado a 
que el actor en el desahogo de la confesional ofrecida por la parte actora 
(sic) debiendo ser lo correcto demandada a su cargo conoció que su 
cuenta de correo electrónico es ***@hotmail.com, sin embargo en nada 
beneficia a sus oferentes para acreditar que el actor fue quien decidió 
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separarse de la agrupación, pues no contiene texto o leyenda alguna por 
la cual se advierta que hubiere informado expresamente a la agrupación 
su deseo de dejar de formar parte del grupo, más bien se trata de una 
propuesta de despedida …

Que tales consideraciones resultan erróneas, partiendo de que es un 
hecho evidente y notorio el deseo expreso que manifestó el *** de ser 
la suprema voluntad el dejar de continuar formando parte de la agru-
pación, pues no sólo se encuentra acreditado que éste reconoció que su 
cuenta de correo era *** sino que además dicha comunicación la reali-
zó y la dirigió a todos y cada uno de los integrantes de la agrupación, 
luego entonces la apreciación del A quo se aparta de lo evidente de la 
documental en cita pues se insiste fue clara la voluntad expresa del 
*** de querer separarse de la agrupación pero aún permanece como 
socio de la demandada, por lo que desvirtúa considerablemente su di-
cho consistente en que le fue privado de su derecho a seguir formando 
parte del grupo cuando en la especie no es así.

Que, aunado a lo anterior, también se debió considerar las sie-
te pruebas confesionales que fueron desahogadas a cargo de los 
demandados a las que el A quo si bien las relaciona en el fallo comba-
tido, dicho Juzgador inobserva que de forma unísona y coincidente 
respondieron:

Que él decidió salir del grupo

Que él solicitó ya no seguir en el grupo

Que desde que él nos avisó que ya no iba a estar en el grupo, nunca 
nos lo solicitó el ensayar.

Que el abandonó

Por su voluntad propia

Que el sale por su propia decisión de la agrupación
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Primeramente cabe precisar que los anteriores motivos de agravio ya 
fueron analizados en párrafos anteriores, en lo que ya se dijo que son 
infundados, porque no es verdad que fuere el propio actor quién pidió 
dejar la agrupación y que ello hubiere sido reconocido por el propio 
actor en la correspondencia intercambiada entre los integrantes de la 
agrupación, porque tal y como lo señaló el Juez en el fallo recurrido, 
los correos no les resultaron favorables a los demandados oferentes 
para acreditar que el actor fue quien decidió separarse de la agrupa-
ción, pues ciertamente no contiene texto o leyenda alguna por la cual 
se advierta que hubiere informado expresamente a la agrupación su 
deseo de dejar de formar parte del grupo, que más bien se trata de una 
propuesta de despedida.

	 Y también se dijo en las anteriores consideraciones de esta sen-
tencia que eran infundados los anteriores motivos de inconformidad 
de los demandados apelantes, porque si bien es cierto los desahogos 
de las confesionales de siete de los demandados, fueron unísonas, con-
gruentes y conteste, sin embargo, también lo es que la confesión sólo 
produce efectos en lo que perjudica a quien la hace, y resulta imposible 
lógica y jurídicamente otorgarle eficacia demostrativa en favor de los 
propios absolventes en lo que les beneficia.

En el cuarto agravio los apelantes se inconforman respecto de lo 
determinado por el Juez en los considerandos I y II y resolutivos pri-
mero y segundo de la sentencia definitiva, señalan que tampoco es 
acorde la apreciación del A quo por lo que hace a las excepciones que 
opusieron como fueron la de improcedencia de la acción, la falta de 
acción que se justifica por el pago y la de falta de exigibilidad, al se-
ñalar que resultaron parcialmente fundadas, sin referir en que con-
sistió su estudio o que fue lo que tomó como punto de partida para 
llegar a determinar que no fueron fundadas en su totalidad, actuación 
que dejó en estado de indefensión a los demandados, pues el A quo 
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omite detallar el razonamiento que siguió para concluir la proceden-
cia de una condena que hoy es materia del presente recurso arrastran-
do los errores de la equivocación acaecida y planteados en los agravios 
anteriores.

	 Esgrimen que para resolver el Juez en la forma en que lo hizo, 
tomó como sustento las confesionales de los dos codemandados EL 
*** a pesar de haber tenido conocimiento que dicha actuación que 
tuvo lugar en audiencia de fecha veinticuatro de marzo del dos mil 
veintiuno y donde de manera indebida se les declaró confesos, respec-
to de lo cual se ha promovido su nulidad, cuya resolución se reitera 
aún se encuentra pendiente de ser dictada tal y como se hizo mención 
en párrafos anteriores, es decir que se dejó de considerar que dicha 
impugnación sería o no de previo y especial pronunciamiento por lo 
fundamental que resulta pero más allá de eso, que el desahogo legal 
se rompió al haberse interrumpido o quebrado la forma de su des-
ahogo en una sola actuación y de la cual se tiene duda sobre su legal 
notificación por lo que tampoco es factible tener por confesos hechos 
que jamás fueron reconocidos ni  consentidos atendiendo a la propia 
contestación de demanda, y que ahora por una falla en la platafor-
ma donde no se tuvo conocimiento de la fecha programada para la 
continuación de la audiencia de la ley se sancione de tal forma con la 
indebida condena a que se ha sujetado al codemandado el *** precisa-
mente aprovechando exclusivamente los medios de convicción que son 
contrarios a los que fueron desahogados armónicamente y que se dejó 
de adminicular con los demás medios de prueba que acreditaron feha-
cientemente la ausencia de hecho ilícito alguno, por lo tanto al seguir 
la suerte de lo accesorio la suerte de lo principal es que irroga agravio 
la determinación combatida debiendo absolverse del doble pago que 
se está condenando por existir confusión de deuda al concentrarse en 
el actor y copropietario de la codemandada derechos y obligaciones 
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uniformes y que duplicarse perjudican a los codemandados de manera 
injustificada.

	 Por otra parte, refieren que el A quo en la resolución hoy de 
impugnación refirió:

Por lo que hace a la excepción opuesta por los demandados que deno-
minaron como 3. La excepción de oscuridad el modo de plantear la de-
manda que se contesta la misma es infundada pues de ninguno de los 
hechos de la demanda se advierte que el actor hubiere pretendido man-
char la imagen y reputación de la parte demandada como lo refirieron 
…

Que dicha consideración también carece de sustento legal alguno, 
pues el hecho de que se le atribuyan a los demandados hechos y cir-
cunstancias fuera de la verdad claro que representa un perjuicio en 
esta parte apelante pues no se trata únicamente de reclamar sin fun-
damento como lo fue el caso del actor hacia los demandados, pues de 
qué manera puede llamarse a las conductas que el *** inculpó a los 
demandados si no es la de manchar su imagen y reputación trayéndo-
los injusta e ilegalmente al juicio, no obstante y saber que no le asiste 
derecho alguno para ello ante la ausencia de cualquier determinación 
de la autoridad autoral o bien de propiedad intelectual que acredite 
fehacientemente la infracción que diera paso a analizar el hecho ilíci-
to que aduce haberse cometido. Señalan que, continúa el A quo en su 
resolución afirmando lo siguiente:

En cuanto a la defensa de sine actione agis opuesta por lo demandados 
resulta infundada, ya que la misma consiste en revertir al actor la carga 
procesal de acreditar los hechos en que basó su acción, los cuales fueron 
demostrados parcialmente con las probanzas que el enjuiciante ofreció 
y que se relacionaron y valoraron con antelación.
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Que el A quo nuevamente resuelve de forma contraria a derecho al cali-
ficar como infundada la excepción denominada sine actione agis en base a 
que el actor demostró de forma parcial su acción con las probanzas que 
ofreció, consideración que no resulta congruente, partiendo de que la 
sociedad codemandada no puede ser condenada al pago de lo previsto 
en el inciso B) de prestaciones por un supuesto reconocimiento de he-
chos falsos al haberlos declarado confesos, cuando por otro lado como 
ya ha quedado referido predominan siete confesionales que al igual que 
en las anteriores consideraciones resultaron unísonas, congruentes e 
idóneas, pero más aún porque pasa por alto la confusión de deuda que 
se estaría decretando entre acreedor y deudor por su novena parte, es 
decir recae sobre la misma persona; que se aprecia del fallo definitivo la 
inaplicación de la valoración conforme a la regla general de las obliga-
ciones que para el caso debió emitirse en el fallo consideración alguna 
que al estar ausente irroga agravio y causa daños y perjuicios al dupli-
carse en uno solo de los integrantes de la agrupación y titular de una 
parte de las acciones de la sociedad demandada el pago de la condena, 
debiendo revocarse por lo inexacto de su valoración antijurídico de su 
aplicación y sobre todo injusto al privilegiarse a una de las partes sin ob-
servar su doble carácter, lo que es contrario a derecho.

El agravio cuarto, resulta infundado, en virtud de que los apelantes 
nuevamente repiten los mismos motivos de inconformidad que hicie-
ron valer en el primero, segundo y tercer agravio, con excepción de los 
argumentos que tienen que ver con las excepciones y defensas, de que 
el Juez señaló que resultaron parcialmente fundadas, sin referir en 
que consistió su estudio o que fue lo que tomó como punto de partida 
para llegar a determinar que no fueron fundadas en su totalidad; por 
tanto, los apelantes deberán estarse a las consideraciones ya señaladas 
en el primero, segundo y tercer agravio en los que ya se dijo que son 
infundados, en obvio de repeticiones innecesarias.
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En lo tocante a los motivos de inconformidad en lo que dicen que 
no es acorde la apreciación del Juez en relación con las excepciones 
de improcedencia de la acción, la falta de acción que se justifica por 
el pago y la de falta de exigibilidad, al señalar que resultaron parcial-
mente fundadas, sin referir en que consistió su estudio o que fue lo 
que tomó como punto de partida para llegar a determinar que no fue-
ron fundadas en su totalidad, son infundados, porque del fallo recu-
rrido se observa que el Juez si mencionó porque declaró parcialmente 
fundadas dichas excepciones, pues señaló que atento a los argumen-
tos que había mencionado con anterioridad en la sentencia, en la cual 
ya había determinado que eran parcialmente fundadas las pretensio-
nes del actor; en ese tenor, al resultar parcialmente fundada la acción 
atento a todas las consideraciones que han quedado señaladas en la 
presente sentencia es evidente que también resultaban parcialmente 
fundadas las excepciones en estudio.

Asimismo, resulta correcta la determinación del Juez al declarar 
infundada la excepción de oscuridad el modo de plantear la deman-
da que se contesta, sustentándose el Juzgador en que de ninguno de 
los hechos de la demanda se advierte que el actor hubiere pretendido 
manchar la imagen y reputación de la parte demandada como lo refi-
rieron, pues si bien el Juez no sustenta su determinación en precepto 
legal alguno, sin embargo su determinación encuentra apoyo en el ar-
tículo 281 del Código de Procedimiento Civiles el cual establece que, 
“las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos 
de sus pretensiones.”, aconteciendo en la especie que los demandados 
no acreditaron que los hechos que manifestó el actor no sean ciertos, 
es decir que sean falsos.

En cuanto a los argumentos en los que dicen que el A quo nueva-
mente resuelve de forma contraria a derecho al calificar como infun-
dada la excepción denominada sine actione agis en base a que el actor 
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demostró de forma parcial su acción con las probanzas que ofreció, 
consideración que no resulta congruente, partiendo de que la socie-
dad codemandada no puede ser condenada al pago de los previsto en 
el inciso B) de prestaciones por un supuesto reconocimiento de he-
chos falsos al haberlos declarado confesos, son infundados, porque 
contrario a lo que afirman los apelantes es acertada la determinación 
del Juez al declarar infundada la defensa de sine actione agis pues cier-
tamente esta consiste en revertir al actor la carga procesal de acredi-
tar los hechos en que basó su acción, y en efecto el actor si demostró 
parcialmente los hechos en los que sustentó sus pretensiones, como se 
ha visto en todas las consideraciones vertidas en la presente senten-
cia; además que los demandados no acreditaron que se trate de hechos 
falsos las manifestaciones vertidas por el actor en su demanda en re-
lación a que se le impidió realizar sus actuaciones, interpretaciones y 
ejecuciones de la batería en las presentaciones y espectáculos en vivo 
que los demandados han realizado con la denominación *** desde el 
mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la presentación de la deman-
da, sino por el contrario quedaron demostrados tales hechos con las 
confesionales a cargo de los codemandados ***.

III. Por los motivos expuesto se modifica la sentencia definitiva 
materia del presente recurso de apelación, la cual deberá quedar en 
los términos que precisan en la parte resolutiva del presente fallo.

IV. No se hace condena en costas en esta instancia, por no estar 
comprendido el presente asunto en el supuesto establecido en la frac-
ción IV del artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles para 
esta Ciudad, toda vez que tal supuesto se rige por el sistema de com-
pensación en indemnización obligatoria, el cual responde al propósi-
to de restituir a quien injustificadamente ha sido llevado a un tribu-
nal, de las erogaciones, gastos y pagos en que hubiera incurrido por 
razones del procedimiento, al haberlo obligado a comparecer a juicio, 
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tanto en primera, como en segunda instancia, en tales condiciones, 
si ambos contendientes impugnan la sentencia primigenia, no se ac-
tualiza el supuesto de compensación por indemnización obligatoria 
dado que en ese caso ninguno obligó a su contrario a comparecer la 
segunda instancia de manera injustificada, pues las dos partes la ins-
tauraron voluntariamente en la parte que estimaron contraria a sus 
intereses.

Sustenta a lo anterior la tesis que se transcribe:

Costas en segunda instancia. Cuando ambas partes apelan resulta im-
procedente su condena conforme al sistema de compensación en in-
demnización obligatoria (legislación del Estado de Quintana Roo). El 
artículo 140, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles para 
el Estado de Quintana Roo establece que a quien se condene por dos 
sentencias conformes de toda conformidad en su parte resolutiva, será 
sancionado en costas de ambas instancias. Tal supuesto se rige por el 
sistema de compensación en indemnización obligatoria, el cual respon-
de al propósito de restituir a quien injustificadamente ha sido llevado a 
un tribunal, de las erogaciones, gastos y pagos en que hubiera incurri-
do por razones del procedimiento, al haberlo obligado a comparecer a 
juicio, tanto en primera, como en segunda instancia. En las condiciones 
apuntadas, si ambos contendientes impugnan la sentencia primigenia, 
no se actualiza el supuesto de compensación por indemnización obli-
gatoria dado que en ese caso ninguno obligó a su contrario a compare-
cer a la segunda instancia de manera injustificada, pues las dos partes 
la instauraron voluntariamente en la parte que estimaron contraria a 
sus intereses. Así las cosas, a pesar de que la sentencia de segundo gra-
do confirme en sus términos la primigenia, la erogación de los gastos y 
costas que en lo particular genere su tramitación para cada uno de los 
impugnantes deberá soportarse por ellos, por no existir ni actualizarse 
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supuesto indemnizatorio alguno, porque la tramitación de la alzada se 
sustanció voluntariamente y con el fin de revertir alguna decisión que 
les resultó desfavorable. Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sép-
timo Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Época: Décima Época, Libro 6, mayo de 2014, tomo III, Tesis: XXVI-
I.3º. 4C (10ª.), página: 1946 y registro 2006567.

Por lo expuesto y fundado se:

RESUELVE

Primero. Se modifica la Sentencia Definitiva de fecha dieciséis de ju-
nio de dos mil veintiuno, dictada por el C. Juez Cuadragésimo Sépti-
mo de lo Civil de la Ciudad de México en los autos de juicio Ordinario 
Civil promovido por *** en contra de *** expediente *** la que deberá 
quedar en los siguientes términos:

Primero. Ha procedido la Via Ordinaria Civil en la que *** acreditó 
parcialmente los elementos constitutivos de su acción principal inten-
tada en contra de *** quienes acreditaron parcialmente sus excepciones 
y defensas.

Segundo. Se declara que los demandados incurrieron en hechos 
ilícitos, en virtud de que violaron los derechos de artista intérprete, 
y ejecutante del actor, previstos en los artículos 116, 117, 117 Bis, 
118, 119 de la Ley de Derecho de Autor, así como en los artículos 49 
y 50 de su Reglamento, los preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 de la Conven-
ción Internacional sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o 
Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de 
Radiodifusión (CONVENCIÓN DE ROMA 1961) y los numerales 
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1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 del Tratado de OMPI sobre Inter-
pretación o Ejecución y Fonogramas (TOIEF); en consecuencia, por 
no haberle permitido los codemandados al actor realizar sus actua-
ciones, interpretaciones y ejecuciones de la batería en las presenta-
ciones y espectáculos en vivo que se han realizado con la denomina-
ción *** y que con ello se le impidió percibir una remuneración por 
las interpretaciones y ejecuciones de la batería en las presentaciones 
que se hicieron con fines de lucro directo o indirecto, por cualquier 
medio de comunicación pública o puesta a disposición desde el mes 
de julio de dos mil dieciocho y hasta la presentación de la demanda, 
se condena a los codemandados a la reparación del daño material, así 
como la indemnización por daños y perjuicios por violación a cada 
uno de sus derechos del actor de artista, intérprete y cuya cantidad 
será cuantificada en ejecución de sentencia, en razón del cuarenta 
por ciento de precio de venta público del producto original y de la 
prestación original de cualquier tipo de servicios que han prestados 
los demandados que impliquen la violación a cada uno de los dere-
chos tutelados por la Ley en su favor; de conformidad con el artículo 
216 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor.

Tercero. Se absuelve a la parte demandada de las prestaciones que le 
fueron reclamadas por el actor en los incisos marcados como C), D), E), 
F), G) y H), ello en términos de los establecido en la parte considerativa 
de esta resolución.

Cuarto. Se declara que la presente resolución no le para perjuicio a 
los terceros llamados a juicio ***.

Quinto. No se hace condena en costas en esta instancia.

Sexto. Notifíquese.

Segundo. No se hace especial condena en costas en esta segunda 
instancia.
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Tercero. Devuélvase al A quo los autos principales y documentos 
que haya remitido, junto con copia autorizada de esta resolución, ar-
chívese el toca en su oportunidad como asunto concluido.

Cuarto. Notifíquese.
Así, por unanimidad de votos lo resolvieron y firman los CC. Ma-

gistrados que integran la Quinta Sala Civil del Tribunal Superior de 
Justicia de la Ciudad de México, licenciado José Agustín Pérez Cor-
tés por Ministerio de Ley en base al acuerdo 11-31/2021emitido por 
el Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México, licenciada Ro-
salba Guerrero Rodríguez y licenciado Élfego Bautista Pardo, siendo 
ponente el primero de los nombrado ante la C. Secretaria de Acuerdos 
licenciada María del Carmen Sanvicente Ramírez quien autoriza y da 
fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; 186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección 
de datos personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el 
artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos Generales de Protección de Datos Persona-
les en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, se hace constar que en esta 
versión pública se suprime la información considerada como reservada o confidencial que 
encuadra en los ordenamientos mencionados.
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Para dictar sentencia definitiva en los autos del juicio ordinario civil 
en el que se demandó la nulidad de un contrato de donación.

JUZGADO DÉCIMO SEXTO DE LO 
CIVIL DE PROCESO ESCRITO

JUEZ: ROMÁN LEÓN RÍOS (INTERINO) 

SUMARIO: 
nulidad de donación, si el donante no se reserva en propie-
dad bienes o el usufructo necesarios para vivir (valora-
ción especial al ser el demandante persona adulta mayor)
Hechos: La parte actora, una persona adulta mayor, con noventa 
años de edad, demandó la nulidad absoluta del contrato de donación 
de derechos de copropiedad, que celebró con los demandados, dos 
hijos y tres nietos, ante notario público. Como consecuencia de lo an-
terior reclamó la destrucción retroactiva de los efectos de dicho acto, 
y la nulidad absoluta de la constitución del régimen de propiedad en 
condominio que otorgaren los donatarios con la comparecencia del 
Instituto de Vivienda del Distrito Federal. La demanda se basa en el 
hecho de que el bien donado es el único que la actora tenía incorpora-
do en su patrimonio, sin que se reservara el usufructo, aunado a que 
no cuenta con ingreso mensual fijo alguno.
Criterio jurídico: Debe existir especial cuidado en la protección de 
los derechos de la actora, en tanto que es una adulta mayor con más 
de noventa años de edad, que se encuentra en la última parte de su 
vida; entonces, merece que el Estado vele por el ejercicio de sus de-
rechos. El artículo 2347 del Código Civil para el Distrito Federal, 
expresamente señala: “Es nula la donación que comprenda la tota-
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lidad de los bienes del donante, si éste no se reserva en propiedad o 
en usufructo lo necesario para vivir según sus circunstancias”. Dicha 
disposición tiene como fin que se limite la facultad o derecho de las 
personas de donar sus bienes con el objeto de asegurar que mientras 
vivan puedan satisfacer sus necesidades más elementales, por ende, 
en ese lapso de vida del donante, se puede anular la donación bajo 
la aludida causal, al no existir la reserva en cuestión, toda vez que el 
propio fedatario ante quien se tiró la escritura refirió al dar contesta-
ción a la demanda que se encontraba imposibilitado para saber si lo 
manifestado por la donante fuese verídico, y que no era su obligación 
cerciorarse de que la donante se reservara en propiedad bienes sufi-
cientes para vivir conforme lo tiene acostumbrado; por lo que se debe 
declarar la nulidad del contrato de donación. 

Como consecuencia de lo anterior, se declara que los efectos pro-
ducidos por el contrato de donación se retrotraen a la fecha de su 
celebración como si nunca se hubiera celebrado, declarándose la nu-
lidad de la constitución del régimen de propiedad en condominio 
que otorgaron los donatarios con la comparecencia del Instituto de 
Vivienda de la Ciudad de México, así como la disolución de copro-
piedad y aplicación de bienes otorgados por los donatarios en el ins-
trumento notarial correspondiente.
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación al resolver el amparo directo en revisión 4398/2013 estable-
ció que tanto los niños como los adultos mayores se encuentran en 
una situación de debilidad respecto al resto de la población. Asimis-
mo, destacó, el artículo 1° de la Constitución general dispone que 
todas las personas gozan de los derechos que la misma establece, in-
dependientemente de la edad que tengan, y consideró: “si en un pro-
cedimiento judicial alguna de las partes tiene la categoría de adulto 
mayor, es decir si tiene más de 60 años, el juzgador debe analizar las 
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disposiciones legales aplicables al caso en seguimiento de los princi-
pios establecidos en los ordenamientos mencionados, proporcionan-
do el mayor beneficio que pudiera corresponder al adulto en edad 
avanzada”.
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Ciudad de México a *** de agosto de dos mil ***. 
VISTOS, para dictar sentencia definitiva en los autos del juicio 

ordinario civil promovido por *** en contra de ***, ***, ***, *** y ***; 
expediente: ***/***. 

RESULTANDOS:

1. La parte actora *** por su propio derecho demandó en la vía ordi-
naria civil de ***, ***, ***, *** y *** las siguientes prestaciones: “1.- La 
nulidad absoluta del contrato de donación de derechos de copropie-
dad, que celebrare la suscrita con los hoy demandados, consignado 
bajo el número de escritura *** (*** y *** ), libro *** (***), otorgada 
con fecha 29 (veintinueve) de noviembre del año 2017 (dos mil die-
cisiete), ante la fe del licenciado Luis Antonio Montes de Oca Maya-
goitia, titular de la notaria pública número 29 (veinte nueve), en esta 
Ciudad de México. 2.- Como consecuencia de lo anterior, la destruc-
ción retroactiva de los efectos de dicho acto, por lo que deberá decla-
rarse la nulidad absoluta de la constitución del régimen de propiedad 
en condominio que otorgaren los donatarios con la comparecencia 
del INSTITUTO DE VIVIENDA DEL DISTRITO FEDERAL, 
representado por RAYMUNDO COLLINS FLORES; así como la 
disolución de copropiedad y aplicación de bienes otorgadas por los 
donatarios en el instrumento referido en la prestación marcada con 
el número 1; 3.- Como consecuencia de lo anterior, la entrega física 
y material del inmueble marcado con el NÚMERO *** DE LA CA-
LLE *** Y LOTE DE TERRENO SOBRE EL CUAL ESTÁ CONS-
TRUÍDO, MARCADO CON EL NÚMERO ***, MANZANA ***, 
COLONIA *** (ANTES TORRES DE ***) (REGISTRALMEN-
TE IDENTIFICADO COMO ***), ALCALDÍA ***, DISTRITO 
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FEDERAL AHORA CIUDAD DE MÉXICO, con sus frutos y ac-
cesiones; 4.- El pago de gastos y costas que se originen por la tra-
mitación de la presente instancia.” [sic] Basándose en los hechos y 
consideraciones de derecho aplicables al caso se admitió a trámite la 
demanda en la vía y forma propuesta ordenándose emplazar y notifi-
car a la demandada, lo que se cumplimentó en términos de ley. 

2. Los codemandados *** y *** dieron contestación a la demanda 
incoada en su contra quienes opusieron las excepciones y defensas 
que a su interés convino; los coenjuiciados ***, *** y***, se allanaron 
a la demanda; por su parte, el tercero llamado a juicio notario público 
número 29 de esta Ciudad, licenciado Luis Antonio Montes de Oca 
Mayagoitia dió contestación a la demanda y opuso las excepciones 
y defensas que estimó pertinentes; en tanto que, el diverso tercero 
llamado a juicio Instituto de Vivienda de la Ciudad de México dió 
contestación a la demanda. Seguido que fue el juicio en todas y cada 
una de sus etapas procesales se citó a las partes para oír sentencia 
definitiva, la cual hoy se pronuncia al tenor de los siguientes: 

CONSIDERANDOS: 

I. Competencia. Este Juzgado es competente para conocer y resolver 
el presente asunto de conformidad con lo previsto por los artículos 
156 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y 
59 fracción III de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de 
México. II. Vía. La vía ordinaria civil es procedente en términos de 
lo dispuesto por el artículo 255 del Código de Procedimientos Civi-
les para el Distrito Federal, pues la parte actora reclama la nulidad 
de la donación que se hizo constar en la escritura pública *** de fe-
cha veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete, otorgada ante la fe 
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del notario público número 29 de esta Ciudad, sin que exista algún 
procedimiento especial para tramitar dicha acción. III.-Fijación de la 
litis. En la especie la parte actora *** reclama la nulidad de la libera-
lidad que efectuó a favor de sus hijos *** y ***, así como de sus nietos 
***,  *** y ***, respecto del inmueble marcado con el número *** de 
la calle  *** y lote de terreno sobre el cual está construido marcado 
con el número ***, manzana ***, colonia *** (antes Torres de ***) (re-
gistralmente identificado como ***), Alcaldía ***, Ciudad de México, 
acto jurídico que se hizo constar en la escritura pública número *** 
de fecha veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete pasada ante 
la fe del notario público número veintinueve de esta Ciudad, nulidad 
que se basa en el hecho de que el bien donado es el único que la actora 
tenía incorporado en su patrimonio, sin que se reservara el usufruc-
to, aunado a que no cuenta con ingreso mensual fijo alguno; como 
consecuencia de lo anterior, reclama la destrucción retroactiva de los 
efectos del citado acto y la entrega física y material del inmueble de 
marras y el pago de los gastos y costas.

Prestaciones cuyo sustento fáctico se hizo consistir, medularmen-
te, en lo siguiente: 1) Que en el año dos mil trece, los coenjuiciados 
hicieron saber a la actora que para proteger su único patrimonio con-
sistente en el inmueble multicitado lo mejor era regularizarlo a través 
del Instituto de Vivienda del entonces Distrito Federal, por lo que, al 
sentirse agobiada por la insistencia de los demandados y ante el des-
conocimiento de los términos que le referían, les comentó revisaran 
las cuestiones relativas a dichos trámites, los cuales se iniciaron en ese 
mismo año por *** nieto de la accionante. 

2) Que el veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete, los enjui-
ciados indicaron a la actora ya se encontraba todo listo para la regu-
larización de su predio, por lo que debía comparecer a una notaría a 
firmar, motivo por el cual celebró el contrato de donación, objeto de 
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la presente litis; e ipso facto los enjuiciados aceptaron la donación y 
posteriormente otorgaron la constitución del régimen de propiedad 
en condominio respecto del inmueble de referencia con la compare-
cencia del Instituto de Vivienda del Distrito Federal, hecho lo cual, 
los enjuiciados celebraron la disolución de copropiedad y aplicación 
de bienes, quedando dividido el inmueble en las unidades privativas 
señaladas en el apartado correspondiente del instrumento público en 
que se hizo constar el contrato de donación. 

3) Que a pesar de haberse asentado en la cláusula segunda del 
contrato de donación que la donante declaró que se reservaba bie-
nes suficientes para vivir como tiene acostumbrado, lo cierto es que 
ello constituyó una mera formalidad por parte del notario público 
ante quien se tiró la escritura, pues no se aseguró de la veracidad de 
esa manifestación, siendo que la enjuiciante merecía una protección 
reforzada al ser una persona adulta mayor, ya que al momento de 
firmarse la escritura contaba con la edad de ochenta y cinco años, 
motivo por el cual, el fedatario tenía la obligación deontológica, jurí-
dica y moral de verificar cuestiones que afectaban el fondo del acto, 
tales como: a) que entendía plenamente el objeto y sus efectos; b) 
que realmente tenía bienes suficientes para vivir en reserva, con-
forme al nivel de vida que tenía acostumbrado; c) que actuaba sin 
algún vicio del consentimiento, como error, dolo, mala fe o lesión; 
situación que no aconteció sino se limitó a asentar las declaraciones 
formales propias del acto sin importarle la substancia del mismo, 
desatendiendo así lo dispuesto por los artículos 1° de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 5 apartado A frac-
ciones I y V, apartado B fracciones V y VI de la Ley de los Derechos 
de las Personas Adultas Mayores de la Ciudad de México, así como 
los artículos 6, 7 fracciones I, IV, V y 14 de la Ley del Notariado 
para la Ciudad de México. 
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Los codemandados *** y  *** al dar contestación a la demanda in-
coada en su contra se opusieron a las prestaciones reclamadas y en 
cuanto a los hechos, los contestaron substancialmente en los térmi-
nos siguientes: 

1) Lo negaron, pues refirieron, la misma actora fue quien decidió 
realizar los trámites ante el Instituto de Vivienda de la Ciudad de Mé-
xico para la constitución de un régimen de propiedad en condominio 
de viviendas de interés social o popular, así como para la escritura-
ción de las unidades privativas resultantes, pues acudió personalmen-
te ante dicho instituto y firmó los trámites correspondientes. 

2) Señalaron, es cierto por una parte y falso por la otra, cierto dado 
que se llevó a cabo el acto jurídico contenido en la escritura pública 
número *** de fecha veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete, 
pero falso porque dichos actos no los hicieron los codemandados  *** 
y *** sino fue voluntad de la actora tal como consta en la citada docu-
mental pública. 

3) Lo negaron, pues adujeron, sí fue explicado a la enjuiciante el 
objeto y los efectos del acto celebrado en el instrumento notarial mul-
tirreferido, tal como consta en el apartado intitulado PERSONALI-
DAD, fracciones VII y VIII. 

Añadieron, es incoherente el postulado en que descansa la acción 
ejercida consistente en que la donante no se reservó bienes suficien-
tes para vivir, toda vez que: “Por lo que respecta al absurdo de que si 
tenía realmente bienes suficientes para vivir en reserva, se menciona 
que dicha manifestación es carente de coherencia ya que al haber do-
nación de un inmueble y en el referido instrumento se reservó bienes 
suficientes, es claro que si existe bien o parte del bien que se reservó 
la parte actora, por lo tanto es un hecho notorio, pues el hecho de que 
mi contrario no comprenda las consecuencias legales de dicha reserva, 
no lo hace invalido”; agregaron, la accionante sí cuenta con ingresos 
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no sólo por parte de sus familiares sino también del gobierno, pues 
cuenta con tarjeta para el bienestar aunado a que está afiliada al INA-
PAM que le permite tener descuentos especiales y acceder a múltiples 
programas sociales gratuitos, asimismo, adujeron, es falso la actora 
rentara el inmueble donado; y, finalmente sostuvieron, no existieron 
vicios del consentimiento, pues el pacto volitivo de mérito fue llevado 
a cabo conforme a los lineamientos y formalidades establecidos por la 
Ley del Notariado para la Ciudad de México. 

Derivado de lo anterior opusieron las excepciones que intitula-
ron “EXCEPCIÓN DE FALTA DE ACCIÓN Y DERECHO”, “EX-
CEPCIÓN DE FALTA DE TEMERIDAD Y MALA FE EN LA 
DEMANDA DE LA ACTORA”, “SINE ACTIONE AGIS”, “EX-
CEPCIONES Y DEFENSAS INNOMINADAS” y “LA EXCEP-
CIÓN DE DOLO Y MALA FE”. 

Los codemandados ***, *** y ***, se allanaron a la demanda. 
El tercero llamado a juicio licenciado Luis Antonio Montes de Oca 

Mayagoitia notario público 29 de esta Ciudad contestó la demanda 
oponiéndose a las prestaciones reclamadas y dió respuesta a los he-
chos de la siguiente forma: 

1) Manifestó no ser un hecho propio y señaló que al momento de 
otorgarse el instrumento *** la actora se encontraba libre de toda 
coacción e ignoró si era sujeta de agobios familiares. 

2) Adujo es cierto que mediante instrumento *** se formalizó, en-
tre otros, la donación materia de la presente litis. 

3) Refirió, efectivamente en el instrumento pluricitado se asentó 
la enjuiciante se reservaba bienes para vivir acorde a como tiene acos-
tumbrado y agregó que si le mintió no podía saberlo, pues protestó 
a los comparecientes en términos de ley para que se condujeran con 
verdad, aunado a que el fedatario no tenía obligación de cerciorarse 
de que la enjuiciante no se estuviera reservando bienes para vivir, ya 
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que no cuenta con medios para poder hacerlo y si la misma donante 
le manifestó apercibida de penas en caso de mentir, reservarse propie-
dades suficientes para vivir como tiene acostumbrado, el notario no 
tenía porque no creerle. 

Asimismo, opuso entre otras excepciones la de falta de legitima-
ción pasiva en atención a que la sentencia que se llegare a dictar en 
nada podría afectar su esfera jurídica o económica. 

Y, el diverso tercero llamado a juicio Instituto de Vivienda de la 
Ciudad de México dió contestación a la demanda aduciendo ninguna 
prestación le es reclamada en particular, por lo que solicitó la senten-
cia no le parara perjuicio, aunado a que, sostuvo, entre la actora, los 
codemandados y el instituto no existe relación jurídica ni obligación 
alguna por cumplir, pues únicamente compareció al levantamiento de 
la escritura pública de referencia para dar cumplimiento al acuerdo 
por el que se otorgaron facilidades administrativas, condonación del 
pago de contribuciones y aprovechamientos respecto de los actos con-
tenidos en la misma.

En los términos relatados quedó conformada la litis en el presente 
juicio. 

III. Disquisiciones previas. Como cuestión preliminar es menester 
precisar la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
al resolver el amparo directo en revisión 4398/2013 estableció los ni-
ños como los adultos mayores se encuentran en una situación de de-
bilidad respecto al resto de la población.

 Asimismo, destacó, el artículo 1° de la Constitución General dis-
pone todas las personas gozan de los derechos que la misma esta-
blece independientemente de la edad que tengan y consideró: “si en 
un procedimiento judicial alguna de las partes tiene la categoría de 
adulto mayor, es decir si tiene más de 60 años, el juzgador debe ana-
lizar las disposiciones legales aplicables al caso en seguimiento de los 
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principios establecidos en los ordenamientos mencionados, propor-
cionando el mayor beneficio que pudiera corresponder al adulto en 
edad avanzada”. 

La citada ejecutoria dió lugar a emitir la tesis aislada CCXXIV/2015 
(10a.), compilada en la página 573, libro 19, tomo I, del Semanario 
Judicial de la Federación, y su gaceta, correspondiente a la Décima 
Época, del Apéndice de junio de 2015, con número de registro digital 
2009452, que dice: 

ADULTOS MAYORES. AL CONSTITUIR UN GRUPO VULNE-
RABLE MERECEN UNA ESPECIAL PROTECCIÓN POR PARTE 
DE LOS ÓRGANOS DEL ESTADO. Del contenido de los artículos 
25, párrafo 1, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; así 
como del artículo 17 del Protocolo Adicional a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos en Materia de los Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, «Protocolo de San Salvador», se desprende 
la especial protección de los derechos de las personas mayores. Por su 
parte, las declaraciones y compromisos internacionales como los Prin-
cipios de las Naciones Unidas a Favor de las Personas de Edad, adopta-
do por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre 
de 1991 en la Resolución 46/91; la Declaración sobre los Derechos y 
Responsabilidades de las Personas de Edad, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas de 1992 o los debates y conclusiones en 
foros como la Asamblea Mundial del Envejecimiento en Viena en 1982, 
la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos en 1993 (de la que 
emanó la Declaración citada), la Conferencia Mundial sobre Población 
de El Cairo en 1994, y la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social de 
Copenhague en 1995, llevan a concluir que los adultos mayores cons-
tituyen un grupo vulnerable que merece especial protección por par-
te de los órganos del Estado, ya que su avanzada edad los coloca con 
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frecuencia en una situación de dependencia familiar, discriminación e 
incluso abandono. Lo anterior no implica, sin embargo, que en todos 
los casos en los que intervengan deba suplirse la deficiencia de la queja.

Sin que se soslaye por quien este asunto juzga que la Primera Sala 
del Alto Tribunal también ha sostenido el envejecimiento no nece-
sariamente conduce a un estado de vulnerabilidad sino es necesario 
advertir que, por diversos aspectos, como son la disminución de la ca-
pacidad motora y la disminución de la capacidad intelectual se pueda 
conducir a una discriminación social, familiar, laboral, institucional 
y económica que lleven al adulto mayor a un estado de indefensión. 

Así lo sostuvo en la Tesis Aislada 1a. CXXXIV/2016 (10a.), com-
pilada en la página 1104, Libro 29, abril de 2016, Tomo II, de la Gace-
ta del Semanario Judicial de la Federación, correspondiente a la Décima 
Época, con número de registro digital 2011524, que reza: 

ADULTOS MAYORES. EL ENVEJECIMIENTO NO NECESA-
RIAMENTE CONDUCE A UN ESTADO DE VULNERABILIDAD 
QUE HAGA PROCEDENTE EL BENEFICIO DE LA SUPLENCIA 
DE LA QUEJA DEFICIENTE. No se puede negar que cada vez es más 
amplia, la gama de grupos que se ven beneficiados por esa institución, 
pero en esa gama no se encuentra el grupo relativo a los adultos mayo-
res, porque el envejecimiento no necesariamente conduce a un estado 
de vulnerabilidad; y cuando ello acontece, es necesario advertir que la 
vulnerabilidad puede obedecer a diversos aspectos, como son la dismi-
nución de la capacidad motora y la disminución de la capacidad intelec-
tual, que a su vez puede conducir a una discriminación social, familiar, 
laboral y económica. En ese orden de ideas, el solo hecho de manifestar 
que se es un adulto mayor, es insuficiente para considerar que en auto-
mático opera la suplencia de la queja, pues ello sólo acontece cuando se 
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demuestra que el envejecimiento que conlleva el ser un adulto mayor, ha 
colocado a la persona en un estado de vulnerabilidad, y que esa vulne-
rabilidad realmente le imposibilita acceder de forma efectiva al sistema 
de justicia, pues aunque es innegable el hecho de que en su gran mayo-
ría, los adultos mayores enfrentan problemas económicos, de trabajo, 
seguridad social y maltrato, y que ello los coloca en desventaja respecto 
del resto de la población, lo cual ha llevado a considerar que los adultos 
mayores son vulnerables porque en un alto porcentaje son sujetos de 
desempleo o de condiciones de trabajo precarias y sufren, muy frecuen-
temente, carencias económicas y de seguridad social, lo que los convier-
te en personas dependientes y víctimas de un comportamiento adverso 
social hacia ellos; y que debido a esa vulnerabilidad merecen una espe-
cial protección, lo cual incluso se ve robustecido por el hecho de que los 
instrumentos internacionales y los regímenes jurídicos modernos han 
venido marcando una línea de protección especial a los adultos mayores, 
con el objeto de procurarles mejores condiciones en el entramado social, 
lo que pretende lograrse garantizándoles el derecho a: i) un estándar de 
vida adecuado, incluyendo alimentación, vivienda y vestimenta; ii) se-
guro social, asistencia y protección; iii) no discriminación en tratándo-
se de empleo, acceso a vivienda, cuidado de la salud y servicios sociales; 
iv) servicios de salud; v) ser tratado con dignidad; vi) protección ante el 
rechazo o el abuso mental; vii) participar en los espacios sociales, eco-
nómicos, políticos y culturales; y viii) participar enteramente en la toma 
de decisiones concernientes a su bienestar; se debe dejar en claro que la 
protección especial que se busca, debe ser a partir de un modelo social, 
en el que se tome conciencia de que la vulnerabilidad en que pueden 
encontrarse los adultos mayores, en su gran mayoría, obedece a las pro-
pias barreras que la organización social genera al no atender de manera 
adecuada la situación en que se encuentran; sin embargo, ello no con-
duce a considerar que por el simple hecho de ser un adulto mayor debe 
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operar en su beneficio la suplencia de la queja, pues no todos los adultos 
mayores son vulnerables y la vulnerabilidad a que pueden enfrentarse, 
en especial desde el ámbito social, puede ser muy variada; de ahí que no 
basta con alegar que se es un adulto mayor para que opere la suplencia 
de la queja. Empero, en la especie el suscrito encuentra que, de las cons-
tancias procesales se puede advertir al no ser un hecho controvertido 
que la actora no sólo es una adulta mayor –calidad que se adquiere al 
cumplir sesenta años de edad–, sino actualmente tiene más de noventa 
años de edad, pues nació el día uno de septiembre del año mil novecien-
tos treinta y dos, por lo que existe una grave presunción de que su capa-
cidad motora y cognitiva se encuentra disminuida, motivo por el cual, el 
suscrito resolverá el presente juicio teniendo en cuenta la consideración 
especial que hacia sus derechos es garantizada tanto en la legislación lo-
cal y federal del país como en diversas recomendaciones y tratados cele-
brados ante organismos internacionales, verbigracia, el artículo 17 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, concatenado con los artículos 
6 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores y 5 de la Ley de los Derechos de las 
Personas Adultas Mayores, pues claramente está en una situación de 
vulnerabilidad por el solo hecho de su edad, tomando en cuenta que de 
acuerdo con la información obtenida de la página de Internet http://
cuentame.inegi.org.mx/poblacion/esperanza.aspx? tema=P del Insti-
tuto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, la “Esperanza 
de Vida en México” en la década de los años treintas, era aproximada-
mente de 35 años para las mujeres y que, en la actualidad la esperanza 
de vida en México, de acuerdo con información obtenida de la página de 
internet http://www.conapo.gob.mx/work/models/CONAPO/Mapa_
Ind_Dem18/index_ 2.html del Consejo Nacional de Población, para el 
año dos mil veintitrés, es de 78.52 años en promedio para las mujeres; 
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por ello, alguien de más de noventa años ha superado por mucho la edad 
promedio de vida. En ese sentido, se estima, debe existir especial cuida-
do en la protección de los derechos de la actora *** en tanto que es una 
adulta mayor que se encuentra en la última parte de su vida; entonces, 
merece que el Estado vele por el ejercicio de sus derechos. Ello es así, en 
función a que si una adulta mayor acude ante las instituciones del Es-
tado a ejercer sus derechos, concretamente al Poder Judicial, el Estado 
mexicano debe proteger en todo momento que no se cometan abusos en 
su contra, incluyendo a las propias instituciones, dada su condición de 
edad, pues las personas adultas mayores especialmente de más de no-
venta años son sujetas a ser abusadas por estar en la última etapa de su 
vida y porque es notorio existe una disminución en sus capacidades fí-
sicas e incluso mentales por el deterioro natural del tiempo; además, al 
momento de analizar la controversia las instituciones del Estado deben 
valorar las circunstancias especiales del caso, esto es, se deben tomar en 
consideración las características inherentes a una persona de esa edad. 
Lo anterior, porque de conformidad con el artículo 22 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, que dispone que la ca-
pacidad jurídica de las personas físicas se adquiere por el nacimiento y 
se pierde por la muerte, luego, la persona adulta mayor puede acudir a la 
justicia por derecho propio y las instituciones estatales deben tener es-
pecial cuidado en salvaguardar sus derechos y tomar en consideración 
las circunstancias especiales que están en torno a las personas adultas 
mayores. De modo que, como ha quedado asentado, *** se encuentra 
en estado de vulnerabilidad, toda vez que no sólo es una persona adulta 
mayor, sino actualmente tiene más de noventa años de edad; por tanto, 
es evidente que tal estado de vulnerabilidad a su vez puede conducir a 
una discriminación social, familiar, institucional, laboral y económica; 
máxime, en la especie lo que es objeto de debate es si debe declararse la 
nulidad de la liberalidad que efectuó la accionante a los codemandados 
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quienes son sus hijos y nietos por no haberse reservado la adulta mayor 
lo necesario para subsistir en la última etapa de su vida.

Orienta el postulado previo, la tesis aislada I.11o.C.39 K (10a.) emi-
tida por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, publicada en la página 1939, Libro 80, noviembre de 
2020, Tomo III, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
correspondiente a la Décima Época, con registro digital 2022427, de 
rubro y texto siguientes:

ADULTOS MAYORES. LA CONDICIÓN DE VULNERABILI-
DAD OCASIONADA POR LA DISMINUCIÓN DE LA MOTRI-
CIDAD Y LA PÉRDIDA DE LAS CAPACIDADES COGNITIVAS 
DERIVADAS DE LA AVANZADA EDAD DE LAS PERSONAS, 
OBLIGA A QUE EN JUICIO SE LES TENGA CONSIDERACIÓN 
ESPECIAL, A EFECTO DE LLEVAR SU DEFENSA EN UN PLA-
NO DE IGUALDAD. En el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, 
con la participación de la Secretaría de Desarrollo Social, la Secretaría 
de Gobernación y el Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayo-
res, se desarrolló el Programa Nacional Gerontológico 2016- 2018, con 
la finalidad de reunir los objetivos, estrategias y acciones encaminadas 
a proporcionar el desarrollo humano integral de las personas adultas 
mayores, para brindarles las oportunidades necesarias para alcanzar un 
nivel de vida digno y sustentable. El citado estudio arrojó datos res-
pecto a la dependencia disfuncional de terceros, dado el deterioro que 
sufren las personas adultas mayores. A ese respecto, se señaló que exis-
te un deterioro natural de la salud de las personas adultas mayores, 
con relación a otros grupos de edad más jóvenes, caracterizado por una 
disminución de la motricidad y la pérdida de sus capacidades cogniti-
vas derivadas de la avanzada edad. Además, se precisó que la exclusión 
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social de dichas personas, los ingresos insuficientes y las elevadas tasas 
de vulnerabilidad por carencias sociales aceleran ese proceso natural 
y aumentan su dependencia funcional. Se adujo que se debe conside-
rar que el deterioro cognitivo y la disminución de la motricidad traen 
aparejados problemas sociales y económicos que impactan en la depen-
dencia de las personas adultas mayores con terceros y generan costos 
de asistencia médica y social, siendo más vulnerables las personas con 
menos recursos o que viven en las zonas menos afluentes –Organiza-
ción Mundial de la Salud, dos mil dieciséis– y, por lo tanto, las personas 
aquejadas y aquellas a quienes las asisten necesitan apoyo sanitario, so-
cial, legal y económico. Se establece que según la Encuesta Nacional de 
Salud y Nutrición –ENSANUT, dos mil doce–, las limitaciones aso-
ciadas con discapacidad para personas adultas mayores aumentan con 
la edad. Lo anterior pone de relieve que, a mayor edad, aumenta la dis-
minución de la motricidad y la pérdida de las capacidades cognitivas de 
las personas, por lo que es claro que en una persona de muy avanzada 
edad –más de noventa años– por el proceso natural del envejecimiento, 
existe una presunción grave de que se encuentra disminuida en dichas 
capacidades. Ahora bien, la consideración especial hacia los derechos de 
las personas mayores ha sido garantizada no sólo en la legislación local 
y federal del país sino, además, en diversas recomendaciones y tratados 
celebrados ante organismos internacionales. Estas recomendaciones y 
acuerdos sobre los derechos de la tercera edad están basados en las pre-
misas fundamentales establecidas por documentos como la Carta de 
las Naciones Unidas y la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos. Asimismo, en diversas recomendaciones, observaciones, asambleas 
y conferencias desarrolladas a nivel internacional, también se consa-
gran los derechos de los adultos mayores conforme a sus intereses, ne-
cesidades y condiciones de vida particulares; protección que también 
se advierte de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores 
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de la Ciudad de México. Las citadas disposiciones adquieren particular 
relevancia, pues no puede pasar inadvertido que el artículo 1° constitu-
cional determina que las normas relativas a derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con lo establecido en la propia Carta Funda-
mental y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia. En esa tesitura, si 
se aprecia que una persona no sólo es adulta mayor –calidad que se ad-
quiere al cumplir sesenta años de edad–, sino que cuenta con una muy 
avanzada edad –más de noventa años–, existe una grave presunción de 
que su capacidad motora y cognitiva se encuentra disminuida, por lo 
que el juzgador debe tener en cuenta la consideración especial que hacia 
sus derechos ha sido garantizada tanto en la legislación local y federal 
del país como en diversas recomendaciones y tratados celebrados ante 
organismos internacionales. Lo cual también lleva a presumir que la ca-
pacidad de defensa de esa persona adulta mayor está disminuida, pues 
existe la presunción grave de que sus capacidades físicas y cognitivas se 
encuentran disminuidas en comparación con personas de menor edad, 
lo que obliga a que en juicio se les tenga consideración especial, a efecto 
de llevar su defensa en un plano de igualdad. Por ello, la apreciación de 
la litis, la interpretación de las normas aplicables y la valoración de las 
pruebas ofrecidas debe hacerse en seguimiento de los principios ema-
nados de las normas internacionales y legales mencionadas. 

Asimismo, sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis Aislada I.3o.C.289 C 
(10a.) emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, publicada en la página 2403, Libro 47, octubre de 
2017, Tomo IV, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
correspondiente a la Décima Época, con número de registro digital 
2015257, que es del tenor literal siguiente: 
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ADULTOS MAYORES. LAS INSTITUCIONES DEL ESTADO 
DEBEN SALVAGUARDAR SUS DERECHOS Y SU DIGNIDAD 
HUMANA, EN TANTO SEA EVIDENTE QUE SU ESTADO DE 
VULNERABILIDAD PUEDE CONDUCIR A UNA DISCRIMI-
NACIÓN INSTITUCIONAL, SOCIAL, FAMILIAR, LABORAL Y 
ECONÓMICA. Si un adulto mayor acude ante las instituciones del Es-
tado a ejercer sus derechos, concretamente al Poder Judicial, éste debe 
garantizar en todo momento que se respete su dignidad humana, que 
no se cometan abusos en su contra y tomar medidas necesarias para cer-
ciorarse de que entiende claramente el procedimiento en que se están 
ventilando sus derechos, y que conozca en todo momento la situación 
jurídica en que se encuentra para que pueda ejercerlos. Lo anterior es 
así, pues las personas adultas mayores, dependiendo de su edad, pue-
den ser sujetas de abusos porque es un hecho notorio que existe en los 
últimos años de vida de una persona adulta mayor, una disminución en 
la agudeza de sus sentidos e, incluso, que tienen menor agilidad mental, 
por eso, al momento de analizar la controversia los jueces deben cercio-
rarse de que comprenden el derecho que ejercen en cada etapa procesal, 
así como al desahogar las pruebas, como la confesional, ya que deben 
tomar en consideración su condición física y de salud. Ello se conside-
ra así, porque conforme al artículo 22 del Código Civil para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, la capacidad jurídica de las 
personas físicas se adquiere por el nacimiento y se pierde por la muerte; 
por tanto, mientras la disminución en la condición física y sensorial de 
las personas adultas mayores obedezca al transcurso natural del tiem-
po, y no se advierta un deterioro cognitivo tal que impida comprender 
lo que acontece, pueden acudir a la justicia por derecho propio. En ese 
sentido, las instituciones del Estado deben tener especial cuidado en 
salvaguardar sus derechos y su dignidad humana, en tanto sea evidente 
que su estado de vulnerabilidad puede conducir a una discriminación 
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institucional, social, familiar, laboral y económica. De ahí que para evi-
tar lo anterior, deben interpretarse las normas aplicables de la manera 
que resulten más benéficas y flexibles a sus intereses. 

En ese escenario, atendiendo a las condiciones particulares de la en-
juiciante el suscrito resolverá el presente juicio teniendo en cuenta la 
consideración especial que hacia sus derechos es garantizada tanto en 
la legislación del país como en diversas recomendaciones y tratados 
celebrados ante organismos internacionales, así como en términos de 
lo dispuesto por el artículo 1°, párrafo segundo, de la Constitución 
Federal y atenderá al mayor beneficio que pueda corresponderle a la 
accionante. 

Al respecto se cita la Tesis Aislada I.5o.C.5 K (10a.), sustentada 
por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circui-
to, publicada en la página 1226, Libro XXI, junio de 2013, Tomo 2, 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a 
la Décima Época, con número de registro 2003811, que a continua-
ción se reproduce: 

ADULTOS MAYORES. EL JUZGADOR DEBE TENER EN CUEN-
TA LA CONSIDERACIÓN ESPECIAL HACIA LOS DERECHOS 
DE AQUÉLLOS, GARANTIZADA EN LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN DI-
VERSAS RECOMENDACIONES Y TRATADOS CELEBRADOS 
ANTE ORGANISMOS INTERNACIONALES. La consideración es-
pecial hacia los derechos de las personas mayores ha sido garantizada 
no sólo en la legislación local y federal del país sino, además, en diversas 
recomendaciones y tratados celebrados ante organismos internaciona-
les. Estas recomendaciones y acuerdos sobre los derechos de las per-
sonas de la tercera edad están basados en las premisas fundamentales 
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establecidas por documentos como la Carta de las Naciones Unidas y 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos. De acuerdo con lo 
expuesto, debe decirse que, si a alguna de las partes en el juicio le co-
rresponde la condición de persona adulta mayor, el juzgador debe ana-
lizar las disposiciones legales aplicables al caso en seguimiento de los 
principios establecidos en los ordenamientos mencionados, así como en 
el artículo 1°, párrafo segundo, de la Ley Fundamental del país y aten-
der al mayor beneficio que pudiera corresponder al interesado. 

IV. Análisis de la acción y excepciones. Una vez analizadas las cons-
tancias procesales, los escritos fijatorios de la litis, el marco jurídico 
aplicable al caso concreto, así como los medios probatorios desahoga-
dos en autos valorados en su conjunto conforme a las reglas de la ló-
gica jurídica y a las máximas de la experiencia el suscrito concluye la 
acción que nos ocupa es fundada, por los siguientes razonamientos: 

En toda clase de juicio las partes deben acreditar los extremos de 
sus pretensiones de conformidad con lo dispuesto por los artículos 
281 y 282 de la Ley Adjetiva Civil para esta Ciudad. En esa tesitura, el 
artículo 2347 del Código Civil para el Distrito Federal, expresamente 
señala: “Artículo 2347.-Es nula la donación que comprenda la totali-
dad de los bienes del donante, si éste no se reserva en propiedad o en 
usufructo lo necesario para vivir según sus circunstancias”. 

Dicha disposición tiene como fin que se limite la facultad o de-
recho de las personas de donar sus bienes con el objeto de asegurar 
que mientras vivan puedan satisfacer sus necesidades más elementa-
les, por ende, en ese lapso de vida del donante, se puede anular la do-
nación bajo la aludida causal, al no existir la reserva en cuestión. Ello, 
con independencia de que el numeral 2332 del cuerpo de leyes en con-
sulta defina a la donación como el contrato mediante el cual una per-
sona transfiere a otra, gratuitamente, una parte o la totalidad de sus 
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bienes presentes, pues tal porción normativa debe ser interpretada en 
armonía con las restantes disposiciones que rigen el acto jurídico de 
referencia, ergo, atendiendo a la ratio legis del artículo 2347 el suscrito 
concluye se encuentra proscrita la donación de la totalidad de los bie-
nes del donante si no se reserva en propiedad o en usufructo lo nece-
sario para vivir. Dicho de otra forma, por disposición expresa de la ley 
la facultad o derecho de las personas de donar sus bienes se encuentra 
limitada con la finalidad de asegurar que mientras vivan puedan sa-
tisfacer sus necesidades más elementales y, por ende, en ese lapso el 
donante puede reclamar la nulidad de la donación si no se hubiere he-
cho la reserva aludida, precisamente para hacer posible dicho objetivo, 
pues de lo contrario sería ilógico que la ley permitiera una donación 
total, al grado de que el donante careciera de lo necesario para vivir. 

Apoya lo expuesto, la tesis aislada pronunciada por el Sexto Tri-
bunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, compilada en 
la página 183, Tomo IX, febrero de 1992, del Semanario Judicial de la 
Federación, con número de registro 220526, que reza: 

DONACION, CONTRATO DE. El artículo 2332 del Código Civil 
para el Distrito Federal, sólo menciona una definición de lo que es el 
contrato de donación, más no fija los límites o alcances del mismo, lue-
go, tampoco debe interpretarse gramaticalmente, sino en relación con 
las disposiciones que rigen a dicho contrato, esto es, que aun cuando se 
haga la cesión de la totalidad de los bienes, debe el cedente contar con 
otros medios que garanticen su propia subsistencia, pues de lo contra-
rio, sería ilógico que la ley permitiera una donación total, al grado de 
que el donante careciera de lo necesario para vivir, por lo que, no hay 
contradicción entre el precepto citado que alude a la donación de la to-
talidad de los bienes y el diverso 2347 del propio ordenamiento legal 
sustantivo que la restringe.
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 Bajo esa línea argumentativa, para el acogimiento de la acción de nu-
lidad basada en la citada hipótesis normativa es menester la acredita-
ción de los siguientes elementos: 

a) La celebración de un contrato de donación.
b) Que la donación comprenda la totalidad de los bienes del 

donante. 
c) Que la donante no se hubiere reservado en propiedad o en usu-

fructo lo necesario para vivir según sus circunstancias. 
Elementos que se acreditaron en el presente asunto. 
Se afirma lo que precede, habida cuenta que de las piezas de autos 

con eficacia demostrativa plena en términos de lo dispuesto por los ar-
tículos 327 fracción VIII y 403 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal, se obtiene que se admitieron y desahogaron 
los siguientes medios de convicción: 

De la parte actora: 
1. Confesionales a cargo de los codemandados ***, ***, ***, *** y 

***, desahogadas en audiencia de fecha nueve de junio de dos mil vein-
tidós, así como la confesional a cargo del notario público número 29 
de esta Ciudad desahogada en audiencia de data veintidós de agosto 
del año en mención. 

2. Documentales consistentes en el segundo testimonio de la es-
critura pública número *** de fecha veintinueve de noviembre de dos 
mil diecisiete, del protocolo del notario público número 29 de esta 
Ciudad; copia simple del acta de nacimiento de la actora y de su Clave 
Única de Registro de Población. 

3. Testimonial a cargo de los CC. *** y *** desahogada en audiencia 
de fecha cinco de julio de dos mil veintidós. 

4. Inspección judicial desahogada mediante diligencia de seis de 
junio de dos mil veintidós. 

5. Instrumental de actuaciones. 
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6. Presuncional legal y humana. 
De los codemandados *** y ***: 
1. Confesional a cargo de la parte actora desahogada en audiencia 

de fecha nueve de junio de dos mil veintidós.
2. Testimonial a cargo de los CC. *** y  *** desahogada en audien-

cia de cinco de julio de dos mil veintidós únicamente respecto al testi-
go citado en primer orden, pues en dicha audiencia se desistieron del 
segundo testigo mencionado. 

3. Documentales consistentes en el segundo testimonio de la 
escritura pública número *** de fecha veintinueve de noviembre de 
dos mil diecisiete; copia certificada de lo actuado en el juicio ordi-
nario civil radicado ante este juzgado bajo el número de expediente 
***/***; acuse de fecha veintiuno de abril de dos mil veintidós de la 
solicitud realizada al Instituto de Vivienda de la Ciudad de Méxi-
co a fin de que se sirviera expedir copia certificada del expedien-
te ***/ de la solicitud de constitución de régimen de propiedad en 
condominio respecto del inmueble objeto de la donación materia 
de la presente litis; y, videograbaciones contenidas en un disposi-
tivo USB. 

Del tercero llamado a juicio notario público número 29 de esta 
Ciudad, licenciado Luis Antonio Montes de Oca Mayagoitia: 

1. Documental pública consistente en el segundo testimonio de la 
escritura pública ***. 

2. Instrumental. 
Del diverso tercero llamado a juicio Instituto de Vivienda de la 

Ciudad de México:
 1. Documentales consistentes en copia certificada del testimo-

nio notarial número *** de fecha ***, otorgado ante la fe del notario 
público número 230 de esta Ciudad; y, copia certificada de diversas 
constancias del expediente ***/*** formado ante el instituto tercero 
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llamado a juicio con motivo de la constitución del régimen de propie-
dad en condominio llevado a cabo sobre el inmueble objeto de la do-
nación materia del presente juicio. 

2. Instrumental de actuaciones. 
3. Presuncional legal y humana. 
Así las cosas, del análisis conjunto de las probanzas antes relata-

das, adminiculándolas entre sí conforme al principio de adquisición 
procesal, el cual consiste en que las pruebas allegadas a juicio por una 
de las partes pueden beneficiar el interés de su contraria si de las mis-
mas se revelan los hechos que pretende probar, el suscrito concluye, 
en el presente juicio se acreditaron los elementos de la acción ejercida.

Resulta de ese modo, pues el elemento identificado en este fallo 
con el inciso a), se encuentra acreditado debido a que no es un hecho 
controvertido las partes celebraron un contrato de donación, el cual se 
hizo constar en la escritura pública número *** de fecha veintinueve 
de noviembre de dos mil diecisiete, del protocolo del notario público 
número 29 de esta Ciudad. 

Los elementos identificados con los incisos b) y c), consistentes, 
respectivamente, en que la donación comprenda la totalidad de los 
bienes del donante y que éste no se hubiere reservado en propiedad o 
en usufructo lo necesario para vivir según sus circunstancias, también 
se demostraron. 

Ello, en primer lugar, porque los codemandados ***, *** y *** se 
allanaron a la demanda, siendo que el allanamiento es un acto pro-
cesal de disposición de los derechos litigiosos materia del juicio, me-
diante el cual la parte demandada reconoce expresamente lo fundado 
de la acción intentada por la parte contraria, es, por ende, una acti-
tud que puede asumir el demandado frente a la demanda, con la que 
se conforma, expresa e incondicionalmente y con la pretensión hecha 
valer. 
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En segundo lugar, porque los coenjuiciados *** y *** al dar contes-
tación a la demanda, en específico al responder el hecho 3 (foja 67 de 
actuaciones), manifestaron: 

…Finalmente se hace mención que contrario a lo que manifiesta la par-
te actora, si cuenta con ingresos no sólo por parte de los familiares si no 
también recibe apoyo económico del gobierno, lo anterior se acredita 
con la copia simple de la tarjeta para el bienestar con número ***, por 
medio de la cual la actora recibe beneficios económicos, también está 
afiliada al INAPAM lo cual se acredita con la copia simple de la tarjeta 
con folio B29 *** misma que permite que las personas de la tercera edad 
tengan descuentos especiales y accedan a múltiples programas sociales 
gratuitos, así mismo no se deja de lado que es falso que la actora rentara 
los inmuebles antes citados, lo cual es improcedente y falso. 

Hechos que les consta a los CC. *** y *** mismos testigos que pre-
sentaré en el momento procesal oportuno.

Lo así manifestado por los coenjuiciados *** y *** quienes son nietos 
de la accionante de acuerdo con lo asentado en la documental públi-
ca en la que se hizo constar el contrato de donación cuya nulidad se 
demanda, lleva a concluir al suscrito que efectivamente el inmueble 
donado era el único patrimonio de la donante y que no se reservó en 
propiedad o en usufructo lo necesario para vivir. 

Lo anterior con apoyo en la Tesis Aislada I.13o.C.27 C emitida 
por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, publicada en la página 1553, Tomo XIX, marzo de 2004, 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a 
la Novena Época, con número de registro digital 181967, que a conti-
nuación se transcribe: 



Materia Civil 195

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

DONACIÓN. ES NULA SI EL DONANTE NO SE RESERVA LO 
NECESARIO PARA VIVIR SEGÚN SUS CIRCUNSTANCIAS 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 2347 DEL CÓDIGO CI-
VIL PARA EL DISTRITO FEDERAL). El artículo 2347 del Códi-
go Civil para el Distrito Federal, textualmente, establece: «Es nula la 
donación que comprenda la totalidad de los bienes del donante, si éste 
no se reserva en propiedad o en usufructo lo necesario para vivir según 
sus circunstancias.». La interpretación armónica y sistemática de dicho 
precepto legal, lleva a estimar que el legislador no coarta la libertad in-
dividual de las personas para disponer de sus cosas, sólo lo condiciona 
para que se reserve lo necesario para vivir según sus circunstancias, lo 
cual debe entenderse más allá del simple soporte personal (habitación, 
alimentos, sustento), sino que permita hacer frente a sus obligaciones 
crediticias ya pecuniarias o alimentarias, situación que el citado artícu-
lo advierte al señalar que el donante debe reservarse en propiedad o en 
usufructo lo necesario para vivir, es decir, con bienes tangibles, suscep-
tibles de adquirirse en propiedad o en usufructo. Por tanto, no sería ló-
gico establecer que el propósito del legislador hubiese sido en el sentido 
de que, para que la donación no fuera nula, el donante sólo tuviera que 
reservarse la expectativa de unos ingresos futuros, necesarios para vivir 
acorde a sus circunstancias, como lo sería el producto del trabajo que 
desempeña, puesto que con tal ingreso incierto no podría hacer frente a 
sus obligaciones crediticias o alimentarias las que, en la especie, vienen 
a procurar el bienestar y seguridad de la familia que el donante tiene. 
Así pues, el donante no puede dar la totalidad de los bienes, si éste no 
se reserva en propiedad o en usufructo lo necesario para hacer frente a 
dichas obligaciones.

Circunstancia que se corrobora con la copia certificada de lo actuado 
en el juicio ordinario civil radicado ante este juzgado bajo el número 
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de expediente ***/***, pues de la misma se obtiene que *** al dar 
contestación a la demanda en aquel contradictorio, en específico al 
dar contestación al hecho 1 (foja 32 de la documental en análisis), 
manifestó: 

1. El presente hecho que enumera la parte actora, bajo el número 1 de su 
escrito inicial de demanda, en parte es cierto y por la otra es falso, es cier-
to que las casas y los departamentos fueron donados por la hoy parte ac-
tora conforme a la escritura pública que la misma parte actora exhibió en 
su escrito inicial de demanda, y es de manifestar que el suscrito y mis tíos 
somos las personas que hemos dado alimentos a mi abuela ***, sin em-
bargo la hoy actora *** en su escrito inicial manifestó que vivía en la casa 
UNO y DOS, lo cual es falso ya que solo vive en la casa marcada con el 
número UNO, ya que son casas distintas, es así que la hoy actora seguía 
viviendo en la casa uno bajo el cuidado de todos los que intervinieron en 
la escritura pública hasta el día 30 de enero del año 2019, en que mi abue-
la dejo el domicilio sin previo aviso, sin saber hasta la fecha la ubicación 
de la misma, por lo que se teme que mi tía de nombre *** se la haya lleva-
do a un lugar donde ninguno de nosotros tenga conocimiento de su para-
dero, puesto que su único domicilio siempre ha sido la casa UNO ubicada 
en CALLE *** NUMERO ***, MANZANA ***, LOTE **, COLONIA 
***, ALCALDIA DE ***, CIUDAD DE MÉXICO… [sic] 

Como puede verse, el codemandado  *** aseveró en el diverso juicio, 
por un lado, que él y sus tíos son las personas que dan alimentos a su 
abuela, la aquí parte actora, y por otro, que la donante siempre vivió 
en la casa uno del inmueble donado y ese siempre ha sido su domicilio. 

Situación que abona para considerar el inmueble donado era el úni-
co patrimonio de la enjuiciante y no se reservó en propiedad o en usu-
fructo lo necesario para vivir. 
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A lo anterior se suma, el testigo *** presentado por los codeman-
dados  *** y *** al responder las preguntas tercera, cuarta y quinta 
expuso: 

TERCERA.- Que se aportan a la señora *** recursos alimentarios, que 
no eran exigidos que eran voluntarios; ***, no hay una cuota fija es lo 
que se le puede dar y que no se la cantidad; ***, no se la cantidad que 
aporta y *** es finado y el de la voz la lleva a comer a su mamá, que son 
tres o cuatro veces a la semana cuando la llevo a comer.- A la CUAR-
TA.- Que se y me consta que sus nietos *** una vez a la semana le lleva 
de comer y el otro nieto *** también le lleva de comer una vez a la se-
mana lo que es desayuno, comida y cena.- A la QUINTA.- Que se y me 
consta que la señora *** recibe ayuda del Gobierno, que es pensión ali-
mentaria de tres mil cien pesos bimestralmente. [sic] 

Atestado que reafirma, el bien donado era el único patrimonio de la 
donante quien no se reservó en propiedad o en usufructo lo necesario 
para vivir, pues subsiste a través de la ayuda voluntaria que le brindan 
sus hijos y nietos y mediante la pensión que recibe del Gobierno, pues 
si bien, no pasa desapercibido para el suscrito que la testimonial ofre-
cida por los codemandados *** y *** fue a cargo de los CC. *** y *** 
siendo que en audiencia de cinco de julio de dos mil veintidós se desis-
tieron del último testigo citado, no obstante, se estima que al tratarse 
de una probanza ofrecida por ellos prueba plenamente en su contra. 

Ante ese panorama de circunstancias en el caso concreto se tienen 
por demostrados los elementos de la acción de nulidad ejercida con 
base en lo dispuesto por el artículo 2347 de la Ley Sustantiva Civil 
para esta Ciudad. Sin que sea óbice para concluir en el sentido apun-
tado el hecho de que en la cláusula segunda del contrato de donación 
contenido en la escritura pública número *** de fecha veintinueve de 
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noviembre de dos mil diecisiete, del protocolo del notario público nú-
mero 29 de esta Ciudad, la donante hubiere declarado se reservaba 
en propiedad bienes suficientes para vivir conforme lo tiene acostum-
brado; que en dicha protocolización el notario hubiere observado los 
requisitos previstos por el artículo 102 de la abrogada Ley del Nota-
riado para el Distrito Federal en su texto vigente al día veintinueve 
de noviembre de dos mil diecisiete cuando se otorgó el mencionado 
instrumento público; ni que el numeral 162 del referido ordenamiento 
legal establezca que el instrumento o registro notarial sólo es nulo en 
las hipótesis ahí previstas. 

Ello, virtud a que la acción de nulidad que nos ocupa no se hace 
descansar en alguno de los supuestos consagrados en la Ley del Nota-
riado mencionada sino en lo dispuesto por el artículo 2347 del Códi-
go Civil para el Distrito Federal, luego, no debe perderse de vista que, 
aun cuando las escrituras públicas, en su carácter de documentos pú-
blicos, tienen pleno valor probatorio y debe presumirse cierto lo asen-
tado en las mismas en tanto no se acredite su nulidad, el sentido del 
presente fallo no puede variar por lo plasmado en el citado instrumen-
to público al no contener un cercioramiento respecto a si la donante 
se reservó en propiedad o en usufructo lo necesario para vivir, toda 
vez que el propio fedatario ante quien se tiró la escritura refirió al dar 
contestación a la demanda que se encontraba imposibilitado para sa-
ber si lo manifestado por la donante fuese verídico ni era su obligación 
cerciorarse de que la donante se reservara bienes para vivir. 

Tampoco es obstáculo para concluir que en el caso concreto se de-
mostraron los elementos necesarios para acoger la acción ejercida, el 
resultado de la prueba confesional a cargo de la actora desahogada en 
audiencia de fecha nueve de junio de dos mil veintidós, pues las úni-
cas posiciones respondidas afirmativamente por la absolvente fueron 
las siguientes: 
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1. QUE USTED FIRMÓ DE SU PUÑO Y LETRA LA ESCRITURA 
PÚBLICA N° *** EL DÍA 29 DE NOVIEMBRE DEL AÑO 2017. 

A LA 1.- Que si es cierto. 

2. QUE USTED ACUDIÓ PERSONALMENTE ANTE LA PRE-
SENCIA DEL NOTARIO NÚMERO 29 DE LA CIUDAD DE MÉ-
XICO A FIRMAR EL CONTRATO DE DONACIÓN ENTRE US-
TED Y LOS SEÑORES ***, ***,***, *** Y ***.

 A LA 2.- Que si es cierto. 

6. QUE USTED PLASMÓ SU FIRMA AUTÓGRAFA EN EL 
INSTRUMENTO NOTARIAL *** ANTE LA PRESENCIA DEL 
NOTARIO PÚBLICO NÚMERO 29 DE LA CIUDAD DE MÉXICO. 

A LA 6.- Que si es cierto. 

7. QUE USTED RECIBE ACTUALMENTE APOYO ECONÓ-
MICO POR PARTE DEL PROGRAMA FEDERAL BIENESTAR. 

A LA 7. Que si es cierto.

12. QUE USTED CON ANTELACIÓN ANTE EL JUZGADO 
5 DE LO CIVIL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, BAJO EL EXPE-
DIENTE ***/***, YA HABÍA SOLICITADO LA NULIDAD DE LA 
ESCRITURA ***. 

A LA 12.- Que si es cierto.

Al interpretarse literalmente las posiciones transcritas se concluye, 
con las mismas no se justifica la accionante se hubiere reservado en 
propiedad o en usufructo lo necesario para vivir, pues la pensión 
del bienestar que confesó recibir por parte del Gobierno no consti-
tuye un bien integrante del patrimonio de la donante al momento 
de efectuarse la donación, sino en todo caso un ingreso futuro no 
apto para enervar la acción ejercida tal como se afirmó en parágra-
fos precedentes. 
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Las videograbaciones contenidas en un dispositivo USB ninguna 
relación guardan con los elementos de la presente acción de nulidad 
consagrada por el numeral 2347 de la Ley sustantiva Civil para esta 
Ciudad dado que fueron ofrecidas para justificar que la actora realizó 
los trámites para constituir sobre el bien donado el régimen de pro-
piedad en condominio y que realizó el acto jurídico cuya nulidad re-
clama, sin que de su contenido se desprenda manifestación alguna de 
la demandante en cuanto a que se hubiere reservado en propiedad o 
en usufructo lo necesario para vivir; circunstancia en la cual se centra 
la acción ejercida. 

Lo mismo ocurre con la documental consistente en diversas cons-
tancias del expediente ***/*** del Instituto de Vivienda de la Ciudad 
de México relativas a la constitución del régimen de propiedad en con-
dominio familiar, pues se itera, la presente acción se ejerció con base 
en lo dispuesto por el artículo 2347 del Código Civil para el Distrito 
Federal y de la documental en análisis se obtiene la donante no se re-
servó para sí alguna unidad privativa resultante. 

La inspección judicial desahogada mediante diligencia de seis de 
junio de dos mil veintidós carece de relevancia para la resolución del 
presente juicio, dado que la descripción de las características de la 
construcción del inmueble donado ninguna relación guarda con los 
elementos constitutivos de la acción deducida explicitados en acápites 
previos. 

Tocante a la prueba testimonial ofrecida por la enjuiciante a cargo 
de los CC. *** y *** desahogada en audiencia de fecha cinco de julio 
de dos mil veintidós, el suscrito estima carece de eficacia demostrativa 
pues a fin de que el aludido medio probatorio tenga la fuerza necesa-
ria para demostrar el hecho que se pretenda, en la demanda no sólo 
debe narrarse de manera clara y precisa la verificación de un determi-
nado acontecimiento, sino también es necesario se precise el nombre 
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de las personas que lo presenciaron y las razones por las cuales les 
consta, ya que no basta la simple afirmación de que ciertos eventos 
tuvieron lugar, para que ésta se corrobore con el dicho de personas, 
cuya presencia en los hechos no quedó relacionada desde que éstos 
fueron narrados en la demanda y, en la especie, de la atenta lectura 
del libelo inicial se obtiene la enjuiciante no precisó el nombre de los 
testigos aludidos. 

Ahora bien, se procede al estudio de las excepciones opuestas. 
Los coenjuiciados ,  *** y *** se allanaron a la demanda, por tanto, 

como se precisó en parágrafos precedentes están conformes expresa e 
incondicionalmente con la pretensión hecha valer. 

Codemandados *** y ***: 
Las excepciones intituladas “EXCEPCIÓN DE FALTA DE AC-

CIÓN Y DERECHO”, “SINE ACTIONE AGIS” y “EXCEPCIONES 
Y DEFENSAS INNOMINADAS” son infundadas, toda vez que la 
enjuiciante acreditó los elementos constitutivos de su acción de acuer-
do con los razonamientos vertidos en párrafos previos los cuales se 
tienen aquí por reproducidos en obvio de tautológicas repeticiones; 
además, se insiste, el vértice en que se centra la acción deducida es-
triba en que la accionante, quien es una adulta mayor en estado de 
vulnerabilidad puesto que tiene más de noventa años, donó a los co-
demandados quienes son sus hijos y nietos respectivamente el único 
bien que conformaba su patrimonio sin que se hubiese reservado en 
propiedad o en usufructo lo necesario para vivir con base en lo dis-
puesto por el artículo 2347 de la Ley sustantiva Civil para esta Ciu-
dad, de ahí que el hecho de que en la protocolización del acto jurídico 
de mérito el notario público hubiere observado los requisitos previstos 
por el artículo 102 de la abrogada Ley del Notariado para el Distrito 
Federal en su texto vigente al día veintinueve de noviembre de dos mil 
diecisiete cuando se otorgó el mencionado instrumento público y que 



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 395 •  mayo-junio •  2025202

el numeral 162 del referido ordenamiento legal establezca que el ins-
trumento o registro notarial sólo es nulo en las hipótesis ahí previstas 
(ordenamiento que es aplicable en la especie atendiendo a la fecha en 
que se celebró y protocolizó el contrato de donación materia de la litis 
más no la Ley del Notariado para esta Ciudad publicada en la Gaceta 
Oficial de la Ciudad de México, el once junio de dos mil dieciocho), a 
criterio del suscrito juzgador no puede erigirse como una traba para 
acoger las pretensiones de la adulta mayor, máxime, cuando por dis-
posición expresa de la ley la voluntad del donante se encuentra limita-
da de acuerdo con lo expuesto líneas arriba. 

En otro extremo, el suscrito considera, no existe cosa juzgada deri-
vado de lo resuelto en el diverso juicio ordinario civil seguido por *** 
en contra de ***, expediente ***/*** radicado en este juzgado, toda vez 
que en aquel controvertido se reclamó la revocación de la donación 
por ingratitud, acción que se hizo descansar toralmente en el hecho 
de que el ahí demandado comenzó a mostrar una actitud poco cor-
dial hacía la enjuiciante pues en reiteradas ocasiones se constituyó en 
su domicilio para solicitarle que la hija de la donante de nombre ***, 
quien se encontraba viviendo en el primer piso del inmueble donado 
lo desocupara y se la entregara manifestando a la donante: “…que es 
su casa y que no va a permitir que nadie más siga entrando en ella, ni 
mucho menos que la habiten, que él, es el único dueño que tiene de-
recho a habitarla, que él no permitirá que ninguno de mis hijos esté 
habitándola”. Acción desestimada por el otrora juzgado Quinto de lo 
Civil de este Tribunal mediante sentencia definitiva de fecha treinta 
y uno de octubre de dos mil dieciocho, bajo el argumento de que los 
actos invocados como ingratos no encuadraban en los supuestos pre-
vistos por el artículo 2370 del Código Civil para el Distrito Federal, 
aunado a que no se acreditó una causal de ingratitud contra la donan-
te o su hija. 
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En ese contexto, se concluye, no existe cosa juzgada (directa) entre 
lo resuelto en aquel juicio y el presente, pues no existió un pronuncia-
miento previo respecto a las mismas partes, sobre las mismas acciones 
y la misma causa de pedir, para poder determinar que se actualiza la 
excepción de cosa juzgada, ni tampoco se actualiza la cosa juzgada re-
fleja, ya que no se efectuó un pronunciamiento sobre la validez o nu-
lidad del contrato de donación y mucho menos atendiendo a la causal 
aquí invocada, sino únicamente se abordó el tema de su revocación 
por la pretendida ingratitud de parte del donatario *** ahí alegada. 

Por otra parte, las excepciones denominadas “EXCEPCIÓN DE 
FALTA DE TEMERIDAD Y MALA FE EN LA DEMANDA DE 
LA ACTORA”, y “LA EXCEPCIÓN DE DOLO Y MALA FE” tam-
bién son infundadas, pues lo que caracteriza la temeridad o mala fe 
es el elemento subjetivo que lleva al litigante a sostener su pretensión 
con pleno conocimiento de que no le asiste la razón, circunstancia que 
no acontece en el asunto que nos ocupa al haber resultado fundada la 
acción deducida. 

En diverso orden de ideas, respecto al tercero llamado a juicio li-
cenciado Luis Antonio Montes de Oca Mayagoitia, titular de la no-
taría pública número 29 de esta Ciudad, el presente fallo no le puede 
parar perjuicio, ya que la nulidad reclamada respecto del instrumento 
notarial número *** de fecha veintinueve de noviembre de dos mil die-
cisiete otorgada ante su fe, no se realizó con base en actos de nulidad 
atribuibles al fedatario público sino como consecuencia de no haberse 
reservado la donante en propiedad o en usufructo lo necesario para 
vivir en términos de lo dispuesto por el artículo 2347 del Código Civil 
para el Distrito Federal. 

Apoya lo que precede, la tesis aislada I.3o.C.40 C (10a.), emitida 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circui-
to, compilada en la página 2666, Libro XIII, octubre de 2012, Tomo 
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4, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente 
a la Décima Época, con número de registro 2001976, que reza:

NULIDAD DE INSTRUMENTO NOTARIAL. LEGITIMACIÓN 
PASIVA DEL NOTARIO PÚBLICO. De conformidad con en el artí-
culo 162 de la Ley del Notariado para el Distrito Federal, los notarios 
públicos sólo deben ser llamados a juicio en su calidad de litisconsortes 
(demandados), cuando se ejerza la nulidad de un instrumento notarial 
con base en la actualización de alguno de los supuestos previstos en la 
disposición en comento, al ser éstos los únicos actos de nulidad que se le 
pueden atribuir al notario. Máxime cuando de decretarse la nulidad del 
instrumento notarial por razones diversas, el juzgador se encuentre en 
aptitud de girar oficio al notario para que realice las anotaciones corres-
pondientes, como lo establece también el precepto en comento. 

Tampoco puede pararle perjuicio lo aquí decidido al Instituto de Vi-
vienda de la Ciudad de México, pues únicamente compareció a la ce-
lebración del acto jurídico objeto del presente contradictorio a fin 
de dar cumplimiento al acuerdo por el cual se otorgaron facilidades 
administrativas, condonación del pago, contribuciones y aprovecha-
mientos sin que la declaración de nulidad y las consecuencias que de 
ello emanan le irrogue alguna afectación a su esfera jurídica.

V. Costas. En la especie el suscrito considera no se actualiza alguno 
de los supuestos previstos por el artículo 140 de la Ley adjetiva Civil 
para esta Ciudad, por ende, no es dable establecer condena al pago de 
costas en la presente instancia. 

VI. Conclusión. En mérito de lo expuesto, al haber resultado fun-
dada la acción ejercida habrá de declararse la nulidad del contrato de 
donación celebrado entre ***, en su carácter de donante y como do-
natarios ***, ***, ***, ***, ***, respecto del inmueble marcado con el 
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número *** de la calle *** y lote de terreno sobre el cual está construi-
do marcado con el número ***, manzana ***, colonia*** (antes Torres 
de ***) (registralmente identificado como ***), Alcaldía ***, Ciudad 
de México, acto jurídico protocolizado en la escritura pública núme-
ro ***, libro 1921, de fecha veintinueve de noviembre del año dos mil 
diecisiete, ante la fe del notario público número 29 de esta Ciudad, 
licenciado Luis Antonio Montes de Oca Mayagoitia. Como conse-
cuencia de lo anterior, habrá de declararse que los efectos producidos 
por el contrato de donación se retrotraen a la fecha de su celebración 
como si nunca se hubiera celebrado, por consiguiente, también habrá 
de declararse la nulidad de la constitución del régimen de propiedad 
en condominio que otorgaron los donatarios con la comparecencia 
del Instituto de Vivienda de la Ciudad de México, así como la nuli-
dad de la disolución de copropiedad y aplicación de bienes otorgadas 
por los donatarios en el instrumento público supracitado; por ende, 
una vez que esta resolución cause ejecutoria, habrá de girarse atento 
oficio a dicho fedatario a efecto de que proceda a realizar todas las 
gestiones necesarias para realizar la anotación respectiva en su pro-
tocolo, asimismo, habrá de girarse atento oficio al Registro Público 
de la Propiedad y de Comercio de la Ciudad de México a efecto de 
que realice la cancelación de la inscripción del contrato de donación 
contenido en la escritura pública mencionada inscrita en el folio real 
electrónico ***.

 Finalmente, en términos de lo dispuesto por los artículos 2362 y 
2369 del Código Civil para el Distrito Federal, deberá condenarse a 
los demandados ***, ***, ***, *** y *** a desocupar y entregar a la par-
te actora el inmueble citado en el párrafo inmediato anterior con sus 
frutos y accesiones en un término de CINCO DÍAS contados a partir 
de que esta resolución cause ejecutoria con el apercibimiento que en 
caso de no hacerlo serán lanzados a su costa y riesgo. 
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Respecto a los terceros llamados a juicio licenciado Luis Antonio 
Montes de Oca Mayagoitia, titular de la notaría pública número 29 de 
esta Ciudad e Instituto de la Vivienda de la Ciudad de México, habrá 
de establecerse que el presente fallo no les para perjuicio. Y, sin que 
haya lugar a establecer condena al pago de costas. Por lo expuesto y 
fundado, se 

RESUELVE:

PRIMERO. Ha sido procedente la vía ordinaria civil, en la que la par-
te actora *** acreditó sus pretensiones, los codemandados ***,  *** y 
*** se allanaron a la demanda, mientras que los coenjuiciados *** y  
*** no justificaron sus excepciones y defensas, en consecuencia; 

SEGUNDO. Se declara la nulidad del contrato de donación cele-
brado entre ***, en su carácter de donante y como donatarios ***, ***,  
***, *** y ***, respecto del inmueble marcado con el número *** de la 
calle *** y lote de terreno sobre el cual está construido marcado con el 
número ***, manzana ***, colonia *** (antes Torres de ***) (registral-
mente identificado como ***), Alcaldía ***, Ciudad de México, acto 
jurídico protocolizado en la escritura pública número ***, libro ***, de 
fecha veintinueve de noviembre del año dos mil diecisiete, ante la fe 
del notario público número 29 de esta Ciudad, licenciado Luis Anto-
nio Montes de Oca Mayagoitia.

TERCERO. Como consecuencia de lo anterior, se declara que los 
efectos producidos por el contrato de donación aludido en el resolu-
tivo inmediato que antecede se retrotraen a la fecha de su celebración 
como si nunca se hubiera celebrado, por tanto, se declara la nulidad 
de la constitución del régimen de propiedad en condominio que otor-
garon los donatarios con la comparecencia del Instituto de Vivienda 
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de la Ciudad de México, así como la nulidad de la disolución de co-
propiedad y aplicación de bienes otorgadas por los donatarios en el 
instrumento público número ***, libro 1921, de fecha veintinueve de 
noviembre del año dos mil diecisiete, otorgado ante la fe del notario 
público número 29 de esta Ciudad, licenciado Luis Antonio Montes 
de Oca Mayagoitia. 

CUARTO. Gírese atento oficio al notario público número 29 de 
esta Ciudad, licenciado Luis Antonio Montes de Oca Mayagoitia a 
efecto de que se sirva realizar las anotaciones correspondientes en los 
libros respectivos y proceda a cancelar la anotación respectiva del ins-
trumento notarial antes mencionado realizando la tildación en el pro-
tocolo a su cargo. 

QUINTO. Gírese atento oficio al Registro Público de la Propiedad 
y de Comercio de la Ciudad de México a efecto de que realice la cance-
lación de la inscripción del contrato de donación respecto del inmue-
ble marcado con el número *** de la calle *** y lote de terreno sobre 
el cual está construido marcado con el número ***, manzana ***, co-
lonia *** (antes Torres de ***) (registralmente identificado como ***), 
Alcaldía ***, Ciudad de México, contenido en el instrumento notarial 
número *** libro ***, de fecha veintinueve de noviembre del año dos 
mil diecisiete, inscrito en el folio real electrónico número *** auxilia-
res del uno al siete. 

SEXTO. Se condena a los demandados ***, ***, ***, *** y *** a 
desocupar y entregar a la parte actora el inmueble de marras con sus 
frutos y accesiones en un término de CINCO DÍAS contados a partir 
de que esta resolución cause ejecutoria apercibidos que en caso de no 
hacerlo serán lanzados a su costa y riesgo.

SÉPTIMO. Por los razonamientos expuestos en el cuerpo del pre-
sente fallo se decreta que la presente resolución no le para perjuicio a 
los terceros llamados a juicio licenciado Luis Antonio Montes de Oca 
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Mayagoitia, titular de la notaría pública número 29 de esta Ciudad e 
Instituto de la Vivienda de la Ciudad de México.

OCTAVO. No se establece condena al pago de costas. 
NOVENO. Notifíquese. 
Así, definitivamente lo resolvió y firma el licenciado Román León 

Ríos Juez Interino Décimo Sexto de lo Civil de Proceso Escrito de la 
Ciudad de México, ante el C. Secretario de Acuerdos “A” Licenciado 
Carlos Emilio Carmona con quien actúa y da fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; 186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección 
de datos personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el 
artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos Generales de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, se hace constar que en esta 
versión pública se suprime la información considerada como reservada o confidencial que 
encuadra en los ordenamientos mencionados
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ESTUDIO JURÍDICO

EL REZAGO EN LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS COMO PROBLEMA SISTÉMICO

 Jorge Ponce Martínez*

Sumario: 1. Presupuestos para enfocar la actuación de la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos. 2. Algunos escenarios de demo-
ras atribuibles a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
3. El rezago en la CIDH como problema sistémico. 4. La percepción 
de la Comisión como juez y parte. 5. Una posibilidad de solución

1. Presupuestos para enfocar la actuación de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos

La referencia a la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos (en adelante Comisión o CIDH), como órgano del Sistema In-
teramericano de Derechos Humanos, para los efectos del presente 
texto, parte de las siguientes premisas que considero válidas: 1) que 
en primer lugar, resulta incuestionable que el conocimiento tanto de 
peticiones relativas a reclamos por violaciones a derechos humanos, 
como de solicitudes de medidas cautelares en situaciones de gravedad 
y urgencia, constituyen funciones de carácter cuasi-jurisdiccional de 
la Comisión;1 2) que las funciones de esa naturaleza la CIDH las ha 

1 * Magistrado integrante de la Novena Sala Penal y Presidente de la Sala Constitucional del 
Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México.  

   Cfr. Pelayo Moller, Carlos María, Introducción al Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos, Comisión Nacional de Derechos Humanos, México, 2015, p. 18. En el mismo sentido, Saavedra 
Álvarez, Yuria, El trámite de casos individuales ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, México, 2011, pp. 14-15  Al respecto, véase los arts. 44 a 
47 que aluden a la competencia contenciosa o cuasi-jurisdiccional de la CIDH. 
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desempeñado incluso desde antes de que existiera la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos (en adelante Corte o Corte IDH) 
, puesto que en su origen precedió a esta última;2 3) que el hecho de 
que la CIDH sea la encargada de investigar las violaciones a derechos 
humanos de que conoce y al mismo tiempo de decidir a través de un 
procedimiento contencioso sobre la responsabilidad del Estado impu-
tado, da lugar a la percepción de que interviene como “juez y parte”;3 y 
4)  que existe una corriente originada en el interior del sistema intera-
mericano tanto por operarios del mismo4, como del exterior –funda-
mentalmente de índole doctrinal-,5 que aboga por quitarle a la CIDH 

2 Se dice en un ambiente de controversia y contra la oposición de algunos Estados, fue creada en 
1959 y celebró su primer período de sesiones en 1961. Para 1965 le había sido otorgada la facultad 
relacionada con el análisis de denuncias o peticiones relacionadas con casos específicos de violacio-
nes a derechos humanos, retificándosela al aprobarse la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos en 1969 (cfr. Pelayo Moller, ob. cit., pp. 15 y 24). Históricamente en dicha Convención quedó 
instrumentada también como órgano del sistema la Corte IDH (véase corteidh.or.cr/historia.cfm). 
Aunque en la página de la Comisión IDH solamente pude consultar sus informes anuales a partir de 
1970 (cfr. oas.org/es/cidh/informes/anuales.org), en el texto correspondiente a ese año se alude a que 
en 1963 y 1967 (en que todavía no existía la Corte) se pronunció sobre denuncias y testimonios re-
cibidos sobre violaciones a los derechos humanos en Cuba y Haití (cfr. cidh.oas.org/annualrep/70sp/
parte.3.htm).     

3 Si bien contemplada desde la óptica del proceso ante la Corte, es significativa la observación 
de Saavedra Álvarez: “…la Corte ha señalado que la Convención Americana, además de otorgar a 
la comisión la legitimación activa para presentar casos ante ella, le atribuye en el proceso una clara 
función auxiliar de la justicia, a manera de ministerio público del sistema interamericano” (Saave-
dra Álvarez, Yuria, ob. cit., p. 14). Me parece que ese carácter de autoridad persecutora lo tiene con 
mayor razón en el procedimiento que se sigue ante la propia Comisión, en el que su función es inqui-
sitiva o investigadora. 

4 En su momento el juez Cancado Trindade expresamente señaló: “Entre las propuestas que me 
permito avanzar en mi referido Informe, en la esperanza de que logremos en el futuro alcanzar el jus 
standi de los individuos directamente ante la Corte (como órgano jurisdiccional único, dotado de una 
posible primera instancia para la consideración de la admisibilidad de las peticiones, y sin perjuicio 
de las funciones no contenciosas de la Comisión Interamericana)…” (Trindade Cancado, Antonio 
Augusto, “La emancipación de la persona humana en la reconstrucción del jus gentium”, en Cancado 
Trindade, Antonio Augusto y Manuel Ventura Robles, El futuro de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos, tercera edición, Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados, San 
José, Costa Rica, 2005, p. 299).     

5 Cfr. Dulitzky, Ariel, 50 años del Sistema Interamericano de Derechos Humanos: Una propuesta 
de reflexión sobre cambios estratégicos necesarios, disponible en https://law.utexas.edu/faculty/adu-
litzky/03-50Anos-Sistema-Interamericano.pdf. Ahí dicho autor señala: “En este nuevo modelo con-
vencional, la Comisión sería un órgano de admisibilidad y solución amistosa y la Corte un tribunal 
de instrucción y de derecho”; propuesta que reitera en posteriores trabajos: Dulitzky, Ariel, “Re-
flexiones sobre la judicialización interamericana y propuesta de nuevos perfiles para el amparo in-
teramericano”, en Aguilar Cavallo, Gonzalo (editor), 60 años después: Enseñanzas pasadas y futuros 
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las funciones cuasi-jurisdiccionales, lo que implicaría una reestructu-
ración de dicho sistema. 

Dado que la finalidad de este texto es solamente aproximativa, en 
las siguientes líneas trataré de relacionar esos cuatro aspectos en fun-
ción de un problema cuya existencia es reconocida, incluso, por la pro-
pia Comisión IDH, consistente en el retraso y lentitud del proceso 
para atender las peticiones individuales, aun cuando cabe decir que no 
son los únicos factores que generan el congestionamiento existente en 
el sistema interamericano.6

2. Algunos escenarios de demoras atribuibles a la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos 

El tiempo de espera para que la Comisión IDH pronuncie una de-
cisión de fondo es de seis años y medio, pues tarda más de cuatro 
años en decidir sobre la admisibilidad y otros dos años y medio para 
el informe de fondo.7 Si de entrada este tiempo parece excesivo, la 
situación se torna más preocupante en aquellos casos en que la tem-
poralidad es todavía mucho mayor, lo cual puede constatarse con 
una simple ejemplificación. Para tal efecto, tomando como base la 
información contenida en sentencias de la Corte IDH, un análisis 
al sistema de peticiones particulares ante la CIDH revela que es fac-
tible distinguir dos supuestos: 1) asuntos en que la Corte IDH ob-
servó que los Estados incurrieron en violación al esquema del plazo 
desafíos, Librotecnia, Santiago de Chile, 2008, p. 353. Y Dulitzky, Ariel E., Muy poco, muy tarde: la 
morosidad procesal de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en Revista Jurisprudencia 
argentina, Abeledo Perrot, Buenos Aires, T. 2015-I, fascículo número 12, marzo 25 de 2015, p. 61, 
disponible (al 8 de agosto de 2020) en la siguiente página: https://law.utexas.edu/faculty/adulit-
zky/71-muy-poco-muy-tarde-la-morosidad-procesal-de-la-CIDH.pdf. 

6 Cfr. Dulitzky, Ariel E., Muy poco, muy tarde…, ob.cit,. pp.29-30. Dice expresamente este autor: 
“Hay un consenso generalizado en que el procedimiento contencioso de la Comisión es complicado, 
extenso y lento. Nuestra investigación comprobó estadísticamente que la Comisión tiene un gran 
congestionamiento de casos y peticiones y que hay extensos retrasos procesales. La Comisión está 
consciente de esta situación y coincide con este diagnóstico”. 

7 Ibídem, p. 35.
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razonable en los procedimientos de derecho interno, pero en los que 
también la Comisión incurrió en igual violación en la substanciación 
que concluyó con el sometimiento de los casos ante la Corte;  y 2) 
asuntos en que si bien los Estados demandados no incurrieron en 
dilaciones constitutivas de violación al principio de plazo razonable, 
la Comisión demoró en demasía el trámite antes de someterlos a la 
jurisdicción de la Corte.

Aunque habría que revisarse en detalle si la tardanza de la Comi-
sión pudiera encontrar justificación (por razones específicas deriva-
das de los casos concretos a que aludo), como ejemplos del primero 
de los supuestos anteriores puede verse: el Caso de la Masacre de Pue-
blo Bello vs. Colombia, donde la Corte reprochó al Estado colombia-
no una tardanza de más de 16 años, pero la Comisión incurrió en 
un retraso similar al haber transcurrido más de catorce años desde 
la presentación de la solicitud hasta la fecha en que fue sometido el 
asunto a la Corte;8 otro tanto se advierte en el Caso Anzualdo Castro 
vs. Perú, pues las investigaciones en el derecho interno duraron más 
de 15 años, pero la tramitación ante la Comisión demoró más de 14 
catorce años;9 a su vez, en el Caso Terrazona Arrieta y otros vs. Perú, 
el procedimiento de derecho interno seguido a la persona de nombre 
Evangelista Pinedo duró más de 16 años, en tanto que la Comisión 
incurrió en dilaciones por un lapso semejante antes de poner el asun-
to en conocimiento de la Corte;10 y por último, uno de los asuntos de 

8 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, sentencia de 31 de enero de 2006, pp. 2-4, 
disponible (al 8 de agosto de 2020) en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_140_
esp.pdf.La petición se recibió el 22 de enero de 1996, en tanto que el informe de admisibilidad data 
del 10 de octubre de 2001, y el Informe de fondo se fechó el 8 de noviembre de 2012.

9 Cfr. Caso Anzualdo Castro vs. Perú, sentencia de 22 de septiembre de 2009, Serie C No. 202, 
fondo, reparaciones y costas, párr. 157, en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/se-
riec_202_esp.pdf (al 8 de agosto de 2020). La denuncia se recibió el 27 de mayo de 1994, el informe 
de admisibilidad y fondo se aprobó el 16 de octubre de 2007, y hasta el 10 de julio de 2008 se sometió 
el caso a la jurisdicción de la Corte.  

10 Cfr. Caso Terrazona Arrieta y otros vs. Perú, sentencia de 15 de octubre de 2014, excepción pre-
liminar, fondo, reparaciones y costas, serie C, No. 286, párr. 99, disponible (al 8 de agosto de 2020) en:
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duración más prolongada ante la Comisión como es el Caso Isaza Uri-
be vs. Colombia, en cuya sentencia la Corte ciertamente hizo notar el 
retraso de la secuela relativa al derecho interno, pero subrayó que “…
transcurridos más de 31 años de sucedidos los hechos del caso y más 
de 25 años después de presentada la petición ante la Comisión, ésta 
sometió a la Corte la totalidad de los hechos y conclusiones sobre vio-
laciones de derechos humanos…”.11

En tanto que, respecto del segundo de los supuestos anotados, me 
parecen ejemplificativos el Caso Lagos del Campo vs. Perú, en el que la 
Comisión tardó más de 17 años en someter el asunto a la jurisdicción 
de la Corte, a pesar de que el mismo no era de una gran complejidad;12 

 HTTPS://SUMMA.CEJIL.ORG/ES/DOCUMENT/M11EXBUA46?PAGE=1. La petición 
fue recibida el 22 de enero de 1996, el informe de admisibilidad se aprobó el 10 de octubre de 2001 y 
el informe de fondo el 8 de noviembre de 2012.

11 Cfr. Caso Isaza Uribe y otros vs. Colombia, sentencia de 20 de noviembre de 2018, fondo repara-
ciones y costas,  apartado 3 del capítulo introductorio, p. 4, disponible (al 10 de agosto de 2020) en:

 HTTPS://WWW.CORTEIDH.OR.CR/DOCS/CASOS/ARTICULOS/SERIEC_363_
ESP.PDF. La petición fue recibida en diciembre de 1990, el informe de admisibilidad data del 22 
de julio de 2011 y el informe de fondo es de 21 de julio de 2015. Al respecto, son ilustrativas las ob-
servaciones de Dulitzky: “…la Comisión tardó más de veinte años en emitir su informe de admisi-
bilidad después de haber recibido la petición. A pesar de que la Comisión solicitó en 1991 al Estado 
información sobre la admisibilidad y el fondo del asunto, en el 2011 únicamente se pronunció sobre 
su admisibilidad. De noviembre de 1991 a agosto de 1995 y de agosto de 1998 a noviembre de 2009 
no se registró ninguna actividad procesal. En su informe de admisibilidad, la Comisión consideró 
que veintitrés años de investigación penal representaba una dilación indebida, pese a que ella misma 
tardó veintiún años en llegar a esa conclusión. La Comisión señaló que el Estado no justificó o dio 
explicación alguna acerca de los largos períodos sin actividad procesal alguna. Sin embargo, la Comi-
sión tampoco aportó ninguna justificación para su propia inactividad” (Dulitzky, Ariel E., Muy poco, 
muy tarde: la morosidad procesal de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en Revista Ju-
risprudencia argentina, Abeledo Perrot, Buenos Aires, T. 2015-I, fascículo número 11, marzo 25 de 
2015, p. 22, disponible (al 10 de agosto de 2020) en:

HTTPS://LAW.UTEXAS.EDU/FACULTY/ADULITZKY/71-MUY-POCO-MUY-TAR-
DE-LA-MOROSIDAD-PROCESAL-DE-LA-CIDH.PDF 

12 Cfr. Caso Lagos del Campo vs. Perú, sentencia de 31 de agosto de 2017, excepciones prelimina-
res, fondo, reparaciones y costas, pp. 4-5, en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/se-
riec_340_esp.pdf (al 10 de agosto de 2020). Me parece que los hechos de este caso no revestían gran 
complejidad, al referirse al despido de Alfredo Lagos del Campo, por manifestaciones como presi-
dente de la Comunidad Industrial de la empresa Ceper-Pirelli (para denunciar actos de injerencia 
indebida de los empleadores en las organizaciones de los trabajadores de la empresa), medida contra 
la que entabló las acciones judiciales respectivas y logró sentencia favorable en primera instancia, 
pero le fue revocada y rechazadas las ulteriores impugnaciones incluso ante la Sala Constitucional 
del Supremo Tribunal peruano. Miguel Carbonell es de la opinión de que la temporalidad  fue exce-
siva; así, en notas de la sesión de 1 de agosto de 2020,  correspondiente a “Taller de Casos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”, Centro de Estudios Carbonell.   
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y el Caso Poblete Vilches y otros vs.Chile, donde la Comisión demoró 
más de 14 años en turnar el asunto a la Corte, lapso durante el cual 
incluso fallecieron dos de las víctimas indirectas (familiares de Vini-
cio Antonio Poblete Vilches).13

Difícilmente la excesiva temporalidad advertida en tales casos con-
cretos podría ser justificada por la Comisión IDH, lo que hace enten-
dible el rechazo expresado en algún momento tanto por el Consejo 
Permanente de la Organización de Estados Americanos;14 al igual que 
por organizaciones no gubernamentales como el CEJIL (Centro de la 
Justicia y el Derecho Internacional),15 que ha elaborado diversos es-
tudios  al respecto.16 Y si bien la dilación no sea totalmente atribuible 
a la Comisión por concurrir otros factores (como la limitación presu-
puestal según se verá más adelante),17 resulta evidente que no tiene 
disculpa en casos como los anotados, al ser inconcebible, por ejemplo, 
que en el Caso Isaza Uribe vs. Colombia haya tardado más de veinti-
cinco años para someter el asunto ante la Corte.

13 Cfr. Caso Poblete Vilches y otros vs. Chile, sentencia de 8 de marzo de 2018, fondo reparaciones 
y costas, pp. 4-5, disponible en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_349_esp.
pdf (al 11 de agosto de 2020). Es significativo que también en este caso Carbonell expresamente des-
taque su excesiva temporalidad; véase Centro Carbonell clase abierta: Cultura jurídica y control de 
convencionalidad, disponible (al 15 de agosto de 2020) en la página siguiente: www.facebook.com/
CentroCarbonell/videos. 

14 González Morales destaca que en un documento de la OEA de 2009 se señaló “…la necesidad 
de que existan plazos para que la CIDH resuelva sobre la admisibilidad de un caso, ya que su actual 
inexistencia puede provocar inseguridad jurídica entre todos los actores… la incertidumbre en los 
plazos deteriora la legitimidad y confianza en el sistema…” (González Morales, Felipe, Sistema In-
teramericano de Derechos Humanos, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, pp. 122-123).

15 Del que se dice es el usuario más frecuente del sistema interamericano y que también ha aboga-
do porque se establezcan plazos para la tramitación de casos individuales (ibídem, p. 123).  

16 Véase Krsticevic, Viviana y Alejandra Vicente, Los debates sobre el rol de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos en Democracia, Centro por la Justicia y el Derecho Internacional 
(CEJIL), 2014, disponible (al 11 de agosto de 2020) en http://www.dplf.org/sites/default/files/apor-
tes_19_web_0.pdf; y Krsticevic, Viviana y Alejandra Vicente,”¿Qué hace falta para fortalecer el sis-
tema interamericano de derechos humanos?”, en Revista Aportes DPL, número 19, año 7, abril de 
2014, disponible (al 11 de agosto de 2020) en  https://www.corteidh.or.cr/tablas/r32038.pdf

17 En este sentido, véase Pelayo Moller, ob. cit., p.29.
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3. El rezago en la CIDH como problema sistémico

Una reflexión elemental basta para advertir que los objetivos del sis-
tema interamericano de derechos humanos se desprenden de la nor-
matividad que contiene el diseño sistémico. Entiendo que, por ello,  
basado en la Declaración Americana y la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, al referirse en particular a lo que persigue 
el procedimiento de peticiones individuales ante la CIDH, Dulitzky 
afirme que sus fines específicos son: 1) proteger a las personas, en tan-
to que debe ser la guía principal del sistema interamericano la protec-
ción internacional de los derechos humanos; 2) crear conciencia como 
sistema de alerta temprana, no sólo por disponerlo la Convención (art. 
41, inciso a), sino para realizar una función preventiva; 3) desarrollar 
criterios de derechos humanos, pues la jurisprudencia interamericana 
sirve de guía para subsecuentes decisiones nacionales; 4) ofrecer un 
foro democrático donde se discutan temas de derechos humanos, debido 
a que la tramitación de las peticiones particulares tiene un valor en sí 
mismo al servir como espacio de diálogo por los derechos humanos; y 
v) legitimar actores, debido a que el procedimiento en sí por mismo el 
grado de respeto a todos legitima a los actores.18   

Es claro también que esos objetivos deben considerarse en relación 
con las funciones asignadas a la Comisión IDH por los artículos 41 y 
44 a 51 de la Convención, que se dan en dos vertientes: las funciones 
de carácter político y las funciones cuasi-jurisdiccionales. Identifica-
das las primeras con el rubro de “promoción” y las segundas con el de 
“protección”, esta dualidad de funciones da lugar a un debate origina-
do por el cuestionamiento en el sentido de cuáles deben prevalecer, 
generándose dos grupos antagónicos al interior del sistema intera-
mericano19, ante lo que me parece obvio que la consecución de los 

18 Cfr. Dulitzky, Ariel E., Muy poco, muy tarde, ob. cit., pp. 56-57.
19 La descripción de tales posiciones antagónicas es la siguiente: “Una posición a la que denomi-

naremos ‘promoción reforma’ ha entendido al proceso [de evaluación del sistema] como la posibilidad 
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objetivos precisados anteriormente con relación al procedimiento de 
peticiones particulares dependerá en gran medida de la posición que 
se adopte respecto de dichas posiciones encontradas.   

Ahora bien, como causas del crónico rezago en el sistema de pe-
ticiones en la Comisión existe consenso de que la principal es de ca-
rácter presupuestario, por ser insuficiente el financiamiento de la 
Organización de Estados Americanos para lograr el cumplimien-
to de las funciones de la CIDH.20 Aunque habría igualmente otras 
causas que tienen que ver con deficiencias en la estructura procesal 
y la gestión de los procedimientos empleados en la tramitación de las 
de reformar el sistema buscando especialmente debilitar las facultades de la Comisión. Bajo el argu-
mento de que los países del Hemisferio se hallan en democracia, proponen que el sistema interame-
ricano se reoriente, dejando de lado todas las funciones de protección o al menos ocupándose margi-
nalmente de ellas, concebidas para épocas autoritarias y dedicarse primordialmente a la promoción 
internacional de los derechos humanos… La otra posición representada por algunos gobiernos y los 
defensores de derechos humanos, así como las organizaciones no gubernamentales, que denomina-
remos ‘protección-perfeccionamiento’, aboga por el mantenimiento de las funciones de protección, 
esto es, la tramitación de casos individuales y la redacción de informes sobre países como los elemen-
tos centrales del sistema. Entre las propuestas concretas proponen mayor apertura al procedimiento, 
mayor transparencia y, en general, una tendencia hacia la judicialización del sistema interamericano. 
Esta línea se opone a cualquier reforma de la Convención Americana sosteniendo que más que refor-
ma de los instrumentos se necesita un perfeccionamiento de las prácticas tanto de las instituciones 
como de los gobiernos involucrados”. (Dulitzky, Ariel E., “Una mirada al Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos”, en America Latina Hoy. Revista de Ciencias Sociales, número 20, diciembre 
de 1998, p. 12, disponible en:

H T T PS ://L AW.U T E X A S . EDU/FAC U LT Y/PU BL IC AT IONS/19 9 8-U NA-M I-
R A D A- A L - S I S T E M A- I N T E R A M E R I C A N O - D E - D E R E C H O S - H U M A N O S /
DOWNLOAD.

20 En tal sentido véase Pelayo Moller, Introducción al Sistema…, ob. cit., p. 29; Krsticevic, Vivia-
na et al, Los debates sobre el rol de la Comisión…, ob. cit., p. 3; Dulitzky, Ariel E., “La duración del 
procedimiento: responsabilidades compartidas”, en Méndez, Juan E. y Francisco Cox (editores), El 
futuro del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, Instituto Interamericano 
de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, 1998, p. 365, disponible (al 12 de agosto de 2020) en: 
https://law.utexas.edu/faculty/adulitzky/1998_Duracion.pdf; y Lovatón Palacios, David, “Refor-
ma de la CIDH: ¿La reforma eterna?”, en Revista Aportes DPL, número 19, año 7, abril de 2014, 
p. 25, disponible (al 12 de agosto de 2020) en http://www.dplf.org/sites/default/files/aportes_19_
web_0.pdf. Cabe agregar que en un estudio que comprende el lapso 1999-2000, Dulitzky y González 
anotaban algo que hasta la fecha sucede: “En relación con la eficiencia, no pocos estados proponen 
nuevas tareas para los órganos del Sistema –especialmente la Comisión—sin que ello vaya acompa-
ñado de un esfuerzo real por ampliar su dotación de recursos. Ello ha llevado a que algunas de esas 
tareas adicionales hayan sido asumidas mediante convenios con terceras instituciones (como con el 
IIDH en materia de promoción) y otros mecanismos, pero, desde luego, este tipo de soluciones no 
puede ser la regla ni tener sustentabilidad en el tiempo en materias de exclusiva competencia de los 
órganos del sistema, como la tramitación de casos”. (Dulitzky, Ariel y Felipe González, Derechos Hu-
manos y la Organización de los Estados Americanos 199-2000, disponible (al 12 de agosto de 2020) en 
https://law.utexas.edu/faculty/adulitzky/26-DDHH-y-OEA.pdf. 
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peticiones y casos ante la Comisión. No será posible abordar aquí en 
detalle esas otras causales, pero conviene dejar anotado que “…las de-
moras y el congestionamiento y la solución a éstas de la Comisión 
deben ser analizadas a la luz de los distintos objetivos. El diseño y la 
gestión de un procedimiento jurisdiccional ágil deben apegarse a los 
objetivos de la Comisión y las soluciones propuestas deben buscar me-
jorar la capacidad de la Comisión para alcanzar esos objetivos”.21      

4. La percepción de la Comisión como juez y parte
Me parece que desde un punto de vista estrictamente jurídico, la crea-
ción de una entidad jurisdiccional como lo es la Corte IDH, habría su-
gerido cancelar la función cuasi-jurisdiccional realizada hasta entonces 
por el otro órgano del sistema, aun cuando se comprende que no haya 
sido así por la fuerte presencia adquirida por la Comisión IDH en la 
región, sobre todo por su desempeño en sus demás funciones,22 lo que 
habría llevado a que en la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos se ratificara su facultad de decisión en procesos seguidos ante 
ella misma, así como de otorgamiento de medidas cautelares. 

A pesar de lo anterior, no queda eliminada la percepción de que en 
los procesos contenciosos sustanciados por la Comisión, ésta no puede 
tener el carácter de parte investigadora a semejanza de un fiscal23 y al 
mismo tiempo ser la autoridad encargada de recibir y desahogar prueba 
para asumir el papel de órgano de decisión de la controversia planteada, 
pues tal esquema resulta inadmisible por ser propio de sistemas pro-
cesales inquisitivos y autoritarios. Cualquier procesalista medianamen-
te instruido puede darse cuenta de esta situación, que además genera 

21 Dulitzky, Ariel E., Muy poco, muy tarde…, ob. cit., p. 60.
22 En la reseña del desarrollo de la Comisión contenida en su página oficial se lee: “…La CIDH 

mantiene además facultades adicionales que antedatan a la Convención y no derivan directamente de 
ella, entre ellos, el de procesar peticiones individuales relativas a Estados que aún no son parte de la 
Convención” (confrontar en la página: https://www.oas.org/es/cidh/mandato/que.asp). Ha de tenerse 
en cuenta que las funciones de carácter político (no contenciosas) de la Comisión están previstas por 
el artículo 41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

23 Calidad que incluso la Corte IDH le ha considerado respecto de la CIDH, véase supra nota 3.



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

220 Tomo 395 •  mayo-junio •  2025

situaciones técnicamente contradictorias y de desigualdad o inequidad 
puestas de manifiesto por la doctrina, como lo es la consistente en que la 
Comisión IDH haya establecido después de varios años la admisibilidad 
de la petición particular, pero al llegar a la Corte IDH, ésta pueda volver 
a pronunciarse sobre el punto y determinar ahora la inadmisibilidad de 
tal petición, lo que genera una clara desavenencia entre los dos órganos 
y un gasto innecesario de tiempo y recursos para las partes.24 Otro tanto 
cabe decir también del hecho ocurrido en el tiempo en que se mantenía 
el criterio de que el particular a quien se le determinara la inadmisibili-
dad de la petición, debía considerar ello como la última palabra sin posi-
bilidad de impugnación ante la Comisión (menos aún ante Corte a la que 
no llegaría el caso), lo que por fortuna en la actualidad ha cambiado.25

5. Una posibilidad de solución
Si son varios los factores causales que dan lugar al retraso en el pro-
cedimiento de las peticiones individuales, lógicamente que la solución 
a ese problema debe ser integral y abarcarlos todos, pero considero 

24 decididas por la Comisión y examinada nuevamente por la Corte en la etapa de excepciones 
preliminares. Aun cuando la Convención indica claramente que es la Comisión la que tiene facul-
tad de declarar admisible o inadmisible una petición, la Corte utilizando el artículo 62 inciso 3 que 
indica que el tribunal interamericano puede ‘conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y 
aplicación de las disposiciones de la Convención’ entiende que puede revisar todo lo decidido por la 
CIDH, incluidas las determinaciones de admisibilidad, Por lo tanto, por ejemplo, si después de dos 
o tres años de tramitación, la Comisión decide que un caso es admisible pues se agotaron los recur-
sos internos, varios años después, la Corte puede volver a analizar exactamente el mismo punto con 
exactamente los mismos argumentos y hechos si el Estado así lo solicita…” (Dulitzky, Ariel, “Las 
peticiones individuales ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o el Amparo Intera-
mericano en Contexto”, en Manili, Pablo Luis (director), Tratado de Derecho Procesal Constitucional 
Argentino, Comparado y Transnacional, La Ley, s/l, 2010, t. III, p. 678). .

25 Véase en la misma obra y página citada en la nota anterior el comentario de Dulitzky acerca de la 
época en que la CIDH no admitía impugnación o reconsideración de sus decisiones. La situación actual 
diferente sobre ese punto queda explicada, por ejemplo, cuando al reflexionar sobre el agotamiento 
de los recursos internos Flaúndez Ledesma dice que “…no constituye un obstáculo insalvable para 
el ejercicio de petición ante la Comisión. Una vez constatada la falta de agotamiento de los recursos 
internos, nada impide que esa petición sea introducida y admitida posteriormente, una vez que 
efectivamente se haya agotado la jurisdicción interna. De acuerdo con el criterio sustentado por la 
propia Comisión, ‘cuando una demanda ha sido declarada inadmisible por la falta de agotamiento de 
los recursos internos, es siempre posible al reclamante comparecer posteriormente ante la Comisión 
si comprueba el agotamiento de dichas vías’…”. (Flaúndez Ledesma, Héctor, El agotamiento de los 
recursos internos en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, en Revista 
IIDH, vol. 46, pp. 120-122, disponible (al 12 de agosto de 2020) en corteidh.or.cr/tablas/R22020.pdf). 
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que quizá uno de ellos tendría un carácter prioritario y cuya atención 
podría ser el primer paso a partir del cual los demás pudieran ser co-
rregidos. Me refiero a la supresión de la denominada función cuasi-ju-
risdiccional de la Comisión IDH. 

Se trata de una propuesta que ya ha sido planteada por gente reco-
nocida en el ámbito del sistema interamericano,26 pero que considero 
debe ser vista contemplando las dos posiciones antagónicas existen-
tes a partir de la dualidad de funciones de la Comisión identificadas 
en el debate “promoción” o “protección”, cuya polarización no es con-
veniente por generar inestabilidad o crisis en el sistema.27 En efecto, 
Cancado Trindade planteó hace años la necesidad de un órgano juris-
diccional único con una posible primera instancia para la admisibili-
dad de las peticiones, sin perjuicio de las funciones no contenciosas 
de la Comisión,28 lo que no necesariamente hizo tomando partido por 
una de las citadas posiciones antagónicas.29 Mientras que en el terreno 

26 Véase supra nota 4.
27 Al respecto, ver supra nota 19. Además, Dulitzky explica: “Estas dos posiciones encontradas, 

y hasta cierto punto irreconciliables, reflejan lo que algunos autores han calificado como crisis del 
sistema. No en el sentido de agotamiento, decadencia, o ineficacia del sistema, sino como una cri-
sis de identidad y una fundamental falta de acuerdo entre sus actores esenciales sobre la naturaleza 
jurídica y política de este sistema y sobre su futuro y dirección” (Dulitzky, Ariel, E., Una mirada al 
Sistema…, ob. cit., p. 12).

28 Ver supra nota 4.
29 El citado planteamiento de Cancade Trindade es una derivación de su propuesta de acceso di-

recto de los peticionarios a la Corte. En su momento Ventura Robles explicó: ““La propuesta del Juez 
Antônio A. Cançado Trindade de que se dé acceso directo a los individuos a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos no es una propuesta circunstancial, motivada en lo que él pudo haber consi-
derado que era una necesidad en el momento en que se evaluaba el sistema interamericano de protec-
ción de los Derechos Humanos en el seno de la OEA para su fortalecimiento y perfeccionamiento, a 
finales de la década pasada. La propuesta tiene antecedentes distantes, que se encuentran en su tesis 
para optar al grado de Doctor en Filosofía presentada en la Universidad de Cambridge, Inglaterra, 
en 1979, a la cual se le otorgó el Premio Yorke de su Facultad de Derecho, época en la cual el hoy Juez 
Cançado Trindade tenía un pensamiento y una convicción profunda sobre el papel que debe jugar la 
persona en el Derecho Internacional contemporáneo. El título de la obra en portugués es “O esgota-
mento de recursos internos no direito internacional”, cuya versión original es en inglés. De ella po-
demos entresacar algunas citas para ilustrar las afirmaciones anteriores”. (Ventura Robles, Manuel 
E., “El acceso directo de la víctima a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Un ideal y una 
lucha de Antonio A. Cancado Trindade”, en Cancado Trindade, Antonio Augusto y Manuel E. Ven-
tura Robles, El futuro de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ACNUR/CORTE IDH, San 
José, Costa Rica, 2005, pp. 39-40, disponible en http://corteidh.or.cr/tablas/22915.pdf).
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doctrinal una buena parte de los estudios de Dulitzky30 alude reitera-
damente a esa misma propuesta, subrayando su incidencia en cuanto 
al sistema de peticiones individuales:

…la Comisión sería un órgano de admisibilidad y solución amistosa y 
la Corte un tribunal de instrucción y derecho… Si la solución amistosa 
fracasa, el caso automáticamente pasaría a la Corte sin que la Comisión 
deba preparar una demanda ni transformarse en demandante… La Co-
misión al descargar su tarea instructora, podría contar con más tiempo 
para hacer decisiones de admisibilidad más detalladas, con mayores y 
más puntuales análisis jurídicos. Además, …al no tener que transfor-
marse eventualmente en órgano de decisión o litigante, podría jugar un 
rol más activo e imparcial en los procesos de solución amistosa.31

Uno de los obstáculos a dicha propuesta evidentemente estriba en 
ser considerada radical32, por implicar una modificación a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos. Habría que revisar 
detenidamente el contexto actual de las dos posiciones antagónicas 
que convergen en la evaluación del sistema, sobre todo porque la 
que asume el rubro de “protección” rechaza las reformas al texto de 
la Convención.33 El análisis sobre tales aspectos parece importante 
para desarrollarlo con profusión en otro momento.

30 Por solo citar algunos de sus textos sobre tal aspecto, puede verse: Dulitzky, Ariel, 50 años del 
Sistema…, ob. cit., pp. 493-498; Dulitzky, Ariel E., Reflexiones sobre la judicialización interamerica-
na…, ob. cit., pp. 353-355; y Dulitzky, Ariel E., Muy poco, muy tarde…, ob. cit., p. 61. Una queja de 
este autor es que “…al día de hoy son prácticamente nulos los estudios sobre la duración del procedi-
miento de adjudicación de la CIDH y no existen análisis cuantitativos o empíricos sobre el ritmo de 
tramitación de las peticiones individuales. La mayoría de los estudios sobre la Comisión resaltan, a la 
pasada y sin mucho análisis, los problemas causados por las demoras y la necesidad de agilizar los ca-
sos y proponen recomendaciones sobre cómo lograr ese objetivo” (cfr. Muy poco, muy tarde…, p.24). 
Considero por mi parte que esta situación puede constatarse, por ejemplo, al revisar Pinto, Mónica, 
La denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Del Puerto, Buenos Aires, 2005, 
que a pesar de ser un texto extenso se concreta a un análisis formalista de las funciones de la comi-
sión y del sistema de peticiones, carente una perspectiva crítica sobre tales aspectos.     

31 Cfr. Dulitzky, Ariel, 50 años del sistema Interamericano…, ob. cit., pp. 497-498.
32 Cfr. Dulitzky, Ariel E., Muy poco, muy tarde, ob. cit., p. 61.
33 Véase supra nota 19.
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Reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación y 
Gaceta Oficial de la Ciudad de México, en el bimestre 

de mayo - junio de 2025

Decreto por el que se adicionan las fracciones VI Bis 3 y XVIII Bis 
1 al artículo 4; una fracción VII al artículo 4 Bis; un segundo párrafo 
al artículo 35, recorriéndose el subsecuente; y, una fracción XII Bis 
al artículo 73, todos de la Ley de Protección y Bienestar de los 
Animales de la Ciudad de México. GOCDMX 02-05-25

Decreto por el que se adicionan un capítulo III Ter administración 
Subrepticia de sustancias al título primero delitos contra la vida, la 
integridad corporal, la dignidad y el acceso a una vida libre de violencia 
del libro segundo parte especial, y un artículo 141 Quáter, todos del 
Código Penal para el Distrito Federal. GOCDMX 30-05-25 

Decreto por el que se modifican las fracciones II, III y IV del 
apartado A y las fracciones II y II del apartado B, del artículo 1º de 
la declaratoria de vigencia del Código Nacional de Procedimientos 
Civiles y Familiares en la Ciudad de México.   GOCDMX 30-05-25

Decreto por el que se modifican las fracciones II, III y IV del 
apartado A y las fracciones II y II del apartado B, del artículo 1º de 
la declaratoria de vigencia del Código Nacional de Procedimientos 
Civiles y Familiares en la Ciudad de México.   DOF 17-06-25

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de 
la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de la 
Ciudad de México. GOCDMX 25-06-25

Decreto por el que se reforman el artículo 11, el primer párrafo y la 
fracción I del artículo 21, el inciso a) de la fracción II y el inciso d) de 
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la fracción V del artículo 35, el artículo 40 y se adicionan los artículos 
15 Ter, 15 Quáter y 15 Quintus, todos de la Ley de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia de la Ciudad de México. 
GOCDMX 25-06-25

Decreto por el que se deroga el inciso I) de la fracción II del artículo 
10 Bis de la Ley de Protección y Bienestar de los Animales de la 
Ciudad de México. GOCDMX 27-06-25
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
TESIS DE JURISPRUDENCIA

SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
MAYO- JUNIO 2025

AMPARO
apoderado legal de la autoridad responsable en el amparo 
indirecto. cuando actúa con tal carácter no tiene legitima-
ción para interponer recurso de revisión ni de revisión ad-
hesiva.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CN. J/74 A (11a.); Registro digital: 2030516

autoridad para efectos del juicio de amparo. tiene tal carác-
ter la persona física o moral que ejecuta el arrastre y remi-
sión de un vehículo automotor a un depósito, con motivo de 
la emisión de una boleta de infracción impuesta por perso-
nal de la guardia nacional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/22 A (11a.); Registro digital: 2030564

autoridades indígenas en el juicio de amparo. no procede su-
plir la deficiencia de su queja cuando intervengan como ter-
ceras interesadas en recursos de revisión en materia penal.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 35/2025 
(11a.); Registro digital: 2030322

competencia para conocer de un conflicto competencial por 
razón de territorio. corresponde al tribunal colegiado de 
circuito que ejerce jurisdicción sobre el juzgado de distri-
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to que previno en el conocimiento de la demanda de amparo 
indirecto.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/11 K (11a.); Registro digital: 2030620

competencia por territorio. corresponde al tribunal cole-
giado de apelación que ejerce jurisdicción sobre el juzgado 
de distrito auxiliado, conocer del amparo indirecto promo-
vido contra la resolución dictada por un homólogo en su 
carácter de tribunal de alzada.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/13 K (11a.); Registro digital: 2030624

contradicción de criterios. es improcedente la denuncia 
entre un pleno regional y un pleno de circuito de la misma 
región, al prevalecer el criterio sustentado por el primero 
respecto del segundo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 55/2025 
(11a.); Registro digital: 2030397

daños y perjuicios derivados de la suspensión del acto re-
clamado. vía para demandar su pago cuando se reclama una 
cantidad superior a la garantía exhibida.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/21 K 
(11a.); Registro digital: 2030334

demanda de amparo directo. debe suplirse el error cuando se 
promueve en representación de otro, pero de su apreciación 
integral se advierte que es por derecho propio.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/10 K (11a.); Registro digital: 2030527

impedimento. no es obstáculo para resolverlo que el tribu-
nal colegiado esté integrado por una persona magistrada y 
dos personas secretarias en funciones de magistradas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/12 K (11a.); Registro digital: 2030581

improcedencia del juicio de amparo por consentimiento ex-
preso de los actos reclamados. hipótesis en que se actualiza 
(artículo 61, fracción xiii, de la ley de amparo).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/22 K 
(11a.); Registro digital: 2030431

improcedencia del juicio de amparo. se actualiza la causal 
relativa a la cesación de efectos cuando el acto reclamado 
desaparece de forma total e incondicional y no sólo es un 
cese transitorio en sus efectos (interpretación del artícu-
lo 61, fracción xxi, de la ley de amparo).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/26 K 
(11a.); Registro digital: 2030634

incidente de inejecución de sentencia. la parte quejosa pue-
de promoverlo ante la actitud contumaz de la autoridad 
responsable.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 22/2025 
(11a.); Registro digital: 2030491
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legitimación en amparo directo en materia agraria. la tiene 
el asesor jurídico particular en representación de su ase-
sorado (alcance y aplicabilidad de la jurisprudencia 2a./j. 
75/2008).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/18 A (11a.); Registro digital: 2030538

ministerio público de la federación. carece de legitimación 
para interponer queja contra el auto que concede la suspen-
sión provisional contra la reforma del poder judicial.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: XVIII.2o.P.A. J/1 A 
(11a.); Registro digital: 2030594

principio de definitividad en amparo directo. en caso de 
duda, debe privilegiarse la interpretación que tenga por sa-
tisfecho este principio o actualizada alguna excepción.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 58/2025 
(11a.); Registro digital: 2030434

recurso de queja interpuesto contra el auto que desecha el 
incidente por exceso o defecto en el cumplimiento de la sus-
pensión. no queda sin materia cuando la sentencia del juicio 
de amparo causa ejecutoria.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/9 K (11a.); Registro digital: 2030543

recurso de reclamación. la persona titular de la presidencia 
del tribunal colegiado de circuito puede ser ponente siem-
pre que no sea quien haya emitido la resolución recurrida.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/23 K 
(11a.); Registro digital: 2030653

recusación. el procedimiento respectivo está regulado de 
forma específica y completa en la ley de amparo, por lo que 
es innecesario acudir a la supletoriedad de la legislación 
procesal.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/25 K 
(11a.); Registro digital: 2030654

recusación. es improcedente que las partes expresen alega-
tos en la audiencia en la que se ofrecerán, admitirán y des-
ahogarán las pruebas de las partes y se dictará resolución, 
prevista en el artículo 60 de la ley de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.11o.C. J/24 K 
(11a.); Registro digital: 2030655

revisión en amparo indirecto. el órgano jurisdiccional debe 
pronunciarse sobre la pretensión de fondo, pese a la exis-
tencia de violaciones al procedimiento que trasciendan al 
resultado del fallo, cuando se advierta un mayor beneficio.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 59/2025 
(11a.); Registro digital: 2030436

suspensión provisional en amparo contra licencias de cons-
trucción. la jurisprudencia pc.iii.a. j/58 a (10a.) no puede ser 
considerada una regla general para definir los efectos de 
la medida cautelar.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
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gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/23 A (11a.); Registro digital: 2030608

póliza de fianza exhibida con motivo de la concesión de la 
suspensión en amparo. si contiene los datos del expediente 
relativo y el señalamiento concreto y específico de las obli-
gaciones legales o contractuales del fiado y el monto afian-
zado, es válida para considerar satisfecha la garantía a que 
se condicionó la efectividad de la medida cautelar.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: VII.2o.T. J/26 L 
(11a.); Registro digital: 2030366

impedimento. no se actualiza la causa prevista en el artícu-
lo 51, fracción viii, de la ley de amparo, con la sola manifes-
tación de la persona juzgadora de que mantiene un vínculo 
laboral con una persona secretaria que es familiar de la 
parte quejosa en un juicio de amparo de su conocimiento.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CN. J/73 A (11a.); Registro digital: 2030532           

suspensión del acto reclamado. las empresas de participa-
ción estatal mayoritaria, constituidas como sociedades 
anónimas, están obligadas a otorgar garantía cuando se les 
conceda aquélla porque no son personas morales oficiales 
para efectos del artículo 7o. de la ley de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Pleno; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: P./J. 4/2025 (11a.); 
Registro digital: 2030551
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CONSTITUCIONAL
atlas de riesgos. debe actualizarse cuando hay cambios sig-
nificativos en las condiciones del territorio y de la pobla-
ción.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 51/2025 
(11a.); Registro digital: 2030390

atlas de riesgos. su finalidad como instrumento de protec-
ción de derechos humanos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 52/2025 
(11a.); Registro digital: 2030391

comisión federal de competencia económica. las comunica-
ciones generadas en herramientas de trabajo que compren-
den información de los agentes económicos relacionadas 
con actividades y operaciones de su objeto social, no están 
amparadas por el derecho a la inviolabilidad de las comuni-
caciones privadas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 17/2025 
(11a.); Registro digital: 2030393

cláusulas de sumisión expresa a jurisdicción extranjera es-
tablecidas en contratos de adhesión de empresas que pres-
tan sus servicios en méxico a través de páginas de internet. 
cuando prorrogan la competencia únicamente para que los 
usuarios acudan a otro país a dirimir las controversias en-
tre las partes, violan el derecho de acceso a la justicia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 93/2025 
(11a.); Registro digital: 2030477
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conflictos posesorios individuales sobre la tenencia de tie-
rras de uso común. la jurisprudencia 2a./j. 28/2005 es inapli-
cable para dirimirlos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/25 A (11a.); Registro digital: 2030567

control difuso de constitucionalidad de normas. es válido 
realizarlo respecto del texto anterior a su reforma.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 54/2025 
(11a.); Registro digital: 2030398

fiscalías especializadas para la investigación y persecución 
de los delitos de tortura y otros tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes. las entidades federativas y la fede-
ración están obligadas a crearlas como una medida dirigida 
a combatir los índices de impunidad en esa materia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 84/2025 
(11a.); Registro digital: 2030489

instituciones educativas privadas. su responsabilidad cuan-
do forman parte de una red de colegios con un modelo educa-
tivo homologado, frente al derecho de acceso a la educación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 43/2025 
(11a.); Registro digital: 2030361

integración de las salas del supremo tribunal de justicia 
del estado de aguascalientes. es constitucional la habili-
tación para que concurra otra persona con el mismo cargo, 
aunque esté adscrita a una sala de distinta especialización.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 50/2025 
(11a.); Registro digital: 2030410

issste. los artículos 20, párrafos segundo, tercero, cuarto 
y quinto, y 185 de la ley relativa, no violan el principio de 
irretroactividad de la ley (legislación vigente a partir del 
9 de mayo de 2023).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 18/2025 
(11a.); Registro digital: 2030411

opiniones consultivas de la corte interamericana de dere-
chos humanos. no son jurídicamente vinculantes para las 
personas juzgadoras mexicanas, pero gozan de relevancia 
jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Pleno; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: P./J. 2/2025 (11a.); 
Registro digital: 2030517

reconocimiento de la condición de persona refugiada. las 
niñas, niños y adolescentes tienen derecho a procedimien-
tos especializados de entrevista.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 60/2025 
(11a.); Registro digital: 2030435

solicitudes de refugio presentadas por niñas, niños o ado-
lescentes (nna). se rigen por un estándar de credibilidad mo-
dulado y les aplica el principio de beneficio de la duda.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 61/2025 
(11a.); Registro digital: 2030437
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sustitución de personas magistradas por un plazo inferior 
a veinte días. no transgrede el derecho de acceso a la justi-
cia ni los principios de independencia e imparcialidad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 44/2025 
(11a.); Registro digital: 2030385

violación del derecho a la salud. determinación de los he-
chos victimizantes y aspectos que abarca la reparación in-
tegral del daño.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 42/2025 
(11a.); Registro digital: 2030387

DERECHOS HUMANOS
prisión vitalicia. su imposición viola el derecho a la rein-
serción social (artículo 127, párrafo segundo, del código pe-
nal del estado de chihuahua).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Pleno; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: P./J. 5/2025 (11a.); 
Registro digital: 2030542

CIVIL
caducidad de la instancia en materia civil. es inconstitu-
cional que el plazo para computarla inicie a partir de que se 
realice el emplazamiento a la parte demandada.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 53/2025 
(11a.); Registro digital: 2030392

coexistencia de dos actas de nacimiento. supuestos en los 
que ambas deben declararse válidas a fin de garantizar los 
derechos a la filiación, al nombre y a la identidad.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 85/2025 
(11a.); Registro digital: 2030469

contrato de arrendamiento. los órganos jurisdiccionales 
pueden analizar la convencionalidad de sus claúsulas para 
evaluar si generan la explotación de una persona por parte 
de otra.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Se-
manario Judicial de la Federación, 1a./J. 65/2025 (11a.); Registro digital: 
2030472

contrato de arrendamiento. plazos para hacer valer accio-
nes y excepciones relativas al pago de rentas total o parcial, 
cuando se actualice caso fortuito o fuerza mayor durante 
su vigencia [interpretación de los artículos 1,162, 1,796 bis, 
2,431 y 2,432 del código civil para el distrito federal (hoy 
ciudad de méxico)].
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 57/2025 
(11a.); Registro digital: 2030399

contrato de seguro. no se actualiza la renuncia tácita del 
derecho a rescindirlo si la aseguradora no lo ejerce en el 
plazo legal al conocer la agravación del riesgo por conduc-
to de su ajustador, una vez verificado el siniestro.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/29 C (11a.); Registro digital: 2030326

fíat notarial. forma de acreditar el requisito de no ser mili-
tar (legislación del estado de aguascalientes).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
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gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CN. J/79 A (11a.); Registro digital: 2030531

incumplimiento de un contrato de seguro. supuestos en los 
que se debe juzgar con perspectiva de género.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 79/2025 
(11a.); Registro digital: 2030492

prescripción de las acciones derivadas de un contrato de se-
guro. es proporcional la regla de que inicie su plazo hasta 
que la persona tenga conocimiento de la realización del si-
niestro y, además, del derecho constituido a su favor.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 96/2025 
(11a.); Registro digital: 2030600

providencias precautorias en el juicio ordinario civil. con-
tra la determinación que las decreta debe agotarse el re-
curso de apelación o el de revocación, según el monto o 
cuantía del asunto, previo a promover el juicio de amparo 
(legislación aplicable para la ciudad de méxico).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/27 C (11a.); Registro digital: 2030374

providencias precautorias en el juicio ordinario civil. el 
incidente previsto en el artículo 252 del código de procedi-
mientos civiles para el distrito federal, aplicable para la 
ciudad de méxico, no constituye un recurso que deba agotar-
se previamente al amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/28 C (11a.); Registro digital: 2030375         
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prueba pericial en materia civil. no se vulnera el debido pro-
ceso al tener por conforme a quien no presenta su dictamen 
en tiempo con el de su contraparte.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 95/2025 
(11a.); Registro digital: 2030601

usuario final del suministro de energía eléctrica. sea pro-
pietario o no del inmueble en que la recibe, está legitimado 
para impugnar los ajustes de facturación, aun cuando no 
haya sido quien suscribió el contrato de adhesión respecti-
vo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 26/2025 
(11a.); Registro digital: 2030443

FAMILIAR
alimentos de las personas menores de edad. las obligaciones 
que asisten al estado mexicano en la materia exigen verifi-
carlos desde la perspectiva de la persona que debe otorgar-
los, así como desde la persona que le corresponde recibirlos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 107/2025 
(11a.); Registro digital: 2030559

convenio de divorcio. requisitos que debe colmar para satis-
facer la exigencia de “no contravenir disposiciones legales” 
(legislación del estado de puebla).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 110/2025 
(11a.); Registro digital: 2030569
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convenios sobre alimentos firmados ante el sistema para el 
desarrollo integral de la familia (dif). en caso de incumpli-
miento, es procedente la vía de controversia familiar.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 37/2025 
(11a.); Registro digital: 2030327

convenios sobre alimentos firmados ante el sistema para el 
desarrollo integral de la familia (dif). son válidos desde su 
celebración, por lo que las partes están obligadas a su cum-
plimiento.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 36/2025 
(11a.); Registro digital: 2030328

derecho a la identidad y a la filiación. es inconstitucional 
impedir el reconocimiento voluntario de los hijos por parte 
de su padre biológico, cuando la madre está casada con otro 
hombre.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 41/2025 
(11a.); Registro digital: 2030343

derecho a la salud mental infantil. contenido y alcances.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 83/2025 
(11a.); Registro digital: 2030481

derecho a la salud mental infantil. los procesos terapéu-
ticos ordenados en una controversia familiar dirigidos a 
personas menores de edad deben respetar su evolución y su 
autonomía progresiva.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 80/2025 
(11a.); Registro digital: 2030484

derecho a la salud mental infantil. la intervención del es-
tado en una controversia familiar debe realizarse con espe-
cial cuidado y requiere de una determinación con fundamen-
tación y motivación reforzada que observe el alcance de la 
responsabilidad parental.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 81/2025 
(11a.); Registro digital: 2030482

derecho a la salud mental infantil. los procesos terapéu-
ticos ordenados en una controversia familiar dirigidos a 
personas menores de edad, deben considerar las causas o ra-
zones que generaron la afectación psicológica y enfocarse 
tanto en el restablecimiento de su integridad, como el bien-
estar emocional de cada niña o niño, en lo individual.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 82/2025 
(11a.); Registro digital: 2030483

juicio de reconocimiento de paternidad. la actitud dilato-
ria y contumaz por parte del demandado genera la presun-
ción del vínculo biológico.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 49/2025 
(11a.); Registro digital: 2030412
pensión alimenticia en favor de personas menores de edad. es 
inconstitucional tomar como parámetro la unidad de medi-
da y actualización.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
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te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 40/2025 
(11a.); Registro digital: 2030369

registro estatal de personas deudoras alimentarias moro-
sas de chihuahua. es constitucional que se inscriba a quie-
nes incumplan las obligaciones respectivas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 66/2025 
(11a.); Registro digital: 2030506

LABORAL
aguinaldo y prima vacacional. generan intereses conforme 
a los artículos 48 de la ley federal del trabajo y 23 de la ley 
para los servidores públicos del estado de jalisco y sus mu-
nicipios, aun cuando se calculen de forma autónoma al sala-
rio base de la condena.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/45 L (11a.); Registro digital: 2030320

administradora de fondos para el retiro (afore). es impro-
cedente estudiar oficiosamente o en suplencia la omisión de 
transferir al gobierno federal los recursos de las subcuen-
tas que administra, si no forma parte de la litis.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/51 L (11a.); Registro digital: 2030615

amparo directo. cuando se concede contra una sentencia 
dictada en el nuevo procedimiento laboral, sus efectos no 
se limitan a declarar su insubsistencia y al dictado de una 
nueva, sino que obligan al tribunal laboral a cumplir con la 
secuencia de actos e intervención de las partes en una au-
diencia de juicio.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: III.1o.T. J/1 L (11a.); 
Registro digital: 2030617

competencia para conocer del amparo directo cuando la jun-
ta de conciliación y arbitraje que dictó un primer laudo fue 
sustituida por una que se encuentra en un circuito judicial 
distinto. corresponde al tribunal colegiado de circuito que 
tuvo conocimiento previo del asunto.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 10/2025 
(11a.); Registro digital: 2030424

competencia para conocer de la demanda presentada antes 
del nuevo sistema de justicia laboral. corresponde a una 
junta de conciliación y arbitraje y, de haberse extinguido, a 
la homóloga designada conforme al decreto correspondien-
te.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/50 L (11a.); Registro digital: 2030619

competencia para conocer del amparo indirecto contra el 
decreto que prevé la transferencia de las aportaciones de 
las cuentas individuales para el retiro al fondo de pensio-
nes para el bienestar. corresponde a los juzgados de distri-
to en materia administrativa.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/48 L (11a.); Registro digital: 2030622

competencia por materia y por territorio cuando se reclama 
un acuerdo que suprime diversas juntas especiales de la fe-
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deral de conciliación y arbitraje. corresponde a un juzgado 
de distrito en materia administrativa o con esa semiespecia-
lidad del lugar en el que se presente la demanda.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/44 L (11a.); Registro digital: 2030425

competencia por territorio para conocer del amparo indi-
recto contra los acuerdos administrativos que suprimen 
y determinan las competencias territoriales de las juntas 
especiales de la junta federal de conciliación y arbitraje, y 
crean o comunican cambios de adscripción de las oficinas au-
xiliares. corresponde al juzgado de distrito ante el que se 
presenta la demanda de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 24/2025 
(11a.); Registro digital: 2030521

derecho a la continuación de la prestación del servicio mé-
dico. interpretación conforme del artículo 142, fracción vi, 
de la ley del instituto de seguridad social para las fuerzas 
armadas mexicanas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 21/2025 
(11a.); Registro digital: 2030402

estado de cuenta individual de personas trabajadoras fa-
llecidas. no es un requisito de procedencia que deba acom-
pañarse a la demanda cuando se reclame simultáneamente la 
declaración de legítima beneficiaria y el pago de las aporta-
ciones administradas por una afore.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/56 L (11a.); Registro digital: 2030630
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enfermedad auditiva de origen profesional. cuando un tra-
bajador jubilado de petróleos mexicanos (pemex) reclama 
el otorgamiento de una prótesis auditiva, es necesario que 
acredite la necesidad de su uso.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/46 L (11a.); Registro digital: 2030453

fovissste. el descuento que realicen las dependencias por 
concepto de cobro del crédito de vivienda debe permitir a 
los acreditados conocer si corresponde al esquema elegido 
por la persona trabajadora en el contrato hipotecario ce-
lebrado con esa institución.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 19/2025 
(11a.); Registro digital: 2030407

gastos estrictamente indispensables y prestaciones de pre-
visión social. su regulación en la ley del impuesto sobre la 
renta para que resulten conceptos deducibles respeta el 
principio de seguridad jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 75/2025 
(11a.); Registro digital: 2030490

incompetencia por declinatoria en el nuevo sistema de justi-
cia laboral. pasos a seguir por la persona juzgadora cuando 
la decreta oficiosamente.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/52 L (11a.); Registro digital: 2030636

juicio de amparo indirecto. no se actualiza una causa noto-
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ria y manifiesta de improcedencia cuando la parte quejosa 
(trabajadores al servicio del estado de guerrero) reclama 
la retención de su salario y manifiesta desconocer su ori-
gen y el carácter con el que la autoridad señalada como res-
ponsable lo hizo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: XXI.2o.C.T. J/2 L 
(11a.); Registro digital: 2030588

pensiones por viudez y orfandad. los artículos 36, primer 
párrafo y 40, primer párrafo, de la ley del instituto de segu-
ridad social para las fuerzas armadas mexicanas, no violan 
los derechos a la igualdad y a la no discriminación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 20/2025 
(11a.); Registro digital: 2030416

periodo vacacional de la autoridad responsable. debe com-
putarse dentro del término prescriptivo previsto en la ley 
federal del trabajo y en la ley federal de los trabajadores 
al servicio del estado.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/53 L (11a.); Registro digital: 2030645

prima de antigüedad. es improcedente pagarla a los trabaja-
dores del instituto jalisciense de asistencia social con mo-
tivo de su extinción.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/47 L (11a.); Registro digital: 2030501
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salarios caídos de los trabajadores al servicio del estado, 
o de empresas productivas o públicas del estado. al cuantifi-
carlos deben descontarse los percibidos con motivo de una 
diversa contratación con la misma entidad, durante el pe-
riodo que abarca la condena [abandono de la jurisprudencia 
pr.p.t.cs. j/1 l (11a.)].
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/54 L (11a.); Registro digital: 2030657

sentencias en materia laboral. son válidas las firmadas úni-
camente por el juez sin la asistencia del secretario instruc-
tor.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: VII.2o.T. J/31 L 
(11a.); Registro digital: 2030658

subcuenta de vivienda de los trabajadores al servicio del 
estado. organismos corresponsables en la administración y 
destino de los recursos acumulados en ella (issste, fovisss-
te y pensionissste).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: VII.2o.T. J/28 L 
(11a.); Registro digital: 2030384

suspensión provisional en amparo indirecto. procede con 
efectos restitutorios contra la omisión del instituto de 
seguridad social del estado de méxico y municipios (issemym) 
de pagar la pensión otorgada mediante el dictamen corres-
pondiente y aceptada por el derechohabiente.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: II.1o.A. J/5 A (11a.); 
Registro digital: 2030553
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trabajadores al servicio del estado de guerrero y sus muni-
cipios. para tener derecho al pago por tiempo extraordina-
rio deben demostrar que existió la orden por escrito en la 
que se especifiquen las condiciones en las que se desarrolla-
ría.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: XXI.2o.C.T. J/1 L 
(11a.); Registro digital: 2030612

vía laboral. es improcedente para reclamar el pago de la 
presunta minusvalía en los rendimientos generados por la 
inversión de los ahorros depositados en una cuenta indivi-
dual del sistema de ahorro para el retiro.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 23/2025 
(11a.); Registro digital: 2030555

MERCANTIL
certificados de depósito de inversión a plazo fijo expedidos 
por sociedades financieras populares. les es inaplicable la 
exigencia de acompañar un requerimiento de pago ante feda-
tario público prevista en el artículo 36 bis 1, párrafo prime-
ro, de la ley de ahorro y crédito popular.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CN. J/8 C (11a.); Registro digital: 2030627

competencia concurrente. constituye una excepción a la 
sumisión expresa pactada en el contrato base de la acción 
en el juicio ejecutivo mercantil oral, cuando los órganos 
jurisdiccionales que operan en la circunscripción territo-
rial establecida en la cláusula relativa no son competentes 
para conocer de ese juicio por razón de la cuantía, por lo 
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que debe quedar a salvo el derecho del promovente para acu-
dir a la potestad jurisdiccional de los tribunales federales 
o locales de su elección.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: XV.3o. J/1 C (11a.); 
Registro digital: 2030324

convocatoria a asamblea general de accionistas de socieda-
des anónimas. el artículo 191 de la ley general de sociedades 
mercantiles permite que la primera y segunda convocato-
rias consten en la misma publicación o en dos publicaciones 
distintas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 76/2025 
(11a.); Registro digital: 2030474

convocatoria a asamblea general de accionistas de socieda-
des anónimas. el hecho de que la segunda convocatoria cons-
te en la misma publicación que la primera, no afecta la cer-
teza jurídica de los accionistas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 78/2025 
(11a.); Registro digital: 2030473

convocatorias a asambleas generales de accionistas de so-
ciedades anónimas. deben ser publicadas en el sistema elec-
trónico establecido por la secretaría de economía, con inde-
pendencia de lo que dispongan los estatutos de la sociedad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 77/2025 
(11a.); Registro digital: 2030475
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costas. si los intereses se reducen judicialmente por usura-
rios, se configura una condena parcial, aun cuando éstos se 
hayan pedido en la demanda al “prudente arbitrio judicial” y 
no a la tasa estipulada en el pagaré.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/30 C (11a.); Registro digital: 2030524

expromisión. alcances de la obligación asumida espontánea-
mente por un tercero durante una diligencia de requeri-
miento de pago y embargo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/31 C (11a.); Registro digital: 2030632

préstamos personales garantizados con pagaré otorgados 
por organismos públicos descentralizados en favor de sus 
trabajadores, pensionados o derechohabientes. la acción 
causal debe intentarse en la vía civil.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 56/2025 
(11a.); Registro digital: 2030541

repetición de pago. la desobediencia a la orden judicial de 
entregar una cantidad de dinero a cuenta de otro, obliga al 
infractor a pagar de su propio patrimonio el mismo monto, 
no el doble.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 71/2025 
(11a.); Registro digital: 2030507

repetición de pago. no constituye una multa, sino una medi-
da remedial de la responsabilidad del deudor de un crédito 
embargado.



Tesis de Jurisprudencia 249

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 72/2025 
(11a.); Registro digital: 2030508

título ejecutivo. el dictamen de la comisión nacional para 
la protección y defensa de los usuarios de servicios finan-
cieros (condusef) que decide sobre transferencias electró-
nicas no reconocidas por el cuentahabiente, tiene esa natu-
raleza.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.A.C.CS. J/26 C (11a.); Registro digital: 2030442

PENAL
acto de molestia que detona el derecho de acceder a los re-
gistros de una investigación. se actualiza cuando una per-
sona es buscada en su domicilio con motivo de una carpeta 
abierta en su contra.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 104/2025 
(11a.); Registro digital: 2030556

competencia para conocer del amparo indirecto contra el 
cobro que realizan empresas concesionarias de grúas que 
prestan servicios en auxilio del ministerio público. corres-
ponde al juez de distrito en materia administrativa y/o se-
miespecializado.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/7 P (11a.); Registro digital: 2030621

cuantificación de la reparación del daño. el artículo 406, pá-
rrafo quinto, del código nacional de procedimientos pena-
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les no viola el artículo 23 de la constitución federal.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 45/2025 
(11a.); Registro digital: 2030332

defensa adecuada en su vertiente material. directrices para 
determinar si este derecho ha sido violado.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 87/2025 
(11a.); Registro digital: 2030478

defensa adecuada en su vertiente material. para garanti-
zarla el juzgador debe verificar que la persona defensora 
actúe con una diligencia mínima razonable.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 88/2025 
(11a.); Registro digital: 2030479

delito de abuso sexual infantil. las sanciones establecidas 
para ese ilícito en el código penal del estado de méxico, no 
vulneran el principio de proporcionalidad de las penas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 39/2025 
(11a.); Registro digital: 2030336

delito de encubrimiento por receptación. es inconstitucio-
nal la forma de acreditar el conocimiento de la procedencia 
ilícita de los bienes asegurados, prevista en el código penal 
para el distrito federal (hoy ciudad de méxico).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 94/2025 
(11a.); Registro digital: 2030571
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delito de feminicidio. su tipificación no viola el derecho a 
la igualdad y a la no discriminación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 89/2025 
(11a.); Registro digital: 2030480

delito de incumplimiento de obligaciones de asistencia fami-
liar. la conducta típica contemplada en el código penal del 
estado de yucatán, no transgrede los principios de mínima 
intervención y de proporcionalidad de las penas.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 38/2025 
(11a.); Registro digital: 2030337

delitos de maltrato animal. los artículos 350 bis y 350 ter 
del código penal para el distrito federal (hoy ciudad de mé-
xico), no violan el principio de legalidad, en su vertiente de 
taxatividad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 46/2025 
(11a.); Registro digital: 2030338

delitos sexuales cometidos en contra de niñas, niños y ado-
lescentes. obligaciones del ministerio público para investi-
gar con perspectiva de infancia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 98/2025 
(11a.); Registro digital: 2030572

delitos sexuales cometidos en contra de niñas, niños y ado-
lescentes. son válidas las pruebas recabadas por un ministe-
rio público distinto al del lugar de los hechos, aun cuando 
hubiera declinado su competencia.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 97/2025 
(11a.); Registro digital: 2030573

devolución de bienes asegurados a la parte ofendida del de-
lito. la atribución conferida al ministerio público dentro 
de la carpeta de investigación no es violatoria de derechos 
humanos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 100/2025 
(11a.); Registro digital: 2030577

interrupción del embarazo. la causa excluyente de respon-
sabilidad regulada por el artículo 158, fracción iv, última 
parte, del código penal para el estado de sinaloa, al estable-
cer que no es necesario el consentimiento de mujeres o per-
sonas gestantes imposibilitadas para otorgarlo por sí mis-
mas, es inconstitucional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 63/2025 
(11a.); Registro digital: 

juicio de amparo. es improcedente cuando la persona vícti-
ma u ofendida lo promueve contra una resolución de segun-
da instancia que trasciende a la reparación del daño, si fue 
omisa en interponer motu proprio o, en coadyuvancia con el 
ministerio público, el recurso de apelación previsto en el 
artículo 471, en relación con el 459, fracción i, del código 
nacional de procedimientos penales, al actualizarse la hi-
pótesis establecida en el artículo 61, fracción xiii, de la ley 
de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 64/2025 
(11a.); Registro digital: 2030587
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no ejercicio de la acción penal. es una determinación de re-
conocimiento constitucional que puede emitir el ministerio 
público, sin que por ello contravenga su obligación de inves-
tigar delitos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 70/2025 
(11a.); Registro digital: 2030495

penalización del maltrato animal. los artículos 350 bis y 350 
ter del código penal para el distrito federal (hoy ciudad de 
méxico), no son discriminatorios por razon de religión.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 47/2025 
(11a.); Registro digital: 2030367

penalización del maltrato animal. los artículos 350 bis y 350 
ter del código penal para el distrito federal (hoy ciudad de 
méxico), no transgreden el derecho a la libertad de religión.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 48/2025 
(11a.); Registro digital: 2030368

personas privadas de la libertad en centros de reclusión. 
fecha para computar el plazo para la presentación de la de-
manda de amparo o el desahogo de una prevención.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/6 P (11a.); Registro digital: 2030599

personas privadas de la libertad. las notificaciones en el 
juicio de amparo directo en materia penal deben practicár-
seles personalmente, aunque hayan designado o autorizado 
a otras personas para oírlas o recibirlas.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 90/2025 
(11a.); Registro digital: 2030497

prescripción de la pretensión punitiva. sus diferencias con 
la caducidad de la facultad para presentar la querella o re-
quisito equivalente y con el ejercicio de la acción penal.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 67/2025 
(11a.); Registro digital: 2030498

prueba anticipada desahogada sin la presencia del acusado. 
no puede ser un elemento indispensable para justificar una 
sentencia condenatoria.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 86/2025 
(11a.); Registro digital: 2030503

robo a cuentahabientes. la agravante relativa a que la con-
ducta se comete en el trayecto al destino inmediato de la 
persona que retiró dinero en efectivo de una institución fi-
nanciera, no vulnera los principios de igualdad ni de taxati-
vidad (legislación penal del estado de méxico).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 68/2025 
(11a.); Registro digital: 2030504

robo a cuentahabientes. las sanciones previstas para esta 
agravante no vulneran el principio de proporcionalidad de 
las penas (legislación del estado de méxico).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 69/2025 
(11a.); Registro digital: 2030505
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robo agravado. cuando se comete con violencia moral y en un 
medio de transporte público (interpretación de la legisla-
ción del estado de méxico).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 105/2025 
(11a.); Registro digital: 2030602

secretaría de hacienda y crédito público. tiene legitimación 
para promover juicio de amparo en su calidad de víctima u 
ofendida en los procedimientos penales federales instrui-
dos por delitos fiscales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 32/2025 
(11a.); Registro digital: 2030438

suspensión provisional contra la imposición de la prisión 
preventiva oficiosa. la jurisprudencia pr.p.cn. j/13 p (11a.) es 
aplicable aun con la entrada en vigor de la reforma de 31 de 
diciembre de 2024 al artículo 19, párrafo segundo, constitu-
cional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CN. J/33 P (11a.); Registro digital: 2030607

violencia de género institucional en el contexto del proce-
so penal. obligaciones mínimas que deben observar los ope-
radores jurídicos para evitarla.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 109/2025 
(11a.); Registro digital: 2030613

violencia de género institucional en el contexto del proce-
so penal. se manifiesta cada vez que los operadores jurídi-
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cos del estado aplican, ejecutan o perpetúan un estereotipo 
de género en su práctica judicial.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 108/2025 
(11a.); Registro digital: 2030614 

suspensión provisional contra la orden de aprehensión por 
delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa. la juris-
prudencia pr.p.t.cn. j/3 p (11a.) es aplicable aun con la entra-
da en vigor de la reforma de 31 de diciembre de 2024 al artí-
culo 19, párrafo segundo, constitucional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CN. J/31 P (11a.); Registro digital: 2030441
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Pág.SALA CONSTITUCIONAL

-C-
competencia de la sala constitucional, carece de 
ella en procedimientos ordinarios y no puede cono-
cer de un recurso de apelación (supletoriedad del 
código adjetivo civil condicionada a que la ley de la 
sala constitucional sea omisa)

Hechos: Un particular interpuso el recurso de apelación en 
contra de la sentencia definitiva dictada por un juzgado de 
Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, en la 
Acción de Protección Efectiva de Derechos Humanos. Di-
cho juzgado envió el expediente a la Sala Constitucional del 
Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, y el 
entonces Presidente de ésta determinó que tal petición era 
notoriamente improcedente y, en consecuencia, no se acordó 
de conformidad admitir el recurso de apelación, al no encon-
trarse regulado. 

Ante ello, la parte inconforme interpuso recurso de recla-
mación, en el cual, por resolución dictada en forma mayorita-
ria por los magistrados integrantes de la Sala Constitucional, 
se determinó que no era procedente, y en consecuencia, que-
dó firme el acuerdo signado por el Magistrado Presidente de 
la Sala Constitucional.

En contra de la ejecutoria anterior se promovió juicio de 
amparo, del que correspondió conocer al Décimo Tercer Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, autoridad que resolvió conceder el amparo y protección 
de la justicia federal.

3
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En dicho amparo se determinó, en esencia, lo siguiente: “al 
resultar fundados los argumentos examinados respecto a la 
procedencia del recurso de reclamación interpuesto ante la 
Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de Méxi-
co, procede conceder el amparo y protección de la Justicia Fe-
deral, para el efecto de que la responsable deje insubsistente la 
resolución reclamada, y emita una nueva en la que considere 
procedente dicho medio de defensa [el recurso de reclama-
ción conforme a lo previsto en el artículo 65, f. II, de la Ley de 
la Sala Constitucional de la Ciudad de México]  y, con libertad 
de jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda en ese 
medio de impugnación.“

Por lo anterior se ordenó remitir las constancias a la ponen-
cia del Magistrado instructor correspondiente y proceder a 
dar cabal acatamiento a la sentencia de amparo.
Criterio jurídico: Al tener esta Sala el carácter de autoridad 
terminal en la interpretación de la Constitución local, por ha-
bérsele encomendado una justicia extraordinaria, no así como 
tribunal de segunda instancia, carece de competencia en pro-
cedimientos ordinarios, y por exclusión, no puede conocer de 
un recurso de apelación, toda vez que la Constitución Política 
de la Ciudad de México y la Ley Orgánica de la Sala Constitu-
cional del Poder Judicial de la Ciudad de México establecen la 
vía legal y los supuestos específicos para combatir las resolu-
ciones definitivas dictadas por los jueces de Tutela (con inde-
pendencia de que tales supuestos correspondan a las preten-
siones del recurrente); dado que de estimar la procedencia del 
recurso de apelación en la forma mencionada se rompe con 
las reglas procesales, creando incertidumbre y falta de certeza 
jurídica en los supuestos y los plazos para que las partes pue-
dan ejercer sus derechos, por lo cual, la legislación que regula 
la actividad de la Sala Constitucional con toda precisión nos 
establece expresamente tales aspectos, para evitar interpreta-
ciones ambiguas y carentes de fundamentación legal.
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Justificación: Si bien el artículo 14 de la Ley de la Sala Consti-
tucional del Poder Judicial de la Ciudad de México dispone: “ 
A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del 
Código de Procedimientos Civiles de la Ciudad de México y 
los principios generales del derecho”, se advierte que la suple-
toriedad del código adjetivo civil se encuentra condicionada 
a que la Ley de la Sala Constitucional sea omisa en regular 
algún acto o procedimiento, que en el presente caso lo es un 
medio de defensa en contra de una sentencia dictada por un 
juez de Tutela de Derechos Humanos. 

En ese sentido, es de hacer notar, que aún y cuando los nu-
merales 36, apartado B, numeral 3, inciso d) de la Constitu-
ción Política de la Ciudad de México; 126 de la Ley de la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México; 2, 
fracción V, y 25 de la Ley Orgánica de la Sala Constitucional 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, en relación con el 
artículo 76, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Ciudad de México, contemplan que esta Sala 
conocerá de la impugnación de resoluciones definitivas dic-
tadas por los jueces de Tutela, no obstante, los artículos 36, 
apartado B, numeral 3, inciso d), de la Constitución Política 
de la Ciudad de México; y 26 de la Ley Orgánica de la Sala 
Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México, se-
ñalan los supuestos en que son recurribles tales resoluciones, 
así como los plazos y procedimientos respectivos.

Así, es desacertado pretender recurrir la sentencia definiti-
va del Juez de Tutela a través del recurso de apelación regula-
do por la ley adjetiva civil, al tener conocimiento el accionante 
en el recurso de reclamación que se resuelve, de la existencia 
del medio de impugnación específico contra dicha determi-
nación, que posibilita combatir tales fallos y, consciente del 
plazo para su interposición, optó por el recurso de apelación, 
que contempla uno más extenso.
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-S-
suplencia de la vía, no es un imperativo para la sala 
constitucional realizarla, si la ley orgánica de la 
sala constitucional del poder judicial de la ciudad 
de méxico establece el medio de impugnación en con-
tra de las resoluciones definitivas dictadas por los 
jueces de tutela 

Hechos: Un particular interpuso el recurso de apelación en 
contra de la sentencia definitiva dictada por un juzgado de 
Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, en la 
Acción de Protección Efectiva de Derechos Humanos. Di-
cho juzgado envió el expediente a la Sala Constitucional del 
Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, y el 
entonces Presidente de ésta determinó que tal petición era 
notoriamente improcedente y, en consecuencia, no se acordó 
de conformidad admitir el recurso de apelación, al no encon-
trarse regulado. 

Ante ello, la parte inconforme interpuso recurso de recla-
mación, en el cual, por resolución dictada en forma mayorita-
ria por los magistrados integrantes de la Sala Constitucional, 
se determinó que no era procedente, y en consecuencia, que-
dó firme el acuerdo signado por el Magistrado Presidente de 
la Sala Constitucional.

En contra de la ejecutoria anterior se promovió juicio de 
amparo, del que correspondió conocer al Décimo Tercer Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, autoridad que resolvió conceder el amparo y protección 
de la justicia federal.

En dicho amparo se determinó, en esencia, lo siguiente: “al 
resultar fundados los argumentos examinados respecto a la 
procedencia del recurso de reclamación interpuesto ante la 
Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de Méxi-
co, procede conceder el amparo y protección de la Justicia Fe-
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deral, para el efecto de que la responsable deje insubsistente la 
resolución reclamada, y emita una nueva en la que considere 
procedente dicho medio de defensa [el recurso de reclama-
ción conforme a lo previsto en el artículo 65, f. II, de la Ley de 
la Sala Constitucional de la Ciudad de México]  y, con libertad 
de jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda en ese 
medio de impugnación.“

Por lo anterior se ordenó remitir las constancias a la ponen-
cia del Magistrado instructor correspondiente y proceder a 
dar cabal acatamiento a la sentencia de amparo.
Criterio jurídico: No es un imperativo para esta Sala Constitu-
cional realizar la suplencia de la vía, ya que la Ley Orgánica de la 
Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México 
establece el medio de impugnación en contra de las resolucio-
nes definitivas dictadas por los jueces de Tutela y los supuestos 
de procedencia, mismos que no tienen concordancia con el pro-
cedimiento previsto para sustanciar el recurso de apelación en 
base a los lineamientos del Código de Procedimientos Civiles 
del Distrito Federal, por lo que no puede considerarse, que úni-
camente se señaló de manera incorrecta el nombre del medio 
de impugnación como sostiene el recurrente.

Justificación: Si bien el artículo 54 de la Ley de la Sala Consti-
tucional del Poder Judicial de la Ciudad de México contempla 
que en todos los casos la Sala Constitucional deberá suplir la 
deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o conceptos 
de invalidez, ello no debe ser interpretado de manera absolu-
ta, sino sólo cuando se advierten violaciones a la Constitución 
Política de la Ciudad de México o a los derechos humanos 
de los justiciables, ya que dicha figura se encuentra reservada 
para personas en situación de desventaja que requieren espe-
cial protección, ya sea por la calidad de la persona o por el 
grupo al que pertenecen (menores de edad), la materia de que 
se trata (penal, agraria, laboral), porque su posición en el pro-
ceso involucra una concreta debilidad o vulnerabilidad (una 179



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 395 •  mayo-junio •  2025262

violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa), 
o bien se afecten ciertas instituciones (el orden y desarrollo 
de la familia); aspectos, que generen posiciones asimétricas 
entre las partes, y, en consecuencia, se asume que alguna de 
ellas cuenta con menores recursos (ya sea educativos, sociales, 
económicos o de cualquiera otra índole) ocasionándose una 
disparidad que repercute en su derecho de acceso a la justicia.

Así, con la suplencia de la queja se pretende que, a causa de 
una deficiente argumentación jurídica, no se produzca una vio-
lación mayor dejándose a la persona en estado de indefensión, 
dadas las particulares condiciones en las que se encuentra; lo 
que en el presente caso no se actualiza, ya que de las constancias 
procesales no se desprende, que quien hace valer el recurso de 
reclamación se encuentre en alguna situación de vulnerabilidad 
o desventaja que le impida ejercer sus derechos a través de las 
vías legales procedentes, más, cuando se aprecia, que el pre-
sente recurso fue interpuesto por el licenciado que actúa como 
representante legal de la parte inconforme. De ahí que, como 
ya se dijo, es preciso que se lleve a cabo la verificación de los 
requisitos de procedencia previstos en las leyes nacionales para 
la interposición de cualquier medio de defensa

MATERIA CIVIL
Novena Sala 

-C-
contrato de arrendamiento, para afirmar que es de 
naturaleza mercantil se debe analizar si obran ele-
mentos específicos que permitan distinguirlo como 
especulativo

Hechos: Un juzgado civil oral de etapa postulatoria se declaró 
incompetente para conocer, en razón de la materia, del juicio 
de arrendamiento inmobiliario oral, que promovió un arren-

75
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dador, por considerar que su trámite debiera corresponder a 
la vía oral mercantil.

Inconforme con la resolución anterior la parte actora pro-
movió recurso de queja, el cual fue admitido y, hechos los trá-
mites correspondientes, se citó a las partes para oír sentencia.
Criterio jurídico: Para afirmar que un contrato de arrendamien-
to es de naturaleza mercantil, se debe analizar si en los documen-
tos base de la acción obran elementos específicos que permitan 
distinguirlos como especulativos, y no solamente presumir dicha 
especulación comercial por la sola obtención de una ganancia lí-
cita, pues aún los contratos de naturaleza civil pueden tener un 
evidente y expreso propósito económico o lucrativo, como en el 
caso concreto ocurre con el arrendamiento de inmuebles.

En el caso concreto, esta autoridad no considera que el 
arrendamiento de un local comercial destinado a una sex 
shop es un acto de comercio, con fines de especulación comer-
cial, puesto que para  determinar si un arrendamiento debe 
tramitarse  en la vía mercantil, el órgano jurisdiccional tiene 
que definir si el contrato de arrendamiento constituye o no 
un acto de comercio, esto es, que se realiza con el propósito 
de especulación comercial, aspecto que no puede considerarse 
colmado con la afirmación  que el objeto del mismo es un local 
comercial que se destinaría a una sex shop, el que se considera 
acto de comercio, en términos del Código de Comercio.
Justificación: La distinción entre lucro civil y especulación 
mercantil debe ser en el sentido de que éste, necesariamen-
te debe ser relativo al tráfico comercial, esto es, que quien 
arrienda un bien inmueble se dedica eminentemente al arren-
damiento de inmuebles de esa naturaleza, o bien en el caso 
del arrendatarios, lo hace con el fin directo de transmitir pos-
teriormente la posesión del mismo a un tercero, con el obje-
to de lucrar con ello, esto es, de obtener una ganancia, como 
pudiera ser en el caso de un subarrendamiento.
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En este sentido, para determinar si un arrendamiento debe 
tramitarse en la vía mercantil se debe dilucidar si el menciona-
do contrato es o no un acto de comercio, es decir si se realiza 
con propósito de especulación comercial o no, circunstancia 
que no puede definirse por el hecho de que el inmueble arren-
dado tenga por objeto la venta de artículos sexuales. 

Lo anterior, puesto que el fin o el propósito de la especula-
ción comercial a que aluden los artículos 75 y 371 del Códi-
go de Comercio no se define, exclusivamente como actos de 
comercio, por el hecho de que se obtenga una ganancia lícita 
por el pago del arrendamiento, ni mucho menos por la cir-
cunstancia que la arrendadora destinara el uso del inmueble 
arrendado a la venta de artículos sexuales, puesto que ello no 
es un factor que defina la mercantilidad de un contrato, pues 
aun los contratos civiles pueden tener un evidente y expreso 
propósito económico o lucrativo. 

Sin que en el caso particular, la mercantilidad del asunto 
quede definida por el uso o destino que se le dé al inmueble 
arrendado, puesto que la relación comercial entre el arrenda-
tario, sus clientes y proveedores, no incide en el contrato de 
arrendamiento, que es el que debe servir de base para deter-
minar la naturaleza comercial del acto, respecto del cual se 
insiste, no contiene un propósito económico o lucrativo, esto 
es, no se celebró  con el propósito de especulación comercial 
por no advertirse así de su contenido.

Quinta Sala 

-D-
derechos de artista, intérprete y ejecutante previs-
tos en la ley federal del derecho de autor, en caso 
de violación procede reparación del daño material 
e indemnización por daños y perjuicios, en razón del 
cuarenta por ciento 97
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Hechos: El integrante de una agrupación musical demandó 
en la vía ordinaria civil a los demás miembros del mismo gru-
po, la reparación del daño material y una indemnización por 
daños y perjuicios, que en su concepto le ocasionaron los co-
demandados por no permitirle desarrollar su actividad como 
artista e intérprete en presentaciones en vivo del grupo musi-
cal, a pesar de ser integrante y cofundador.

Criterio jurídico: Es dable declarar que los codemandados 
incurrieron en hechos ilícitos, en virtud de que violaron los 
derechos de artista, intérprete y ejecutante del actor, previs-
tos en los artículos 116, 117, 117 Bis, 118, 119 de la Ley del 
Derecho de Autor, así como en los artículos 49 y 50 de su 
Reglamento; los preceptos 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 de la Conven-
ción Internacional sobre la Protección de los Artistas Intér-
pretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los 
Organismos de Radiodifusión (Convención de Roma, 1961) 
y los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 16 y 23 del Trata-
do de OMPI sobre interpretación o Ejecución y Fonogramas 
(TOIEF); y asimismo, condenar a los codemandados a la re-
paración del daño material, así como la indemnización por 
daños y perjuicios por violación a cada uno de sus derechos 
del actor de artista, intérprete y cuya cantidad será cuantifica-
da en ejecución de sentencia, en razón del cuarenta por ciento 
del precio de venta público del producto original y de la pres-
tación original de cualquier tipo de servicios que han prestado 
los demandados que impliquen la violación a cada uno de los 
derechos tutelados por la Ley en su favor; de conformidad con 
el artículo 216 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor.

Justificación: El actor demostró que se realizaron conductas 
contrarias a sus derechos de artista, intérprete, y ejecutante 
de la batería y percusiones dentro de un grupo artístico, pre-
vistos en los artículos 117 y 117 bis de la Ley Federal del De-
recho de Autor, que son disposiciones de orden público, de 
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interés social y de observancia general en todo el territorio 
nacional, por lo que no pudo ejercer su actividad de artista, 
intérprete, ejecutante, ni percibir una remuneración por ello, 
y los artículos 1 y 2 de la Ley Federal citada tienen por objeto 
la protección de los derechos el actor como artista, intérprete 
o ejecutante, respecto de sus actuaciones, interpretaciones o 
ejecuciones en el grupo artístico que menciona el actor.

En esa virtud, es evidente que el actor sí comprobó plena-
mente la existencia de su derecho de artista tutelado y la exis-
tencia de las violaciones o infracciones de dichos derechos, ya 
que está acreditado que los codemandados le informaron que 
no formaría parte del grupo, y que le impidieron realizar los 
ensayos y actividades de artista, intérprete y ejecutante de la 
batería en las presentaciones y espectáculos de la agrupación, 
y con ello se le impidió percibir una remuneración por las in-
terpretaciones y ejecuciones de la batería en las presentacio-
nes que se hicieron con fines de lucro directo o indirecto, por 
cualquier medio de comunicación pública o puesta a dispo-
sición desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la 
presentación de la demanda, lo cual se tuvo por acreditado 
por el Juez con las confesionales a cargo de los demandados, 
por lo que se violentó en perjuicio del actor lo consagrado en 
los preceptos 1, 2, 117 y 117 Bis de la Ley Federal del Derecho 
de Autor, así como los artículos de los instrumentos interna-
cionales citados en la demanda por el actor.

Además, se acreditó la relación causa efecto entre la con-
ducta y el daño producido; es decir, que el daño es consecuen-
cia inmediata y directa del hecho u omisión ilícitos, pues al 
habérsele impedido al actor realizar sus actuaciones, interpre-
taciones y ejecuciones de la batería en las presentaciones y 
espectáculos en vivo que los demandados han realizado con 
la denominación que tiene la agrupación musical en cuestión, 
desde el mes de julio de dos mil dieciocho y hasta la presen-
tación de la demanda, es evidente que, como consecuencia de 
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ello, no pudo percibir una remuneración por el uso o explo-
tación de sus actuaciones, interpretaciones y ejecuciones de 
la batería en las presentaciones que se hicieron con fines de 
lucro directo o indirecto.

Tercera Sala 

-R-
responsabilidad patrimonial objetiva del estado, 
facultad exclusiva de la autoridad judicial federal 
administrativa para decretarla, por daño a los par-
ticulares con motivo de una actividad administra-
tiva irregular

Hechos: Un particular demandó en la vía ordinaria civil a una 
dependencia de la administración pública federal, el pago de 
daño moral, daños y perjuicios y otras prestaciones, derivados 
de que, en su concepto, una cirugía le ocasionó los agravios 
que reclamó. Al contestar, el representante legal de la depen-
dencia demandada promovió la excepción de incompetencia 
por declinatoria, por considerar que el juicio debía ser conoci-
do por los tribunales de la federación.

Criterio jurídico: De los artículos 109 constitucional y artícu-
los 1° y 18°, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial, 
resulta obvio que el juzgado de origen es incompetente para 
conocer y resolver sobre la responsabilidad patrimonial del 
Estado con motivo de su actividad administrativa irregular; 
ya que ésta debió ser reclamada conforme al procedimiento 
establecido en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial 
del Estado en correlación con la Ley Federal de Procedimien-
to Administrativo.

Es decir, es facultad exclusiva de la autoridad judicial federal 
administrativa decretar o no la responsabilidad patrimonial ob-
jetiva del Estado, que surge si éste causa un daño al particular 
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con motivo de su actividad administrativa irregular; ello impli-
ca que el Estado se vuelve responsable directo en los daños que 
los operadores de su actividad generen en las personas.
Justificación: En primer término se considera pertinente acla-
rar, que la competencia es un presupuesto procesal de la acción, 
consistente en la aptitud y facultad del juez para ejercer su ju-
risdicción en un caso determinado, y el deber de un juzgado o 
tribunal para conocer de determinado asunto, ello en virtud de 
que si bien es cierto, todos los jueces tiene jurisdicción, entendi-
da como la potestad conferida por el Estado a determinados ór-
ganos para resolver mediante sentencia las cuestiones litigiosas 
que les sean sometidas y hacer cumplir sus propias resoluciones, 
también lo es que no todos los jueces tienen competencia sobre 
todos los asuntos, puesto que la competencia es una limitante de 
la jurisdicción, en virtud de la cual cada juez, según las normas 
jurídicas, es competente para conocer de determinados asuntos, 
ellos respondiendo a una equitativa y necesaria repartición del 
trabajo, derivada de la amplitud de las ramas del derecho, del 
territorio nacional y la numerosidad de casos jurídicos.

Ahora bien, según lo dispone el artículo 144 del código pro-
cesal civil local, la competencia de los tribunales se determina-
rá por la materia, la cuantía, el grado y el territorio. Asimismo, 
en términos de los artículos 73 y 104 constitucionales, se pre-
vé la competencia por razón de fuero.

Así, en el presente asunto debe atenderse a que el codeman-
dado es el representante legal de una Secretaría de Estado, la 
cual se encuentra prevista en el artículo 90 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que pertenece a 
la Unidad Administrativa de alto rango, de carácter político-
administrativo, adscrita a la Administración Pública centrali-
zada, cuya finalidad es apoyar al Poder Ejecutivo federal en el 
ejercicio de sus atribuciones políticas y administrativas. Ello 
conforme a lo dispuesto la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, en sus artículos 1°, 2 y 26.
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Juzgado Décimo Sexto De Lo Civil De Proceso 
Escrito

-N-
nulidad de donación, si el donante no se reserva en 
propiedad bienes o el usufructo necesarios para vi-
vir (valoración especial al ser el demandante perso-
na adulta mayor)

Hechos: La parte actora, una persona adulta mayor, con no-
venta años de edad, demandó la nulidad absoluta del contra-
to de donación de derechos de copropiedad, que celebró con 
los demandados, dos hijos y tres nietos, ante notario público. 
Como consecuencia de lo anterior reclamó la destrucción re-
troactiva de los efectos de dicho acto, y la nulidad absoluta de 
la constitución del régimen de propiedad en condominio que 
otorgaren los donatarios con la comparecencia del Instituto 
de Vivienda del Distrito Federal. La demanda se basa en el 
hecho de que el bien donado es el único que la actora tenía in-
corporado en su patrimonio, sin que se reservara el usufructo, 
aunado a que no cuenta con ingreso mensual fijo alguno.

Criterio jurídico: Debe existir especial cuidado en la protec-
ción de los derechos de la actora, en tanto que es una adulta 
mayor con más de noventa años de edad, que se encuentra 
en la última parte de su vida; entonces, merece que el Estado 
vele por el ejercicio de sus derechos. El artículo 2347 del Có-
digo Civil para el Distrito Federal, expresamente señala: “Es 
nula la donación que comprenda la totalidad de los bienes del 
donante, si éste no se reserva en propiedad o en usufructo lo 
necesario para vivir según sus circunstancias”. Dicha dispo-
sición tiene como fin que se limite la facultad o derecho de 
las personas de donar sus bienes con el objeto de asegurar 
que mientras vivan puedan satisfacer sus necesidades más ele-
mentales, por ende, en ese lapso de vida del donante, se puede 
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anular la donación bajo la aludida causal, al no existir la reser-
va en cuestión, toda vez que el propio fedatario ante quien se 
tiró la escritura refirió al dar contestación a la demanda que se 
encontraba imposibilitado para saber si lo manifestado por la 
donante fuese verídico, y que no era su obligación cerciorarse 
de que la donante se reservara en propiedad bienes suficientes 
para vivir conforme lo tiene acostumbrado; por lo que se debe 
declarar la nulidad del contrato de donación. 

Como consecuencia de lo anterior, se declara que los efec-
tos producidos por el contrato de donación se retrotraen a 
la fecha de su celebración como si nunca se hubiera celebra-
do, declarándose la nulidad de la constitución del régimen de 
propiedad en condominio que otorgaron los donatarios con 
la comparecencia del Instituto de Vivienda de la Ciudad de 
México, así como la disolución de copropiedad y aplicación de 
bienes otorgados por los donatarios en el instrumento nota-
rial correspondiente.
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación al resolver el amparo directo en revisión 
4398/2013 estableció que tanto los niños como los adultos 
mayores se encuentran en una situación de debilidad respecto 
al resto de la población. Asimismo, destacó, el artículo 1° de 
la Constitución general dispone que todas las personas gozan 
de los derechos que la misma establece, independientemente 
de la edad que tengan, y consideró: “si en un procedimiento 
judicial alguna de las partes tiene la categoría de adulto mayor, 
es decir si tiene más de 60 años, el juzgador debe analizar las 
disposiciones legales aplicables al caso en seguimiento de los 
principios establecidos en los ordenamientos mencionados, 
proporcionando el mayor beneficio que pudiera corresponder 
al adulto en edad avanzada”.
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